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GLOSARIO 
 
ACCESO AL SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN: Es la utilización por 
comercializadores y grandes consumidores de gas combustible de los sistemas 
de distribución de gas combustible por redes de tubería físicas o tubería, 
mediante el pago de cargos de la red y conexión correspondientes, con los 
derechos y deberes establecidos en el código de distribución y, en lo pertinente, 
en los contratos de concesión para distribución local perfeccionados al amparo 
de la legislación vigente con anterioridad a la vigencia de la Ley 142 de 1994. 
 
ACCESO AL SISTEMA DE TRANSPORTE: Es la utilización de los sistemas de 
transporte de gas combustible por redes de tubería mediante el pago de cargos 
por uso y conexión correspondientes, con los derechos y deberes que establece 
el código de transporte o las normas suplementarias de éste. 
 
ACOMETIDA: Derivación de la red local del servicio respectivo que llega hasta 
el registro de corte del inmueble.  No incluye el medidor. 
 
ACTIVIDAD COMPLEMENTARIA DE UN SERVICIO PUBLICO: Son las 
actividades a que también se aplica la ley 142 de 1994 y son mencionadas por 
ésta.  Cuando en la Ley 142 de 1994 se mencionen los servicios públicos, sin 
hacer precisión especial, se entienden incluidas tales actividades.  
 
ACUERDO: Manifestación de voluntad expresando consentimiento y recepción 
de los dineros por parte del propietario poseedor o tenedor. 
 
ALIVIO: Dispositivo instalado en un sistema presurizado de tuberías para gas 
con el fin de prevenir que la presión en el sistema exceda el límite 
predeterminado. 
 
ANODO GALVÁNICO: Un metal que proporciona protección catódica a otros 
metales nobles cuando se acopla a un electrolito, debido a su posición relativa 
en la serie galvánica. 
 
ÁNODO: Un electrodo en el cual está ocurriendo oxidación de su superficie o 
algún componente de la solución. 
 
ÁREA DE SERVICIO EXCLUSIVO: Es el área geográfica correspondiente a los 
municipios y otras áreas urbanas sobre las cuales se otorga exclusividad en la 
distribución domiciliaria de gas natural por redes de tubería mediante contratos 
de áreas de servicio exclusivo. 
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ÁREAS URBANAS: Es el casco urbano de los municipios, inspecciones de 
policía, corregimientos y asentamientos urbanos comprendidos dentro de un 
área de servicio exclusivo. 
 
ASPECTO ECONOMICO: Consiste en la determinación del avalúo catastral del 
predio. 
 
ASPECTO FISCAL: Consiste en la preparación y entrega a las Tesorerías 
Municipales y a las Administraciones de Impuestos Nacionales respectivas, de 
los avalúos sobre los cuales ha de aplicarse la tasa correspondiente al impuesto 
predial y demás gravámenes que tengan como base el avalúo catastral, de 
conformidad con las disposiciones legales vigentes. 
 
ASPECTO FISICO: Consiste en la identificación de los linderos del terreno y 
edificaciones del predio sobre documentos gráficos o fotografías aéreas u 
ortofotografías y la descripción y clasificación del terreno y de las edificaciones. 
 
ASPECTO JURIDICO: Consiste en indicar y anotar en los documentos 
catastrales la relación entre el sujeto activo del derecho o sea el propietario o 
poseedor, y el objeto o bien inmueble, de acuerdo con los artículos 656, 669, 
673, 738, 739, 740, 756 y 762 del Código Civil, mediante la identificación 
ciudadana o tributaria del propietario o poseedor y de la escritura y registro o 
matrícula inmobiliaria del predio respectivo. 
 
AVALUO: Es el procedimiento mediante el cual se obtiene, técnicamente el 
valor de un bien. 
 
BOCA DE POZO: Extremo del pozo que se hace en la tierra con el propósito de 
extraer o inyectar hidrocarburos, el cual conecta las instalaciones de producción 
con las instalaciones de suministro de gas y que consiste usualmente en 
equipos que se usan para regular o medir el fluido. 
 
CARGO DE LA RED: Es el cargo promedio máximo unitario en pesos por 
metro cúbico ($/m3) permitido cobrar al distribuidor por uso de la red.  Este 
cargo no incluye la conexión. 
 
CARGO POR ACOMETIDA: Este cargo cubre todos los costos involucrados en 
la acometida del usuario que lo conecta con la red local.  No incluye el costo del 
medidor. 
 
CARGO POR CAPACIDAD DEL SISTEMA DE TRANSPORTE: Cargo que se 
aplica a la demanda máxima promedio diaria de transporte de gas natural, en 
un período de tiempo dado. 
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CARGO POR CONEXIÓN: Es el cargo por acometida más el costo del medidor 
cuando sea suministrado por la empresa, más una proporción de los costos que 
recuperen parte de la inversión en las redes de distribución, cuando a juicio de 
la CREG se requiera para estimular nueva inversión de costo mínimo. (Art.90, 
numeral 90.3 de la Ley 142/94). 
 
CARGO POR USO DEL SISTEMA DE TRANSPORTE: Cargo que se aplica al 
volumen de gas transportado. 
 
CATASTRO: El catastro es el inventario o censo, debidamente actualizado y 
clasificado, de los bienes inmuebles pertenecientes al Estado y a los 
particulares, con el objeto de lograr su correcta identificación física, jurídica, 
fiscal y económica. 
 
CÁTODO: Es un electrodo en el cual está ocurriendo reducción  en o cerca de 
su superficie.  Es la estructura que está protegida contra la corrosión en un 
sistema de protección catódica. 
 
CEDULA CATASTRAL: Código de identificación del inmueble.  Es un número 
georeferenciado a nivel de circuito y sector. 
 
CENTRO DE DESPACHO DE GAS: Es una dependencia encargada de la 
planeación, supervisión y control de la operación y despacho del gas 
combustible en un sistema de transporte. 
 
CENTRO NACIONAL DE DESPACHO DE GAS NATURAL: Es un organismo 
independiente y autónomo encargado de la planeación, supervisión y control de 
la operación y despacho del gas natural en el sistema nacional de transporte.  
El centro de despacho podrá ser parte de una empresa independiente de 
transporte. 
 
CERTIFICADO CATASTRAL: Es el documento que contiene la inscripción de 
los siguientes datos: cédula catastral, áreas del terreno y área construida, 
dirección, avalúo, ubicación, etc. 
 
CERTIFICADO DE TRADICION Y LIBERTAD: Documento expedido por la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en donde el registrador da fe 
pública del folio con su firma y sello. 
 
CLIENTE: Es el receptos de los productos y servicios suministrados por la 
empresa prestadora de servicios públicos. 
 
CÓDIGO DE DISTRIBUCIÓN: Conjunto de disposiciones expedidos por la 
comisión con las facultades del numeral 73.22 de la ley 142 de 1994, a las 
cuales deben someterse las empresas de servicios públicos del sector y otras 



 9 

personas que usen los sistemas de distribución de gas combustible por redes 
de tubería.  Las normas que expida el ministerio de minas y energía, en 
particular las que se refieran a la seguridad, harán parte integrante de este 
código. 
 
CÓDIGO DE TRANSPORTE: Conjunto de disposiciones expedidos por la 
comisión con las facultades del numeral 73.22 de la ley 142 de 1994, a las 
cuales deben someterse las empresas de servicios públicos del sector y otras 
personas que usen el sistema nacional de transporte de gas combustible por 
redes de tubería.  Incluye también el conjunto de principios, criterios y 
procedimientos para realizar la coordinación y la operación del sistema nacional 
de transporte, y para regular el funcionamiento del mercado mayorista de gas 
combustible por redes de tubería.  Las normas que expida el ministerio de 
minas y energía, en particular las que se refieran a la seguridad, harán parte 
integrante de este código. 
 
COMERCIALIZACIÓN CONJUNTA: Cuando los socios de un campo productor 
o de un contrato de asociación comercializan el gas natural producido 
conjuntamente, de manera que exista un sólo vendedor de gas natural del 
campo o del contrato. 
 
COMERCIALIZACIÓN DE GAS COMBUSTIBLE: Actividad de compra y venta 
de gas combustible a título oneroso en el mercado mayorista y su venta con 
destino a otras operaciones en dicho mercado o a los usuarios finales. 
 
COMERCIALIZADOR DE GAS COMBUSTIBLE A PEQUEÑOS 
CONSUMIDORES: Es un distribuidor de acuerdo con la definición de 
distribuidor de gas combustible por redes de tubería contenida en la presente 
resolución.  Ésta definición también aplica a la distribución de gas licuado de 
petróleo por red de tuberías. 
 
COMERCIALIZADOR: Persona natural o jurídica cuya actividad es la 
comercialización de gas combustible.  Puede o no, ser un productor. 
 
CONEXIONES AL SISTEMA DE TRANSPORTE: Bienes que permiten 
conectar un productor, un comercializador, un distribuidor o un gran consumidor 
al sistema nacional de transporte. 
 
CONEXIONES DE ACCESO AL SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN: Bienes que 
permiten conectar un productor, un comercializador, otro distribuidor o un gran 
consumidor, a un sistema de distribución de gas combustible por redes de 
tubería. 
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CONSUMIDOR: Persona natural o jurídica que se beneficia con la prestación 
de un servicio público, bien como propietario del inmueble en donde éste se 
presta, o como receptor directo del servicio. 
 
CONTRATISTA: Es el proveedor en una situación contractual. 
 
CONTRATO DE CONEXIÓN AL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPORTE: Es 
el que celebran las partes interesadas para regular las relaciones técnicas, 
administrativas y comerciales de las conexiones al sistema nacional de 
transporte, el cual incluye el pago de un cargo por conexión. 
 
CONTRATO DE CONEXIÓN AL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPORTE: Es 
el que celebran las partes interesadas para regular las relaciones técnicas, 
administrativas y comerciales de las conexiones al sistema nacional de 
transporte, el cual incluye el pago de un cargo por conexión. 
 
CONTRATO DE CONEXIÓN DE ACCESO A UN SISTEMA DE 
DISTRIBUCIÓN: Es el que celebran las partes interesadas para regular las 
relaciones técnicas, administrativas y comerciales de las conexiones de acceso 
a un sistema de distribución, el cual incluye el pago de un cargo por conexión. 
 
CONTRATO EN PICO: Contratos en los que el productor, el comercializador, el 
distribuidor o el transportador, se compromete a vender o transportar, según el 
caso, un volumen pico garantizado de gas combustible durante un periodo 
determinado dentro del año.  En estos contratos se podrán pactar pagos por 
parte del comprador, independientes del consumo. 
 
CONTRATO ESTATAL: Se entiende por contrato estatal todos los actos 
jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades públicas con 
capacidad para contratar, previstos en el derecho público o privado, típicos o 
atípicos y los derivados en general de la autonomía de la voluntad. 
 
CONTRATOS DE ÁREAS DE SERVICIO EXCLUSIVO: Contratos especiales 
de concesión para prestar el servicio de distribución de gas natural por redes de 
tubería en un área de servicio exclusivo.  En estos contratos se pactan 
cláusulas de exclusividad para la distribución y se presta el servicio en las 
condiciones de precio y cobertura pactadas en el contrato. 
 
CONTRATOS FIRMES: Contratos en los que el productor, el comercializador, 
el distribuidor o el transportador, se compromete a vender o transportar por 
redes de tubería, según el caso, un volumen máximo garantizado de gas 
combustible durante un período determinado.  En estos contratos se podrán 
pactar pagos por parte del comprador, independientes del consumo. 
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CONTRATOS INTERRUMPIBLES: Contratos en los que el productor, el 
comercializador, el distribuidor o el transportador se compromete a vender o 
transportar, según el caso, un volumen máximo de gas combustible durante un 
período determinado, pero el contratante o el contratista o ambos se reservan el 
derecho de interrumpir el servicio dando aviso a la otra parte contratante, de 
acuerdo con los términos y condiciones del contrato. 
 
CORRIENTE IMPRESA: Corriente suplida directamente por una fuente externa 
al sistema de protección catódica. 
 
CORROSIÓN: Es el deterioro de un material, usualmente un metal como 
resultado de un reacción con su medio ambiente. 
 
COSTO ECONÓMICO: Estimación de los costos en los que incurre la empresa, 
incluyendo los costos de oportunidad que se derivan de no usar ese dinero u 
otros factores de producción a su alcance en otros propósitos alternativos. 
 
COSTO MÍNIMO OPTIMIZADO: Es el que resulta de un plan de expansión de 
costo mínimo. 
 
CREG: La comisión de regulación de energía y gas (CREG), organizada como 
unidad administrativa especial del ministerio de minas y energía, según lo 
previsto en las leyes 142 y 143 de 1994. 
 
CULTIVOS PERMANENTES: Aquellos cultivos tales como café, palma 
africana, palma de coco, caucho, cítricos, árboles maderables, aguacate, 
guayabo, mango, manzano, pera, durazno, uva, fique, cacao y cualquier otro 
cultivo que exija un periodo superior a tres años entre su siembre y su cosecha, 
o cuyo periodo de producción se prolongue por mas de cinco años. 
 
CULTIVOS SEMIPERMANTES: Son aquellos cultivos tales como la caña de 
azúcar, banano, plátano, piña, papaya, maracuyá, o cualquier otro cultivo que 
exija un periodo superior a un año e inferior a tres entre su siembra y su primera 
cosecha, o cuyo periodo de producción se prolongue entre uno o cinco años. 
 
DAÑO EMERGENTE: Es el daño en si mismo considerado.  Es el perjuicio o la 
pérdida que se sufre por el deterioro.  Por daño emergente se debe pagar el 
valor perdido por la cosa que sufrió el perjuicio. 
 
DERECHO DE VIA: Es el espacio necesario y suficiente para adelantar todas 
las actividades constructivas, incluyendo el tránsito del personal, maquinaria y 
equipos; con base en el diámetro de la tubería y en las especificaciones de los 
equipos requeridos para su manipulación. 
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DERECHO PERSONAL: Es el que puede reclamarse de determinadas 
personas que se han obligado por hecho propio o por disposición legal.  El 
derecho que tiene el propietario del predio a que se le pague por los daños es 
un derecho personal. 
 
DERECHO REAL: Es el derecho que se tiene sobre una cosa sin respecto a 
determinada persona.  El derecho de dominio, de usufructo, uso o habitación, 
servidumbre, son ejemplos de derechos reales. 
 
DERECHOS NOTARIALES: Son los gastos que se causan con el otorgamiento 
de una escritura pública.  Las tarifas que señalan los derechos notariales son 
revisables por el Gobierno Nacional. 
 
DICTAMEN PERICIAL: Es un medio de prueba procedente para verificar 
hechos que interesen a un proceso y que requieren conocimientos técnicos, 
científicos o artísticos. 
 
DISTRIBUCIÓN: Es la prestación del servicio público domiciliario de gas 
combustible a través de redes de tubería. 
  
DISTRIBUIDOR DE GAS COMBUSTIBLE POR REDES DE TUBERÍA: Quien 
presta el servicio público domiciliario de distribución de gas combustible por 
redes de tubería. 
 
ECONOMÍAS DE AGLOMERACIÓN: Las que obtiene una empresa que 
produce o presta varios bienes o servicios. 
 
EFICIENCIA: Es una medida de la productividad que expresa la relación entre 
la cantidad que se usa de un factor de producción y la producción que se 
obtiene con él, medida en unidades físicas o monetarias. 
 
ELECTRODO  DE REFERENCIA: Dispositivo para el cual el potencial de 
circuito abierto es constante en condiciones similares de medida. 
 
ELECTROLITO: Suelo o liquido adyacente en contacto con una estructura 
metálica enterrada o sumergida.  Una mezcla o solución que contiene iones que 
migran en un campo eléctrico. 
 
EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS MIXTA: Es aquella en cuyo capital la 
Nación, las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de aquella o 
estas tienen aportes iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%). 
 
EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS PRIVADA: Es aquella cuyo capital 
pertenece mayoritariamente a particulares, o a entidades surgidas de convenios 
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internacionales que deseen someterse íntegramente para estos efectos a las 
reglas a las que se someten los particulares. 
 
EMPRESA: Cualquiera de las entidades autorizadas para prestar servicios 
públicos, de acuerdo con el Título I de la ley 142 de 1994. 
 
EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS OFICIALES: Es aquella en cuyo 
capital la Nación, las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de 
aquella o estas tienen el 100% de los aportes. 
 
ESCRITURA PUBLICA: Es el instrumento público, que contiene declaraciones 
de actos jurídicos emitidas ante notario, con el lleno de los requisitos legales y 
que se incorpora al protocolo. 
 
ESCRITURACION: Es el proceso de elevar a documento público las 
declaraciones jurídicas, de las cuales da fe el notario.  En el proceso de 
escrituración se cumplen los siguientes pasos: recepción, extensión, 
otorgamiento y autorización. 
 
ESTADOS FINANCIEROS: Balance, estado de pérdidas y ganancias, y de 
fuentes y usos de fondos. 
 
ESTRATIFICACIÓN SOCIOECONÓMICA: Es la clasificación de los inmuebles 
residenciales de un municipio, que se hace en atención a los factores y 
procedimientos que determina la ley. 
 
ESTUDIO DE TITULOS: Es el estudio que el profesional encargado, abogado, 
hace a todos los documentos relacionados con el predio, con el fin de 
establecer la viabilidad de la legalización de la servidumbre mediante escritura 
pública.  El estudio debe contener el concepto final del profesional. 
 
FACTOR DE CARGA: Es la relación entre el flujo medio de gas combustible 
demandado en un período de tiempo y el flujo máximo promedio diario de gas 
combustible demandado en dicho período. 
 
FACTURA DE SERVICIOS PÚBLICOS: Es la cuenta que una persona 
prestadora de servicios públicos entrega o remite al usuario, por causa del 
consumo y demás servicios inherentes en desarrollo de un contrato de 
prestación de servicios públicos. 
 
FICHA PREDIAL: Documento que contiene los datos físicos, económicos y 
jurídicos de un inmueble. 
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FICHA TECNICA: Formato interno de la empresa que concentra los datos de 
identificación física, jurídica y catastral del predio, la identificación del 
propietario, la franja de servidumbre y el inventario de los daños a indemnizar. 
 
FIRMA A RUEGO: Si el otorgante no sabe o no puede firmar el documento será 
firmado por la persona a quien él designe o ruegue.  Se anotará nombre, edad, 
domicilio e identificación del firmante en la escritura.  El otorgante imprimirá su 
huella dactilar, dejándose constancia de todo lo anterior. 
 
FOLIO DE MATRICULA INMOBILIARIA: Documento en el que se registran las 
mutaciones y tradición de un inmueble.  Contiene, entre otros los siguientes 
datos: código de identificación, ubicación, si es rural o urbano, linderos y cabida, 
propietario, y registra los títulos y documentos que sirven de sustento. 
 
FOLIO SEGREGADO: Cada folio de matrícula inmobiliaria corresponde a una 
unidad catastral.  Cuando se divida un inmueble o se segregue de el una 
porción, o se realice una parcelación o se constituya propiedad por pisos o 
apartamentos, se procederá a abrir un nuevo folio de matrícula inmobiliaria por 
cada división.  Cada folio nuevo es un folio segregado. 
 
FORMULA TARIFARIA ESPECÍFICA: Conjunto de criterios y de métodos, 
resumidos por medio de una fórmula, en virtud de los cuales una empresa de 
servicios públicos sujeta al régimen de libertad regulada puede, directamente, y 
de tiempo en tiempo, modificar las tarifas que cobra a sus usuarios.  Cuando se 
haga referencia a fórmula tarifaria debe entenderse fórmula tarifaria específica. 
 
FORMULA TARIFARIA GENERAL: Conjunto de criterios y de métodos, en 
virtud de los cuales se regula a los comercializadores de gas a pequeños 
consumidores y a los distribuidores, la tarifa promedio por unidad de gas 
suministrada en cualquier año. 
 
GAS COMBUSTIBLE: Es cualquier gas que se encuentre comprendido en 
cualquiera de las cuatro definiciones anteriores, independientemente de que 
sea finalmente utilizado o no para combustión.  Es el gas al que se dirige la 
regulación de la CREG. 
 
GAS LICUADO DE PETRÓLEO (GLP): Es una mezcla de hidrocarburos 
extraídos del procesamiento del gas natural o del petróleo, gaseosos en 
condiciones atmosféricas, que se licuan fácilmente por enfriamiento o 
compresión.  Principalmente constituido por propano y butano. 
 
GAS NATURAL COMPRIMIDO (GNC): Es una mezcla de hidrocarburos, 
principalmente metano, cuya presión se aumenta a través de un proceso de 
compresión y se almacena en recipientes cilíndricos de alta resistencia. 
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GAS NATURAL: Es una mezcla de hidrocarburos livianos que existe en la fase 
gaseosa en los yacimientos, usualmente consistente en componentes livianos 
de los hidrocarburos.  Se presenta en forma asociada o no asociada al petróleo. 
Principalmente constituido por metano. 
 
GAS NO ASOCIADO: Es aquel gas natural que es producido de yacimientos 
donde no se encuentra conjuntamente con el petróleo. El Ministerio de Minas y 
Energía es quien determina cuando el gas de un campo, yacimiento o pozo, es 
o no asociado. 
 
GASODUCTO INDEPENDIENTE O DEDICADO: Conjunto de tuberías y 
accesorios que permiten la conducción del gas de manera independiente o 
dedicada. 
 
GASODUCTO: Tubería instalada con el propósito de transportar gas a un 
centro de abastecimiento o red de distribución, llevando grandes volúmenes y 
operando a altas presiones. 
 
GRAN CONSUMIDOR DE GAS NATURAL: Es un consumidor de más de 
500.000 pcd hasta el 31 de diciembre del año 2001; de más de 300.000 pcd 
hasta el 31 de diciembre del año 2004; y, de más de 100.000 pcd a partir de 
enero 1° del año 2005, medida la demanda en un solo sitio individual de 
entrega. 
 
HOP TAPS: Son conexiones a tuberías hechas con la línea en operación. La 
perforación a la tubería  y la posterior conexión, son realizadas  mientras la 
línea está bajo presión. 
 
IDENTIFICACION PREDIAL: Es la verificación de los elementos físicos y 
jurídicos del predio, mediante la práctica de la inspección catastral para 
identificar su ubicación, linderos, extensión, mejoras por edificaciones y precisar 
el derecho de propiedad o de posesión. 
 
IGAC: Sigla del Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
 
INDEMNIZAR: Indemnizar es resarcir un daño o perjuicio.  Es resarcir a otro del 
daño o perjuicio que se le haya ocasionado, bien sea por el incumplimiento de 
una obligación, por la comisión de un delito o por el ejercicio de un derecho. 
 
INDICADOR DE EFICIENCIA: Es la relación matemática entre el volumen de 
producción en un proceso y la cantidad de insumos que intervienen en esa 
producción.  Mide el grado de eficiencia de los procesos de una organización, 
dependencia u oficina. 
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INDICES: Son relaciones matemáticas que comparan un resultado con una 
meta que ha sido previamente establecida.  Por lo general se expresan en 
términos porcentuales y pueden medir variaciones con relación a una meta 
propuesta, o bien participación, o establecer tendencias en un proceso 
determinado. 
 
INFORMACIÓN: Conjunto de documentos, o de datos, transmitidos utilizando 
cualquier medio idóneo, que se refieren a los actos y contratos de una empresa. 
Incluye documentos tales como las cuentas, estimativos, formularios y similares 
que sirven para preparar, tramitar, ejecutar, registrar y analizar tales actos y 
contratos, tengan o no el carácter de pruebas para efectos judiciales. 
 
INSPECTOR DE POLICIA: Autoridad administrativa encargada de conocer los 
asuntos que le designe la ley, las ordenanzas y los acuerdos de los consejos 
municipales.  El inspector de policía depende del Alcalde.  Sus fallos son 
resoluciones y en segunda instancia conoce el Alcalde. 
 
JAGÜEY: Pozo, zanja llena de agua. 
 
JUEZ: Persona encargada de administrar justicia en nombre de la ley.  Para 
administrar justicia el juez debe tener competencia y jurisdicción. 
 
LIBERTAD REGULADA: Régimen de tarifas mediante el cual la comisión de 
regulación respectiva fijará los criterios y la metodología con arreglo a los 
cuales las empresas de servicios públicos domiciliarios pueden determinar o 
modificar los precios máximos para los servicios ofrecidos al usuario o 
consumidor. 
 
LIBERTAD VIGILADA: Régimen de tarifas mediante el cual las empresas de 
servicios públicos domiciliarios pueden determinar libremente las tarifas de 
venta a medianos y pequeños consumidores, con la obligación de informar por 
escrito a las comisiones de regulación, sobre las decisiones tomadas sobre ésta 
materia. 
 
LUCRO CESANTE: Es la ganancia o provecho que deja de reportarse por un 
daño o por el incumplimiento de una obligación o por su incumplimiento 
retardado o imperfecto. 
 
MAPO: Máxima presión admisible de operación. 
 
MÁXIMA PRESIÓN DE OPERACIÓN  PERMISIBLE: Es la máxima presión a la 
cual un gasoducto puede operar de acuerdo a las restricciones de la norma. 
 
MÁXIMA PRESIÓN DE OPERACIÓN: Es la presión más alta registrada en un 
gasoducto durante la operación normal. 
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MÁXIMA PRESIÓN DE PRUEBA PERMISIBLE: Es la máxima presión interna 
causada por un fluido de prueba, está basada en el tipo de tubería y tipo de 
localidad. 
 
MEDIDOR: Instrumento para medir los consumos que los usuarios adquieren 
de la empresa o de terceros, en este último caso homologados por las 
entidades acreditadas. 
 
MEJORA: Es el adelanto o acrecentamiento que recibe un inmueble por obras 
que se le han construido.  Las mejoras pueden ser necesarias, útiles y 
voluntarias. 
 
MERCADO MAYORISTA: Conjunto de transacciones de precios y cantidades, 
que utilizan sistemas de intercambio de información entre productores, 
comercializadores, distribuidores y grandes consumidores, todos ellos usuarios 
del sistema nacional de transporte.  Estos intercambios se sujetan a las 
regulaciones que definan la Comisión, código de transporte o las normas 
suplementarias de éste, código de distribución y demás normas aplicables. 
 
MINUTA: Es el escrito que se presenta ante el notario, que contiene todas las 
estipulaciones y declaraciones jurídicas con los requisitos legales que se 
pretenden elevar a escritura pública. 
 
MUESTRA: Es el conjunto de unidades de un universo que tiene por objeto 
inferir ciertas características de todo el universo a partir de la misma. 
 
MUTACION CATASTRAL: Se entiende por mutación catastral todo cambio que 
sobrevenga respecto de los elementos físicos, jurídicos o económicos de los 
predios cuando sean debidamente inscritos en el catastro. 
 
NODO DE ENTRADA AL SISTEMA DE TRANSPORTE: Es el punto donde se 
vincula la conexión de un campo de producción a un sistema de transporte. 
 
NODO DE SALIDA: Es el punto donde se extrae gas de un sistema de 
transporte. 
 
NOTARIO: Funcionario autorizado por la ley para dar fe de actos extrajudiciales 
y de algunos judiciales. 
 
PARCELACION: Es el fraccionamiento del inmueble o conjunto de inmuebles 
rurales pertenecientes a una o varias personas jurídicas o naturales, destinado 
a la venta por parcelas debidamente autorizadas. 
 
PCD: Pies cúbicos por día. 
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PEQUEÑO CONSUMIDOR DE GAS NATURAL: Es un consumidor de menos 
de 500.000 pcd, o su equivalente en m3 hasta el 31 de diciembre del año 2001; 
de menos de 300.000 pcd o su equivalente en m3 hasta el 31 de diciembre del 
año 2004; y, de menos de 100.000 pcd o su equivalente en m3 a partir de enero 
1° del año 2005. 
 
PERDIDAS EN DISTRIBUCIÓN: Es la diferencia entre el gas natural disponible 
para la venta y el gas natural facturado.  El gas natural disponible para la venta 
es el resultado del gas natural comprado en puerta de ciudad menos el 
consumo propio. 
 
PLAN DE EXPANSIÓN DE COSTO MÍNIMO: Plan de inversión a mediano y 
largo plazo, cuya factibilidad técnica, económica, financiera, y ambiental, 
garantiza minimizar los costos de expansión del servicio.  Los planes oficiales 
de inversión serán indicativos y se harán con el propósito de garantizar 
continuidad, calidad, y confiabilidad en el suministro del servicio. 
 
PLANCHA CATASTRAL: Documento en el que se encuentran representados 
geográficamente los predios, identificados por un código numérico llamado 
cédula catastral. 
 
POLARIZACIÓN: Es el cambio de potencial de la superficie de un metal 
resultado del paso de una corriente directa o a través de un electrolito. 
 
POSESION: Es la tenencia, de una cosa determinada, con ánimo de señor y 
dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por si mismo o por 
otra persona que la tenga en lugar o a nombre de él. 
 
POSICIÓN DOMINANTE: Es la que tiene una empresa de servicios públicos 
respecto a sus usuarios; y la que tiene una empresa, respecto al mercado de 
sus servicios y de los sustitutos próximos de éste, cuando sirve al 25% o más 
de los usuarios que conforman el mercado. 
 
PRECIO MÁXIMO DEL GAS NATURAL COLOCADO EN TRONCAL: Es el 
precio máximo del gas natural colocado en los nodos de entrada en la troncal, 
cumpliendo especificaciones mínimas de calidad que permiten su 
comercialización. 
 
PRECIO MÁXIMO DEL GAS NATURAL EN CAMPO: Corresponde al precio 
máximo autorizado para el gas natural en el campo de producción, también 
conocido como boca de pozo.  Se trata de gas que cumple especificaciones 
mínimas de calidad, que permiten su comercialización. 
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PREDIO RURAL: Es el inmueble que está ubicado fuera del perímetro urbano 
de un municipio. 
 
PREDIO URBANO: Es el inmueble que se encuentra ubicado dentro del 
perímetro urbano de un municipio. 
 
PREDIO: Se refiere al inmueble perteneciente a una persona natural o jurídica, 
o a una comunidad, situado en un mismo municipio y no separado por otro 
predio público o privado. 
 
PREDIOS DE PROPIEDAD HORIZONTAL O EN CONDOMINIO: Dentro del 
régimen de propiedad horizontal o del condominio, habrá tantos predios como 
unidades independientes se hayan establecido en el inmueble de acuerdo con 
el plano y reglamento respectivo. 
 
PRESIÓN DE DISEÑO: Es la máxima presión teórica permitida, es determinada 
por los procedimientos de fabricación de la tubería. 
 
PRESTACIÓN DIRECTA DE SERVICIOS POR UN MUNICIPIO: Es la que 
asume un municipio, bajo su propia personalidad jurídica, con sus funcionarios 
y con su patrimonio. 
 
PRIMA DE DISPONIBILIDAD: Cuando los comercializadores y transportadores 
de gas natural incorporen en los contratos de ventas de gas y de transporte, 
cláusulas de garantía de disponibilidad del gas o de la capacidad de transporte, 
sobre volúmenes pactados interrumpibles por parte del comprador, podrán 
pactar libremente un canon o pago, denominado prima de disponibilidad. 
 
PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD: Cada consumidor tendrá el derecho a tener el 
mismo tratamiento tarifario que cualquier otro si las características de los costos 
que ocasiona a las empresas de servicios públicos son iguales.  El ejercicio de 
éste derecho no debe impedir que las empresas de servicios públicos ofrezcan 
opciones tarifarias y que el consumidor escoja la que convenga a sus 
necesidades. 
 
PROCEDIMIENTOS: Serie de pasos ordenados en forma cronológica, racional 
o lógica, que deben seguir para obtener un resultado global o parcial. 
 
PROCESO DE IMPOSICION DE SERVIDUMBRE: Es el proceso judicial en el 
cual la empresa, mediante demanda, obtiene un pronunciamiento judicial 
definitivo que impone la servidumbre sobre un predio. 
 
PRODUCTOR DE GAS COMBUSTIBLE: Es quien extrae o produce gas 
combustible conforme a la legislación vigente.  Para efectos de la regulación en 
materia de servicios públicos, es un comercializador. 
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PRODUCTOR MARGINAL, INDEPENDIENTE O PARA USO PARTICULAR: 
Es la persona natural o jurídica que utilizando recursos propios y técnicamente 
aceptados por la normatividad vigente para cada servicio, produce bienes o 
servicios propios del objeto de las empresas de servicios públicos para sí 
misma o para una clientela compuesta exclusivamente por quienes tienen 
vinculación económica directa con ella o con sus socios o miembros o como 
subproducto de otra actividad principal. 
 
PROPIEDAD: Derecho real en una cosa corporal, para gozar o disponer de ella 
arbitrariamente, no siendo contra la ley o contra el derecho ajeno.  La propiedad 
separada del goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad. 
 
PROPIETARIO: Persona natural o jurídica con títulos de propiedad del predio. 
 
PROTECCIÓN CATÓDICA: Una técnica para prevenir la corrosión de una 
superficie metálica, transformando dicha superficie en el cátodo de una pila 
electo química. 
 
PROTECCIÓN CONTRA SOBREPRESIONES: Son dispositivos o equipos 
capaces de evitar que la presión en un sistema de tuberías u otra instalación 
exceda un límite predeterminado.  Ésta protección puede ser lograda mediante 
una estación de alivio o limitadora de presión. 
 
PUERTA DE CIUDAD: Es la estación reguladora de la cual se desprende un 
sistema de distribución de gas combustible por redes de tubería. 
 
RAMAL: Derivación de un gasoducto, sistema o subsistema de gasoductos, 
generalmente de poca longitud y con un destino definido. 
 
RED INTERNA: Es el conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que 
integran el sistema de suministro del servicio público al inmueble a partir del 
medidor.  Para edificios de propiedad horizontal o condominios, es aquel 
sistema de suministro del servicio al inmueble a partir del registro de corte 
general cuando lo hubiere. 
 
RED LOCAL: Es el conjunto de redes o tuberías que conforman el sistema de 
suministro del servicio público a una comunidad en el cual se derivan las 
acometidas de los inmuebles.  La construcción de estas redes se regirá por el 
Decreto 951 de 1989, siempre y cuando éste no contradiga lo definido en ésta 
ley. 
 
REGULACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS: La facultad 
de dictar normas de carácter general o particular en los términos de la 
Constitución y de la ley, para someter la conducta de las personas que prestan 
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los servicios públicos domiciliarios a las reglas, normas, principios y deberes 
establecidos por la ley y los reglamentos. 
 
REGULADOR DE SEGURIDAD: Es un regulador de presión colocado en serie 
con otro regulador de presión a efecto de brindar una protección automática en 
caso de una sobrepresión, en caso que el primer regulador falle. 
 
RESISTENCIA A LA TRACCIÓN: Es la mayor carga unitaria a la tracción 
(referida a la sección transversal original) que un material puede soportar antes 
de la falla. 
 
SANEAMIENTO BÁSICO: Son las actividades propias del conjunto de los 
servicios domiciliarios de alcantarillado y aseo. 
 
SERVICIO PÚBLICO DE ASEO: Es el servicio de recolección municipal de 
residuos, principalmente sólidos.  También se aplicará ésta ley a las actividades 
complementarias de transporte, tratamiento, aprovechamiento y disposición 
final de tales residuos.  Igualmente incluye, entre otras, las actividades 
complementarias de corte de césped y poda de árboles ubicados en las vías y 
áreas públicas; de lavado de estas áreas, transferencia, tratamiento y 
aprovechamiento. 
 
SERVICIO PUBLICO DE GAS COMBUSTIBLE POR REDES DE TUBERÍA: 
Comprende el servicio público domiciliario de distribución por redes de tubería y 
las actividades complementarias de producción, comercialización y transporte 
de gas combustible por redes de tubería. 
 
SERVICIO PÚBLICO DE LARGA DISTANCIA NACIONAL E 
INTERNACIONAL: Es el servicio público de telefonía básica conmutada que se 
presta entre localidades del territorio nacional o entre estas en conexión con el 
exterior. 
 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ACUEDUCTO: Llamado también 
servicio público domiciliario de agua potable.  Es la distribución municipal de 
agua apta para el consumo humano, incluida su conexión y medición.  También 
se aplica la ley 142 de 1994 a las actividades complementarias tales como 
captación de agua y su procesamiento, tratamiento, almacenamiento, 
conducción y transporte. 
 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ALCANTARILLADO: Es la 
recolección municipal de residuos, principalmente líquidos, por medio de 
tuberías y conductos.  Dentro de este también son tenidos en cuenta el 
transporte, tratamiento y disposición final de tales residuos. 
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SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA: Es el 
transporte de energía eléctrica desde las redes regionales de transmisión hasta 
el domicilio del usuario final, incluida su conexión y medición. 
 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS COMBUSTIBLE: Es el conjunto 
de actividades ordenadas a la distribución de gas combustible, por tubería u 
otro medio, desde un sitio de acopio de grandes volúmenes o desde un 
gasoducto central hasta la instalación de un consumidor final, incluyendo su 
conexión y medición.  Dentro de este también se encuentran las actividades 
complementarias de comercialización desde la producción y transporte de gas 
por un gasoducto principal, o por otros medios, desde el sitio de generación 
hasta aquel en donde se conecte a una red secundaria. 
 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE TELEFONÍA PÚBLICA BÁSICA 
CONMUTADA: Es el servicio básico de telecomunicaciones, uno de cuyos 
objetos es la transmisión conmutada de voz a través de la red telefónica 
conmutada con acceso generalizado al público, en un mismo municipio.  
 
SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS: Son los servicios de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica conmutada, 
telefonía móvil rural, y distribución de gas combustible. 
  
SERVICIOS PÚBLICOS: Son todos los servicios y actividades 
complementarias a los que se aplica la ley 142 de 1994. 
 
SERVIDUMBRE DE ACCESO: Limitación al derecho de propiedad impuesta 
por la Comisión a un transportador o a un distribuidor, estableciendo las 
condiciones técnicas y económicas en que debe facilitar la conexión a la red de 
su propiedad, a un productor, un gran consumidor, un distribuidor, o un 
transportador, según el caso. 
 
SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN: Es una red de gasoductos que transporta gas 
combustible desde un sitio de acopio de grandes volúmenes, o desde un 
sistema de transporte o gasoducto hasta las instalaciones del consumidor final, 
incluyendo su conexión y medición. 
 
SISTEMA DE TRANSPORTE DE GAS NATURAL DE LA COSTA 
ATLÁNTICA: Está compuesto por el sistema troncal que vincula la conexión de 
los campos de gas natural de Guajira, Córdoba, Sucre y otros existentes en la 
región de la Costa Atlántica, con las puertas de ciudad localizadas en Riohacha, 
Santa Marta, Barranquilla, Cartagena, Sincelejo y Montería incluyendo las 
conexiones de otros campos y los subsistemas que se conecten a ésta troncal. 
 
SISTEMA DE TRANSPORTE DE GAS NATURAL DEL CENTRO: Está 
compuesto por la troncal que hace la conexión de los campos de gas natural de 
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Guajira con la puerta de ciudad de Barrancabermeja (Santander) y los 
subsistemas y ramales que se conecten a ésta troncal. 
 
SISTEMA DE TRANSPORTE DE GAS NATURAL DEL INTERIOR: Está 
compuesto por el sistema troncal que vincula la conexión de los campos de gas 
natural de Casanare, Meta, Huila, Santander y otros existentes en el interior del 
país con las puertas de ciudad definidas en el artículo 53 de ésta resolución y 
los subsistemas que se conecten a ésta troncal. 
 
SISTEMA DE TRANSPORTE DE GAS NATURAL DEL SUR: Está compuesto 
por el sistema troncal que vincula los campos de gas de Neiva con la puerta de 
ciudad de Pitalito (Huila) y los subsistemas que se conecten a ésta troncal. 
 
SISTEMA DE TRANSPORTE: Es una red de gasoductos o propanoductos 
compuesta por sistemas troncales y subsistemas de transporte. 
 
SISTEMA NACIONAL DE TRANSPORTE DE GAS NATURAL: Está 
compuesto por el sistema de transporte de la Costa Atlántica, el sistema de 
transporte del Centro, el sistema de transporte del Interior y el sistema de 
transporte del Sur. 
 
SISTEMA TRONCAL DE TRANSPORTE DE GAS COMBUSTIBLE: Es una red 
principal de gasoductos o propanoductos que transporta grandes volúmenes de 
gas combustible y vincula la conexión de los diferentes centros productores con 
un subsistema de transporte, con una puerta de ciudad, con la conexión de un 
usuario, con un ramal, o con un sistema de distribución. 
 
SUBSIDIO: Diferencia entre lo que se paga por un bien o servicio, y el costo de 
éste, cuando tal costo es mayor al pago que se recibe. 
 
SUBSISTEMA DE TRANSPORTE DE GAS COMBUSTIBLE: Es una red de 
gasoductos o propanoductos con ramales asociados que se conecta a una 
troncal y transporta gas combustible hasta sitios denominados “puerta de 
ciudad”, hasta la conexión de un usuario, o hasta un sistema de distribución. 
 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS: Es una persona de 
derecho público adscrita al Ministerio de Desarrollo.  En la ley 142 de 1994 se 
alude a ella por su nombre, o como "Superintendencia de servicios públicos" o 
simplemente, "Superintendencia". 
 
SUSCRIPTOR POTENCIAL: Persona que ha iniciado consultas para 
convertirse en usuario de los servicios públicos. 
 
SUSCRIPTOR: Persona natural o jurídica con la cual se ha celebrado un 
contrato de condiciones uniformes de servicios públicos. 
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TASA DE RETORNO: Costo del capital para la empresa, que incluye el de los 
fondos propios y el de los obtenidos de terceros; debe ser igual al rendimiento 
que el capital invertido en los activos que se destinan al servicio podría tener si 
estuviera invertido en otros activos de similar riesgo. 
 
TEMPERATURA AMBIENTE: Es la temperatura del medio circundante, que 
por lo general es referenciada a la temperatura del aire en la cual  se sitúa una 
estructura. 
 
TEMPERATURA DEL SUELO: Es la temperatura de la tierra en un lugar 
determinado a la profundidad del tubo. 
 
TENENCIA: La que se ejerce sobre una cosa, no como dueño, sino en lugar o a 
nombre del dueño. 
 
TENSIÓN CIRCUNFERENCIAL: Es la tensión en la pared de una tubería, 
actuando radialmente en un plano perpendicular al eje longitudinal de la misma, 
y producida por la presión de un fluido interno. 
 
TENSIÓN DE FLUENCIA: Es la tensión a la cual un material muestra un limite 
especifico de deformación permanente o produce un elongación total especifica 
bajo la carga.  El límite de deformación o elongación permanente está 
expresado generalmente como porcentaje de la escala de longitud y sus valores 
están reportados en las especificaciones de los materiales. 
 
TFME: Tensión de fluencia mínima especificada. 
 
TRADICION: Es un modo de adquirir el dominio de las cosas y consiste en la 
entrega que el dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e 
intención de transferir el dominio y por otra, la capacidad e intención de 
adquirirlo. 
 
TRANSPORTADOR: Persona natural o jurídica cuya actividad es el transporte 
de gas combustible por tuberías, desde el punto de ingreso al sistema de 
transporte, hasta el punto de recepción o de entrega. 
 
TRANSPORTE DE GAS COMBUSTIBLE: Actividad que incluye la operación 
del sistema troncal de transporte de gas combustible por tuberías, el servicio de 
transporte, su administración, mantenimiento y expansión.  Incluye actividades 
relacionadas como el almacenamiento, la compresión y la medición, las cuales 
pueden ser desarrolladas por el transportador o realizadas de manera 
independiente por una persona natural o jurídica.  Los sistemas de gas natural y 
de GLP son independientes. 
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TUBO: Cuerpo cilíndrico hueco, producido en fábrica de longitud y diámetro 
especificada en las normas de construcción, usado en el transporte de gas. 
 
USUARIO: Persona natural o jurídica que se beneficia con la prestación de un 
servicio público, bien como propietario del inmueble en donde este se presta, o 
como receptor directo del servicio.  A este último usuario se denomina también 
consumidor. 
 
VALOR DEL SERVICIO: Es el resultado de aplicar la tarifa por unidad de 
consumo a las cantidades consumidas durante el período de facturación 
correspondiente, más el cargo fijo, si la fórmula tarifaria específica lo incluye.  El 
valor equivale al costo y es la base para el cálculo de la contribución pagada 
por los consumidores obligados a ella, de acuerdo con la Ley 142 de 1994. 
 
VENTA DE GAS NATURAL POR PARTE DE PRODUCTORES: Actividad de 
quien, siendo un productor de gas natural, enajena a título oneroso su 
producción, o parte de ella, directamente a grandes consumidores, a 
comercializadores o distribuidores y utiliza transporte por redes de tubería.  
Comprende igualmente otras actividades relacionadas como el procesamiento, 
acopio y conducción al nodo de entrada en el sistema nacional de transporte, 
actividades que pueden ser adelantadas por el productor o realizadas de 
manera independiente por otra persona.  Ésta definición no implica, que las 
ventas se hagan necesariamente en desarrollo del contrato de suministro que 
regula el Código de Comercio. 
 
VENTEO: Elemento que permite evacuar gas del sistema. 
 
VINCULACIÓN ECONÓMICA: Se entiende que existe vinculación económica 
en todos los casos que definen las legislaciones comercial y tributaria. En caso 
de conflicto, se preferirá ésta última. 
 
VOLTIO: La unidad métrica practica de diferencia de potencial eléctrico y 
esfuerzo electromotriz requerido para producir un flujo de corriente de un 
amperio en una resistencia de un ohmio. 
 
ZONAS DE PRODUCCIÓN MARGINALES: Son todas aquellas zonas de 
producción de gas natural cuyos flujos de gas esperados en el sistema de 
transporte del interior, no pasen por el centro de referencia en ningún momento 
del período que sirvió de base para el cálculo de las tarifas. 
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OBJETIVOS 
 
1. OBJETIVO GENERAL 

 
Determinar el alcance y aplicación de las figuras jurídicas de servidumbre y 
expropiación, y su uso por parte de las Empresas Prestadoras del Servicio 
Público de Transporte de Gas y establecer la figura más favorable a los 
intereses del particular. 

 
2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 
a) Conocer las disposiciones de la ley 142 de 1994, y en general, la 

normatividad aplicable a desarrollar la prestación de los servicios 
públicos en Colombia, a partir de 1991, en cuanto al funcionamiento 
de las Empresas de Servicios Públicos. 

 
b) Determinar los procedimientos que la ley 142 de 1994 tiene previstos 

en los casos en que es necesario aplicar las figuras jurídicas de 
expropiación y servidumbre con el fin de poder prestar el servicios 
público de transporte de gas. 

 
c) Identificar la Propiedad Privada y el Debido Proceso como derechos 

fundamentales estipulados en la Constitución Política de Colombia y 
los demás derechos que a ellos son conexos que pueden verse 
vulnerados por el interés general al darse aplicación a las figuras 
jurídicas de la servidumbre y la expropiación. 

 
d) Dar a conocer a que instancias pueden recurrir las personas que han 

visto vulnerados estos derechos fundamentales y la protección que se 
les da a ellos, su procedimiento y trámite. 

 
e) Determinar hasta que punto puede el interés general, primar sobre el 

interés particular para el cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado. 

 
f) Proponer un procedimiento aplicable para lograr la prestación del 

servicio, sin que se vea vulnerado el interés de los particulares. 
 
3. PROBLEMA JURIDICO 
 
¿Puede primar el interés general en las figura de servidumbre y expropiación 
frente a los derechos fundamentales individuales de la propiedad privada y el 
debido proceso para la prestación del servicio público de transporte de gas? 
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INTRODUCCION 

 
La Constitución Política de Colombia de 1991, ha introducido valiosos cambios 
en la vida de los colombianos, especialmente en la esfera social.  Con la 
transformación del Estado en un Estado Social de Derecho, la protección de los 
derechos del individuo se ha convertido en tarea primordial de los estamentos 
que dirigen el país, y dentro de éste proceso ha sido vital la reglamentación que 
se le ha dado a la prestación de los servicios públicos domiciliarios. 
 
La calidad de vida es un derecho fundamental, razón por la cual, los servicios 
públicos están encaminados a su mejoramiento.  El legislador a través de las 
distintas disposiciones ha permitido el cambio de la calidad de vida de sociedad 
colombiana, llegando inclusive a los estratos menos favorecidos, quienes ahora 
cuentan con la cobertura de los servicios públicos en general.  
 
El nivel de los servicios públicos representa el desarrollo humano de las 
regiones donde el interés general debe primar sobre cualquier interés particular.  
El Estado Social de Derecho debe incluir en el sistema de derechos 
fundamentales, no sólo las libertades normalmente establecidas; sino los 
derechos económicos, sociales y culturales, la satisfacción de ciertas 
necesidades básicas y el acceso a bienes fundamentales para los miembros 
que integran una colectividad. 
 
En la búsqueda del mejoramiento de la calidad de vida de los colombianos y la 
necesidad de promover una fuente de consumo de energía mas eficiente y 
conveniente para el país, se inició la explotación del gas natural, y 
posteriormente el Plan de Masificación de Gas el cual ha incrementado el 
consumo domestico, industrial y comercial. 
 
Las figuras jurídicas de la servidumbre y la expropiación son vitales en la 
prestación del servicio público de transporte de gas, pero su desarrollo dentro 
de la legislación colombiana ha sido confuso, puesto que no se cuenta con una 
organización jurídica concreta que sea aplicable a la generalidad de los casos. 
 
La servidumbre ha evolucionado con el paso del tiempo y en la actualidad se ha 
convertido en una figura útil en el crecimiento social y tecnológico de la 
colectividad, por estar relacionada no sólo con la utilidad social de la propiedad 
privada, sino por ser necesaria en la prestación cualitativa de los servicios 
públicos en Colombia y en el mundo. 
 
La expropiación a su vez, como limitante al derecho de propiedad, ha sido 
utilizada en la aplicación de los fines esenciales del Estado y en el desarrollo y 
mejoramiento de la calidad de vida y de los servicios públicos. 
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La presente investigación tiene como propósito recopilar la legislación que 
contiene a estas dos figuras y plasmar su trascendencia y desarrollo en 
Colombia, desde el punto de vista de la preservación y garantía de los derechos 
fundamentales de la propiedad privada y debido proceso, que en algunas 
ocasiones pueden verse vulnerados por el desarrollo del interés general. 
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CAPITULO I 
NOCIONES GENERALES 

 
Dar a conocer de una manera resumida el manejo que se le ha dado en 
Colombia al transporte de gas, explicar su organización, antecedentes y 
conceptos técnicos y generales, ha sido durante los últimos años, objetivo de 
autores y doctrinantes.  Pero ésta labor es aún más ardua cuando se conoce la 
legislación nacional que ha clasificado al transporte de gas como un servicio 
público domiciliario.  Por estas razones, se ha relacionado la información 
referente al Servicio Público Domiciliario de Transporte de Gas Combustible, 
como parte esencial del objeto de estudio de este capítulo. 
 
1. SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS  
 
A partir de la Constitución de 1991, la finalidad social del Estado Colombiano ha 
sido la protección de los derechos del individuo; éste, tiene la obligación de 
prestar los diferentes servicios que el individuo y la sociedad en general 
requieran, directamente o por medio de los municipios y en los usuarios está la 
potestad del control político que puede ser ejercido por ellos. 
 
Según el numeral 21 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994, los servicios 
públicos domiciliarios son los servicios de acueducto, alcantarillado, aseo, 
energía eléctrica, telefonía pública básica conmutada, telefonía móvil rural y 
distribución de gas combustible. 
 
El nivel de los servicios públicos representa el desarrollo humano que debe ser 
de interés general y debe primar sobre cualquier interés particular (sector o 
individuo).  Es importante tener en cuenta que el carácter de “público” de los 
servicios no se define en quien lo presta sino en la misión o razón de ser del 
servicio. 
 
El Estado Social de Derecho debe incluir en el sistema de derechos 
fundamentales, no sólo las libertades clásicas; sino también los derechos 
económicos, sociales y culturales a los que hace referencia la Carta Política; la 
satisfacción de las necesidades básicas y el acceso de los bienes 
fundamentales para todos los miembros de la comunidad, que se presentan 
como exigencias éticas a los que el Estado debe responder. 
 
“El eje de gravitación de la acción pública del Estado Social de Derecho es el 
hombre.  Por tal razón, modernizar implica adecuar el aparato institucional del 
Estado en todos sus ordenes para que este sirva a la sociedad e intervenga 
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eficientemente en procura del bienestar de la misma, y en la salvaguardia del 
interés público”1. 
 
Algunos de los puntos que la Carta Magna consagra como marco para la 
prestación de los Servicios Públicos son entre otros, la prevalencia de los 
derechos fundamentales de la persona, así como de los derechos colectivos y 
del medio ambiente; el bienestar social y el mejoramiento de la calidad de vida 
de la población como finalidades sociales del Estado; la descentralización y 
autonomía de las entidades territoriales; la participación ciudadana y 
comunitaria con poder de decisión, control y gestión; y el control y vigilancia de 
los servicios públicos en manos del Estado. 
 
Gracias a la Constitución Política de 1991, los servicios públicos han entrado en 
una etapa de transformación que ha favorecido a la comunidad en general, 
cumpliendo con la función del Estado Social de Derecho.  Así mismo, el 
legislador, a través de las disposiciones de la ley 142 de 1994 y las demás 
normas que de ella se derivan ha permitido la transformación de la calidad de 
vida de los colombianos, llegando inclusive a los estratos menos favorecidos, 
así como lo demostró el censo realizado por el Dane2 en 1993.  Lo anterior es 
un verdadero avance para el país si se tiene en cuenta que en años anteriores 
la calidad de la prestación así como el acceso a los servicios públicos, eran 
limitados, beneficiando únicamente a las personas que contaban con los 
recursos necesarios. 
 
La ley 142 de 1994 otorga al ciudadano la capacidad de ejercer un control que 
va más allá de la queja o el reclamo.  Puede entonces, ejercer un control 
político a través de la tutela, las acciones populares y las de cumplimiento, así 
como los diversos mecanismos de participación ciudadana.  Igualmente el 
llamado control social, compete a los usuarios, actuales y potenciales de los 
servicios públicos domiciliarios que no excluye el control político que el 
ciudadano como depositario de la soberanía popular, puede ejercer en relación 
con tales servicios.  El control social cuenta con el mecanismo de los Comités 
de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios y se ejerce 
por intermedio del vocal de control, quien debe estar presente en las juntas que 
rigen a las empresas o a las entidades prestadoras de servicios. 
 
El Estado se reserva el control, la inspección y la vigilancia, así como la 
regulación de los servicios públicos domiciliarios y el diseño de políticas 
generales; para este fin cuenta con los Ministerios en lo que respecta a las 
políticas y a la Superintendencia de Servicios Públicos para lo relacionado con 

                                                
1 Poveda G; Alejandro.  Servicios Públicos Domiciliarios,  La Calidad de vida: Un derecho 
fundamental de la persona.  2a Edición.  Biblioteca Jurídica Dike.  Medellín, Colombia. 1995. 
Pág. 76.  
2 Departamento Nacional de Estadística. 
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la vigilancia y el control.  La Superintendencia actúa en defensa de los usuarios, 
es decir que está apoyada por el control social.  Para la regulación, la ley creó 
la figura de las comisiones de regulación, mecanismo introducido por el 
Gobierno desde la Constitución Política de 1991 dentro del proceso de 
modernización del Estado con el fin de hacer viable el proceso de privatización 
de los servicios públicos y el mejoramiento en la prestación y cobertura de los 
mismos.  Estas comisiones de regulación3 actúan directamente sobre las 
personas prestadoras de servicios públicos domiciliarios. 
 
La privatización se presentó como expresión de la participación ciudadana, 
habida consideración de la polaridad sectorial; por un lado el Estado y por el 
otro el interés individual e inversionista.  Razón por la cual se considera que 
cuando el capital privado asume las funciones que le corresponden al Estado, 
se logra la participación que el Estado Social de Derecho exige.  Con la 
privatización se pretende romper las condiciones de monopolio que ofrece el 
Estado con las que los particulares resultan excluidos, limitando y coartando la 
libre iniciativa de los ciudadanos.  Al romper el monopolio, se crean condiciones 
de competencia y los particulares pueden decidirse por la participación en 
igualdad de condiciones, teniendo en cuenta que la competencia tiende a 
mejorar el servicio, manteniendo  un equilibrio macroeconómico desde el punto 
de vista monetario.  Siendo la tarifa la espina dorsal de la relación usuario – 
empresario o persona prestadora de servicios públicos domiciliarios, se está 
entrando al campo de una típica relación de mercado, regulada, controlada e 
intervenida por el carácter de público de los servicios como la 
institucionalización de los derechos fundamentales, sociales, económicos y 
medioambientales de los colombianos, puestos bajo el cuidado de la 
Constitución Política de Colombia y del Estado Social de Derecho. 
 
Pero en este camino que se ha recorrido desde 1991, se han encontrado 
obstáculos que han demorado el crecimiento y el buen funcionamiento con 
resultados de calidad en los servicios públicos.  Los principales problemas de 
los Servicios Públicos llevados a la práctica en Colombia son los bajos niveles 
de cobertura, la baja calidad e intermitencia, la ineficiencia y la corrupción, así 
como el desconocimiento de los derechos de las personas y el abuso a los 
usuarios. 
 
Sin embargo, dentro de éste proceso de reestructuración se han venido 
presentando cambios que benefician la prestación de los servicios públicos 
dando como resultado, calidad y eficiencia.  Los principales cambios que se han 

                                                
3 La ley 142 de 1994, en su artículo 69, creó como unidades administrativas especiales, 
independencia técnica y patrimonial a las comisiones de Regulación de Agua Potable y 
Saneamiento Básico, adscrita al Ministerio de Desarrollo Económico; la Comisión de Regulación 
de Energía y Gas Combustible adscrita al Ministerio de Minas y Energía; y la Comisión de 
Regulación de Telecomunicaciones, adscrita al Ministerio de Comunicaciones. 
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presentado en los servicios públicos se resumen en organización empresarial, 
presentando una separación del manejo político del municipio; en la existencia 
de un estatuto de obligaciones y derechos de los usuarios; autofinanciación, 
buena prestación y expansión; en los pagos de tarifa para acceder a los 
derechos y obligaciones como usuarios a cambio del servicio y subsidios para 
los estratos bajos; en la separación de los servicios públicos domiciliarios; en 
las funciones de vigilancia y control de los servicios públicos domiciliarios por 
parte del municipio, con capacidad sancionatoria a través del personero; y en la 
existencia de entidades como la Superintendencia de Servicios Públicos y las 
distintas comisiones de regulación que ejercen como instancias nacionales de 
control, vigilancia y regulación de las entidades prestadoras de Servicios 
Públicos. 
 
Respecto a la tarifa, se ha presentado la necesidad de implementar sistemas de 
contratación regidos por el derecho privado para la prestación de servicios; así, 
el usuario accede a un mercado de servicios públicos domiciliarios de manera 
similar como se presenta a un mercado de bienes.  Los aspectos de calidad y 
cantidad de la demanda los determina la capacidad de pago del usuario.  Según 
lo anterior, los estratos 1, 2 y 3 cuentan con subsidios sobre una parte de la 
demanda de servicios con el fin de garantizar el consumo de los mismos. 
 
La prestación de los servicios públicos debe realizarse con eficiencia y dentro 
los parámetros legales.  Con este fin, el Estado puede entregar a personas 
naturales o jurídicas, por medio de autorización estatal, las diferentes redes, 
infraestructura y tratamiento para la prestación del servicio que son de 
propiedad pública, administrada por el municipio o en otra modalidad, estas 
personas pueden construir su propia red.  Pero así el operador de servicios sea 
público o privado, por su función social y ecológica, debe cumplir con las 
normas de manejo y recuperación ambiental contenida en la ley 99 de 1993 y el 
Código de Recursos Naturales. 
 
Desde el punto de vista del usuario, se establece una relación cliente – 
empresa, que genera una serie de deberes y de derechos en razón a la tarifa 
que se paga por el consumo de un servicio público.  El cliente tiene derecho a 
que se le cobre el consumo realmente realizado, es decir, que el prestador no le 
puede atribuir costos en los que no ha incurrido el consumidor4.   

                                                
4 Quien preste servicios públicos domiciliarios debe responderle al usuario por lo pactado en el 
contrato respectivo, particularmente en lo que se refiere a calidad y permanencia;  para 
garantizar la más nítida relación de mercado, se debe aplicar el principio de transparencia, con 
el fin de que el usuario conozca detalladamente lo que se le está cobrando y como se originó el 
costo de su servicio.  Si la empresa prestadora incumple las condiciones del contrato por error o 
por omisión, como por ejemplo, en la calidad del servicio, ésta no le puede cobrar la tarifa 
acordada para la calidad acordada, debiendo reajustarla.  Esta debe asegurar que el servicio se 
preste en forma continua y eficiente, sin prácticas monopolísticas, facilitando a los usuarios de 
menos ingresos, el acceso a los subsidios, cumplir con su función ecológica, etc.   
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El Servicio Público Domiciliario de Gas Combustible fue concebido por la ley 
142 de 1994 como el conjunto de actividades ordenadas a la distribución de gas 
combustible, por tubería u otro medio, desde un sitio de acopio de grandes 
volúmenes o desde un gasoducto central, hasta la instalación de un consumidor 
final, incluyendo su conexión y medición.  La ley 142 de 1994 también se aplica 
a las actividades complementarias de comercialización desde la producción y 
transporte de gas por un gasoducto principal, o por otros medios, desde el sitio 
de generación hasta aquel en donde se conecte a una red secundaria.  
 
1.1 CLASIFICACIÓN DE LAS EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
 
Las empresas de servicios públicos son sociedades por acciones, las que a su 
vez pueden ser sociedades anónimas, cuya sigla definitiva es S.A. o 
sociedades en comandita por acciones, distinguidas con la sigla S. en C.A., 
según la calidad de sus socios.  Además depende de que el capital sea privado 
o público.  Las empresas de Servicios Públicos pueden ser ESP Privada, ESP 
Oficial o Pública y ESP Mixta5. 
 
a) Privadas: Comprende las empresas de servicios públicos domiciliarios cuyo 

capital pertenece mayoritariamente a particulares, esto es, a personas 
naturales o jurídicas privadas; también quedan catalogadas como tal 
aquellas que tienen capital público minoritario.  El capital público puede ser 
aportado por la nación, un departamento, un municipio, una entidad 
descentralizada de cualquier nivel o varias de las anteriores.  También 
puede hacer parte de ellas entidades surgidas de convenios internacionales 
que para el efecto se sometan a las reglas del derecho privado. 

 
b) Mixtas: Es aquella a cuya creación concurren tanto capital público como 

privado, pero en las cuales el capital público es igual o superior al cincuenta 
por ciento (50%).  También estas empresas se rigen en su totalidad por el 
derecho privado y como la anterior, el capital público puede ser aportado por 
una entidad oficial o por varias de ellas. 

 
c) Oficiales: En estas empresas el capital es totalmente público, esto es, 

aportado por entidades públicas.  Pueden ser una sociedad entre entidades 
públicas, por ejemplo varios municipios o entre la nación y algunos 
municipios, departamentos o entidades descentralizadas.  En todo caso, 
también éstas empresas son por acciones, salvo en los municipios menores 

                                                
5 CLAVER RAMIREZ y GOMEZ, Bernardo.  Comentarios al Régimen Constitucional y Legal de 
los Servicios Públicos Domiciliarios.  Primera Edición;  2001.  Biblioteca Jurídica Dike.  Medellín. 
Colombia.  Pág. 43. 
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o zonas rurales en donde pueden ser constituidas con sólo dos (2) socios; 
es necesario un mínimo de cinco (5) socios para su constitución. 

 
1.2 PERSONAS COMPETENTES PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
 
En Colombia, la prestación de los servicios públicos puede ser realizada por 
distintas personas, desde que éstas reúnan los requisitos estipulados en la ley 
142 de 1994.  Estas son: 
 
a) Las Empresas de Servicios Públicos. 
 
b) Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas mismas: Se 

trata de personas, empresas o conglomerados económicos que siendo 
propietarios de una o más fábricas, empresas o establecimientos de 
comercio, producen para su propio uso, uno o más servicios públicos, es 
decir, tienen su propia planta eléctrica, su propio sistema de captación y 
tratamiento de agua, etc. 

 
c) Las comunidades organizadas: Estas son mencionadas en el artículo 365 de 

la Constitución Política de Colombia y en el artículo 15.4 de la ley 142 de 
1994 como una de las personas que pueden prestar los servicios públicos. 

 
d) Empresas Industriales y Comerciales del Estado. 
 
e) Los municipios: La intención de la ley es que éste sólo preste el servicio 

cuando no haya otra de las personas autorizadas en disposición de prestarlo 
y cuando las características técnicas y económicas del servicio y las 
conveniencias generales lo permitan y aconsejen.  Para esto se requiere 
una invitación pública por parte del municipio y que ninguna ESP se hubiese 
ofrecido a prestarlo6. 
 

2. EL GAS COMBUSTIBLE 
 
La necesidad de promover una fuente de consumo de energía más eficiente y 
conveniente para el país, que sustituyera los recursos energéticos de alto costo, 
dio paso a la explotación del gas combustible no sólo como derivado del 
petróleo, sino como matriz en los sectores industrial, comercial, residencia y 
termoeléctrico.  Las características y ventajas de ésta mezcla de hidrocarburos 
de gran poder calorífico, hicieron de éste, la fuente energética número uno del 
país, por su bajo precio y su bajo nivel de contaminación mejorando 
notablemente la calidad del aire en el ambiente. 
 

                                                
6 Ibidem.  Pág. 45.  
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2.1 ANTECEDENTES DEL GAS EN COLOMBIA 
 
“El uso del Gas Natural en Colombia se remonta al siglo pasado con el primer 
descubrimiento del pozo de petróleo con gas asociado en Tumbará y el primer 
pozo con gas libre de Turbaco hallado en 1911, pero dicho recurso no se 
explotó comercialmente hasta 50 años después. 
 
Antes de los años 50 del siglo XX, el Gas Natural se consideraba como un 
asociado incomodo del petróleo y lo usual era quemarlo a menos que se 
utilizara para mantener la presión de los pozos.  El primer yacimiento de gas 
natural declarado comercial fue el de Jobo Tablón descubierto en los límites de 
Sucre y Córdoba en 1958, el cual empezó a utilizarse en Cartagena sólo hasta 
1964”7.   
 
El verdadero desarrollo del recurso gasífero a nivel nacional se inicia con los 
descubrimientos de los pozos Ballena y Chuchupa en 1973 y el de Riohacha en 
1975; estos campos aún se explotan bajo un contrato de asociación entre la 
Texas Petroleum Company y ECOPETROL, en la que Texas opera los campos.  
Para el transporte del gas, Promigas construyó el Gasoducto Troncal del 
Caribe, desde la Guajira hasta Cartagena, el cual entró en operación sólo hasta 
después de 1980. 
 
Pero es en gran parte por el racionamiento eléctrico sufrido en Colombia en el 
año de 1992, que por primera vez se vislumbra el uso industrial, comercial y 
domiciliario del gas y se planteó lo que se ha denominado hasta ahora el Plan 
de Masificación del Gas, para la distribución, especialmente residencial y 
comercial con la constitución de diferentes empresas mixtas y privadas, así 
como el área de ECOPETROL que se encargó directamente de comercializar el 
nuevo combustible a los consumidores industriales. Para la época de 
divulgación del Plan de Masificación de Gas, además de la Guajira, sólo 
existían tres pozos de desarrollo gasífero en Santander, Huila y Meta, con 
escasa participación en las reservas y producción en declinación.  Sin embargo 
la oferta de gas se vio altamente favorecida con el descubrimiento del campo de 
Cusiana, cuyas reservas vinieron a duplicar las existentes en 1974.  Es así 
como las reservas probadas pasaron de 115.5 gm/ en 1991 a 215.2 gm/ en 
1994 y se siguieron incrementando en forma sustancial una vez se declaró la 
comerciabilidad de los campos de Opón y Volcanera, incremento que se ha 

                                                
7 Para esta época ya era usado un tercio del gas asociado y se comenzaba la exploración de 
cuatro (4) pozos gasíferos, hecho que fue posible legalmente mediante el decreto 3050 de 1956 
y la ley 40 de 1961, normas que obligaban a utilizar el gas producido en cualquier explotación 
de propiedad privada o estatal en forma industrial o comercialmente.  MATIA CAMARGO, 
Sergio Roberto.  Los Servicios Públicos Domiciliarios en Colombia.  Análisis Socio Jurídico.  
Universidad Libre, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas.  Centro de Investigaciones Socio 
Jurídicas.  2001.  Pág. 58. 
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mantenido con los recientes descubrimientos petrogasíferos8. El modelo que 
orientó el desarrollo del servicio público del gas natural, fue en el fondo un 
modelo mixto en el que se liberaron algunas actividades al sector privado, bajo 
la orientación, planeación, regulación y control del Estado, así la acción de este 
último no hubiera contado con un marco de referencia sistemático consistente, 
con una visión integral del sector energético y de la economía nacional.  Por 
otra parte, la política alrededor de los años 90’ del siglo XX, siempre estuvo 
limitada por la magnitud de las reservas nacionales, y fundamentada en valores 
no económicos9.  
 
Con anterioridad al 1994, la legislación básica aplicable fue el Código de 
Petróleos y los decretos 609 de 1990 y 624 de 1994 y el rector máximo del 
sector de Hidrocarburos fue el Ministerio de Minas y Energía al que 
correspondía entre otros aspectos, ejercer la vigilancia técnica de las empresas 
dedicadas a las actividades propias del sector de gas natural, así como regular 
y expedir la reglamentación técnica relacionada con la producción, transporte, 
comercialización y distribución de éste combustible. 
 

                                                
8 La demanda de gas natural ha crecido en las últimas décadas; se estima que en los 80’ creció 
en un 25% alcanzando 400 mpcd al finalizar la década.  No obstante, cerca del 90% del mismo 
se utiliza especialmente en la generación termoeléctrica y el sector industrial; el consumo 
residencial se convirtió en uno de los campos de mayor consumo.  Según los datos arrojados 
en el Censo Nacional de Población y Vivienda de 1993, el 38% de los hogares nacionales 
cocinan con gas; un 31% con energía eléctrica y un 9% cocina con petróleo o sus derivados 
como el kerosén, la gasolina o el cocinol.  En 1994 la demanda de la costa atlántica era 
atendida en más del 90% por el gas proveniente de la Guajira, utilizado fundamentalmente en la 
Generación Eléctrica en un 60%, Industria y Petroquímica en un 33% y Residencias y 
Transporte en forma de gas natural comprimido en un 7%.  La demanda restante era atendida 
con los yacimientos de Santander, Huila y Meta.  A Bogotá, el gas propiedad de ECOPETROL 
llegaba a través de un gasoducto construido y operado por la misma empresa y era vendido a la 
entrada de la ciudad a Gas Natural S.A., la que lo distribuía a los usuarios residenciales, 
comerciales  e industriales.  Mientras que en la costa atlántica se inició en los estratos más altos 
para luego extenderla a los más bajos, por razones de rentabilidad, en Bogotá se inició por los 
estratos 2, 3 y 4, para luego ampliarse a los más altos, orientada por una clara política 
gubernamental dirigida a sustituir el cocinol en la cocción de alimentos y calentamiento de agua 
en los estratos bajos.  Ibidem.  Pág.  60. 
9 El esquema que siguió la prestación del servicio público de Gas Natural antes de 1994 se 
resume así: El gas natural explotado en el país encontrado en forma libre o asociado con 
petróleo era producido directamente por ECOPETROL y bajo las modalidades de contratos de 
concesión o de asociación con empresas privadas.  Este compraba a estas compañías su 
participación en la producción y luego vendía tanto el gas producido directamente como el 
comprado a las compañías distribuidoras, a los grandes consumidores o lo utilizaba en las 
refinerías.  El gas natural era transportado desde los campos de producción hasta los centros 
de consumo a través de gasoductos, muchos de los cuales eran propiedad de ECOPETROL y 
operados directamente por esta entidad; en otros casos los gasoductos eran de propiedad 
privada o mixta.  En la mayoría de estos casos, ECOPETROL suscribía con sus propietarios, 
contratos de exclusividad para el transporte del gas, asumiendo los gastos de transporte y 
entrega del mismo a la entrada de cada ciudad o población, donde lo recibía la empresa 
distribuidora, encargada de llevarlo hasta los usuarios residenciales, comerciales o industriales. 
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En materia de tarifas, las del transporte eran fijadas por el Ministerio de Minas y 
Energía según el mecanismo establecido en el código de petróleos y revisadas 
cada cuatro (4) años.  Las ventas de ECOPETROL a las compañías 
distribuidoras se realizaban de acuerdo al precio fijado por resolución del 
Ministerio de Minas y Energía y las tarifas de venta al usuario final las fijaba la 
Junta Nacional de Tarifas, dependencia cuyas funciones fueron asumidas 
posteriormente por la CREG. 
 
2.2 EL GAS 
 
El Gas Natural es una mezcla de hidrocarburos livianos en estado gaseoso, que 
en su mayor parte está constituida por metano y etano y en menor proporción 
por propano, butanos, pentanos e hidrocarburos más pesados.  Generalmente, 
ésta mezcla contiene impurezas tales como vapor de agua, gas carbónico y 
nitrógeno.  Otras veces puede contener impurezas como sulfuro de hidrógeno, 
mercaptanos y helio.  Es una mezcla combustible de gases de gran poder 
calorífico, formado en las entrañas de la tierra en el curso de un proceso 
evolutivo de centenares de miles de años10. 
 
El gas natural se encuentra en depósitos subterráneos profundos.  En algunas 
zonas de Colombia, los depósitos de gas natural están bajo la superficie del 
suelo como en el Huila, el Casanare o el Magdalena Medio.  En otros sitios, 
como en La Guajira, los depósitos están en el fondo del mar.  El gas natural se 
extrae perforando la tierra hasta llegar a los yacimientos; el hallazgo de los 
yacimientos de gas se realiza mediante exploraciones geológicas muy 
complejas que pueden tomar varios años.   
 
Su composición, su gravedad específica, su peso molecular y su poder 
calorífico son diferentes en cada yacimiento.  El rango de variación del poder 
calorífico está entre 900 y 1.400 BTU/PC. La presencia de sustancias 
inconvenientes o nocivas, hace necesario tratar el gas natural, o sea, 
deshidratarlo, purificarlo y separar los compuestos de azufre.  Además, antes 
de transportarlo por medio de los oleoductos11, se odoriza adicionándole 

                                                
10 Empresa Colombiana de Gas, ECOGAS.  Página Web. 
11 Oleoducto: Es un nombre genérico utilizado para referirse al sistema de tuberías que sirve 
para conducir hidrocarburos líquidos o gaseosos y sus derivados, desde los depósitos de los 
campos de extracción a las refinerías y de éstas a los sitios de almacenamiento para su 
posterior distribución y consumo.  Un oleoducto comprende tanto las líneas de tubería, como las 
estaciones iniciales y de bombeo los terminales terrestres, marítimos y fluviales, junto con los 
equipos, tanques y demás elementos y accesorios que lo integran.  En el sistema de transporte 
se distinguen tres (3) tipos de estaciones: Iniciales: toma productos de los tanques de 
almacenamiento y los bombea a la estación intermedia.  Intermedia: actúan como 
reimpulsadotas de los productos hacia otros centros operacionales.  Terminales: reciben, 
almacenan y entregan a los distribuidores mayoristas para el abastecimiento de cada zona de 
influencia.  CASTELLANOS Rodrigo, SANABRIA Héctor.  Guía metodológica para el avalúo de 
servidumbres de oleoducto y tránsito con ocupación permanente petrolera. 
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sustancias de un aroma fuerte y típico.  Ésta es una medida de seguridad para 
alertar sobre eventuales fugas. Encontrar yacimientos de gas natural, extraerlo, 
tratarlo, transportarlo y distribuirlo hasta los centros de consumo, es un proceso 
muy complejo que exige un largo tiempo de investigación, diseño, preparación, 
y avanzados recursos tecnológicos para garantizar su utilización segura.  Todos 
estos esfuerzos e inversiones se justifican al considerar las ventajas que el gas 
natural presenta respecto a otros combustibles, entre las cuales vale la pena 
resaltar las siguientes: 
 
a) Costos: La utilización del gas natural como combustible para fines 

domésticos o industriales es menos costosa (una quinta parte) que la 
energía hidroeléctrica. 

b) Limpieza: La combustión de gas natural produce cantidades 
considerablemente menores de desechos (humo, hollín, compuestos 
volátiles tóxicos) que otros combustibles (ACPM, fuel oil, gasolina, leña, 
carbón, etc.).  En grandes zonas industriales, la utilización masiva del gas 
natural significa mejorar notablemente la calidad del aire en el ambiente. 

c) Conservación ambiental: El gas natural es un combustible limpio, no 
contaminante.  Uno de los propósitos del plan de masificación12 del 
consumo de gas natural es promover la sustitución del consumo de leña que 
hoy se realiza para fines domésticos o industriales. 

 
El gas natural se utiliza como materia prima o como combustible en los sectores 
industrial, petroquímico, termoeléctrico, doméstico, comercial y de transporte 
terrestre.  Sus principales usos por sector son los siguientes: 
 

Tabla 1. Principales usos del Gas en Colombia13. 

SECTOR USOS 

INDUSTRIAL 

Refinerías de Petróleo - Industria del vidrio 
- Minas de ferro niquel - Industria 

Alimenticia -  Hierro y acero 

Pulpa y papel -  Industria de 
cemento – Cerámica - 

Industria Textil 

PETROQUIMICO 
Urea -  Alcoholes – MTBE - Etileno 

ETC 

Nitrato de amonio - Aldehidos 
Acetileno - Polietileno 

 

TERMOELECTRICO 
Turbogeneradores -  Calderas (turbinas de 

vapor) 
Plantas de ciclo “STIG” 

Plantas de cogeneración 

                                                
12 Durante la década de los 90 del siglo XX, el Gobierno Nacional definió en los documentos 
Conpes, el Plan de Gas y el Programa para la Masificación del Consumo de Gas.  Se trazaron 
dos metas para el logro de este objetivo: 1. Llevar gas natural y propano a más de 3.7 millones 
de familias en el mediano plazo con el concurso del sector privado y 2. fortalecer la oferta por 
medio de la interconexión de los principales campos de producción de gas natural de la Costa 
Atlántica y el interior del país, con los principales mercados regionales del país a través de la 
construcción de una infraestructura de transporte y distribución de gas natural. 
13 Empresa Colombiana de Gas, ECOGAS, página Web. 
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2.3 ORGANIZACIÓN DEL GAS EN COLOMBIA 
 
El esquema regulatorio del gas, dividió al sector en diferentes niveles: 
productores, transportadores, distribuidores y comercializadores.  En éste 
aspecto la labor de la Comisión Reguladora de Energía y Gas CREG, se ha 
centrado en reglamentar las relaciones entre cada uno de estos niveles, y al 
interior de ellos mismos. 
 
Es así como la resolución 057 del 30 de julio de 1996, en el capítulo II, fijó las 
reglas que definen la participación accionaría máxima permitida entre las 
diferentes empresas del sector.  De ésta forma, un transportador de gas natural 
no podrá realizar de manera directa actividades de producción, comercialización 
o distribución, ni tener interés económico en empresas que tengan por objeto la 
realización de éstas actividades. 
 
2.3.1 Producción y comercialización del gas en Colombia.  La explotación y 
producción del gas en el país, está en manos principalmente de ECOPETROL y 
de otras empresas que por medio de concesiones y contratos de asociación, se 
han encargado desde años atrás de ésta actividad en particular.  Todos los 
productores son comercializadores14. 
 
2.3.2 Transporte del Gas en Colombia.  El transporte de Gas en Colombia es 
realizado por diferentes empresas que manejan su mercado dependiendo de su 
organización territorial en el país.  Dentro de las empresas transportadoras de 
gas en Colombia encontramos: 
 
- Promigas S.A. 
- Transoriente S.A. 
- Ecogas15. 
- Transmetano. 
- Progasur. 
- Centregas. 
 
2.3.3 Distribuidores de Gas en Colombia.  A éste grupo pertenecen las 
empresas encargadas de distribuir el gas combustible y llevarlo hasta las 
diferentes estaciones eléctricas, clientes industriales, clientes comerciales y 
clientes residenciales, los cuales son considerados comercializadores integrales 

                                                
14 American International Petroleum Corporation of Colombia AIPC, Amoco Colombia Petroleum 
Company, Argosy Energy Internacional, B.P. Exploration Co.  (Colombia) ETD, Compañía Shell 
de Colombia inc, Empresa Colombiana de Petróleo-ECOPETROL, Hocol S.A., Lasmo Oil 
(Colombia) Limited, Omimex de Colombia ETD, Perenco Colombia S.A., Petrobras Internacional 
S.A.-Braspetro, Petróleos Colombianos ETD. Petrocol, Petróleos del norte S.A., Petromineros 
S.A., Petrosantander (Colombia) Inc, Texas Petroleum Company-Texaco, Total Exploratie En 
Productie, Maatschappij b.v. Tepma (Colombia), Triton Resourses Colombia, Inc. 
15 ECOGAS está encargado del mercado secundario del transporte de gas natural. 
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en el mercado del gas combustible.  Estas empresas se encuentran registradas 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios16.  Algunas de 
estas empresas son: 
 
- Alcanos del Huila S.A. E.S.P. 
 
- Gas de Risaralda S.A. E.S.P. 
 
- B.P. Gas Colombia S.A. E.S.P. 
 
- Gas Natural Cundiboyacense. 
 
- Gas Natural S.A. 
 
- Gases del Norte del Valle. 
 
- Gases del Caribe S.A. E.S.P. 
 
- Gases de Barrancabermeja S.A. E.S.P. 
 
- Gases del Oriente S.A. E.S.P. 
 
- Gases del Quindío S.A. E.S.P. entre otras. 
 
2.4 SISTEMA NACIONAL DE TRANSPORTE 
 
La Red Nacional de Gasoductos, busca suministrar gas natural a los principales 
centros de consumo industrial y residencial.  Se estima que para el año 2010, 
más de cuatro millones y medio de familias se estarán beneficiando con el uso 
del Gas Natural.  El plan de masificación del gas natural busca, además, reducir 
el consumo de leña y la tala de árboles.  Otro factor benéfico, es sustituir el uso 
de la energía eléctrica, la cual es más costosa que el gas. 
 
La red nacional de gasoductos está conformada por un sistema de tres 
gasoductos principales a los cuales se conectan ramales regionales.  Estos 
últimos transportan el gas hasta los municipios.  Así, el gas es llevado a las 
residencias e industrias a través de redes domiciliarias de distribución.  Ecogas, 
a través de su propia red o la que contrate con el sector privado, maneja el 
sistema central de gasoductos y los subsistemas de distribución hasta los 

                                                
16 En la actualidad existen aproximadamente treinta (30) empresas de las cuales solamente dos 
(2) son empresas industriales y comerciales del Estado tales como Ecogas y las Empresas 
Públicas de Medellín. 
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municipios17.  Las redes municipales de distribución son contratadas por el 
Ministerio de Minas y Energía, mediante licitación para áreas exclusivas de 
servicio, o por los municipios directamente.  Parte de la red fue construida 
utilizando oleoductos18 ya existentes que transportaban petróleo crudo, los que 
mediante un proceso de conversión, fueron habilitados para el transporte de 
gas.  Otra parte fue construida directamente por ECOPETROL, y tanto la una 
como la otra fueron escindidas a Ecogas. Adicionalmente, tres (3) de los 
gasoductos principales y sus ramales fueron construidos y financiados por la 
industria privada bajo el sistema BOMT19.  El reto continúa, puesto que en los 
próximos veinte (20) años, la infraestructura para atender la demanda prevista 
de gas costará alrededor de mil doscientos (1’200.000.000) millones de dólares. 
 
En conjunto, y sin contabilizar las inversiones en exploración y producción, las 
inversiones requeridas por el Programa de Masificación del Gas Natural 
ascienden a los cuatro mil trescientos cincuenta (4’350.000.000) millones de 
dólares, cifra considerable para adecuar un sector de servicios con una 
recuperación de capital a tasas de inversión social20. 
 
Las principales empresas transportadoras del país, son Ecogas, empresa de 
derecho público, propietaria de la gran mayoría de la infraestructura de 
transporte del interior del país y Promigas S.A., empresa privada propietaria de 
la gran mayoría de los gasoductos de la Costa Atlántica.  Los transportadores 

                                                
17 Los gasoductos troncales y regionales (ramales) de la red de Ecogas, tienen una extensión 
total de 3.233 Km.  En ésta cifra no se consideran las redes domiciliarias para la distribución en 
los municipios.  La capacidad actual de transporte del sistema es de 150 mpc/d, en el tramo 
Ballena - Barrancabermeja y de 200 mpc/d a partir de Barrancabermeja.  Empresa Colombiana 
de Gas, Ecogas, página Web. 
18 En la historia de la ingeniería colombiana se encuentra que el origen del sistema de 
transporte de hidrocarburos, parte de los grandes oleoductos construidos en el país por 
compañías multinacionales; el primero, el oleoducto Andian, tiene su origen en la Concesión de 
Mares, puesto que las exploraciones iniciadas por la Tropical Oil Company suponían el 
transporte de los crudos desde los campos de producción a uno de los principales puertos para 
su exportación.  Posteriormente aparece el segundo gran yacimiento de petróleo (Catatumbo) 
que genera la necesidad de construir el oleoducto Tibú – Coveñas.  El origen de éste fue la 
Concesión Barco; su manejo estuvo a cargo de la Colombian Petroleum Company COLPET y la 
South American Gula Oil Company SAGOC que revirtió a la nación en el año de 1981.  Otra 
obra de importancia, fue la construcción del oleoducto Orito Tumaco por parte de la Texas 
Petroleum Company, del cual actualmente es propietario ECOPETROL.  Para ésta época y ante 
la necesidad de abastecer el consumo interno, aparecen las primeras líneas de oleoductos que 
tienen como fin, dotar de producto a la primera refinería del país ubicada en Barrancabermeja.  
Todo éste esquema se ve interrumpido con el descubrimiento de Caño Limón, que obliga a 
construir el oleoducto Caño Limón – Coveñas.  Posteriormente se construyeron el oleoducto de 
Colombia, que corre entre la Estación Vasconia, ubicada en Puerto Boyacá y Coveñas, y el 
oleoducto del Alto Magdalena.  Al igual que en el caso de Caño Limón, con ocasión del 
descubrimiento del campo petrolero de Cusiana, se construye el oleoducto Cusiana Coveñas. 
19 Build Operate Maintain and Transfer. Construcción, Operación, Mantenimiento y 
Transferencia. 
20 Empresa Colombiana de Gas, ECOGAS; Página Web. 
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restantes, se han desarrollado a través de contratos de concesión con el 
Ministerio de Minas y Energía, TRASMETANO, TRANSORIENTE, 
GASODUCTO DEL TOLIMA, PROGASUR y otros por libre iniciativa como en el 
caso de TRANSOCCIDENTE y TRANSCOGAS. 
 
La Red Nacional de Transporte de gas natural, está compuesto por los 
siguientes sistemas21: 
 
a) De la Costa Atlántica: Conformado por el sistema troncal que vincula la 

conexión de los campos de gas natural de La Guajira, Córdoba y Sucre, con 
las puertas de ciudad localizadas en Riohacha, Santa Marta, Barranquilla, 
Cartagena, Sincelejo y Montería, incluyendo las conexiones de otros 
campos menores y los subsistemas que se conecten a ésta troncal. 

b) Del Centro: Es la troncal que hace la conexión de los campos de gas natural 
de La Guajira con la puerta de ciudad de Barrancabermeja (Santander) y los 
subsistemas y ramales que se conecten a ésta troncal. 

c) Del Interior: Está compuesto por el sistema troncal que vincula la conexión 
de los campos de gas natural de Casanare, Meta, Tolima, Huila, Santander, 
y otros existentes en el interior del país, con las ciudades de Villavicencio, 
Neiva, Medellín, Bucaramanga, Cali y Bogotá, entre otras. 

 
2.5 PLAN DE MASIFICACIÓN DEL GAS EN COLOMBIA 
 
El Gobierno Nacional, basado en estudios técnicos y económicos aprobó, en 
1991 mediante el documento Conpes número 2571, el programa para la 
masificación del consumo de Gas y, en 1993 un nuevo documento Conpes 
número 2646, aprobó la estrategia para el desarrollo del programa de Gas, por 
medio de los cuales se estableció una política macro – económica y energética 
integral.  Ésta buscaba promover una matriz energética más eficiente, impulsar 
la sustitución de energéticos ineficientes y costosos en diferentes sectores de 
consumo y optimizar el uso y producción de las reservas de gas naturales 
existentes.  Para acelerar el logro de dicho objetivo, el Gobierno autorizó la 
construcción de gasoductos troncales mediante concesiones otorgadas por el 
Ministerio de Minas y Energía, y designó a ECOPETROL para desarrollar 
directamente o con terceros, por medio de esquemas BOMT o similares, la 
infraestructura de transporte. 
 
La construcción de la red nacional de gasoductos permite integrar los campos 
de producción con los grandes centros de consumo, para promover el uso 
eficiente de las reservas de gas natural de la Costa Atlántica, el Magdalena 
Medio, Huila, Tolima y el Piedemonte Llanero.  Con esto se garantiza el 
cubrimiento de la demanda esperada de gas hasta el año 2016.  El crecimiento 
proyectado de la demanda total en los próximos años, generará una 

                                                
21 Ibidem.  
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combinación de importantes beneficios energéticos, económicos, sociales y 
ambientales que se resumen así22: 
 
En términos de ganancias en el área energética el programa de masificación de 
gas facilita la diversificación de la oferta energética adecuada a los diferentes 
usos; la optimización de las reservas de gas natural y por ende de los recursos 
energéticos nacionales; la sustitución de electricidad en cocción y calentamiento 
de agua, de gasolina en el trasporte público urbano y generación termoeléctrica. 
Los beneficios en el área económica se reflejan en el mejoramiento de la 
balanza comercial al incrementar la exportación de crudo, diesel y combustóleo 
y disminuir la presión de las importaciones de GLP, y gasolina motor, en el 
aumento gradual de la competitividad internacional del país debido al menor 
costo de la canasta energética.  Adicionalmente se favorece el manejo 
ambiental por la disminución de la contaminación teniendo en cuenta los 
menores efectos contaminantes del gas natural como combustible y, en la 
medida en que el programa de masificación de gas llegue a las zonas rurales, 
se disminuirá la deforestación, al sustituirse leña por gas natural o GLP. 
 
En el área social, el uso del gas natural generará importantes ahorros para el 
consumidor, particularmente en los estratos económicamente menos 
favorecidos, puesto que éste combustible es altamente competitivo comparado 
con los cargos de electricidad para usos residenciales urbanos.  Adicionalmente 
la penetración del gas en los estratos económicos más bajos sustituirá el uso de 
cocinol y otros combustibles líquidos de alto riesgo de accidentalidad por su 
manejo inadecuado.  Los principales problemas que enfrenta el sector se 
pueden resumir en la falta de una política clara en materia de precios de la 
canasta de energéticos, la complejidad institucional y la sostenibilidad financiera 
de Ecogas en el largo plazo como empresa administradora de trasporte en el 
interior del país. 
 
3.  EMPRESA COLOMBIANA DE GAS ECOGAS 
 
3.1 CREACIÓN Y ORGANIZACIÓN DE ECOGAS 
 
Con el fin de asegurar a largo plazo la atención de la demanda del sector 
energético, se concibió en Colombia el más ambicioso proyecto de servicios 
públicos de los últimos tiempos, constituido por el Programa Gas para el 
Cambio y el Plan para la Masificación del Consumo de Gas Natural, que 
habrían de revolucionar las costumbres energéticas y tendrían un gran impacto 
en la vida del país.  Uno de los aspectos básicos de la masificación ha sido 
interconectar los campos de producción con los centros de consumo.  En 1994 
el gobierno anunció la creación de la Empresa Colombiana de Gas ECOGAS 

                                                
22 Ibidem. 
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como parte del proceso de masificación del Gas.  Finalmente, mediante la ley 
401 de agosto 20 de 1997 se creó la Empresa Colombiana de Gas ECOGAS. 
 
ECOGAS fue creada como una entidad descentralizada del orden nacional, 
vinculada al Ministerio de Minas y energía con el carácter de Empresa Industrial 
y Comercial del Estado, con personería jurídica, autonomía administrativa, 
financiera y patrimonial, regida por lo establecido en la ley 401 de 1997, por los 
estatutos adoptados por una junta directiva y sujeta a regulación, vigilancia y 
control de la Comisión de Regulación de Energía y Gas CREG y a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, autoridades competentes.   
 
Tiene como misión fundamental la planeación, organización, ampliación, 
mantenimiento, operación y explotación comercial de los sistemas de transporte 
de gas natural propios y la explotación comercial de la capacidad de los 
gasoductos de propiedad de terceros por los cuales pague una tarifa de 
disponibilidad o llegue a acuerdo.  Adicionalmente se le encargó la 
administración del Centro de Coordinación de Despacho de gas. 
 
ECOGAS está ubicado en la ciudad de Bucaramanga e inició labores con 
estructura operativa propia a partir del 1 de enero de 1998 con la 
responsabilidad de operar y mantener 1100 Km. de gasoductos troncales 
propios, 900 Km. de gasoductos a través de contratos de construcción, 
operación, mantenimiento y transferencia (BOMT).  Tiene como 
responsabilidades centrales velar por el adecuado transporte de gas natural 
desde los campos de producción de la costa norte y magdalena medio, hasta 
los centros de consumo en el interior del país. 
 
El patrimonio inicial de ECOGAS provino de la escisión de los activos y 
derechos vinculados a la actividad de transporte, así como los derechos 
derivados de los contratos relativos a dicha actividad que tenía ECOPETROL.  
Por medio del Decreto 2829 de 1997, el Gobierno Nacional determinó los 
activos a entregar, los contratos por ceder y las relaciones jurídicas entre 
ECOPETROL y ECOGAS en cuanto a los contratos BOMT.  En cumplimiento 
del artículo 9 del Decreto 2829 de 1997, ECOPETROL y ECOGAS suscribieron 
un convenio de soporte funcional y administrativo por un término de dos (2) 
años cuyo objeto era regular las relaciones jurídicas entre las dos empresas así 
como los aspectos relacionados con la identificación, transferencia, tratamiento 
y manejo de los derechos y activos vinculados a la actividad comercial de 
transporte de gas natural. 
 
ECOGAS tiene una Junta Directiva conformada por siete (7) miembros a saber: 
Ministro de Minas y Energía, quien la preside, con suplencia del Viceministro de 
hidrocarburos; el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, y cinco 
(5) miembros más, con sus respectivos suplentes.  Todos los miembros de la 
Junta Directiva de ECOGAS son designados por el Presidente de la República; 

http://www.ecogas.com.co/subseccion.asp?id=33
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dos (2) de ellos pertenecen a las regiones productoras, y dos (2) a las regiones 
consumidoras. 
 
4. COMISION DE REGULACION DE ENERGIA Y GAS COMBUSTIBLE 
(CREG) 
 
La creación de la Comisión Reguladora de Energía y Gas es de orden legal 
contenida en el artículo 69.2 de la ley 142 de 1994.  Ésta comisión, al igual que 
las comisiones de Agua Potable y Saneamiento Básico y la de 
Telecomunicaciones, fueron creadas como unidades administrativas especiales, 
con independencia administrativa, técnica y patrimonial, y adscritas al 
respectiva ministerio.  La CREG, en su caso específico está adscrita al 
Ministerio de Minas y Energía, es competente para regular el servicio de gas 
combustible.  La CREG cuenta con la siguiente estructura: 
 
- Comisión de Regulación: Integrada por el Comité de Expertos 

Comisionados. 
- Coordinación General: Integrada por la Coordinación Ejecutiva y la 

Coordinación Administrativa. 
- Áreas Ejecutoras: Integrada por la Oficina de Regulación y Políticas de 

Competencia, la Oficina Técnica y la Oficina Jurídica. 
 
Las Comisiones de Regulación están integradas por el ministro respectivo o su 
delegado, quien la presidirá, tres (3) expertos comisionados de dedicación 
exclusiva, designados por el Presidente de la República para periodos de tres 
(3) años, reelegibles y no sujetos a las disposiciones que regulan la carrera 
administrativa; uno de ellos en forma rotatoria, ejercerá las funciones de 
coordinador de acuerdo con el reglamento interno.  Al repartir internamente el 
trabajo entre ellos se procurará que todos tengan oportunidad de prestar sus 
servicios respecto de las diversas clases de asuntos que son competencia de la 
comisión.  Igualmente la integran el director del Departamento Nacional de 
Planeación y el Superintendente de Servicios Públicos o su delegado, pero sólo 
tendrán voz dentro de la comisión.  Para manejar los recursos de las 
comisiones, se autorizó la celebración de contratos de fiducia.  La fiduciaria 
manejará los recursos provenientes de las contribuciones de las entidades 
sometidas a la regulación de la comisión y los que recauden de las ventas de 
sus publicaciones y con sujeción al Código de Comercio. 
 
Las Comisiones de Regulación en general, tienen la función de regular los 
monopolios en la prestación de los servicios públicos, cuando la competencia 
no sea, de hecho posible; y en los demás casos, la de promover la competencia 
entre quienes presten servicios públicos para que las operaciones de los 
monopolistas o de los competidores sean económicamente eficientes, no 
impliquen abuso de la posición dominante y produzcan servicios de calidad.  
Igualmente pueden presentar proyectos de ley para someter a la consideración 
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del gobierno, someter a su regulación las normas en materia de tarifas, de 
información, de actos y contratos, definir criterios de eficiencia y desarrollar 
indicadores modelos para evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa 
de las ESP, fijar normas de calidad, establecer cuantías y condiciones de las 
garantías de seriedad que deben prestar quienes deseen realizar contratos, 
decidir recursos que se interpongan en contra de sus actos o los de otras 
entidades en los casos que indique la ley, resolver los conflictos que surjan 
entre empresas por razón de los contratos o servidumbres que existan entre 
ellas, dar conceptos sobre legalidad de las condiciones de los contratos, entre 
otras.   
 
Son funciones especiales de la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
Combustible: 
 
a) Regular el ejercicio de las actividades de los sectores de energía y gas 

combustible para asegurar la disponibilidad de una oferta energética 
eficiente, propiciar la competencia en el sector de minas y energía y 
proponer la adopción de las medidas necesarias para impedir abusos de 
posición dominante y buscar la liberación gradual de los mercados hacia la 
libre competencia. 

 
b) Expedir regulaciones específicas para la autogeneración y cogeneración de 

electricidad y el uso eficiente de energía y gas combustible por parte de los 
consumidores y establecer criterios para la fijación de compromisos de 
ventas garantizadas de energía y potencia entre las empresas eléctricas y 
entre éstas y los grandes usuarios. 

 
c) Establecer el reglamento de operación para realizar el planeamiento y la 

coordinación de la operación del sistema interconectado nacional y para 
regular el funcionamiento del mercado mayorista de energía y gas 
combustible. 

 
d) Fijar las tarifas de venta de electricidad y gas combustible, o delegar en las 

empresas distribuidoras, cuando sea conveniente dentro de los propósitos 
de la ley, bajo el régimen que disponga, la faculta de fijar estas tarifas. 

 
e) Definir las metodologías y regular las tarifas por los servicios de despacho y 

coordinación prestación por los centros regionales y por el Centro Nacional 
de Despacho. 

 
f) La CREG también se ha encargado de dar las definiciones técnicas y 

legales pertinentes a la distribución y transporte de gas, mediante 
resoluciones.  Estableció el marco regulatorio general para el servicio 
público de transporte de gas combustible por redes de tubería y sus 
actividades.  Igualmente tiene la facultad de pedir a la Superintendencia de 
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Servicios Públicos Domiciliarios, que sancione a quienes presten el servicio 
público de transporte de gas bajo formas de organización diferentes a las 
indicadas en el título I de la ley 142 de 1994.  Tiene la facultad de determinar 
las áreas exclusivas23. 

 
5. SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 
 
Es un organismo de carácter técnico creado por la Constitución de 1.991 para 
que, por delegación del Presidente de la República, ejerza el control, la 
inspección y la vigilancia de las entidades prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios.  Dentro de sus funciones está la de controlar que las entidades 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios cumplan con la Ley 142 de 
1.994, con sus normas reglamentarias y las que expidan las Comisiones de 
Regulación. Investiga las irregularidades que se presenten en las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios, solicita documentos y practica 
las visitas, inspecciones y pruebas que sean necesarias para el cumplimiento 
de sus demás funciones. 
 
La dirección y representación legal de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios corresponde al Superintendente de Servicios Públicos 
Domiciliarios.  Este desempeña sus funciones específicas de control, inspección 
y vigilancia con independencia de las Comisiones de Regulación de los 
servicios públicos domiciliarios y con la inmediata colaboración de los 
Superintendentes Delegados.  El Superintendente es de libre nombramiento y 
remoción del Presidente de la República y es la primera autoridad técnica y 
administrativa en el ramo del control, inspección y vigilancia de los servicios 
públicos domiciliarios, sus actividades complementarias e inherentes.  
   
5.1 FUNCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA  
 
Las personas prestadoras de servicios públicos y aquellas que en general, 
realicen actividades que las hagan sujetos de aplicación de las Leyes 142 y 143 
de 1994, están sujetos al control y vigilancia de la Superintendencia de 
Servicios Públicos. Son funciones de esta las siguientes:  

  
a) Vigilar y controlar el cumplimiento de las leyes y actos administrativos a los 
que estén sujetos quienes presten servicios públicos, en cuanto el cumplimiento 
afecte en forma directa e inmediata a usuarios determinados; y sancionar sus 
violaciones, siempre y cuando esta función no sea competencia de otra 
autoridad. 
 

                                                
23 Áreas Exclusivas: Área geográfica correspondiente a los municipios y otras áreas urbanas 
sobre las cuales se otorga exclusividad en la distribución domiciliaria de gas natural por redes 
de tubería mediante contratos de áreas de servicio exclusivo.  
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b) Vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos entre las empresas de 
servicios públicos y los usuarios, y apoyar las labores que en este mismo 
sentido desarrollan los "comités municipales de desarrollo y control social de los 
servicios públicos domiciliarios"; y sancionar sus violaciones.  
 
c) Dar conceptos, no obligatorios, a petición de parte interesada, sobre el 
cumplimiento de los contratos relacionados con los servicios a los que se refiere 
esta ley; y hacer, a solicitud de todos los interesados, designaciones de 
personas que puedan colaborar en la mejor prestación de los servicios públicos 
o en la solución de controversias que puedan incidir en su prestación oportuna, 
cobertura o calidad. 
 
d) Establecer los sistemas uniformes de información y contabilidad que deben 
aplicar quienes presten servicios públicos, según la naturaleza del servicio y el 
monto de sus activos, y con sujeción siempre a los principios de contabilidad 
generalmente aceptados. 
 
e) Definir por vía general las tarifas de las contribuciones a las que se refiere el 
artículo 85 de la Ley 142 de 1994, liquidar y cobrar a cada contribuyente lo que 
le corresponda. 
 
f) Dar concepto a las Comisiones de Regulación y a los ministerios sobre las 
medidas que se estudien en relación con los servicios públicos. 
 
g) Vigilar que los subsidios presupuestales que la Nación, los departamentos y 
los municipios destinan a las personas de menores ingresos, se utilicen en la 
forma prevista en las normas pertinentes.  
 
h) Solicitar documentos, inclusive contables; y practicar las visitas, inspecciones 
y pruebas que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones. 
 
i) Mantener un registro actualizado de las entidades que prestan los servicios 
públicos. 
 
j) Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa de los prestadores de 
servicios públicos sujetos a su control, inspección y vigilancia, de acuerdo con 
los indicadores definidos por las Comisiones de Regulación; publicar sus 
evaluaciones y proporcionar, en forma oportuna, toda la información disponible 
a quienes deseen hacer evaluaciones independientes. El Superintendente 
podrá acordar con las empresas que amenacen de forma grave la prestación 
continua y eficiente de un servicio, programas de gestión. 
 
k) Verificar que las obras, equipos y procedimientos de las empresas cumplan 
con los requisitos técnicos que hayan señalado los ministerios. 
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l) Definir por vía general la información que las empresas deben proporcionar 
sin costo al público; y señalar en concreto los valores que deben pagar las 
personas por la información especial que pidan a las empresas de servicios 
públicos, si no hay acuerdo entre el solicitante y la empresa. 
 
m) Organizar todos los servicios administrativos indispensables para el 
funcionamiento de la Superintendencia de Servicios Públicos.  
 
n) Señalar, de conformidad con la Constitución y la ley, los requisitos y 
condiciones para que los usuarios puedan solicitar y obtener información 
completa, precisa y oportuna, sobre todas las actividades y operaciones 
directas o indirectas que se realicen para la prestación de los servicios públicos, 
siempre y cuando no se trate de información calificada como secreta o 
reservada por la ley. 
 
o) En los términos previstos en el parágrafo del artículo 16 de la Ley 142 de 
1994, determinar si la alternativa propuesta por los productores de servicios 
marginales no causa perjuicios a la comunidad, cuando haya servicios públicos 
disponibles de acueducto y saneamiento básico.  
 
p) Supervisar el cumplimiento del balance de control, en los términos del 
artículo 45 de la Ley 142 de 1994. 
 
q) Verificar la consistencia y la calidad de la información que sirve de base para 
efectuar la evaluación permanente de la gestión y resultados de las personas 
que presten servicios públicos sometidos a su control, inspección y vigilancia, 
así como de aquella información del prestador de servicios públicos que esté 
contenida en el Sistema Único de Información de los servicios públicos. 
 
r) Sancionar a las empresas que no respondan en forma oportuna y adecuada 
las quejas de los usuarios. 
 
s) Designar o contratar al liquidador de las empresas de servicios públicos. 
 
t) Resolver los recursos de apelación que interpongan los usuarios conforme a 
lo establecido en el artículo 159 de la Ley 142 de 1994.  Emitir el concepto a 
que hace referencia el artículo 63 de la Ley 143 de 1994. 
 
u) Podrá ordenar en el acto administrativo que resuelva el recurso de apelación 
de que tratan los artículos 154 y 159 de la Ley 142 de 1994, la devolución de 
los dineros que una empresa de servicios públicos retenga sin justa causa a un 
usuario, dentro de los quince (15) días siguientes a la comunicación de la 
decisión respectiva.   
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CAPITULO II 
SERVIDUMBRES EN LA PRESTACION DEL SERVICIO PÚBLICO DE 

TRANSPORTE DE GAS 
 
La servidumbre puede ubicarse dentro de los institutos jurídicos más antiguos 
en el mundo de las leyes.  Ésta figura que ha sido vista a través de los años 
como una carga o gravamen impuesto sobre personas o predios, ha 
evolucionado con el paso del tiempo y en la actualidad se ha convertido en una 
de las más utilizadas en el crecimiento social y tecnológico de la colectividad al 
relacionarse no sólo con la utilidad social de la propiedad sino al ser 
indispensable en la cualitativa prestación de los servicios públicos domiciliarios 
en Colombia y en el mundo.  En éste capítulo se enunciará su desarrollo a 
través del tiempo en Colombia y en el mundo en general y la concepción que se 
le ha dado en la actualidad, teniendo en cuenta sus características y distintas 
clasificaciones. 
 
1. ANTECEDENTES DEL DERECHO REAL DE SERVIDUMBRE 
 
1.1 SERVIDUMBRES EN EL DERECHO ROMANO 
 
El origen de las servidumbres en el derecho romano se remonta a sus primeras 
etapas históricas, y aparece en ellas como el único derecho real que podía 
constituirse sobre la propiedad ajena. 
 
El carácter absoluto, natural y esencialmente libre que en todo tiempo 
reconocieron los romanos al derecho de dominio les llevó a un casi 
desconocimiento de todo sentido social de la propiedad y a su no consideración 
en función del interés colectivo.  El derecho de dominio fue en Roma el derecho 
absoluto, libre e individual por excelencia.  De aquí que, cuando en los albores 
de la ciudad de Roma comenzó la desintegración e individualización de la 
propiedad de aquellas tierras que se dividían y repartían entre sus primeros 
moradores, y surgieron los primeros obstáculos a la comodidad y goce de 
aquellas heredades, como aquel concepto absoluto del dominio no imponía una 
mutua coayuda entre los propietarios vecinos, se hizo necesaria la 
reglamentación de las recién nacidas relaciones de vecindad mediante 
limitaciones legales independientes de todo acuerdo entre los vecinos. 
 
Las servidumbres en el derecho romano nacen como derivación de las 
limitaciones legales de la propiedad e impuestas para facilitar y ordenar las 
relaciones entre predios vecinos.  No es difícil admitir que, divididas las tierras y 
entregadas, los particulares llegasen mediante convenios a modificar las 
relaciones creadas por la lex, dando lugar a una verdadera regulación 
convencional de las limitaciones legales, es decir, a una vecindad convencional, 
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cuya más estricta expresión es la servidumbre predial.  De ésta manera fue 
como el derecho romano llegó a admitir derechos sobre la propiedad ajena24. 
 
Los demás derechos reales que conoció Roma, fueron creándose, sucesiva y 
posteriormente, al amparo del derecho pretorio, como la “superficies” y los 
derechos pignoraticios de prenda e hipoteca, o por obra de la legislación del 
Bajo Imperio, como la enfiteusis25.  El Ius Civile sólo conoció las servitutes 
como derechos reales sobre propiedad ajena. 
 
En un principio, estos derechos se englobaron en la denominación de “iura 
praediorum”, que ponía de relieve su origen y su especifica naturaleza de 
derechos de los predios o sobre los predios.  Parece ser que ésta fue la única 
denominación que les dieron las XII Tablas.  Quizá durante la gestación del 
derecho no escrito, fue cuando se introdujo el uso de la palabra servitutes, 
palabra que, derivada del verbo servire, venía a indicar la relación de servicio 
que se establecía entre las personas y las cosas que quedaban sujetas a 
aquellos derechos26. 
  
Más adelante, por influencia del derecho griego, aparecen en el derecho 
romano otras figuras de derechos sobre cosa ajena, distintos de los iura 
praediorum, los cuales, se van a designar también con el nombre de 
servidumbres, pero que por suponer un beneficio establecido directa y 
exclusivamente a favor de una persona, se las va a diferenciar de las 
establecidas a favor de un fundo con el nombre de servidumbres personales. 
 
Sin embargo, la doctrina clásica del derecho romano no aplicó a unos y otras 
relaciones jurídicas, la denominación común de servitutes.  La extensión de 
este nombre al usufructom, uso y habitación y a las operae servorum, fue obra 
posterior de los compiladores bizantinos.  Quizá fue porque consideraron la 
servidumbre independientemente del fundo que prestaba el servicio, es decir, 
como derecho abstracto que, si atribuía el beneficio a un fundo, era 

                                                
24 Los derechos reales de servidumbre sobre la propiedad inmobiliaria pueden considerarse 
como los más antiguos y los únicos que se toleraban sobre predio ajeno, debido a los fines 
prácticos que satisfacían. 
25 Consiste en la facultad que tiene una persona de gozar de un fundo ajeno, esto es, de 
obtener de él las ventajas que pueda suministrar.  La enfiteusis posee semejanzas con el 
arrendamiento y el usufructo, pues este tiene una duración limitada, dada la circunstancia de 
que el máximo del usufructo no puede ir más allá de la vida de una persona; pero tiene 
diferencias con el usufructo pues la enfiteusis es transmisible por causa de muerte.  VALENCIA 
ZEA, Arturo; ORTIZ MONSALVE, Álvaro.  Derecho Civil, Derechos Reales.  Editorial Temis, 
Décima Edición, Tomo II, Santa Fe de Bogotá, Colombia. 2001. Pág. 7. 
26 No tanto indicaba sumisión o sometimiento, en el sentido en que la palabra servire se 
aplicaba a las relaciones personales entre señores y esclavos, como relación de servicio que 
venia a ser o representar la regulación normal de la propiedad de todos los predios que se 
encontraban en determinada situación. 
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servidumbre real o predial, y si lo proporcionaba a una persona, servidumbre 
personal. 
 
Este concepto llevó a los compiladores, a interpolar cierto número de textos 
relativos al usufructo y a crear así, la categoría de las servidumbres personales 
que no fue conocida por el derecho romano clásico.  De aquí nace el texto del 
Digesto de Justiniano, D.9, 11, pr., atribuido a Marciano: “Las servidumbres, o 
son personales, como el uso y usufructo, o reales, como las servidumbres de 
los predios rústicos y urbanos”. 
 
Aún así, el derecho romano aplicó siempre con preferencia, y casi con carácter 
exclusivo, la denominación genérica de servitutes a las reales o prediales, y 
designó a las llamadas personales con denominaciones propias para cada una 
de ellas: ususfructus, usus, habitatio, operae servorum.  En el mismo Digesto se 
aprecia claramente la separación de nombres.  El texto de Marciano, citado 
anteriormente, si bien emplea una denominación común para las dos clases de 
servidumbres, deja entrever que las servidumbres por excelencia eran 
prediales, al repetir la palabra refiriéndose a las de predios rústicos y urbanos27.  
Por otra parte en el propio Digesto aparecen reguladas unas y otras en libros 
separados28.  Todas las veces que los textos romanos emplean la palabra 
servidumbre, lo hacen para designar con ella las prediales y nunca las 
personales. 
 
Al lado de las servidumbres prediales, y con independencia de la consideración 
de personales atribuida al usufructo, uso y habitación, los jurisconsultos 
romanos admitieron la posibilidad de sustituir como derechos de servidumbre 
personal todo género de derechos de disfrute, aún los que normalmente 
revestían la forma de servidumbres prediales, asignándolos, con carácter real y 
de manera exclusiva, a una determinada persona.  La doctrina ha venido 
denominando a tales servidumbres irregulares o de uso“irregular.  Parece ser, 
que el derecho romano no reconoció en principio tales servidumbres, porque 
éstas siempre exigían un predio dominante; pero los jurisconsultos clásicos 
hicieron válida la constitución exclusivamente personal de servidumbres reales, 
admitiéndolas como derechos de crédito, y entendiendo que solamente el 
propietario actual del predio sirviente o su heredero quedaban obligados a sufrir 
la servidumbre y ser responsables, en su caso, de los obstáculos que pudieran 
oponerse al ejercicio de la misma. 
 

                                                
27 “Servitutes...sunt, aut rerum, ut “Servitutes” rusticorum praediorum et urbanorum”.  TAMAYO 
Alberto.  El Derecho Real de Servidumbre.  Casa Editorial Bosch.  Barcelona, 1956. Pág. 12. 
28 El usufructo, uso y habitación son objeto del libro 7º, cuyos seis primeros títulos se ocupan 
del “usufructo y del modo de usufructuar”; el Título 7º, “de las obras de los siervos”, y el Título 
8º, “del uso y habitación”.  Las servidumbres reales son objeto del Libro 8º, que lleva por título 
“Servitutibus”.  Ibidem.  Pág. 13. 
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Aún así hay base para admitir que, junto a estas categorías de servidumbre, el 
derecho romano conoció otras de contenido paralelo al de las que los códigos 
modernos que han seguido el criterio del de Napoleón denominan, frente al 
usufructo, uso y habitación, servidumbres personales. 
 
1.1.1 Principios Fundamentales de la Servidumbre en el Derecho Romano. 
Aunque el derecho romano no dio un concepto29 o una definición de lo que 
fueran las servidumbres, si creó una serie de principios fundamentales que 
venía a resumir la naturaleza jurídica y las características de las servidumbres, 
principios que, elevados a la categoría de verdaderos axiomas por la doctrina 
romanista, han sido recogidos en lo sustancial, por la doctrina y los códigos 
modernos.  Tales principios fueron: 
 
a) Servitus Servitutis esse non potest: El principio aparece formulado así en un 

texto de Paulo de los comentarios de SABINO, Libro III, incluido en el 
Digesto, D.33,2,1, en el que se dice que “no se puede legar ni el uso, ni el 
usufructo de servidumbre de paso, de conducción, de vía o de acueducto, 
porque no puede haber servidumbre de servidumbre”.  Se coincide en 
apreciar la poca claridad y poco sentido de ésta última frase y se admite en 
general que fue fruto de interpolación, quizá porque en el derecho 
justinianeo el usufructo fue considerado como servidumbre y se quiso indicar 
que no era posible el usufructo de una servidumbre.  La formula clásica 
aparece en el texto de Africano, Cuestiones, Libro IX (D.8,33,1): “Si traes 
agua por los predios de muchos, de cualquier manera que se haya impuesto 
la servidumbre, no podrás ceder al vecino, ni a otro, el derecho de tomar 
agua, si no se pactó o se estipuló sobre esto, porque se suele conceder 
interviniendo pacto o estipulación, aunque ningún predio se puede deber 
servidumbre a si mismo, ni se puede constituir la utilidad de la servidumbre”, 
con lo cual venía a declararse que la utilidad o ventaja obtenida con la 
servidumbre no podía cederse en beneficio de otros fundos, como 
consecuencia natural del carácter intransmisible de las servidumbres y la 
indivisibilidad del uso que constituía su contenido. 

 

                                                
29 Las leyes romanas no definieron el derecho real de servidumbre.  El Título I del libro VIII del 
Digesto se inicia con una ley, Ley 1ª de Marciano (Libro III Regularum), donde sólo se habla de 
la distinción entre servidumbres personales y reales pero sin dar un concepto o definición de 
unas y otras.  Los glosadores trataron de suplir este vacío y definieron las servidumbres 
diciendo: “servitus est quodam ius predio inherens, et ipsius utilitatem rescipiens  et alterius 
proedius, sive libertatem minuens”, circunscribiendo la definición a las servidumbres prediales o 
reales.  Esto se debió a que el derecho romano no conoció o no tuvo una idea abstracta del 
derecho real de servidumbre que pudiera recoger un contenido vario según la voluntad de las 
partes.  Las servidumbres reconocidas por el derecho romano fueron siempre tipos 
determinados y fijos o figuras creadas a imitación de tales tipos que respondían a aquellas 
necesidades en que el derecho justificaba una limitación al absoluto y, por naturaleza, libre de 
derecho de dominio.  Ibidem. Pág. 13 y 14. 
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b) Servitus in faciendo consistere nequit: Si bien no fue formulado con éstas 
palabras por los romanos, responde al pensamiento, reflejado en sus textos, 
de que el contenido de una servidumbre no puede consistir en una 
prestación personal del propietario del fundo sirviente, sino solamente en un 
deber de carácter negativo, sea de no hacer, o sea de no oponerse a que se 
haga.  Sin embargo, muy conocida es la excepción que la servidumbre de 
apoyo, supuso en el derecho clásico al principio “Servitus in faciendo 
consistere nequit”.  Tal excepción impide reconocer carácter general al 
mencionado principio; pero, indudablemente, la excepción se fundaba en un 
principio de justicia bien comprensible, porque si el dueño del fundo 
dominante hubiera tenido el deber de reparar la pared o la columna que 
servía de apoyo a su edificio, daría al dueño sirviente un enriquecimiento 
injusto. 

 
c) Nemini res sua servit: Significa la imposibilidad de constituir derechos reales 

de servidumbre entre dos predios pertenecientes al mismo propietario.  
Aparece en el texto de Paulo de los Comentarios a Sabino, Libro XV, D. 
8,2,26: “En la cosa común ninguno de los señores por razón de servidumbre 
puede hacer cosa alguna contra la voluntad del otro, ni prohibir que el otro lo 
haga; porque a ninguno le debe servidumbre lo que es suyo”, y en el texto 
de Africano de las Cuestiones, Libro IX D.8,3,33,1: ”Aunque ningún predio 
se puede deber servidumbre a si mismo, ni se puede constituir la utilidad de 
la servidumbre”. 

 
d) Servitus utilis esse debet: Nació este principio de la aversión que tuvieron 

los romanos a toda la limitación de la propiedad.  Se consideraba nula la 
servidumbre que se pretendiera establecer sin que proporcionara una 
ventaja o comodidad al predio dominante.  Pomponio declaró en los 
Comentarios a Sabino, Libro XXXIII, D. 8.1.15: “Siempre que las 
servidumbres no son a favor de los hombres, ni de los predios, no son 
validas, porque nada interesa a los vecinos”.  Cuando la jurisprudencia 
romana permitió la ampliación del número de tipos de servidumbres, insistió 
en la imposibilidad de constituir servidumbres que no satisficieran un serio 
interés del propietario del fundo dominante, como, por ejemplo, la de no 
poder pasear por el jardín del vecino, y que no supusieran una utilidad en 
relación con alguno de los destinos económicos de que fuera susceptible el 
fundo de que se tratara, conforme a su naturaleza.  Pero se admitía la 
posibilidad de constituir una servidumbre que fuera a satisfacer una 
necesidad futura o simplemente transitoria del fundo dominante o sobre 
edificio futuro, y también se admitió que la servidumbre subsistiera no 
obstante haber cesado la necesidad que venia cumpliendo. 

 
e) Servitus dividi non possunt: Declara éste axioma la indivisibilidad de las 

servidumbres, física y jurídicamente, y la prohibición de poder establecer por 
partes una servidumbre.  Ulpiano en el Libro XXVIII, ad Sabinum D.8,4,6,1 
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declara: “Si alguno entregara parte de una casa o parte de un fundo, no 
puede imponer servidumbre, porque respecto a partes no puede imponerse 
servidumbre ni aun adquirirse”, es decir, que toda servidumbre afecta o debe 
afectar a cada una de las partes reales o ideales del predio dominante y del 
sirviente.  Pero esto no impide que se limite el uso de la servidumbre a sólo 
parte del predio dominante, o a ciertas horas o a determinadas épocas, o 
que el contenido económico de la servidumbre pueda ser divisible cuando 
sea divisible la ventaja o utilidad que la servidumbre procura. 

 
f) Inalienabilidad de las servidumbres: Supone la inseparabilidad o inherencia 

de la servidumbre al fundo dominante, de tal manera que sólo puede 
enajenarse y transmitirse aquella con el fundo dominante.  Por ello los 
romanos sólo permitían la transmisión de las servidumbres a los que 
sucedían en la propiedad del predio dominante y las declaraban 
inseparables de la finca o persona a las que se debía, sin que pudieran 
establecerse a favor de otro predio, aunque fuera propio del mismo titular del 
fundo dominante.  Como consecuencia, el derecho romano prohibió 
expresamente la hipoteca de las servidumbres urbanas, admitiendo la de los 
predios rústicos con restricciones, pues sólo podía establecerse a favor de 
un fundo vecino y, en caso de ejecución, la venta del predio gravado 
únicamente podía hacerse a favor de otro fundo inmediato. 

 
g) Causa Perpetua: Basándose en el texto de Paulo, los romanistas sentaron el 

principio de que las servidumbres debían responder a una causa perpetua, 
es decir, a una necesidad duradera del fundo dominante y a una posibilidad 
duradera también del sirviente de satisfacer aquella necesidad. 

 
h) Vecindad: Los romanos tuvieron un concepto exacto de la vecindad, que 

exige proximidad, distinto del de contigüidad, que exige inmediación.  Y si 
bien la contigüidad era indispensable para la existencia de determinadas 
servidumbres concretas, sólo la vecindad se exigió como regla general.  
Sólo era necesario que la situación topográfica de los fundos dominante y 
sirviente permitiera la existencia y el ejercicio de la servidumbre.  Confirma 
este criterio la ley 38, D.8,2: “Si mis casas distan tanto de las tuyas, que no 
pueden verse, o alguna altura impide las vistas de ellas, no puede 
imponerse servidumbre”. 

 
1.2 SERVIDUMBRES EN EL DERECHO GERMÁNICO 
 
Al no tener un concepto tan absoluto del dominio como lo tenía el derecho 
romano, y admitir que la situación normal de la propiedad fuera el estar sujeta a 
determinadas limitaciones de interés general, el derecho germánico no hacia 
necesaria la creación de figuras jurídicas que encarnaran aquellas limitaciones 
con el carácter excepcional que suponían las servidumbres del derecho 
romano. 
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Entre todas ellas, quizá las servidumbres personales propiamente dichas, 
fueron aún más desconocidas que las prediales.  Las relaciones de vecindad y 
las circunstancias de algunos predios, exigirían unas limitaciones similares a 
aquellas servidumbres, pero las personales no tenían razón de ser por cuanto el 
contenido típico que ellas implicaban lo propio de los pueblos germánicos 
primitivos. 
 
Se conoce, sin embargo, la existencia de cargas inmobiliarias o reales por las 
que el propietario de un inmueble, se veía obligado a satisfacer prestaciones 
periódicas consistentes en censos, diezmos, faenas personales o rentas, y si 
las omitía, el titular de la carga estaba facultado para apoderarse del inmueble.  
Pero la carga inmobiliaria únicamente afectaba a dicho inmueble y nunca podía 
hacerse extensiva sobre el resto del patrimonio del obligado.  Ésta figura 
suponía un caso de gravamen de un fundo, de construcción análoga a los 
censos30 o derechos reales de anticresis31; pero no puede considerarse como 
servidumbre personal, por cuanto el titular de la carga no realizaba ningún acto 
sobre el inmueble gravado; éste no venía llamado a satisfacer ninguna 
necesidad del titular dominante, y el contenido propio de la carga suponía para 
el gravado, fundamentalmente, una obligación de hacer, que podía consistir en 
prestaciones personales o pecuniarias. 
 
El derecho real de servidumbre no se introduce en el derecho germánico sino 
por influencia del derecho romano.  El ulterior desenvolvimiento de los pueblos 
germánicos, les hizo sentir las necesidades que había experimentado Roma, y 
fue precisa una reglamentación encaminada a satisfacerlas.  Nada mejor que 
recurrir al modelo que había elaborado el derecho romano. 
 
1.3 LA SERVIDUMBRE EN EL DERECHO MODERNO 
 
El derecho moderno sigue admitiendo con uno u otro contenido, la tradicional 
clasificación de las servidumbres en reales y personales apoyada en la 
consideración del titular del derecho; si lo es quien en cada momento tenga un 
derecho de uso y disfrute sobre un predio, la servidumbre será real; si es titular 
una persona individualmente determinada, con independencia de toda relación 
jurídica con la finca gravada, será personal. 
 
Pero, en su intento de fijar un concepto del derecho real de servidumbre, ha 
tropezado con la dificultad inicial de aceptar una definición de conjunto, 
comprensiva de las figuras de servidumbres reales y personales, incluyendo en 

                                                
30 Se constituye un censo cuando una persona contrae la obligación de pagar a otra un crédito 
anual, reconociendo el capital correspondiente y gravando una finca suya con la 
responsabilidad del rédito y del capital... este rédito se llama censo o canon.  VALENCIA ZEA; 
ORTIZ MONSALVE, Op. Cit., Pág. 7. 
31 Consiste en la entrega que hace un deudor de una finca raíz al acreedor, para que con sus 
frutos se pague los intereses y el capital.  Ibidem.  Pág. 5. 
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éstas últimas los derechos de usufructo, uso y habitación, por admitir la 
posibilidad de que exista un concepto global de servidumbre que abarque todas 
ellas, o circunscribir la denominación a una sola de dichas relaciones jurídicas; 
las servidumbres reales, con exclusión de los mencionados derechos de 
usufructo, uso y habitación y de las llamadas servidumbres de uso irregular o 
personales en sentido estricto, por estimar que aquellos presentan 
características propias bien definidas y los elementos necesarios para merecer 
un tratamiento jurídico independiente, y éstas deben incluirse entre las 
modalidades del usufructo o tener su especifica regulación dentro del derecho 
de obligaciones. 
 
Es decir, se trata de rechazar o no la posibilidad de una categoría de 
servidumbre personal frente a la servidumbre real o predial, y, aceptada 
aquella, dentro de ella, los tradicionales derechos de usufructo, uso y 
habitación.  La posición que se adopte habrá de reflejarse necesariamente en la 
definición y concepto que del derecho real de servidumbre acepte en definitiva. 
 
Los códigos modernos, a partir del francés de Napoleón, y la doctrina científica 
han tratado de resolver los problemas que estas consideraciones les han 
planteado y de fijar un concepto adecuado de las servidumbres, y lo han 
conseguido con suerte. 
 
La inclusión de los derechos de usufructos, uso y habitación en el concepto de 
servidumbres fue obra de los compiladores del Corpus Iuris Civile de Justiniano, 
seguidos después por los glosadores y comentaristas hasta plasmar, como 
doctrina inconclusa, en la expuesta por la Escolástica medieval.  Los intérpretes 
de la edad media quisieron construir una teoría sistemática de las 
servidumbres.  Para ello, consideraron necesaria la incorporación a tal concepto 
de la servidumbre personal por excelencia: la esclavitud, y recoger otros tipos 
de sumisión de persona a persona y de persona a cosa que habían nacido a la 
sombra del feudalismo. 
 
Nació así la clasificación trimembre del conocido “Arbor Servitutum”: 1ª. 
Servidumbres personales, integradas por todas aquellas relaciones de sumisión 
personal, ya fuera en calidad de siervo, de criado o de hijo; 2ª. Servidumbres 
reales, las que suponían una sumisión de un predio a otro, y 3ª. Servidumbres 
mixtas, en las que aparecían incluidas ciertas prestaciones feudales y el 
usufructo, el uso y la habitación. 
 
Este criterio de unificación del concepto, que aparece fielmente recogido en 
algunos cuerpos legales de la Edad Media, ha llegado hasta la actualidad.  Pero 
la publicación del Código Francés de Napoleón en 1807, dividió la doctrina y la 
orientación de los códigos del XIX en dos tendencias distintas: la tradicional de 
unificación y la nueva, de creación francesa sobre antecedentes romano – 



 63 

clásicos, de separación de los conceptos de servidumbre y usufructo, uso y 
habitación. 
 
El Código Francés de Napoleón, primer fruto legal de la Revolución Francesa,  
deseó desterrar de su articulado toda huella de condición servil de sabor feudal, 
ya fuera de personas o de cosas.   
 
Estimó que la regulación del usufructo, del uso y de la habitación dentro del 
concepto de servidumbre, encerraba un tributo al desaparecido régimen de 
sumisión personal, y lo primero que hizo fue separar totalmente la regulación de 
ambas instituciones para considerar al usufructo, uso y habitación como 
derechos reales independientes y de propia y especifica naturaleza, sin otro 
punto de conexión con las servidumbres que la aplicación de algunos principios 
generales comunes a todos los ius in re aliena. 
 
Consecuente con este criterio, distribuye el Libro segundo, que trata de los 
bienes y de las diferentes modificaciones de la propiedad, de la siguiente 
forma32:  
 
Libro décimo: De los bienes y de las diferentes modificaciones de la propiedad.   
Título primero: De la distinción de los bienes.  
Título segundo: De la propiedad.  
Título tercero: Del usufructo, el uso y la habitación. 
Título cuarto: De las servidumbres33. 

 
Por lo mismo, prescinde el Código Francés de la distinción entre predio 
dominante y predio sirviente, al definir la servidumbre predial en su artículo 637: 
“Una servidumbre es una carga impuesta sobre una heredad para el uso y 
utilidad de una sobre la otra”34; y en el parágrafo primero del 686, concluye 
disponiendo: “Les está permitido a los propietarios establecer sobre sus 
propiedades, o en favor de éstas, tales servidumbres que van a reflejarles, no 
menos que los servicios establecidos y que no sean impuestos ni a la persona, 
ni en favor de la persona, sólo al fundo y por el fundo y que esos servicios no 
vayan a contrariar el orden público”35. 

                                                
32 “des biens, et des differentes modificationes de la propriete”.  Ibidem.  Pág. 38. 
33 Livre Deuxieme: des biens, et des differentes modificationes de la propriete. 
Titre premier : De la distinction des biens.  Titre deuxieme : De la propriété.  Titre troisième :  De 
lusufruit, de lusage et de lhabitation.  Titre quatrième : Des servitudes ou services fonciers.  
Ibidem.  Pág. 38. 
34 .“Una servitude est une charge imposée sur un héritage pour lusage et lutilité dun héritage sur 
lautre”.  Ibidem.  Pág. 38. 
35 «il est permis aux propriétaires détablir sur leurs propietés, ou en faveur de leurs propiétes, 
telles servitudes que bon leur semble, porvu neanmois que les services établis ne soient 
imposés ni a la personne, ni en faveur de la personne, mais seulement a un fonds et pour un 
fonds, et pourvu que ces services naient dailleurs rien de contraire al ordre public ».  Ibidem. 
Pág. 39. 
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El Código Francés, al hacer una tan radical separación de éstas dos clases de 
derechos, para ser consecuente con los principios ideológicos que inspiraron a 
sus redactores, vino a restaurar el criterio del derecho romano clásico, anterior 
a la labor interpoladora de los compiladores justinianeos sobre este particular.  
De aquí que el concepto del derecho real de servidumbre en el derecho francés 
se circunscriba a los establecidos entre predios o heredades, es decir, a las 
servidumbres prediales o reales de la clasificación tradicional, y al declarar que 
la servidumbre no puede ser impuesta, ni a la persona ni a favor de la persona, 
excluye del concepto de servidumbre las personales limitadas de contenido 
real. 
 
El criterio del código francés, especialmente en cuanto se refiere al abandono 
del calificativo de servidumbres para los derechos de usufructo, uso y 
habitación, fue seguido por la mayor parte de los códigos europeos y 
americanos. 
 
2. ANTECEDENTES LEGALES DE LA SERVIDUMBRE EN COLOMBIA 
 
La figura jurídica de la Servidumbre en Colombia, deriva sus inicios de la 
legislación francesa, más exactamente del Código Napoleónico, fruto legal de la 
Revolución Francesa, que cambió los conceptos de servidumbre, rechazando la 
posibilidad de una categoría de servidumbre personal frente a la servidumbre 
real o predial.  Si bien es cierto, el derecho romano contemplaba las 
servidumbres personales como todas aquellas que involucraban sumisión 
personal, ya fuera en calidad de siervo, de criado o de hijo, el derecho francés 
optó por desterrar de su legislación toda huella de condición servil, ya fuera de 
personas o cosas.  Estimó que la regulación del usufructo, del uso y de la 
habitación dentro del concepto de servidumbre, encerraba un tributo al 
desaparecido régimen de sumisión personal, y lo primero que hizo fue separar 
totalmente la regulación de ambas instituciones para considerar al usufructo, 
uso y habitación como derechos reales independientes y de propia y específica 
naturaleza. 
 
El espíritu de las servidumbres no es otro que el permitir una racional 
explotación y utilización de los predios.  Este fundamento era lógico en la época 
de los romanos y en la expedición del Código Civil, y lo es más ahora, que la 
propiedad inmueble presenta un interés para toda la comunidad.  El principio de 
la función social vuelve a cobrar vigencia, pues el interés común exige que los 
predios sean explotados debidamente, y que a cada predio se le saque el 
mayor beneficio posible haciendo necesarias las servidumbres. 
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Ésta finalidad se reflejó en la Ley 153 de 1887, artículos 32 y 3336, en los cuales 
se encuentran los lineamientos básicos de la servidumbre en Colombia.  
Posteriormente, la ley 95 de 1890 hace referencia a la adquisición de las 
servidumbres discontinuas de toda clase y las continuas inaparentes sólo por 
medio de un título que ni siquiera el goce continuo puede constituir; también 
indica que las servidumbres continuas y aparentes pueden constituirse por título 
o por prescripción de 10 años, contados como para la adquisición del dominio 
de fundos. 
 
El decreto 1250 de 1970, enumera los actos sujetos a registro dentro de los 
cuales incluye todo derecho real principal o accesorio sobre bienes raíces, salvo 
la cesión de crédito hipotecario o prendario.  Seguido a éste, el decreto número 
2811 de 1974 por el cual se expidió el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente hace referencia por primera vez 
de la limitación de dominio o servidumbre sobre inmueble de propiedad privada, 
cuando fuera necesario por utilidad pública o interés social por razón del uso 
colectivo o individual de un recurso, previa declaratoria de dicho interés o 
utilidad efectuada con arreglo a las leyes; igualmente se refiere a la inscripción 
de las servidumbres tanto voluntariamente aceptadas como las impuestas por 
medio de resolución o sentencias ejecutoriadas en el registro de instrumentos 
públicos.  Dentro de éste mismo decreto aparecen las clasificaciones de las 
servidumbres enumerándose entre otras las de acueducto, desagüe y recepción 
de aguas, las de presa y estribo, las de transito para transportar agua y abrevar 
ganado y la de uso de riberas. 
 
La ley 56 de 1981, en la cual se dictaron normas sobre obras públicas de 
generación eléctrica y acueductos, sistemas de regadío y otras, contempla en 
su título II el procedimiento requerido para las servidumbres y para las 
expropiaciones que tuvieran como objeto los bienes afectados por tales obras. 
 
El decreto 2221 de 1983 reguló la ocupación y adquisición de inmuebles e 
imposiciones de servidumbres dentro del marco de la función social de la 
propiedad en la que los propietarios, poseedores y tenedores de predios están 
obligados a permitir la ocupación transitoria o eventual servidumbre a favor de 
una obra pública.  El decreto 2024 de 1992, una vez más enuncia la imposición 
de servidumbres a los inmuebles afectados por la declaratoria de utilidad 
pública, señalando la importancia que se debe seguir en los procesos de 

                                                
36 Art. 32: “Las servidumbres naturales y voluntarias constituidas validamente bajo el imperio de 
una antigua ley, se sujetarán en su ejercicio y conservación a las reglas que establecieren leyes 
nuevas”.  Art. 33: “Cualquiera tendrá derecho a aprovecharse de las servidumbres naturales 
que autorizare a imponer una nueva ley; pero para hacerlo tendrá que abonar al dueño del 
predio sirviente los prejuicios que la constitución de la servidumbre le irrogare, renunciando este 
por su parte las utilidades que de la reciprocidad de la servidumbre pudieran resultarle; pero 
podrá recobrar su derecho a tales utilidades siempre que pague la indemnización antedicha”. 
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servidumbre y expropiación y las diferentes instancias que se deben seguir en 
los casos específicos. 
 
Con la expedición del Código de Minas37, se concretó la figura de servidumbre y 
la de expropiación a favor de las actividades mineras y se determinó el proceso 
a seguir en las distintas etapas de la exploración minera.  En el año de 1990, 
mediante el decreto 136 de 1990, se reglamentó parcialmente el Código de 
Minas, aunque este no tuvo relevancia en lo que a servidumbres se refiere.  
Sería la ley 685 de 2001, la encargada de retomar el tema de la servidumbre, al 
incluir en su artículo 166, el disfrute de las servidumbres mineras para el 
ejercicio eficiente de la industria minera en todas sus fases y etapas. 
 
Todos estos decretos y leyes anteriormente nombrados se encuentran 
resumidos en la normatividad existente en el Código Civil, el cual dedica su libro 
II, a los bienes, su dominio, posesión, uso y goce; y más precisamente en el 
título XI, en donde se encuentra la normatividad referente a las servidumbres, 
su clasificación y regulación.  Este título remite al Código de Procedimiento 
Civil, el cual contiene las disposiciones pertinentes a los procesos de 
servidumbres, su imposición e indemnizaciones a que hubiere lugar. 
 
Dentro del marco constitucional, el artículo 58, referente a la propiedad privada 
y los demás derechos adquiridos derivados de ésta, establece la función social 
de la propiedad, que se hace más notoria por motivos de utilidad pública o 
interés social, del cual pueden resultar conflictos de derechos entre particulares 
o entre estos y el ente estatal, caso en el cual el interés privado debe ceder al 
público o social.   
 
Sería la ley 142 de 1994, la encargada de regular la servidumbre desde el punto 
de vista de los servicios públicos domiciliarios y su relación con la función social 
del Estado, igualmente fundamentada en la Carta Magna.  El artículo 57 faculta 
a las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, para imponer 
servidumbres sobre predios ajenos, cuando la prestación del servicio lo requiere 
y remite igualmente a la ley 56 de 1981 en lo que se refiere a las 
indemnizaciones y demás derechos que tiene el propietario del predio afectado 
por la utilidad pública.  El Decreto número 1056 de 1953, por el cual se expidió 
el Código de Petróleos, también ha compilado normatividad referente a las 
servidumbres, pero a diferencia de la legislación existente, ha enfocado su 
objetivo al campo de hidrocarburos en Colombia e igualmente ha servido de 
referencia en los procesos que se relacionan tanto con el campo de los 
servicios públicos domiciliarios ya sean principales o accesorios, como con los 
hidrocarburos, cuya prestación ha venido a considerarse como servicios 
públicos en algunos casos como lo es el transporte de gas combustible. 
 

                                                
37 Decreto 2655 de 1988, actual Ley 685 de 2001. 
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3. EL DERECHO REAL DE SERVIDUMBRE 
 
Las servidumbres, así como el usufructo, el uso o habitación, la prenda y la 
hipoteca, son desmembraciones o variedades de la propiedad, la cual es la 
principal relación jurídica que establece la persona con las cosas y de donde se 
derivan los derechos reales.   
 
Diferente es la posesión, cualquier clase que sea, puesto que representa 
siempre un poder de hecho sobre cosas que se encuentran protegidas con las 
tradicionales acciones posesorias de conservación y de recuperación; dichas 
acciones son reales por poderse ejercer contra todos; ésta se diferencia de los 
demás derechos reales en que ellos representan poderes jurídicos que se 
ejercen sobre cosas; la posesión, en cambio, es un poder material, es decir, 
una relación de hecho entre personas y cosas38. 
 
El artículo 879 del Código Civil, define a las servidumbres como el gravamen 
impuesto sobre un predio, en utilidad de otro predio de distinto dueño.  La 
servidumbre es un derecho real39 inmueble por el cual un predio llamado 
dominante se aprovecha del gravamen o carga impuesta a otro predio llamado 
sirviente, con el presupuesto de que ambos predios pertenezcan a distintos 
dueños.  La carga o gravamen se impone a favor de un predio sin consideración 
de determinada persona (recae sobre el predio no sobre su dueño).  Si el dueño 
del predio sirviente lo enajena a otra persona, la obligación impuesta por la 
servidumbre sigue su curso normal.  La servidumbre sólo obra entre inmuebles 
por naturaleza o adherencia40, nunca en los inmuebles por destinación41.  El 
gravamen impuesto al predio sirviente, consiste en admitir la carga de la 
prestación de ciertos servicios a favor de la propiedad del vecino.  También 

                                                
38 La Corte Constitucional en sentencia número T-494 del 12 de Agosto de 1992, consideró que 
la posesión es un poder de hecho provisional que se ejerce sobre las cosas y como está 
protegida por verdaderas acciones reales, es un derecho real; se diferencia de la propiedad en 
que ésta tiene un carácter definitivo y la posesión es un poder de hecho provisional “en el 
sentido que puede caer frente a la acción que se deriva de la propiedad”. Magistrado Ponente: 
Ciro Angarita Barón. 
39 El derecho real es el que se tiene sobre una cosa, sin tener en cuenta a determinada 
persona.  el artículo 665 del C.C. lo define así: “Derecho real es el que tenemos sobre una cosa 
sin respecto a determinada persona.  Son derechos reales el de dominio, el de herencia, los de 
usufructo, uso o habitación, los de servidumbres activas, el de prenda y el de hipoteca.  De 
estos derechos nacen las acciones reales”. Los derechos reales emanan de los modos de 
adquirir, producen efectos erga omnes y debe recaer sobre cosas determinadas y presentes.  
Los derechos reales otorgan a su titular los atributos de persecución y preferencia requiriendo el 
título y el modo. 
40 Se entiende por inmuebles por naturaleza o por adhesión las cosas que no pueden 
transportarse de un lugar a otro como las tierras y minas, y las que adhieren permanentemente 
a ellas como los edificios o los árboles.  Código Civil Colombiano. 
41 Los inmuebles por destinación son bienes muebles por naturaleza que por una ficción jurídica 
se transforman en inmuebles por estar destinados permanentemente al uso, cultivo o beneficio 
de un inmueble.  Ibidem. 
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podría el propietario del predio sirviente, tener como carga un no hacer o una 
abstención como el de no elevar un muro. 
 
La adquisición de la propiedad y demás derechos reales en cosas muebles, 
salvo los muebles inscritos, no está sometida a formalidad alguna puesto que 
en general la propiedad se adquiere por simple entrega material.  En cambio, la 
adquisición de la propiedad y demás derechos reales en cosas inmuebles, 
como lo es el caso de la servidumbre y ciertos muebles inscritos, es solemne.  
La transmisión de la propiedad o la constitución de los otros derechos reales 
sólo se realizan mediante la inscripción del respectivo título en el registro de 
instrumentos públicos.  Las únicas excepciones de derechos reales en 
inmuebles que no se adquieren por un título, ni se anuncian en el registro de 
instrumentos públicos son el derecho de retención y la posesión. 
 
El número de derechos reales no es exactamente igual en las distintas 
legislaciones, pero puede decirse que casi todas conservan los mismos 
derechos reales que emanaron del derecho romano, y a los cuales suelen 
agregar otros.  Entre los derechos reales reconocidos por todas las 
legislaciones de tipo individualista, se encuentran la propiedad, el usufructo, el 
uso o habitación, las servidumbres activas, la prenda y la hipoteca. 
 
3.1 CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO REAL DE SERVIDUMBRE 
 
a) Es un derecho real inmueble: Su titular lo ejerce independientemente de 

cualquier persona.  “La Servidumbre necesariamente recae sobre un predio 
o heredad; en ningún caso recae sobre cosas muebles.  Las utilidades que 
se obtienen de un predio, han de ser a favor de otro predio”42.  El derecho 
real de servidumbre no puede existir en forma autónoma, puesto que por 
naturaleza es un derecho accesorio de la propiedad que se tenga sobre un 
fundo.  El predio del cual se obtienen ventajas o utilidades se denomina 
predio sirviente; el predio que goza de las utilidades sacadas del predio 
sirviente, se llama predio dominante.  Con respecto a este, la servidumbre 
se llama activa, y con relación al predio sirviente, se llama pasiva43. 

 
b) Es un derecho accesorio de goce: La servidumbre representa un derecho 

real, por una parte, y un derecho parcial de disfrute, por otra.  Es derecho 
real por cuanto el dueño del predio dominante hace valer su derecho frente 
al propietario del predio sirviente y sus sucesores; es un derecho parcial de 
goce porque sólo ventajas singulares pueden extraerse del predio sirviente, 

                                                
42 VALENCIA ZEA, ORTIZ MONSALVE, Op. Cit.  Pág. 370. 
43 “El propietario del predio dominante no puede enajenar, hipotecar o establecer derechos 
sobre la servidumbre, independientemente de la enajenación, hipoteca o constitución de un 
derecho sobre el predio dominante.  Igualmente y por el mismo motivo, toda enajenación o 
hipoteca del predio dominante implica enajenación o hipoteca de la servidumbre.  WOLFF – 
RAISER, 108, IV; Picard (en Planiol y Ripert), III, núm. 891. 
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por ejemplo, el derecho de transitar por el, el derecho de sacar agua, etc. El 
dueño del predio sirviente continúa siendo el poseedor con el gravamen de 
respetar las ventajas o utilidades que el dueño del predio este autorizado a 
tomar.  Esto diferencia la servidumbre del usufructo44, pues este derecho 
supone que el propietario permite el goce total de la cosa a otra persona.  
Como derecho accesorio, la servidumbre no puede enajenarse, hipotecarse, 
gravarse o embargarse con independencia del predio a que activamente 
pertenece. 

 
c) Es indivisible: Las servidumbres no pueden ejercerse, adquirirse ni perderse 

por partes.  Según el artículo 884 del Código Civil, aún cuando el predio 
sirviente es dividido, la servidumbre que sobre él se constituía, no varía y 
deben sufrirla quien o quienes sean los nuevos dueños del predio.  Así 
mismo el artículo 883 indica que las servidumbres son inseparables del 
predio al que pertenecen.  Sin embargo es necesario tener en cuenta que  la 
división del predio dominante, no implica el aumento del gravamen del 
predio sirviente.  Es un derecho perpetuo o permanente.  Los predios tienen 
unas necesidades indefinidas o perpetuas, sin embargo se pueden 
establecer servidumbres por tiempo determinado o sujetas a una condición, 
lo que hace que la perpetuidad sea un elemento que no hace parte de la 
esencia de la institución. 

 
d) El dueño del predio sirviente no pierde la posesión de la parte del bien que 

está gravada con la servidumbre: el dueño del predio dominante ejerce 
apenas una posesión a nombre del dueño del predio sirviente.  
Consecuencia de lo anterior es que quien gane o pierda por prescripción la 
servidumbre, no está adquiriendo o perdiendo la posesión del bien, sino del 
derecho de ejercitar o no la servidumbre. 

 
e) Las servidumbres se fundamentan en el principio de quien es titular de la 

propiedad de un inmueble, debe disponer de los medios necesarios para 
explotarlo convenientemente.  El que tiene derecho a una servidumbre, lo 
tiene igualmente a los medios necesarios para ejercerla. 

 
f) Las acciones posesorias no proceden contra el ejercicio de servidumbre 

legítimamente constituida.  Igualmente no podrá ejercerse acción 
posesoria45 para amparar servidumbre inaparente o discontinua46. 

                                                
44 El usufructo es un derecho real que consiste en la facultad de gozar de una cosa con cargo 
de conservar su forma y sustancia, y de restituirla a su dueño, si la cosa no es fungible o con el 
cargo de volver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor si la cosa es 
fungible. 
45 Art. 972 C.C. “Las acciones posesorias tienen por objeto conservar o recuperar la posesión 
de bienes raíces, o de derechos reales constituidos en ellos”. 
46 Art. 973 C.C. “Sobre las cosas que no pueden ganarse por prescripción, como las 
servidumbres inaparentes o discontinuas, no puede haber acción posesoria”. 
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g) No se requiere que los predios sean colindantes o vecinos. 
 
h) En ningún caso los dos predios pueden pertenecer al mismo dueño. 
 
3.2 CONTENIDO DEL DERECHO REAL DE SERVIDUMBRE 
 
Toda servidumbre debe crear alguna utilidad para mejorar la explotación de un 
predio.  Este principio (predio utilitas), fue enunciado por los juristas romanos y 
existe actualmente en derecho, encontrándose en los artículos 879 y 880 del 
Código Civil.  Todas las ventajas o servicios que puedan extraerse de un predio 
a favor de otro, constituyen servidumbre, y sólo se requiere que se trate de una 
utilidad digna de protección jurídica.  “El derecho de extraer aguas, arenas, 
pastos, el derecho de transitar, de conducir animales por un predio para que 
pasten y beban agua, el derecho de aprovecharse de la luz natural, de apoyar 
una construcción sobre las paredes del vecino, las prohibiciones de no edificar 
o edificar hasta cierta altura, de no hacer ruido, de no establecer determinadas 
industrias o empresas comerciales, son utilidades o ventajas que integran el 
contenido de una servidumbre, si tienen por finalidad el mejor goce o disfrute e 
un predio dominante”47. 
 
Es necesario que entre los dos predios exista una relación material que haga 
posible la comunicación de aquel servicio o utilidad, pero no se requiere que los 
predios sean colindantes o vecinos, pues se comprende que un predio puede 
obtener el derecho de sacar agua de un predio no vecino, sin necesidad de 
someter a servidumbre al predio intermedio o colindante.  Se exigen que la 
obtención de ventajas se realice en forma reiterada y no por una sola vez, pues 
una transitoria utilización de un fundo no crea servidumbre48.  Así, el derecho de 
pastar en un fundo no es servidumbre, si se limita a un tiempo determinado o 
hasta el agotamiento de los pastos existentes y utilizados para tal función.  Este 
requisito era enunciado por los romanos como la causa perpetua servitus, pero 
no debe entenderse en el sentido de que la servidumbre deba ser perpetua, 
sino en el sentido de que alcance a constituirse como un gravamen. 
 
Tampoco constituyen servidumbre las utilidades extraídas de un fundo que no 
repercuten directamente en un mejor aprovechamiento de otro fundo, sino de la 

                                                
47 URRUTIA MEJIA, Hernando.  Los Procesos de Servidumbre.  Ediciones Doctrina y Ley.  
Santa Fe de Bogotá, Colombia.  1994.  Pág. 17. 
48 El Derecho Romano exigía que el fundo sirviente estuviera en capacidad, 
independientemente del hecho del hombre, de suministrar el elemento material que supone el 
ejercicio de las servidumbres.  Ibidem.  Pág. 19. 
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persona dueña del fundo, lo que podría entenderse como un servicio 
personal49. 
 
La doctrina exige que el gravamen del predio sirviente no sea superior a la real 
utilización o aprovechamiento del predio dominante.  Así, el derecho de sacar 
agua del fundo vecino no puede ir más allá del aprovechamiento efectivo que se 
haga de ella en la finca dominante, y también el derecho de agua del fundo 
vecino tiene un límite en las necesidades propias de la finca que necesita de 
ella. 
 
Los servicios que una finca necesita de otra pueden variar, aumentando o 
disminuyendo, sin afectar la servidumbre a menos que en su constitución se 
hubiere limitado.  Los servicios o ventajas que se extraen del fundo sirviente, 
representan un valor económico, pero no es necesario que lo sea siempre, pues 
las simples ventajas de comodidad, de recreo, de estética, pueden formar el 
contenido de la servidumbre. 
 
Los artículos 879 y 880 del Código Civil, tan sólo exigen que el gravamen que 
sufra un predio, se traduzca en utilidad del predio dominante y desde este punto 
de vista, se considera que utilidad es no sólo lo que aumenta el valor 
económico de un predio, si no lo que facilita su goce. 
 
Un simple interés estético como la obligación de construir en determinado estilo, 
o simples ventajas puede integrar el contenido de las servidumbres50.  La 
utilidad debe beneficiar al predio dominante teniendo en cuenta sus cualidades 
naturales o la forma de explotación de él.  Las servidumbres de aguas, pastos, 
etc., benefician al predio según sus mismas partes constitutivas. 
 
El Código Italiano en su artículo 328 advierte que la utilidad del predio 
dominante,”puede ser inherente a la destinación industrial del predio”; es decir 
que no sólo la agricultura, la ganadería y otras explotaciones naturales del 
predio dominante hacen útiles las servidumbres, sino también las industrias 
establecidas en forma permanente por el propietario de un fundo, sin importar 
que la utilidad no la aproveche el fundo en si, sino a la explotación industrial. 

                                                
49 El Art. 686 del Código Francés es enfático al declarar que el servicio debe establecerse no a 
favor de una persona, sino para un predio.  En consecuencia, no son servidumbres los servicios 
que no tengan relación directa e inmediata con el uso y explotación habitual del predio. 
50 En forma expresa, el Art. 1028 del Código Italiano da este concepto de la utilidad que debe 
reportar el predio dominante al decir: “La utilidad puede consistir también en la mayor 
comodidad o amenidad del fundo dominante.  Advierte BRANCA que el artículo 1028 no hace 
otra cosa sino recoger una doctrina muy antigua contemplada por los juristas romanos: la 
amoenitas causa.  Así, la servidumbre de no edificar sino hasta cierta altura, regularmente sólo 
produce simple comodidad de conservar la belleza del panorama.  También el derecho que 
tiene el propietario de pasear en un parque contiguo a su casa, sólo le produce una ventaja de 
comodidad. 
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Cabe resaltar que la servidumbre debe establecerse en razón de la industria 
instalada en el fundo, puesto que la utilidad se extrae para el predio y no puede 
agravarse el gravamen del predio sirviente para nuevas industrias. 
 
El ejercicio de la servidumbre debe realizarse de una manera correcta, así 
como lo indica la segunda parte del artículo 887 del Código Civil, el cual señala 
que a pesar del derecho preferente del predio dominante éste debe gozarlo en 
forma que el dueño del predio sirviente pueda, a su vez, explotar su predio.  En 
todo caso la explotación que se hace del predio sirviente por parte del predio 
dominante no debe ir más allá de lo estipulado entre las partes. 
 
3.3 PREDIOS SUSCEPTIBLES DE SER GRAVADOS CON SERVIDUMBRE 
 
Dentro de la clasificación de los bienes atendiendo a su naturaleza, la 
legislación colombiana ha determinado que lo bienes de uso público, no pueden 
gravarse con servidumbre a menos que ésta sea la natural de derrame de 
aguas.  Las servidumbres legales y voluntarias no pueden gravar los bienes de 
uso público, aspecto que las diferencia de las servidumbres administrativas que 
pueden gravar tanto a los bienes de uso público como a los privados51. 
 
Los bienes fiscales, aquellos que están en poder del Estado como si fuera un 
propietario particular, cuyo uso no corresponde generalmente a todos los 
habitantes, pueden gravarse con servidumbres naturales, legales y voluntarias.  
Asimismo, si se pretende constituir una servidumbre a favor de un bien fiscal su 
regulación corresponde al derecho privado.  Tanto los bienes de uso público, 
como los bienes fiscales, no son susceptibles de adquirirse por prescripción y 
por tanto, no puede hablarse, por sustracción de materia, de la adquisición de 
un derecho real de servidumbre sobre dichos bienes mediante tal modo de 
adquirir.  Los bienes de propiedad particular pueden someterse a la constitución 
de servidumbres legales, naturales y voluntarias. 
 
3.4 CAPACIDAD PARA CONSTITUIR O ESTIPULAR SERVIDUMBRES 
 
En el artículo 937 del Código Civil se establece que: “Cada cual podrá sujetar 
su predio a las servidumbres que quiera, y adquirirlas sobre los predios vecinos, 
con la voluntad de sus dueños, con tal que no se dañe con ellas al orden 

                                                
51 “Servidumbres hay, dice Laurent, a las cuales, la naturaleza misma somete tanto a las vías 
públicas como a las propiedades particulares.  Tal es la carga que pesa sobre los fundos 
inferiores de recibir las aguas que descienden naturalmente de los fundos superiores.  Esta es 
una ley de la naturaleza, de la cual no puede librarse ningún fundo.  ¿Se detendrán las aguas 
delante de un camino por el hecho de que una faja de tierra haya sido utilizada como vía 
pública?”.  URIBE, Antonio José.  Estudio sobre las servidumbres prediales, edición 
conmemorativa del primer centenario de su nacimiento, publicación del Consejo de Medellín, 
Pág. 43. 
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público, ni se contravenga las leyes”.  Como la servidumbre es un derecho real 
accesorio de dominio, sólo quien es titular de este puede llegar a constituirla. 
 
No puede constituirse una servidumbre sobre bienes raíces del pupilo, sin la 
debida autorización judicial.  Según el artículo 483 del Código Civil “no será 
lícito al tutor o curador, sin previo decreto judicial, enajenar los bienes raíces del 
pupilo, ni gravarlos con hipoteca o servidumbre...”.  Solamente se podrá 
constituir servidumbres sin autorización judicial cuando al pupilo se le trasfiere 
un bien con la carga de constituir una servidumbre.  En una copropiedad se 
necesita la voluntad de todos para constituir la servidumbre.  Si un comunero 
pacta una servidumbre sin autorización de los demás, y en la partición le toca 
esa parte del predio, la servidumbre subsiste, de lo contrario el gravamen 
desaparecerá. 
 
3.5 CONSTITUCIÓN DE LAS SERVIDUMBRES 
 
Como se trata de un derecho real, su constitución de la servidumbre requiere 
del título y el modo para que ingrese al patrimonio.  El sólo título no crea 
derechos reales, es sólo un acto jurídico generador de obligaciones.  Las 
servidumbres pueden tener su origen en un acto jurídico, por destinación del 
padre de familia, por usucapión y por la ley. 
 
3.5.1 El acto jurídico.  El acto jurídico es por excelencia la fuente más común 
de las servidumbres, pero un hecho jurídico independiente de la actividad 
humana también puede generar servidumbre.  Este es el caso de la 
servidumbre natural, generalmente originada por la situación topográfica de los 
predios.  La constitución de una servidumbre cuyo objeto material siempre es 
un bien inmueble, necesita la solemnidad que le otorga la escritura pública 
debidamente registrada como lo indica el inciso 2 del artículo 1857 del Código 
Civil52. 
 
El modo de adquisición del derecho real de servidumbre que se ha originado en 
un negocio jurídico es la tradición53, que se realiza por la inscripción del título en 
la oficina de registro donde se encuentra ubicado el inmueble.  “Sólo con la 
tradición puede afirmarse la existencia del derecho real”54, pero la sola escritura 
pública sin el registro, no genera el derecho real, es apenas un acto creador de 

                                                
52 Artículo 1857 Código Civil: “La venta se reputa perfecta desde que las partes han convenido 
en la cosa y en el precio, salvo las excepciones siguientes: La venta de los bienes raíces y 
servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no 
se ha otorgado escritura pública...”. 
53 La tradición consiste en la entrega que el dueño hace de la cosa a otro, habiendo por parte 
del primero la intención de transferir el dominio y del segundo la capacidad e intención de 
adquirirlo. 
54 VELÁSQUEZ JARAMILLO, Luis Guillermo.  Bienes, Editorial Temis, Octava Edición, Santa Fe 
de Bogota. 2000. Pág.362. 
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obligaciones.  El título del derecho de servidumbre puede ser directo o expreso, 
cuando las partes así lo determinan en un negocio jurídico, o indirecto o 
implícito, cuando se deriva de un negocio jurídico principal.  Aunque el artículo 
940 del Código Civil expresa que “El título constitutivo de servidumbre puede 
suplirse por el reconocimiento expreso del dueño del predio sirviente”, esto no 
significa que no se exija el título puesto que vendría a ser un acto jurídico 
unilateral del dueño del predio sirviente, acto que debe ser expreso, no 
deducible de hechos secundarios, es decir, debe constar en escritura pública. 
 
3.5.2 Por sentencia judicial.  De una acción confesoria, se puede obtener una 
decisión judicial destinada a declarar la existencia de una servidumbre legal.  
Ésta acción de contenido declarativo genera una sentencia del mismo carácter 
en la que se ratifican los hechos constitutivos del gravamen y se fijan las 
indemnizaciones a favor del propietario del predio sirviente; la sentencia no crea 
la servidumbre, simplemente la confirma.  La imposición de servidumbre se 
tramita por el proceso abreviado55. 
 
3.5.3 Por destinación del padre de familia56.  Estipulado en el artículo 938 del 
Código Civil expresa: “Si el dueño de un predio establece un servicio continuo y 
aparente a favor de otro predio que también le pertenece, y enajena después 
uno de ellos, o pasan a ser de diversos dueños por participación, subsistirá el 
mismo servicio con el carácter de servidumbre entre los dos predios, a menos 
que en el título constitutivo de la enajenación o de la participación se haya 
establecido expresamente otra cosa”. 
 
Dentro de los requisitos para constituir la servidumbre por destinación del padre 
de familia se encuentran que los dos predios actualmente separados hayan 
pertenecido al mismo propietario, que el servicio debe ser obra del propietario, 
que por razón de una enajenación o partición se produzca la diferenciación del 
dominio, que se trate de un servicio continuo aparente y que las parte en el acto 
jurídico de enajenación o partición no estipulen expresamente otra cosa. 
 
3.5.4 Por prescripción.  Ésta figura se aplica solamente a servidumbres 
continuas o aparentes como por ejemplo la de acueducto a la vista; en las 
discontinuas o inaparentes, ni el goce inmemorial bastara para constituirlas 
siendo necesario un título que acredite su adquisición.  El tiempo de 

                                                
55 El artículo 408 del C.P.C. en su numeral primero indica que se tramitaran por proceso 
abreviado los procesos relacionados con servidumbres de cualquier origen o naturaleza, así 
como las indemnizaciones a que hubiere lugar, salvo norma en contrario.  Sin embargo, el 
decreto 222 de 1983 y la ley 56 de 1981 indican un proceso diferente para las servidumbre que 
tienen por objeto la construcción de obras públicas y remiten al artículo 452 del mismo código. 
56 En el Código Civil Italiano, ésta servidumbre no aparece descrita ni como voluntaria ni como 
forzosa, haciendo honor a su carácter ipso iure.  En la legislación colombiana, en cambio, 
aparece regulada dentro de las servidumbres voluntarias.  VELÁSQUEZ JARAMILLO, Op. Cit.  
Pág.363. 
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prescripción de las servidumbres continuas y aparentes es de diez (10) años 
contados como para la adquisición del dominio de fundos57. 
 
3.5.5 Por ley.  No en todos los casos es posible constituir la servidumbre por 
actos jurídicos bilaterales, y es entonces necesario imponer la servidumbre por 
encima de la voluntad del dueño del predio sirviente, por utilidad pública. 
 
3.6 DERECHOS Y OBLIGACIONES GENERADOS POR EL DERECHO REAL 
DE SERVIDUMBRE 
 
La servidumbre crea derechos y obligaciones tanto para el dueño del predio 
sirviente como para el dueño del predio dominante. 
 
3.6.1 Derechos y obligaciones del propietario del predio dominante 
 
a) Quien tiene derecho a una servidumbre lo tiene igualmente a los medios 

para poder ejercerla: Los medios que permiten ejercer la servidumbre deben 
ser necesariamente indispensables para su goce, sin gravar aún más la 
servidumbre misma, luego si ésta desaparece, también lo harán los medios 
para ejercerla. 

 
b) El dueño del predio dominante puede ejecutar las obras necesarias para 

aprovecharse de la servidumbre: Al constituirse la servidumbre el propietario 
del dueño sirviente debe soportar la realización de las obras necesarias que 
permitan ejercer su derecho, sin ocasionar un mayor perjuicio.  Estas obras 
corren por cuenta del titular del derecho, es decir, por el propietario del 
predio dominante, a no ser que entre las partes hayan pactado lo contrario. 

 
c) El titular del predio dominante, no puede hacer nada que agrave la 

servidumbre en el predio sirviente: La servidumbre debe ejercerse causando 
el menor perjuicio posible al predio gravado. 

 
3.6.2 Derechos y obligaciones del propietario del predio sirviente 
 
a) No puede alterar, disminuir ni hacer más incomoda para el predio dominante 

la servidumbre con que está gravando el suyo: Las condiciones de la 
servidumbre no deben cambiar, pero si ésta se altera o se disminuye por 
parte del predio sirviente, se debe llegar a un acuerdo entre las partes con el 
fin de que el propietario del predio dominante acepte y con esto no se cause 
ningún perjuicio a la servidumbre. 

 
b) Puede solicitar la cancelación de la servidumbre cuando no sea 

indispensable: Cuando la servidumbre no es indispensable para el predio 

                                                
57 Inciso 2, Artículo 939 Código Civil. 
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dominante es posible interponer la acción negatoria ante el competente 
funcionario, con el fin de cancelar dicha servidumbre. 

 
c) Puede aprovecharse de la servidumbre de acuerdo con el uso que le de el 

predio dominante: Dependiendo de la servidumbre el dueño del predio 
sirviente, puede utilizar dicha parte de su terreno para el mismo fin. 

 
3.7 EXTINCIÓN DE LA SERVIDUMBRE 
 
Así como son constituidas las servidumbres, éstas, pueden llegar a su fin por 
medio de las siguientes: 
 
3.7.1 Por la resolución del derecho que las ha constituido. Cuando dentro 
del derecho de usufructo o de propiedad fiduciaria se constituye una 
servidumbre, resuelto el usufructo o cumplida la condición del fidecomiso, 
igualmente se resuelven las servidumbres constituidas, obedeciendo a que 
resuelto el derecho del causante se extingue el del causahabiente.  También es 
el caso de las compraventas, en las que se pacta la servidumbre y que por no 
llevarse a cabo la primera no se puede constituir la segunda. 
 
3.7.2 Por la llegada del día o de la condición. Las servidumbres voluntarias 
pueden ser sometidas a plazos o a condición58.  Si este plazo o condición 
tienen como fin extinguir el derecho, serían resolutorios, y la servidumbre 
sometida a estos se terminaría. 
 
3.7.3 Por confusión. La confusión consiste en la extinción de los efectos de 
una obligación, por cuanto que en una misma persona se reúnen las calidades 
de deudor y acreedor.  Ésta figura aplicada al derecho de servidumbre se da en 
el caso en que el dueño de alguno de los predios, ya sea dominante o sirviente, 
se convierta en el dueño del otro predio.  Si por una venta los dos predios se 
separan, la servidumbre no revive. 
 
3.7.4 Por la renuncia del predio dominante. De acuerdo con el artículo 15 del 
Código Civil, los derechos patrimoniales pueden renunciarse.  En el caso de la 
servidumbre ésta renuncia implica una modificación en los inmuebles sirviente y 
dominante, que debe ser expresada en una escritura pública y registrada para 
que surta efecto; también puede lograrse mediante pronunciamiento 
jurisdiccional, en sentencia que igualmente debe registrarse en el folio de cada 
inmueble. 
 
3.7.5 Por el no uso. Las servidumbres prescriben por no usarlas durante un 
periodo de veinte (20) años.  Ésta prescripción es extintiva o liberatoria 

                                                
58 La condición es un hecho futuro o incierto del cual depende el nacimiento o la resolución del 
derecho.  VELÁSQUEZ JARAMILLO, Op. Cit.  Pág.368. 
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retirando el gravamen sobre el predio sirviente.  La prescripción opera sobre 
toda clase de servidumbres sean estas continuas o discontinuas, aparentes o 
inaparentes, a diferencia de la prescripción adquisitiva que sólo surte efecto 
sobre las continuas y aparentes. 
 
3.7.6 Por pérdida de la cosa o imposibilidad de usarla. Los derechos no 
pueden ejercerse sobre cosas inexistentes, luego la servidumbre no puede 
subsistir sobre cosas que han desaparecido o han sido destruidas; pero si 
posteriormente reaparece o es reconstruida la cosa sobre la que recae la 
servidumbre, este derecho revivirá siempre y cuando esto suceda antes de 
veinte (20) años. 
 
3.7.7 Por prescripción. De acuerdo con la calidad de la servidumbre su 
ejercicio puede darse por diferentes medios; cuando estos están estipulados 
pero alguno de ellos no se ejerce durante veinte (20) años este prescribe, pero 
las otras formas siguen subsistiendo, es decir que la prescripción sólo opera 
sobre el medio particular que se haya pactado y se haya dejado de utilizar. 
 
3.7.8 En las servidumbres administrativas. Por medio de una sentencia del 
contencioso administrativo puede desaparecer de la vida jurídica una 
servidumbre que haya sido creada por medio del mismo ente, así lo establece 
el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo: “Salvo norma expresa en 
contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido 
anulados o suspendidos por la jurisdicción contenciosa administrativa”. 
 
4. CLASIFICACIÓN DE LAS SERVIDUMBRES 
 
4.1 SERVIDUMBRE NATURAL 
 
La servidumbre de libre descenso de aguas es la única servidumbre natural que 
existe y se encuentra consagrada en el artículo 891 del Código Civil: “El predio 
inferior está sujeto a recibir las aguas que desciendan del perdió superior 
naturalmente, es decir, sin que la mano del hombre contribuya a ello”.  Ésta 
servidumbre no deriva de ningún título ni puede establecerse por los modos del 
código civil; la única encargada de imponer ésta servidumbre es la naturaleza 
misma y el predio sirviente no puede aspirar a indemnización alguna.  Sería 
distinto que el descenso de las aguas fuera inducido por el hombre caso en el 
cual el propietario del predio inferior no estaría obligado a recibirlas. 
 
4.2 SERVIDUMBRE DE USOS DE LAS RIBERAS O DE FLOTE A LA SIRGA59 
 

                                                
59 Sirga: Maroma que sirve para tirar las redes, para llevar las embarcaciones desde tierra, 
principalmente en la navegación fluvial, y para otros usos.  Diccionario de la Real Academia de 
la Lengua.  Editorial Espasa.  Madrid. 1999. 
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El Código Civil en su artículo 898 se refiere a ésta servidumbre así: “Los dueños 
de las riberas serán obligados a dejar libre el espacio necesario para la 
navegación o flote a la sirga, y tolerarán que los navegantes saquen sus barcas 
y balsas a tierra, las aseguren a los árboles, las carenen, saquen sus velas, 
compren sus efectos que libremente quieran vendérseles, y vendan a los 
riberanos los suyos; pero sin permiso del respectivo ribereño y de la autoridad 
local no podrán establecer ventas publicas.  El propietario ribereño no podrá 
cortar el árbol a que actualmente estuviere atada una nave, barca o balsa”. 
 
El beneficio de ésta servidumbre no recae sobre un predio sino que se 
establece a favor de la comunidad y es considerada como una limitación del 
derecho real de dominio por motivos de interés público.  Ésta servidumbre 
opera de pleno derecho. 
 
4.3 SERVIDUMBRE DE DEMARCACIÓN60 
 
Todo propietario de un fundo tiene el derecho de fijar los límites de su predio 
separándolo de los predios colindantes, y para esto puede exigir a los demás 
dueños que concurran a dicha demarcación realizándola a expensas comunes.  
Para que exista la demarcación es necesario que los predios sean colindantes o 
contiguos, de diferente dueño y que existan dudas acerca de la extensión del 
derecho de cada titular del dominio.  Si las dudas se resuelven voluntariamente 
entre los propietarios la demarcación sería convencional y deberá estar 
debidamente registrada; sino hay acuerdo se puede acudir a la justicia ordinaria 
por medio de la acción de deslinde. 
 
4.4 SERVIDUMBRE DE CERRAMIENTO 
 
Según el artículo 902 del Código Civil, “el dueño de un predio tiene derecho 
para cerrarlo o cercarlo por todas partes sin perjuicio de las servidumbres 
constituidas a favor de otros predios.  El cerramiento podrá consistir en 
paredes, fosos, cercas vivas o muertas”. 
 
4.5 SERVIDUMBRE DE MEDIANERIA 
 
La medianeria es considerada como la pared, muro o cerca divisoria entre dos 
propiedades.  Según el artículo 909 del Código Civil la medianeria es una 
servidumbre común en la que los dueños de dos predios vecinos que tienen 
paredes, fosos o cercas divisorias comunes están sujetos a obligaciones 
reciprocas, ésta servidumbre existe desde que se haya hecho un cerramiento 
de acuerdo y a expensas comunes. 
 

                                                
60 Demarcar es fijar la línea de separación de dos predios colindantes pertenecientes a distintos 
dueños en el respectivo título.  VELÁSQUEZ JARAMILLO, Op. Cit.  Pág.373. 
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El artículo 911 del Código Civil hace referencia a la presunción legal de 
medianeria: “Toda pared de separación entre dos edificios se presume 
medianera, pero sólo en la parte en que fuere común a los edificios mismos”. 
 
4.6 SERVIDUMBRE DE TRÁNSITO 
 
El artículo 905 del Código Civil expresa: “Si un predio se halla destituido de toda 
comunicación con el camino público, por la interposición de otros predios, el 
dueño del primero tendrá derecho para imponer a los otros la servidumbre de 
tránsito, en cuanto fuere indispensable para el uso y beneficio de su predio, 
pagando el valor del terreno necesario para la servidumbre y resarciendo todo 
otro perjuicio”. 
 
El propietario del predio dominante debe pagar al propietario del predio sirviente 
el valor de la franja objeto de la servidumbre a título de indemnización.  Al pagar 
ese valor no se adquiere el derecho real de dominio sobre la faja por el 
propietario del predio dominante, pues sigue el dueño del predio sirviente con 
todo el terreno incluido en su patrimonio. 
 
4.7 SERVIDUMBRE DE ACUEDUCTO61 
 
El artículo 919 del Código Civil expresa “Toda heredad está sujeta a la 
servidumbre de acueducto a favor de otra heredad que carezca de las aguas 
necesarias para el cultivo de sementeras, plantaciones o pastos, o a favor de un 
pueblo que las halla menester para el servicio domestico de los habitantes, o a 
favor de un establecimiento industrial que las necesite para el movimiento de 
sus maquinas.  Ésta servidumbre consiste en que puedan conducirse las aguas 
por la heredad sirviente, a expensas del interesado...”. 
 
4.8 SERVIDUMBRE DE LUZ62 
 
“La servidumbre legal de luz tiene por objeto dar luz a un espacio cualquiera 
cerrado y techado, pero no se dirige a darle vista sobre el predio vecino, esté 
cerrado o no”63.  No es considerada una verdadera servidumbre puesto que no 
presenta gravamen para el predio oferente de la luz. 
 
4.9 SERVIDUMBRE DE VISTA 
 

                                                
61 Por acueducto se entiende el conducto artificial subterráneo o elevado destinado a conducir o 
expeler las aguas de un predio. 
62 Conocida en el derecho romano como ius luminum, consiste en el derecho de abrir una 
ventana en la pared del vecino para dar luz a su casa. 
63 Artículo 931 Código Civil. 
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El artículo 935 del Código Civil expresa “No se pueden tener ventanas, 
balcones, miradores o azoteas que den vista a las habitaciones, patios o 
corrales de un predio vecino cerrado o no; a menos que intervenga una 
distancia de tres (3) metros...”. 
 
4.10 SERVIDUMBRES VOLUNTARIAS 
 
El artículo 937 del Código Civil preceptúa: “Cada cual podrá sujetar su predio a 
las servidumbres que quiera y adquirirlas sobre predios vecinos, con la voluntad 
de sus dueños, con tal que no se dañe con ellas al orden público, ni se 
contravenga a las leyes”.  Las servidumbres voluntarias más conocidas son las 
siguientes: 
 
a) La de abrevadero: El propietario del predio dominante tiene el derecho de 

llevar los animales a través de predios rurales ajenos para que beban en 
corrientes o aguas de dominio público.  Ésta servidumbre está consagrada 
en el Código de Recursos Naturales. 

 
b) Servidumbre de no edificar: La obligación creada por ésta servidumbre 

consiste en no construir con el fin de no obstaculizar la servidumbre de luz o 
de vista, o evitar la instalación de actividades que perjudiquen una zona 
residencial. 

 
c) Servidumbre de pastaje: Consiste en el derecho del dueño del predio 

dominante para pastar sus ganados o animales en el predio sirviente. 
 
d) Las servidumbres de vista y luz, ya analizadas, pueden ser voluntarias. 
 
4.11 SERVIDUMBRES DEL CÓDIGO DE MINAS 
 
Las actividades mineras como la exploración, explotación, transformación, 
fundición, transporte y embarque de minerales, etc. pueden  necesitar de las 
servidumbres según la ley 685 de 2001.  Estas servidumbres tienen una 
reglamentación particular que debe aplicarse de preferencia a las demás 
normas. 
 
A diferencia de las servidumbres eminentemente civiles, las mineras sólo tienen 
vigencia mientras dure la explotación de la mina y se constituye mediante 
procedimientos administrativos. 
 
Cabe resaltar que en la legislación minera no existe para el adjudicatario un 
derecho real de propiedad sobre la mina sino un derecho a su explotación 
otorgado por el Estado bajo la forma de permiso, por ésta razón las 
servidumbres mineras no se someten a escritura pública, ya que es un acto 
administrativo quien las crea o delimita. 
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4.12 SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS 
 
Tienen un carácter legal y son constituidas por el interés público; se establecen 
como un gravamen sobre bienes inmuebles por la primacía del interés público o 
social sobre el particular del afectado con ellas. 
 
La servidumbre administrativa no es regulada por el código civil, sino que se 
rige por el derecho público requiriendo igualmente el pago de una 
indemnización al particular afectado.  La servidumbre generalmente obedece al 
beneficio del predio dominante; en la servidumbre administrativa el titular del 
derecho es el Estado, en representación de la sociedad y no un predio en 
particular. 
 
El Consejo de Estado en sentencia del 3 de septiembre de 1985 hace 
referencia a la diferenciación entre servidumbres privadas y las de derecho 
público, en las que se destaca: 
 
a) La servidumbre administrativa se fundamenta en el interés público; la 

privada en el interés particular. 
 
b) La servidumbre administrativa no presupone un predio dominante; la privada 

si lo presupone. 
 
c) La servidumbre administrativa está fuera del comercio; la privada no lo está 

necesariamente. 
 
d) La servidumbre privada siempre implica obligaciones de no hacer o dejar 

hacer a favor del titular; en cambio las administrativas pueden ser 
obligaciones positivas o activas a cargo del que sufre la servidumbre. 

 
e) La servidumbre administrativa tiene su origen en la ley; la privada puede 

tener un origen legal más no se impone mediante acto administrativo, sino 
mediante negocio jurídico o decisión judicial. 

 
4.13 SERVIDUMBRES DEL DECRETO 2811 DE 1974 
 
Las servidumbres están relacionadas con aguas existentes en el territorio 
nacional, se rigen por el estatuto especial del Código de Recursos Naturales y 
por los Códigos Civil y de Procedimiento Civil.  Estas servidumbres son: 
 
a) Servidumbre de acueducto. 
b) Servidumbre de desagüe. 
c) Servidumbre de presa o estribo. 
d) Servidumbre de transito para transportar agua en vasijas o recipientes. 
e) Servidumbres de abrevadero. 
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4.14 SERVIDUMBRE ESPECIAL DEL DECRETO 222 DE 1983 
 
Estas servidumbres están relacionadas con los contratos de obras públicas que 
se celebren para la construcción, montaje, instalación, mejoras, adiciones, 
conservación, mantenimiento y restauración de bienes inmuebles de carácter 
público o directamente destinados a un servicio público64. 
 
4.15 SERVIDUMBRE PÚBLICA SOBRE CUENCAS HIDROGRÁFICAS 
 
Las entidades ambientales competentes pueden ocupar los terrenos necesarios 
para la ejecución de obras civiles previstas en un plan de ordenación o para la 
realización de las labores protectoras de la respectiva cuenca (Decreto 2857 de 
1981 artículo 36).  Ésta servidumbre se impone administrativamente sobre 
bienes privados o fiscales sino existe oposición del afectado.  Si hay oposición 
la entidad pública puede adelantar un proceso abreviado dentro de los 
parámetros dictados por el Código de Procedimiento Civil. 
 
4.16 SERVIDUMBRES DE AERÓDROMOS Y AEROPUERTOS65 
 
Ésta servidumbre tiene como finalidad, restringir el ejercicio de los derechos 
reales sobre los bienes existentes dentro del cono aéreo circundante o vecino a 
los aeropuertos públicos o privados por razones de seguridad.  En estos predios 
no se puede realizar ninguna plantación, edificación o construcción de altura sin 
autorización del gobierno nacional. 
 
4.17 SERVIDUMBRES DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
 
Por medio de ésta servidumbre las entidades públicas constructoras de 
centrales generadoras de energía o sus concesionarios, pueden pasar líneas de 
conexión por vía aérea, subterránea o superficial, por los predios afectados, 
ocuparlos, transitar por ellos, adelantar y ejercer la vigilancia sobre las obras 
construidas.  El procedimiento respectivo a ésta servidumbre está consagrado 
en los artículos 27 y siguientes de la ley 56 de 1981, en el decreto 2580 de 
1985 y en el título XXII, libro tercero del Código de Procedimiento Civil. 
 
4.18 SERVIDUMBRES DE OLEODUCTOS Y POLIDUCTOS 
 
Ésta servidumbre tiene por objeto el transporte del petróleo o de sus derivados 
y su titular ya sea nacional o extranjero, privado o público encargado de la 
explotación del recurso.  La servidumbre comprende el terreno y una franja 
adicional de treinta (30) metros y favorece las estaciones de bombeo y 
almacenaje del crudo, así como sus terminales terrestres, marítimas o fluviales.  

                                                
64 Artículo 81, decreto 222 de 1983. 
65 Ley 89 de 1938. 
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Su imposición se regula por el decreto 222 de 1983, la titularidad corresponde a 
una entidad de derecho público; si el beneficiario es una entidad particular su 
trámite se establece por el Código de Procedimiento Civil. 
 
4.19 SERVIDUMBRES PARA VÍAS FÉRREAS 
 
La ley 76 de 1920 dispone que en lo terrenos contiguos a la zona de un 
ferrocarril no podrá ejecutarse, a una distancia de menos de veinte (20) metros 
a partir del eje de la vía, o las que perjudiquen la solidez de ésta y tampoco 
podrán construirse edificios de paja u otro material combustible, ni hacer 
depósitos de sustancias combustibles o inflamables. 
 
5. CONSTITUCION DE LAS SERVIDUMBRES 
 
5.1 CONSTITUCIÓN DE LAS SERVIDUMBRES SEGÚN EL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL  
 
El título XXII del Código de Procedimiento Civil, establece el procedimiento 
general a seguir en los casos de servidumbre, que deberán tramitarse y 
decidirse por el proceso abreviado.  El artículo 415 del mismo, establece las 
disposiciones especiales que deben tenerse en cuenta en el proceso abreviado 
de servidumbre, en los que deberá citarse de oficio o a petición de parte, a las 
personas que tengan derechos reales principales sobre los predios dominante y 
sirviente, de acuerdo con el certificado del registrador de instrumentos públicos 
que acompaña a la demanda.  No se puede decretar la imposición, variación o 
extinción de una servidumbre, sin antes practicar una inspección judicial con 
intervención de peritos sobre los inmuebles materia de la demanda, a fin de 
verificar los hechos fundamento de la demanda.  A las personas que se 
presenten a la diligencia de inspección y prueben siquiera sumariamente 
posesión por más de un año sobre cualquiera de los predios, se les reconocerá 
su condición de litisconsortes de la respectiva parte.  Al decretarse la 
imposición, variación o extinción de una servidumbre, en la sentencia se fijará la 
suma que debe pagarse a título de indemnización o de restitución dependiendo 
del caso.  Cuando ésta suma haya sido consignada, se ordena la entrega a la 
parte beneficiada; también se entregará el registro de la sentencia que no 
producirá efectos sino luego de la inscripción. 
 
5.2 CONSTITUCIÓN DE LAS SERVIDUMBRES POR ACTO JURÍDICO EN EL 
SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE GAS66 
 
Como se expresó anteriormente, el acto jurídico es la fuente más común de la 
constitución de servidumbres, que al tener por objeto material un bien inmueble, 
necesita que la voluntad de las partes sea plasmada en escritura pública 

                                                
66 Manual de Gestión de Tierras.  Empresa Colombiana de Gas, Ecogas. 
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debidamente registrada.  Pero para llegar a este acuerdo bilateral, las empresas 
prestadoras del servicio público de transporte de gas combustible, deben hacer 
un recorrido en algunos casos extenso para corroborar la necesidad de la 
servidumbre en su actividad transportadora. 
 
La Empresa Colombiana de Gas, ECOGAS, encargada de aproximadamente el 
setenta por ciento (70%) del transporte de gas en Colombia, ha establecido un 
manual de gestión de tierras con el fin unificar las normas y procedimientos en 
los procesos de gestión de tierras y aplicar los principios propios de la 
Ingeniería y demás avances tecnológicos generando mejoras importantes tanto 
en la parte técnica como en la social. 
 
El proceso de negociación de tierras se desarrolla bajo el siguiente marco legal: 
 
- Constitución Política de Colombia. 
- Código Civil Colombiano.  
- Código de Procedimiento Civil.  
- Código Nacional de Policía. 
- Código Departamental de Policía. 
- Decreto 1056 de 1953. 
- Decreto 624 del 22 de marzo de 1994. 
- Decreto 1209 del 15 de junio de 1994. 
- Decreto 222 de 1983. 
 
La servidumbre utilizada en los casos de transporte de gas combustible, es la 
servidumbre petrolera de oleoducto y tránsito, modalidad especial según la cual 
los propietarios o poseedores de un inmueble deben ceder a favor del sistema 
denominado oleoducto (nombre genérico), de propiedad pública o privada, los 
terrenos necesarios para la instalación y posterior mantenimiento del oleoducto 
y puede abarcar el terreno necesario para las estaciones de bombeo y demás 
dependencias necesarias o accesorias del oleoducto.  Ésta servidumbre de 
tránsito es permanente, indivisible, inseparable del predio, positiva y legal. 
 
Obedeciendo a las características de la servidumbre, la empresa titular del 
derecho puede transportar por la tubería que se instale, petróleo y sus 
derivados, construir otros oleoductos o gasoductos y ejecutar las obras 
necesarias para la conservación, reposición y manejo de las tuberías, así como 
el tránsito libre para trabajadores, equipos y maquinaria que se utilicen en el 
trabajo aludido, ya se trate de sus propios trabajadores o de contratistas suyos 
y sus equipos. 
 
La franja grabada soporta dos restricciones reales: sobre ella no se pueden 
sembrar árboles de raíz profunda, por cuanto pueden afectar la tubería, ni se 
pueden levantar edificaciones de carácter permanente porque pueden 
obstaculizar el mantenimiento.  El propietario podrá usufructuar la franja de 
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terreno determinada para la servidumbre, obligándose a no ejecutar acto alguno 
que impida o perjudique el goce de la misma, o el funcionamiento del oleoducto 
o gasoducto, sus dependencias o accesorios, ni obstaculizar el tránsito libre de 
los trabajadores de la empresa o de contratistas suyos, en labores específicas 
de vigilancia y mantenimiento67. 
 
Pero antes de llegar a ésta instancia, la empresa prestadora de servicio público 
de transporte de gas debe hacer un recorrido técnico, social y jurídico.  Para 
esto, es necesario definir el proyecto que se pretende realizar, incluyendo el 
trazado del gasoducto, el estudio de impacto social ambiental y la obtención de 
la correspondiente licencia ambiental. 
 
Desde el inicio del proyecto, el equipo conformado para ésta labor, debe acudir 
a las autoridades departamentales, municipales y especialmente a la 
comunidad, para transmitir la información técnica, ambiental y social del 
proyecto y para que se aclaren las dudas que la comunidad pueda tener 
respecto del impacto que tendrá en sus vidas, el paso del gasoducto y el 
proyecto en general.  Esto con el fin primordial de lograr relaciones armónicas y 
respeto mutuo entre los propietarios, la comunidad y las autoridades locales, 
para una comunicación efectiva entre estos y el proyecto. 
 
Posterior a esto, se inicia la etapa de definición de valores de indemnización, en 
el que el equipo conformado por el coordinador del proyecto y demás 
funcionarios de las áreas técnica, social, ambiental y de tierras deben elaborar 
las tablas de indemnizaciones por daños y servidumbre.  Los valores de 
indemnizaciones por daños deben basarse en la información sobre precios de 
productos y sus rendimientos por hectárea suministrada por las entidades 
especializadas con las cuales se tiene suscripción. 
 
Básicamente debe establecer los costos de instalación y sostenimiento de los 
cultivos (permanentes, semi-permanentes y transitorios); los rendimientos 
máximos y promedios en la zona y los precios de venta.  Para el caso de 
cultivos permanentes, adicionalmente se debe establecer el tiempo que demora 
el cultivo para estabilizar la producción. 
 
Para el caso de la indemnización por servidumbre se solicitan avalúos 
comerciales por zonas homogéneas físicas y económicas ante el Instituto 
Agustín Codazzi, los cuales son la base para su determinación.  Los valores 
propuestos como indemnización, concordantes con el principio general de 
indemnizaciones, debe garantizar la cobertura tanto del daño emergente como 
del lucro cesante.  De ésta etapa depende en gran medida el éxito general de la 
gestión, toda vez que al proponer valores de indemnización ajustados a la 

                                                
67 Recomendaciones de convivencia con el gasoducto.  Manual Básico.  Empresa Colombiana 
de Gas, Ecogas. 
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realidad, se logran acuerdos satisfactorios para las partes.  Las tablas de 
indemnizaciones deben ser entregadas a los profesionales de gestión de tierras 
antes de iniciar el proyecto, con instrucciones claras sobre su uso y valores 
mínimos y máximos a negociar. 
 
Establecidas las tablas de indemnización se debe realizar la identificación 
predial que consiste en la identificación física, catastral y jurídica de los predios 
que se van a afectar con la construcción del gasoducto, teniendo en cuenta la 
topografía, la facilidad de acceso, el numero de los predios afectados, y la 
jurisdicción de las oficinas de catastro y registro.  El profesional de gestión de 
tierras debe informar al propietario o poseedor o tenedor del predio de los 
objetivos y alcance del proyecto, compromisos de las partes y derechos y 
obligaciones de las mismas. 
 
Para cada predio, la persona encargada de la gestión de tierras debe obtener 
los títulos de propiedad, el folio de matricula inmobiliaria, la cédula catastral y 
otros dependiendo de la calidad de la persona, como las personas jurídicas que 
deben acreditar su existencia y representación legal.  Dentro de la identificación 
predial también es necesario relacionar los aspectos físicos del terreno así 
como los daños que se van a causar con el objetivo de determinar su monto.  El 
diligenciamiento de las actas de reconocimiento de daños y de promesas de 
servidumbre debe hacerse con base en documentos y no sólo con la 
información verbal que suministre el propietario poseedor.  La ley 56 de 1981 
establece que si en un predio el área afectada fuera mayor al setenta por ciento 
(70%) del área total, el propietario puede exigir a la entidad propietaria de la 
obra que le indemnice la totalidad del predio, o sólo la parte afectada de la obra.  
En el acta de reconocimiento de daños se describen todas las mejoras 
afectadas, su cantidad, el valor unitario y total de la indemnización por daños.  
La promesa de servidumbre contiene las condiciones del contrato de 
servidumbre, las restricciones a que se somete el predio y la garantía de pago 
por los daños que se ocasionen con posterioridad a la construcción de la obra.  
Para el lleno de los requisitos de los documentos mencionados anteriormente 
es necesario realizar un estudio de títulos de adquisición y el folio de matricula 
inmobiliaria con los datos generales del inmueble, el nombre, ubicación, cabida, 
linderos, cédula catastral, propietario inscrito, poseedor o tenedor en su caso, la 
tradición, las limitaciones al dominio o gravámenes si los hay, servidumbres 
existentes y la situación fiscal del predio. 
 
Una vez firmados los documentos anteriormente mencionados, éstos son 
sometidos a las revisiones de rigor y posteriormente se procede al trámite de 
pago, el cual, según el manual utilizado en Ecogas, toma aproximadamente 
treinta (30) días, haciendo lo posible porque éste pago sea realizado antes de la 
entrada de cualquier maquinaria al predio.  Cuando el propietario, poseedor o 
tenedor están imposibilitados para firmar los documentos enunciados, deben 
otorgar poder especial a la persona que los represente.  Cuando el propietario 
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poseedor o tenedor son analfabetas y no saben firmar, obtienen firma a ruego 
de alguna persona presente escribiendo al pie de la firma, que no sabe firmar; 
se anotarán nombre, edad, domicilio e identificación del firmante del 
documento, estampando la huella digital del índice derecho.  La indemnización 
puede ser integral, cuando mediante de un sólo documento y un monto global 
se reconocen los daños y la servidumbre. 
 
El objetivo de éste proceso es pagar a los propietarios, poseedores o 
tenedores, los valores de indemnización acordados en la etapa de acuerdos 
económicos.  Para legalizar la servidumbre se requiere protocolizar el acto por 
medio de escritura pública.  El pago de indemnizaciones está exento de 
retención en la fuente, pero se debe cancelar el pago de beneficencia.  
Realizada ésta gestión, se inicia el control de la obra, que se considera como 
una segunda etapa de la gestión de tierras en donde es de vital importancia la 
presencia de profesionales de gestión de tierras para supervisar el trabajo del 
constructor, observar los daños causados y el cumplimiento del trazado en la 
vía.  Este también debe dar aviso de la negativa de aceptar la servidumbre por 
parte de los propietarios tomando las medidas necesarias como la imposición 
de la misma. 
 
5.3 IMPOSICIÓN DE LA SERVIDUMBRE 
 
El proceso de imposición de servidumbre es la serie de actos mediante los 
cuales se pone en movimiento la administración de justicia con el fin de obtener 
un pronunciamiento definitivo que imponga el gravamen de servidumbre sobre 
el predio.  Dentro del mismo proceso se obtiene el pronunciamiento sobre los 
valores de indemnización.  El proceso de imposición de servidumbre procede 
en los siguientes eventos: 
 
a) No se logró el acuerdo con el propietario. 
b) No fue posible la legalización de la servidumbre por encontrarse el predio 

embargado. 
c) Porque no se conoce al propietario inscrito. 
d) Por fallecimiento del propietario inscrito y sucesión iliquida. 
e) Por incapacidad del propietario. 
f) Por el no pago del impuesto predial y/o de valorización por beneficio 

general. 
g) Por no recibir el pago de la indemnización. 
 
5.3.1 Demanda de Imposición de Servidumbre.  El procedimiento de la 
demanda de imposición de servidumbre está indicado en el artículo 111 del 
Decreto 222 de 1983, en concordancia con el artículo 452 del Código de 
Procedimiento Civil.  Aunque generalmente el proceso de servidumbre se 
maneja bajo la naturaleza de proceso abreviado, el artículo 111 del Decreto 222 
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de 198368, hace una excepción por considerar que el objetivo de ésta 
servidumbre es la prestación de un servicio público. 
 
Las partes del proceso son el propietario inscrito del predio, quien será el 
demandado y la empresa que hará las veces de demandante.  El juez 
competente será el Juez Civil o Promiscuo del círculo del lugar donde se halle 
ubicado el predio sobre el cual se ha de imponer la servidumbre.  Las 
pretensiones de la demanda serán la imposición definitiva de la servidumbre e 
igualmente, que sea fijada por peritos, el valor de la indemnización por daños 
y/o valor de la indemnización por servidumbre.  Sin embargo, la empresa 
demandante puede entregar junto con la demanda, la suma estimada y 
correspondiente de la indemnización que en su concepto deba pagarse al 
propietario del bien. 
 
La demanda se acompañará de los anexos indicados en el artículo 77 del 
Código de Procedimiento Civil, entre otros, poderes de representación, prueba 
de la representación legal del demandante y del demandado, prueba de la 
existencia y representación de las personas jurídicas, prueba de calidad de 
parte, documentos y pruebas.  Además se deben anexar para este proceso en 
particular, la ficha técnica, el acta de permiso de la obra, el acta de inspección y 
reconocimiento de daños, la promesa de servidumbre si existe, la licencia 
ambiental del proyecto, el título de adquisición del inmueble, el folio de matricula 
inmobiliaria y el título judicial por el valor estimado por la empresa como 
indemnización.  Cuando se demanda a herederos indeterminados se 
acompañará la prueba de la defunción del propietario del predio y si es el caso, 
la certificación de la existencia del proceso sucesorio y nombre de herederos 
reconocidos a quienes se notificaran personalmente. 

                                                
68 Artículo 111: “De la imposición de servidumbres: Los predios de propiedad particular deberán 
soportar todas las servidumbres legales que sean necesarias para la construcción, montaje, 
instalación, mejoras, adiciones, conservaciones, mantenimiento y restauración de obras 
públicas.  La imposición de una servidumbre con los fines mencionados en el inciso anterior se 
decidirá por el juez competente, según la cuantía, previo el siguiente procedimiento: 1. Con la 
demanda de la entidad interesada pondrá a disposición del juzgado la suma correspondiente al 
estimativo de la indemnización que en su concepto deba pagarse al propietario del bien.  2. 
Admitida la demanda se correrá traslado de ella al demandado por el término de tres (3) días.  
3. Si dos (2) días después de proferido el auto que ordena el traslado de la demanda ésta no 
hubiere podido ser notificada a los demandados, se procederá a emplazarlos en la forma 
indicada en el inciso segundo del artículo 452 del Código de Procedimiento Civil.  3. En materia 
de excepciones se dará aplicación a lo establecido por el artículo 453 del Código de 
Procedimiento Civil.  5. En todo caso el juez, dentro de los dos días siguientes a la presentación 
de la demanda, practicará una inspección judicial sobre el predio que haya de ser afectado por 
la servidumbre y autorizará la imposición provisional de la misma, si así lo solicitare la entidad 
demandante.  6. El valor de la indemnización será señalado por peritos nombrados por el juez.  
7. En la Sentencia el Juez señalará con toda claridad la clase de servidumbre de que se trata, 
teniendo en cuenta la clasificación que de ellas se hace en las disposiciones legales vigentes.  
En lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas previstas en el título XXIV del libro 3° 
del Código de Procedimiento Civil. 
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La notificación del auto admisorio de la demanda se debe hacer conforme lo 
señala el numeral 3° del artículo 111 del Decreto 222 de 1983 teniendo en 
cuenta la remisión que la norma hace al artículo 45269 del Código de 
Procedimiento Civil.  Como caso especial se debe tener el emplazamiento a 
herederos indeterminados, el cual se hará conforme al artículo 81 del Código de 
Procedimiento Civil.  La demanda además de atender los requisitos formales 
que impone el artículo 75 del código de Procedimiento Civil debe indicar: 
 
a) La identificación del predio, por su ubicación, linderos, cabida, nomenclatura 

o nombre, cédula catastral y folio de matricula inmobiliaria. 
b) La identificación de la franja de terreno objeto de la servidumbre.  Se 

identificará por sus linderos especiales y cabida.  No obstante los linderos y 
cabida, la servidumbre se constituirá como cuerpo cierto. 

c) La razón por la cual se acude al proceso. 
d) La suma de dinero que la empresa estima, cubre las indemnizaciones a que 

haya lugar.  Se tendrá en cuenta que si pretende determinar solamente el 
valor de la indemnización por servidumbre o si se pretende determinar los 
dos valores, esto es indemnización por daños y por servidumbre. 

 
En este proceso no son admisibles excepciones de ninguna clase, pero en la 
sentencia el juez se pronunciará de oficio sobre las circunstancias 
contempladas en los numerales 1°, 3°, 4°, 5° y 7° del artículo 9770, y si 
encuentra establecida alguna, lo expresará y se abstendrá de imponer la 
servidumbre.  Al vencer el término de traslado, el juez dictará sentencia y si se 
decreta la imposición de la servidumbre, así mismo se decretará el pago de las 
indemnizaciones por daños y por servidumbre en sí.  La sentencia se debe 
notificar personalmente pero si no es posible dentro de los días siguientes a la 
fecha, la notificación se hará por edicto que se fijará por un día en la secretaria.  
La sentencia que niegue la servidumbre es apelable en el efecto suspensivo71 y 
la que la decreta en el devolutivo72. 

                                                
69 Artículo 452 C.P.C.: “Traslado.  De la demanda se dará traslado al demandado por tres días.  
Transcurridos dos días sin que el auto admisorio de la demanda se hubiere podido notificar a 
los demandado, el juez los emplazará por edicto que durará fijado tres días en la secretaría y se 
publicará por una vez en un diario de amplia circulación en la localidad y por una radiodifusora 
si existiere allí; copia de aquel se fijará en la puerta de acceso al inmueble objeto de la 
expropiación o del en que se encuentren los inmuebles.  Al demandado que no habite ni trabajo 
en dicho inmueble, pero figure en el directorio telefónico de la misma ciudad, se le remitirá copia 
del edicto al lugar en el consignado, por correo certificado o con empleado del despacho.  
Cumplidas las anteriores formalidades sin que los demandados se presenten en los tres días 
siguientes, se les designará un curador ad litem a quien se notificará el auto admisorio de la 
demanda. 
70 Artículo 97 C.P.C.: “1° Falta de Jurisdicción; 3° Compromiso o cláusula compromisoria; 4° 
Inexistencia del Demandante o del Demandado; 5° Incapacidad o indebida representación del 
demandante o del demandado; 7° Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o 
por indebida acumulación de pretensiones”. 
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5.4 PROCESO POLICIVO 
 
El proceso policivo es necesario cuando una vez constituido legalmente el 
derecho de servidumbre, es perturbado por las vías de hecho, por cualquier 
persona.  En primera instancia y una vez recibida la información sobre la 
perturbación, se debe intentar un arreglo directo con la o las personas que 
estén negando el disfrute del derecho de servidumbre.  En caso de que no sea 
posible un arreglo entre las partes, el titular del derecho de servidumbre, es 
decir, la empresa debe acudir ante la autoridad policiva para obtener el 
restablecimiento y la preservación de la situación existente antes de la 
perturbación para evitar vías de hecho. 
 
El proceso debe iniciar dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha 
de la perturbación.  Se debe presentar la querella ante el Alcalde municipal para 
que la alcaldía notifique al contraventor, intente la conciliación y si ésta fracasa, 
se designa al inspector de policía para que conozca el caso y falle el asunto. 
 
Dictada la resolución administrativa que pone fin al proceso, el funcionario debe 
hacer cumplir la orden de policía impartida valiéndose de la fuerza pública si es 
necesario. 
 
5.5 RECLAMACIONES 
 
Así como la empresa prestadora del servicio público de transporte de gas 
combustible puede velar por los intereses derivados de las servidumbre 
establecidas, ya sea por vía judicial o por actos jurídicos, los dueños de los 
predios sirvientes también pueden acudir a las autoridades con el fin de 
declarar las inconformidades que se den durante la construcción de un 
gasoducto.  Las reclamaciones se presentan antes, durante o después de la 
construcción del gasoducto.  Pueden ser presentadas por los propietarios, 
poseedores o tenedores que consideren lesionados sus derechos más allá de la 
indemnización o por causas ajenas a los acuerdos pactados, caso fortuito o 
fuerza mayor.  A todas estas se les dará el mismo tratamiento que a una 
solicitud basada en el derecho de petición.  Éstas son las razones más 
frecuentes en la presentación de reclamaciones: 
 
a) Determinación equivocada de predios, en medidas o inventarios. 
 
b) Los propietarios y/o representantes no participaron en los inventarios. 

                                                                                                                                           
71 Efecto Suspensivo: El juez pierde competencia hasta que no se resuelva la apelación.  Hace 
que no se pueda ejecutar la providencia.  El juez envía todo el expediente a su superior para 
que lo decida; cuando se trata de apelación de autos, el juez debe enviar copias de la 
providencia. 
72 Efecto Devolutivo: No se suspende el cumplimiento de la providencia apelada, ni el curso del 
proceso. 
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c) El profesional de gestión de tierras efectuó los inventarios y mediciones por 
sitios diferentes a los originalmente trazados por el área técnica. 

 
d) El constructor desvía la línea algunas veces sin razón.  Modificando el 

inventario y las mediciones iniciales. 
 
e) El desvío de la línea afecta otros predios no indemnizados. 
 
f) Linderos mal definidos. 
 
g) Se producen daños mayores a los negociados. 
 
h) Los precios cancelados por la empresa fueron muy bajo y no corresponden 

al valor comercial de los cultivos o estos se liquidaron sin tener en cuenta el 
estado de los cultivos. 

 
i) Los propietarios firmaron las actas sin haberles explicado la verdadera 

magnitud de la obra. 
 
j) El pago de las mejoras se hizo mucho tiempo después de la firma de las 

actas. 
 
k) Cambio de cultivo a los inicialmente indemnizados. 
 
l) Demora en la iniciación de las obras. 
 
m) Tiempo muy largo de ocupación del predio lo cual genera descontento entre 

los propietarios. 
 
n) No se firmaron los paz y salvo cuando finaliza la obra. 
 
En este proceso de construcción y posterior funcionamiento y mantenimiento de 
las obras pertinentes para la prestación del servicio público domiciliario de 
transporte de gas, es necesario contar con la asesoría adecuada con el fin de 
no agredir los derechos de las personas que en algún momento pueden verse 
afectados por las obras.  Si bien es cierto, el desarrollo y la implantación de 
nuevas tecnologías han ayudado al mundo en general, en algunas ocasiones 
ha sobrepasado derechos fundamentales por obedecer al interés general, 
olvidando que el individuo es la base de la sociedad, y así deben serlo sus 
derechos. 
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CAPITULO III 
PROPIEDAD PRIVADA Y EXPROPIACION 

 
El derecho de propiedad en Colombia ha tenido una evolución similar a la de 
otros países del mundo, reflejando así la estructura cultural, social, política y 
económica de determinadas épocas, algunas no tan fructíferas en el desarrollo 
del país.  La figura jurídica de la expropiación, como limitante del derecho de 
propiedad, ha realizado el mismo recorrido, pasando por los regímenes de la 
colonia española, el momento en que le fue dada una función social a la 
propiedad en la reforma constitucional de 1936, hasta la actual estructura 
atribuida por la constitución de 1991.  En este capítulo, se darán a conocer los 
conceptos básicos de la propiedad privada, su historia, antecedentes, el 
desarrollo de la expropiación, su procedimiento y la incidencia de la misma en el 
proceso de imposición de servidumbre. 
  
1 ANTECEDENTES DE LA PROPIEDAD PRIVADA 
 
1.1 HISTORIA DE LA PROPIEDAD PRIVADA 
 
Las primeras sociedades que alcanzaron la civilización73 fueron precedidas por 
ciertas sociedades prehistóricas que lograron realizar determinados progresos 
de orden económico, social y político.  Éstas al alcanzar cierto grado de 
desarrollo se gobernaron por un sistema económico en que los bienes y las 
riquezas se producían y se apropiaban dentro de un sistema colectivo de íntima 
cooperación. 
 
La formación de una ciudad - estado74, fue el resultado de la pérdida de la 
potestad de las viejas formas de organización como la estirpe o las tribus.  De 
ésta manera el antiguo plan de gobierno constituido por relaciones de orden 
personal es reemplazado por uno diferente que crea la comunidad política 
cimentada en una potestad que se aplica a todos lo hombres que viven en 
determinado territorio. 
 

                                                
73 Civilización: Organización de las sociedades humanas en forma de ciudades y estados, es 
decir, comunidades asentadas en un territorio que se cohesionan en unidad y se gobiernan en 
virtud de un poder o potestad que se aplica a todos lo miembros que integran dichas 
sociedades.  VALENCIA ZEA, Arturo.  Origen, desarrollo y crítica de la propiedad privada.  
Editorial Temis, Bogotá, Colombia 1982, Pág. 91. 
74 Ciudad – Estado: “Comunidad de hombres fijada sobre un territorio propio y que posee una 
organización de la que resulta para el grupo, considerado en sus relaciones con sus miembros, 
una potestad superior de acción de mando y de coerción”.  Teoría General del Estado, J.L. de 
Petre, México 1948, Pág. 26.  Ibidem.  Pág. 92. 
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La división del trabajo hizo posible el ensanchamiento y profundización de todos 
los elementos de la cultura, entre los cuales se encuentran la escritura, el 
idioma, etc.  El tránsito de la propiedad colectiva de las estirpes a una 
propiedad privada sólo fue posible con la llegada de la civilización.  Dentro de 
las primeras civilizaciones que dieron muestra del desarrollo de la propiedad 
privada se encuentran la civilización egipcia, la civilización mesopotámica y 
asiría, la china y la hindú; también se conocieron la fenicia, la cananeo israelita 
y la persa. 
 
1.1.1 Historia de la Propiedad Privada en Grecia. Desde el siglo XI A. de C. 
las distintas poblaciones de Grecia se encontraban organizadas en estirpes o 
clanes, y tribus que se encontraban establecidas en pequeñas aldeas.  Habían 
perfeccionado la agricultura y los instrumentos de producción.  Estos tiempos 
fueron conocidos como la época homérica o historia de Grecia arcaica.  Al 
hacerse sedentarios los pueblos después de las varias invasiones, se dedicaron 
a la agricultura, la ganadería y el comercio. 
 
Los griegos se gobernaban por el régimen gentilicio; cada estirpe o genos 
conservó durante muchos siglos una completa autonomía y formaron una 
soberanía económica total.  Antes de la creación de las ciudades, la 
organización prehistórica fue de la estirpe o clanes, fratrías y tribus, la que 
persistió durante algún tiempo dentro del sistema de las ciudades – estados.  
Dentro de estas la apropiación de los bienes era colectiva, de alguna manera 
individualista.  La institución de la propiedad privada no fue posible en ésta 
etapa, sino en una posterior cuando la organización gentilicia o tribal fue 
remplazada por ciudades – estados.  Dentro de la organización tribal o gentilicia 
comenzó a desintegrarse el antiguo régimen comunista, al aparecer la primera 
división de clanes, la que se acentuó al nacer las ciudades griegas, en donde se 
desarrollo un sistema de propiedad privada al haber una relación con la tierra. 
 
La ocupación de un mismo territorio por una confederación de tribus dio 
aparición a las aldeas y los poblados.  Así se fueron compenetrando las 
diversas tribus en una unidad superior mediante la unificación de sus dialectos, 
religión, usos y prácticas.  Se sentaron los supuestos de una nueva sociedad 
política que dio paso a una gran acumulación de riquezas acrecentando en 
estas comunidades una gran capacidad de conquista, de trabajo y de 
dominación.  Este nuevo Estado económico y social, consistente en la 
perfección de los instrumentos de producción hizo posible las expediciones al 
mar y las conquistas de nuevas tribus, así como la acumulación de riquezas.  
La propiedad privada, limitada en un principio a cosas de poco valor sobre las 
cosas muebles, adquirió un gran desenvolvimiento, al tiempo que se debilitó la 
propiedad colectiva de las estirpes. 
 
Apareció la expresión polis para indicar no sólo el poblado sino todas las aldeas 
rurales que dependían de él; ésta terminó por designar a la ciudad.  La polis se 
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convirtió en un organismo político que fusionó en una unidad superior a las 
gens que conservaron su unidad durante algún tiempo.  Al formarse el régimen 
de las ciudades – estados, se configuró el régimen de la propiedad.  Al perder 
significación política, las antiguas riquezas que antes pertenecían al genos o 
clan entraron a formar parte de la nueva entidad política de la ciudad – estado.  
Se formó así una riqueza estatal, la que comenzaría a desintegrarse al ser 
distribuida entre quienes formaban parte de la aristocracia.  La propiedad 
privada inmobiliaria nació porque se transformó un sistema posesorio en 
régimen de propiedad privada o porque el nuevo Estado comenzó a hacer 
adjudicaciones a los guerreros y miembros antiguos del genos o clan. 
 
En Grecia existieron dos clases, la de los nobles o grandes propietarios y la de 
quienes no formaban parte de un genos, ya fueran trabajadores, miserables o 
esclavos.  A medida que la propiedad privada adquirió un gran 
desenvolvimiento, se acentuó la división de la sociedad en la clase de los 
propietarios de tierras y demás instrumentos de producción, y la de los 
trabajadores y esclavos a quienes se negó la participación en la riqueza.  Ésta 
composición de las clases sociales cambió con el tiempo; al lado de la nobleza 
se formó un grupo de comerciantes y nuevos propietarios que no pertenecían a 
ellas.  La clase propietaria dejó de pertenecer únicamente a los nobles, y 
vendría a ser de todos los que habían adquirido una riqueza que sirviera para 
explotar el trabajo ajeno.  La clase de los desposeídos también tuvo un cambio 
importante; los esclavos como instrumentos de producción ofrecían mayores 
rendimientos para su dueño que los hombres. 
 
Este desorden que generó la lucha entre clases, dio paso a la compilación de 
normas que tenían como objeto dar cuerpo al nuevo sistema de propiedad 
privada.  Las normas más conocidas fueron las leyes de DRACON, SOLON y 
CLISTENES.  Las leyes de DRACON tenían como fin, terminar con las 
arbitrariedades de los jueces aristócratas, reglamentó los delitos de asesinato, 
robos, hurto entre otros, y estableció normas sobre los procesos judiciales; 
éstas constituyeron la primera legislación escrita en Atenas.  La legislación de 
SOLON perseguía poner fin a los odios entre ricos y pobres; una parte de los 
atenienses había caído en la esclavitud por deudas, pues a falta de pago la 
persona del deudor era convertida en esclavo.  SOLON comenzó a suprimir la 
explotación de los terratenientes sobre los campesinos, prohibió la esclavitud 
por deudas y estableció que el deudor debería responder con sus bienes.  La 
única propiedad a partir de SOLON fue la privada, toda la población ateniense 
libre fue dividida en cuatro (4) clases, según la cantidad de los ingresos de cada 
cual y el valor de sus propiedades.  Se consolidó un nuevo régimen jurídico 
asentado definitivamente sobre la propiedad privada. 
 
1.1.2 Historia de la Propiedad Privada en Roma. Los habitantes que fundaron 
Roma, se encontraban organizados en gentes o estirpes, curias y tribus.  La 
estirpe al hacerse sedentaria vivía en un sitio determinado y la unión de varias 
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de éstas formaban una curia a la que estaba superpuesta una unidad superior 
llamada tribu.  La unidad de la gens se establecía mediante intensos vínculos 
de solidaridad; existían los vínculos de parentesco, de religión, de posesión de 
cosas en común o de gobierno.  El vínculo de posesión de cosas en común 
consistía en que todos lo bienes de la gens y los de la tribu se organizaban en 
propiedad colectiva, pues pertenecían a todos y cada uno de sus miembros.  
Este tipo de comunismo primitivo era consecuencia de la intensa solidaridad 
existente en todas las sociedades primitivas antes de alcanzar la civilización.  Al 
aparecer la civilización y perder importancia la organización gentilicia, 
subsistieron estas propiedades colectivas de tierras y rebaños e integraron 
nuevos patrimonios especiales que recibieron el nombre de res mancipi75. 
 
La civilización romana comenzó con la fundación de Roma al darse la 
integración en una unidad política de varias tribus, lo que generó la creación de 
un orden jurídico: el jus civitatis.  La asociación de las primeras tribus en Roma, 
representó algo más que una federación tribal; constituyó la creación de una 
nueva sociedad política llamada ciudad.  Al establecerse un poder central 
quedaron sentada las bases de un pequeño Estado, que gobernaría a sus 
súbditos con una potestad basada en relaciones territoriales y no simplemente 
personales.  El nuevo orden jurídico de la ciudad, el jus civitatis dispuso de 
órganos propios: el rey, la asamblea y el senado.  El orden jurídico de la ciudad 
se integraba principalmente por el jus sufragii (derecho de sufragio); el jus 
honorum o derecho a ser elegido para la magistratura; el jus militiae, o derecho 
a servir en las legiones; el jus sacrorum, o derecho de participar en el culto de la 
ciudad; el dominium, la propiedad de las gentes o estirpes sobre sus tierras; el 
connubium, la capacidad para contraer matrimonio; y el comercium es decir, la 
validez de los negocios jurídicos entre los miembros de las gentes. 
 
Sobre dos pilares comenzó a marchar la nueva entidad política de la ciudad 
romana: el régimen jurídico y económico de cada gens y el nuevo régimen de la 
ciudad o sea el jus civitatis.  Al lado de las personas pertenecientes a una gens 
quienes fueron denominados patricios, aparece la población de los plebeyos.  
La nueva población fue conformada por comerciantes y artesanos inmigrantes 
de poblaciones vecinas, por grupos humanos conquistados o por clientes 
emancipados del patriciado.  Éstos se encontraban excluidos del jus civitatis, es 
decir, no tenían nada en común con la ciudad ni desde el punto de vista político, 
civil o religioso, hecho que se traduce en la ausencia de derechos políticos y 
civiles.  Éstas dos clases, patricios y plebeyos, se convirtieron en clases 
económicas opuestas por sus intereses; todo el poder político y económico se 
concentró en la clase aristocrática. 
 

                                                
75 Los res mancipi fueron conocidos en el derecho romano como los fundos, servidumbres, 
esclavos y animales de carga que pertenecían a un dueño. 
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La primera aparición de la propiedad privada en Roma, obedeció a la 
disgregación de la gens o familias agnaticias; la función esencial del 
paterfamilias como jefe de el grupo gentilicio, era la de administrar los bienes 
comunales de la familia.  A su muerte no existía herencia y no se concebía aún 
la transmisión de una propiedad privada.  Al morir el paterfamilias se daba lugar 
a cuantas familias existían sin ascendientes; de ésta manera nace la familia 
cognaticia, que remplazaría a la agnaticia, en la que prevaleció el parentesco de 
sangre entre padres e hijos, e inclusive con la madre.  Las antiguas gens se 
desmembraron dando lugar a un nuevo concepto de familia.  El antiguo 
patrimonio colectivo se dividió entre los varios filii familias, sucesores del viejo 
paterfamilias, convirtiéndose el patrimonio de la gens en propiedad familiar que 
fue concebida como una propiedad privada. 
 
Otra forma de aparición de la propiedad privada fue la riqueza estatal.  Fue tal 
la expansión de Roma y tan numerosas las provincias que pasaron a ser parte 
del Estado romano, que se hizo necesario la explotación de éstas mismas con 
el fin de atender los grandes gastos públicos.  Ésta fue una razón suficiente 
para que el Estado comenzara a conceder a los particulares el disfrute de estos 
terrenos mediante el pago de un impuesto en dinero o en especie, tratándose 
de un disfrute de hecho.  Ésta figura fue denominada agri ocupatorii y consistía 
en que el ocupante no tenia la propiedad pero si la posesión natural de donde 
vino el nombre de possessiones.  Estas ocupaciones fueron protegidas por el 
pretor, transmitiéndose hereditariamente y estableciéndose unos derechos 
análogos a los del propietario.  Muchos de los fundos provinciales fueron objeto 
de enajenación o adjudicación por parte del Estado a favor de particulares; 
también hubo distribución gratuita hecha a los ciudadanos pobres y a los 
veteranos a quienes el Estado quería recompensar sus servicios, o a los 
ciudadanos que se enviaban para fundar una colonia.  Fueron conocidas cuatro 
(4) clases de propiedad; la quiritaria, que era la forma perfecta de propiedad, 
sólo para personas romanas; la peregrina, para extranjeros; la provincial para 
los fundos no itálicos y la bonitaria, que era la propiedad concedida por el 
pretor. 
 
La principal riqueza en Roma durante los primeros años, estaba constituida por 
la tierra; al surgir sobre ésta la propiedad, aparece igualmente la propiedad 
sobre los animales e instrumentos de labor pues se consideraron como parte 
integrante de cada fundo.  La división de clases entre patricios y plebeyos se 
hizo cada vez más notoria, pero era necesario involucrar a los últimos dentro 
del orden jurídico del jus civitatis.  Servio Tulio introdujo al derecho romano una 
de las reformas más importantes de las que sobresalen las siguientes: 
 
a) Dividió todo el territorio de Roma en regiones o comarcas, y asignó una a 

cada tribu; cada tribu comprendía a los ciudadanos que estaban 
domiciliados en ella, fueran patricios o plebeyos. 
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b) Se ordenó un censo general de la población a fin de imponer el servicio 
militar y recaudar los impuestos.  Con ésta reforma se introdujo a los 
plebeyos dentro del marco de la ciudad, haciéndolos sujetos activos y 
pasivos del jus civitatis.  Ésta reforma fue esencialmente financiera y militar. 

 
c) Creo una asamblea del pueblo de los comicios de las centurias, en la que 

los ciudadanos formaban militarmente por compañías de cien (100) hombres 
y cada centuria tenia un voto. 

 
Ésta reforma fue posible gracias a que en aquella época, ya había aparecido la 
figura de la propiedad privada y había obtenido cierto desarrollo; por otro lado 
había desaparecido totalmente la antigua propiedad comunal. 
 
El derecho romano después de siglos de desarrollo, tuvo la necesidad de 
ordenar sus normas jurídicas.  Hacia el año 451 A. de C., se redactaron las XII 
tablas que representarían la primera compilación escrita en Roma.  Las XII 
tablas no pretendieron establecer un derecho nuevo, sino recopilar el ya 
existente dando seguridad al ciudadano y evitando la arbitrariedad de la 
nobleza patricia.  Su contenido protegía el sistema de propiedad individual, 
contemplando el robo, el cumplimiento de las obligaciones y reglando el 
derecho hereditario. 
 
“Las primeras propiedades en Roma, fueron relativamente pequeñas y recaían 
en forma preponderante sobre la tierra.  El progreso en Roma, mediante las 
sucesivas conquistas, trajo como consecuencia la aparición de la propiedad 
capitalista.  La primera división de clases pierde importancia hasta desaparecer, 
dando lugar al acrecentamiento de las riquezas en pocas manos mediante el 
desarrollo de la industria, la banca, el comercio, los latifundios, el nacimiento del 
tráfico de influencias y otros factores.  Al lado de los grandes capitalistas 
apareció una gran masa de gentes carentes de todo bien y que debían trabajar 
en beneficio de la clase tenedora de la riqueza”76. 
 
El desarrollo del sistema de propiedad privada en Roma fue total.  Esto hizo 
necesario una legislación en la que se recopilaran todos los principios que la 
reglamentaran y garantizaran.  Justiniano hacia el siglo VI D. C., ordenó la 
compilación de todo el derecho romano, dentro de las cuales se encuentran el 
Digesto o Pandectas, las Instituciones, el Código y las Novelas.  El Digesto o 
Pandectas fue considerado el mejor reglamento de la propiedad privada y se 
compuso con los principales fragmentos extraídos de los jurisconsultos 
romanos.  La división de las personas se concibió en hombres libres y esclavos; 
los últimos se asimilaron a las cosas.  La propiedad privada se encontraba 
únicamente al alcance de los hombres libres.  Ésta obra sirvió de guía y 

                                                
76 VALENCIA ZEA.  Op. Cit.  Pág. 219. 
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orientación a la mayor parte de los códigos civiles individualistas expedidos en 
el mundo. 
 
1.2 SISTEMAS ECONÓMICOS 
 
Los ciclos que ha recorrido la propiedad privada, se han basado en las diversas 
formas de explotación que han empleado los dueños de la riqueza y de las 
fuentes principales de producción sobre los desposeídos.  Este recorrido ha 
sido resumido por el tratadista Valencia Zea77, así: 
 
a) Comunismo de consumo existente en los tiempos del paleolítico 

correspondientes a las comunidades primitivas (edad de piedra). 
b) El sistema comunista de las sociedades prehistóricas. 
c) El sistema económico estatal de las primeras ciudades estados y Estados y 

que rigió durante un tiempo corto en algunas civilizaciones o durante siglos 
en otras.  Dentro de este sistema se produce la división de la sociedad en 
dos clases económicas antagónicas en sus intereses. 

d) Del sistema económico estatal surgió la propiedad privada fundada en la 
esclavitud. 

e) A la esclavitud siguió el sistema del feudalismo. 
f) En el feudalismo se dieron las bases del capitalismo. 
g) El gran desarrollo del capitalismo engendró el imperialismo. 
h) La decadencia de los dos sistemas anteriores ha dado lugar al socialismo de 

los países socialistas.  
 
Los sistemas económicos más importantes en la historia del mundo se pueden 
resumir en cuatro; el esclavismo, el feudalismo, el capitalismo y el imperialismo. 
 
1.2.1 El Sistema Económico de la Esclavitud. Considera que el hombre 
puede ser convertido en instrumento de producción y ser objeto de propiedad 
privada, la esclavitud como sistema económico sólo surge cuando hace su 
aparición la propiedad privada, especialmente la que recae sobre la tierra. 
 
Los esclavos se convirtieron en el principal instrumento de producción de las 
primeras civilizaciones de la humanidad.  Las guerras proporcionaban a 
aquellas un gran número de esclavos, pero llegó el momento en que estos no 
eran suficientes debido al rápido progreso de las sociedades nacientes.  Fue 
necesario establecer otras fuentes de esclavitud, entre las cuales se encontraba 
la caza y la importación de esclavos.  Este comercio estaba a cargo de 
mercaderes particulares que al mismo tiempo hacían transacciones con 
cualquier género de mercancías.  Fueron ante todo los griegos y los romanos 
los que realizaron en mayor escala la caza de hombres.  Realizaban continuas 
excursiones a regiones donde existían comunidades humanas que no disponían 

                                                
77 Ibidem. Pág. 221. 
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de armas, los apresaban y los convertían en esclavos.  No había trabajo alguno 
que durante el sistema de la esclavitud, no se llevara a cabo mediante esclavos; 
desde la construcción de puentes, de edificios y casas de habitación, el 
transporte terrestre y marítimo, hasta los oficios nobles eran encomendados a 
los esclavos como la enseñanza, el teatro, etc.  El esclavo carecía de toda 
personalidad y cada cual podía ser propietario de todos los esclavos que 
quisiera. 
 
1.2.2 El Sistema Económico Feudal. Después del régimen de esclavitud en 
Roma y las continuas revoluciones de esclavos, los grandes propietarios de 
tierras encontraron más fácil, hacer productiva la tierra, dejar en libertad al 
esclavo y suministrarle una parcela para que la cultivara por su cuenta, con la 
obligación de pagarles en servicios personales, o con una parte de los frutos de 
la tierra o ambas cosas, el disfrute que se les permitía; así surgieron los 
colonos. 
 
Al lado del régimen feudal debe distinguirse el de las ciudades.  En éstas la 
mayoría de la población era artesana; los maestros eran quienes habían 
obtenido el derecho de abrir un taller en el que recibían alumnos a quienes 
enseñaban el oficio, los que tenían el nombre de aprendices; después del 
aprendizaje, el aprendiz se transformaba en medio oficial y tenía derecho a 
recibir un salario del maestro y continuar trabajando en su taller; luego podía 
transformarse en maestro y abrir su propio taller.  El trabajo manual alcanzó una 
gran importancia durante la época del feudalismo.  Todos los artesanos de una 
sola especialidad se reunían en agrupaciones llamadas corporaciones.  Las 
ciudades se encontraban establecidas dentro de algún feudo, luego era 
necesario el pago de diversos tipos de censo en especie o en dinero.  Dentro de 
ésta clase de grandes propietarios de tierras surge una nueva clase de 
propietarios de instrumentos sociales de producción (materias primas, fábricas, 
talleres etc).  Las clases desposeídas se unen a los nuevos ricos, quienes 
forman la denominada clase burguesa, para liquidar los últimos vestigios de la 
sociedad feudal, en el que se persigue la implantación de un sistema libre de 
propiedad privada sobre la tierra y los instrumentos de producción, bases del 
sistema capitalista. 
 
1.2.3 El Sistema Económico Capitalista. El sistema capitalista se deriva del 
sistema feudal.  Las continuas revoluciones de los campesinos, mostraron a los 
terratenientes que era imposible continuar con la explotación del pueblo; se 
perfeccionaron los instrumentos de producción y se ampliaron los mercados.  
Estos hechos dieron nacimiento a los grandes Estados que se organizaron en 
forma de monarquías absolutas.  “La superación del fraccionamiento feudal y la 
creación de grandes Estados centralizados facilitan el nacimiento del desarrollo 
de las relaciones capitalistas”78.  La intensificación del comercio a escala 

                                                
78 Academia de Ciencias de la URRS.  Manual de Economía Política. Pág. 52. 
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mundial es consecuencia directa de la industrialización79.  Dentro de las 
industrias que más se desarrollaron se encuentran la textil, la minera y la 
industria de las máquinas. 
 
Del capitalismo se derivó la más acentuada división de la sociedad en dos 
clases como consecuencia del progreso de la nueva industria: 
 
a) Clase Proletaria: La nueva forma de producción de bienes exigía transformar 

a los antiguos ciervos en asalariados.  Durante el feudalismo hubo 
explotadores y explotados, pero estos últimos no consideraban su fuerza de 
trabajo como una mercancía que podía venderse por un precio, carácter que 
fue reconocido posteriormente en el capitalismo.  Se fundamentaban en la 
existencia constante de la ley de la oferta y la demanda de trabajo de 
acuerdo con las necesidades de explotación del capital. 

 
b) Clase Capitalista: Se encuentra compuesta por un grupo de hombres 

propietarios de los medios básicos de producción de bienes. 
 
La pequeña industria fue sin duda la base de la gran industria.  Ésta última 
comenzó con la pequeña propiedad que tenía el trabajador sobre sus medios 
de producción, pero estas pequeñas propiedades dieron lugar a grandes 
capitales, concentrándose en pocas manos. 
 
1.2.4 El Imperialismo. El sistema capitalista se divide en dos etapas; la primera 
en la que se establece el sistema y se prepara el camino hacia grandes 
monopolios y la segunda que está constituida por los monopolios capitalistas.  
El monopolio indica la concentración en unas mismas manos de toda la 
producción de mercancías; éste tipo de monopolio elimina la libre concurrencia 
y tiene por finalidad producir las mercancías que estrictamente pueden 
venderse a precios de monopolio, es decir, a los precios señalados por el 
capitalista y no los que ofrece el consumidor. 
 
La gigantesca concentración de capitales crea el imperialismo económico y es 
causa de un extraordinario aumento del capital original mediante una triple 
explotación; la efectuada sobre los trabajadores del propio país, la que se 
realizó en colonias o en países conquistados y finalmente, la que se lleva a 
cabo actualmente sobre los países subdesarrollados. 
 

                                                
79 Industrialización: Necesidad de producir mercancías en grandes cantidades a fin de satisfacer 
la creciente demanda de nuevos artículos; sólo es posible mediante el perfeccionamiento de los 
viejos instrumentos de producción y la creación de otros nuevos. VALENCIA ZEA, Op. Cit.  Pág. 
277. 
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1.3 EL DERECHO DE PROPIEDAD PRIVADA EN EL MUNDO. 
 
A nivel mundial, se reconoce la propiedad privada de los bienes de capital; sin 
embargo, existe otra ideología que la desconoce como derecho natural 
intocable y la socializa al capitalismo de Estado, procurando su abolición.  Ésta 
concepción socialista distribuye el concepto de propiedad privada, 
reconociéndolo para bienes de consumo, pero lo suprime para bienes de 
producción como la tierra80.  Desde el punto de vista estrictamente económico 
sus objetivos son el de reemplazar el régimen asalariado por uno colectivista; 
organizar racionalmente la economía y asegurar una justa distribución.  En las 
sociedades socialistas se suprime la propiedad privada, marcando así la 
diferencia entre la sociedad capitalista y la socialista81. 
 
El sistema económico capitalista a diferencia del socialista, ha basado sus 
ideales en la propiedad privada de los medios de producción y en la existencia 
de un mercado de libre competencia en el que se comercian bienes, servicios, 
productos y trabajos.  Su móvil es conseguir la máxima producción con el 
mínimo costo logrando así beneficios que por lo general quedan en manos del 
Estado por medio de los impuestos y de la misma empresa82.  Según la 
terminología marxista, es el sistema económico, político y social cuya ley 
fundamental es la búsqueda sistemática de la plusvalía, gracias a la explotación 
de los trabajadores por los propietarios de los medios de producción, con vistas 
a transformar una fracción importante de ésta plusvalía en capital adicional, 
fuente de nueva plusvalía83.  La necesidad de adecuar la producción a nuevas 
técnicas hizo que en todas partes del mundo, se desbordase el antiguo régimen 
feudal y fuese sustituido por el capitalismo comercial.  El comerciante, en vez 
de comprar sus artículos a los gremios, reunía en un taller de su propiedad a 
varios artesanos, les proporcionaba materias primas, les pagaba su trabajo y 

                                                
80 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS.  Declaración Universal de los 
Derechos Humanos.  Diciembre 10 de 1948. 
81 El objetivo del socialismo es eliminar la lucha de clases y la explotación del hombre por el 
hombre que se genera en la apropiación de los medios de producción.  Reducida la propiedad 
privada, los demás bienes pertenecen al Estado.  El proceso de colectivización se realiza 
gradualmente en el comercio, la industria y las tierras.  La vida económica se somete a los 
planes quinquenales elaborados por el Estado, en los cuales se hace un inventario de las 
necesidades del país y de los recursos materiales y humanos disponibles.  Se consagra el 
principio de censura a actividades que no requieren trabajo y se expresa el deseo de 
remuneración según los trabajos y sin tener en cuenta las capacidades de las personas, es el 
ideal igualitario de la sociedad socialista en el que se reparte a cada cual sus necesidades.  
Enciclopedia Lexis 22.  Tomo 19.  Editorial Printer.  Circulo de Lectores.  Barcelona, España.  
1981. 
82 Desde el punto de vista histórico, el origen del desarrollo capitalista debe buscarse en los 
países europeos occidentales a partir de los siglos XVI y XVII, que se generó por el floreciente 
comercio desarrollado en estos países que chocó con una férrea estructura gremial de 
producción que lo frenaba.  Ibidem.  Tomo 4. 
83 La plusvalía es el incremento o aumento de valor en una cosa cualquiera, debido a 
circunstancias que no dependen de la voluntad o del trabajo de su poseedor.  Ibidem.  Tomo 16. 
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luego vendía los artículos producidos.  En el siglo XVIII a raíz de la revolución 
industrial, se pasó del capitalismo comercial al capitalismo industrial, en donde 
el obrero se convirtió en un simple empleado al servicio de las máquinas y la 
fábrica el medio importante en la recolección de riquezas.  La tercera etapa de 
la historia del capitalismo, es la del capitalismo financiero que se caracteriza por 
la concentración monopolista y de capitales y por el enorme poder de las 
oligarquías financiero industriales que dominaban a grupos de empresas e 
intereses varios. 
 
1.4 EL DERECHO DE PROPIEDAD Y LA EXPROPIACIÓN EN COLOMBIA 
 
Antes de alcanzarse la independencia de lo que actualmente es Colombia, se 
venía elaborando una teoría sobre la propiedad, bajo los ideales de las 
revoluciones liberales de los siglos anteriores en Inglaterra y Francia.  El 
liberalismo84 fue la doctrina para la cual la burguesía obtuvo el respaldo 
popular, en la lucha contra la nobleza, y sirvió para elevar a doctrina de Estado, 
el individualismo contra la tradición unitaria de la colonia. 
 
El derecho de dominio ha sido consagrado en las constituciones colombianas a 
través del tiempo e igualmente ha sido plasmado en la demás legislación que 
de ellas se derivan.  Y ha sido este mismo lapso el encargado de actualizar este 
instituto jurídico, despojándolo de su carácter egoísta, convirtiendo la posesión 
de riqueza, no en un privilegio, sino en una situación que crea 
responsabilidades sociales que deben utilizarse en función del bien común, 
respondiendo a la necesidad de intentar una redistribución de los bienes, 
desconcentrando el monopolio y el acaparamiento del poder económico en una 
sola clase social. 
 
Fue la primera constitución escrita por el Colegio Constituyente y promulgada el 
4 de abril de 1811 por Jorge Tadeo Lozano la que introdujo el derecho de 
propiedad en su título XII: “El Derecho de Propiedad consiste en la facultad que 
tiene el ciudadano de gozar y disponer libremente de sus bienes y rentas y el 
fruto de su ingenio, trabajo e industria” y en otra parte de su articulado también 
se encuentra: “Ninguno puede ser privado de la menor porción de sus bienes 
sin su consentimiento sino en el caso de que una necesidad pública 

                                                
84 Liberalismo: Las ideas liberales y el desarrollo de la economía europea, tuvieron un gran 
impacto sobre la historia colombiana a mediados del siglo XIX.  Al mismo tiempo, las 
necesidades de la economía europea y especialmente de Inglaterra, fueron la causa de que 
Colombia tuviera que acomodarse a las exigencias del mercado internacional.   Las ideas de la 
ilustración, propagadas por muchos países europeos al finalizar el siglo XVIII, no sólo se 
referían a la libertad de pensamiento y de opinión, sino que apuntaban en su mayoría a la 
libertad económica.  Según el liberalismo económico, los hombres son libres de enriquecerse 
mediante la práctica de cualquier actividad económica; sin ninguna intervención por parte del 
Estado.  GOMEZ ARISTIZABAL, Horacio.  Diccionario de la Historia de Colombia.  Editorial 
Printer Colombiana Ltda.  Circulo de Lectores, S.A.  Bogotá, 1985.  Pág. 158. 
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legítimamente acreditada así lo exija, pero aún entonces, es bajo la implícita 
condición de justa y precisa indemnización” ubicando dentro de ésta 
constitución el concepto de expropiación, el cual evolucionaría de la mano del 
derecho de propiedad y de la constitución misma. 
El nuevo modelo de desarrollo económico condujo a que, siempre sobre el 
marco de la propiedad privada, se tomaran las medidas jurídicas o 
administrativas que permitieran el enriquecimiento de la nueva sociedad que 
había llegado al poder.  Se buscaba cambiar una economía con un nivel muy 
bajo de integración al mercado, por un sistema económico en que la mayoría de 
los bienes se producirían para la venta. 
 
Otro conflicto que vivió el derecho de propiedad se desarrolló por el 
enfrentamiento iglesia – Estado que se concretó en la disputa de todos los 
aspectos del control de la vida civil y de la actividad estatal.  La fuerte 
dominación ideológica sobre la población, sería la gran traba para el desarrollo 
del Estado y su inserción en el mercado mundial. 
 
Luego de unos años, y con la derrota de los ejércitos radicales, se inició un 
nuevo proceso político bajo la dirección de Caro y de Núñez, plasmando una 
nueva carga a la medida de sus ideas.  El objetivo de ésta nueva constitución 
era el de garantizar el orden del país centrando radicalmente el poder público; 
fortaleciendo la rama ejecutiva y usando a la religión católica como fuerza 
educativa y de control social.  El derecho de propiedad se mantuvo vigente en 
esencia, pero sólo se estipularon indemnizaciones para los bienes que habían 
sido expropiados con la finalidad de celebrar un concordato. 
 
Con el triunfo del partido liberal en 1930 y el ascenso de Olaya Herrera se inició 
el proceso de transición que permitió construir las bases para la presidencia de 
López Pumarejo en donde se desarrollaría la llamada “Revolución en Marcha” 
que no fue otra cosa que la entrada del país a la vida moderna y la adecuación 
de sus instituciones a los tiempos contemporáneos.  Este proceso de 
renovación tuvo dificultades, inicialmente por la necesidad de reformar la Carta 
de Núñez y Caro, la cual, con su carácter autocrático y confesional, contrariaba 
los ideales liberales en crecimiento.  López dio la oportunidad a los propietarios 
de sanear sus títulos para acabar con los litigios que emanaban del hecho de 
que la propiedad rural no tenía títulos perfectos puesto que todos se originaban 
en el Estado que los había otorgado desordenadamente.  Decía López: “Para el 
campesino la tierra inculta es baldía, es decir, sigue siendo del Estado como 
dueño original del territorio.  Y desde luego, entre los baldíos prefiere cultivar el 
que está comunicado con los centros de distribución, con los mercados, con las 
aldeas, con las ciudades”. 
 
En este ambiente de modernización, quedaron incluidos en el título III de la 
reforma constitucional de 1936, los derechos civiles y las garantías sociales, 
garantizando la propiedad privada, pero dentro de las limitaciones de cumplir 
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una función social, que implicaría obligaciones, así como la expropiación 
mediante sentencia judicial y previa indemnización.  Igualmente se estableció la 
posibilidad para que el legislador por motivos de equidad determinara los casos 
en que no había lugar a indemnización y la intervención del Estado en la 
dirección general de la economía.  Este avance en la concepción de la 
propiedad dentro del Derecho Público Colombiano, permitió al país, ingresar al 
desarrollo industrial e incentivó la movilidad social de nuevas fuerzas de 
liderazgo.  Los fenómenos desencadenados por la polarización internacional, 
los problemas del subdesarrollo, el terrorismo y el narcotráfico, generaron el 
cambio de la estructura jurídica colombiana, que se vio concretada con la 
elección de una Asamblea Nacional Constituyente en Diciembre de 1990, 
dando paso a la nueva carta que derogó la constitución de 1886 y sus reformas. 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 introdujo nuevos ordenamientos 
al derecho de propiedad.  El artículo 5885 de la misma, establece los 
mecanismos de expropiación e indemnización, así como la expropiación por vía 
administrativa, y la protección por parte del Estado de la propiedad asociativa y 
solidaria. 
 
Así mismo, el artículo 6086, fomenta el acceso a la propiedad, en especial el de 
las empresas en que participa el Estado.  Por otro lado, los artículos transitorios 
crearon mecanismos para legalizar la propiedad de las comunidades negras de 
la cuenca del pacífico y en los articulados permanentes se consagraron los 
derechos de las minorías indígenas. 
 

                                                
85 Artículo 58 C.N. Texto Original: “Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados 
por leyes posteriores.  Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad 
pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad 
de ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.  La propiedad es 
una función social que implica obligaciones.  Como tal le es inherente una función ecológica.  El 
Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.  Por motivos de 
utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa.  Esta se fijará consultando los intereses de 
la comunidad y del afectado.  En los casos que determine el legislador, dicha expropiación 
podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa administrativa, 
incluso respecto del precio.  Con todo, el legislador, por razones de equidad, podrá determinar 
los casos en que no haya lugar al pago de indemnización, mediante el voto favorable de la 
mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara.  Las razones de equidad, así como los 
motivos de utilidad pública o de interés social, invocados por el legislador, no serán 
controvertibles judicialmente”. 
86 Artículo 60 C.N.: “El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad.  
Cuando el Estado enajene su participación en una empresa, tomará las medidas conducentes a 
democratizar la titularidad de sus acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a las organizaciones 
solidarias y de trabajadores, condiciones especiales para acceder a dicha propiedad accionaria.  
La ley reglamentará la materia”. 
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1.4.1 La Constitución Política de Colombia de 1886, sus reformas, la 
propiedad privada y la expropiación. A partir de 1863, Colombia ensaya el 
sistema federal de gobierno sin mezcla de centralismo, trasladando al escenario 
regional las disputas de poder que comenzaron a caracterizar la inestabilidad 
local y la permanencia de las guerras civiles.  Entre los años 63 y 78 se 
sucedieron los gobiernos liberales cuyo clima político, fortaleció a la oposición 
conservadora que en alianza con los independientes encabezados por Rafael 
Núñez, asumieron la presidencia en 1880.  Este expediría una ley de orden 
público que le permitía al gobierno nacional, intervenir en las contiendas 
regionales a solicitud de ellos.  La pugna de poderes entre el ejecutivo y el 
congreso, la preponderancia del senado, el fraude como práctica electoral, 
terminaron por generalizar la guerra civil, hecho que terminó con la muerte de la 
constitución de 1863 y con la convocatoria a los gobernadores para que 
enviaran los delegatarios al Consejo Nacional que se ocuparía de resolver las 
reformas constitucionales.  El 11 de Noviembre de 1985, el Presidente Núñez 
presentó un proyecto de constitución con una exposición doctrinal de principios 
constitucionales que enmarcarían el proceso regenerador por él asumido87. 
 
El consejo de delegatarios acordó dar respuesta al presidente y encargó a 
Miguel Antonio Caro su redacción.  Este texto una vez acordado, fue 
presentado a las municipalidades de la república, las cuales lo aprobaron casi 
unánimemente, momento a partir del cual el Consejo Nacional se ocupó del 
trabajo diario de redacción para entregarle al país la constitución de 1886 que 
fue sancionada el 5 de Agosto por el designado de la Presidencia, José María 
Campo Serrano. 
 
Se limitaron los derechos individuales por consideraciones de interés general o 
seguridad del Estado, se restableció la pena de muerte, fueron prohibidas las 
juntas políticas permanentes; se ordenó a los poderes públicos la protección de 
la iglesia católica; se consagró la educación gratuita y no obligatoria en 
concordancia con los preceptos católicos y se amplió la participación ciudadana 
en el voto; también se hicieron más flexibles los mecanismos de reforma 
constitucional.  A partir del 7 de Agosto de 1892, Caro asume el poder en 
ausencia indefinida presidente Núñez y se inició el proceso de reformas a la 

                                                
87 “El curso de los acontecimientos ha destruido el régimen constitucional, producto de 
permanente discordia, en que hemos agonizado, mas que vivido, durante un cuarto de siglo; y 
la opinión del país, con lenguaje clamoroso, inequívoco, reclama el establecimiento de una 
estructura política y administrativa enteramente distinta de la que, manteniendo a la nación en 
crónico desorden, ha casi agotado sus naturales fuerzas en depararle inseguridad y descrédito.  
Nada tiene, pues, de pasmoso que no hayamos podido establecer el imperio del orden, puesto 
que hemos desconocido sistemáticamente realidades ineludibles.  La reforma política, 
comúnmente llamada regeneración fundamental, no será, pues, copia de instituciones extrañas, 
no parto de especulaciones aisladas de febriles cerebros: ella será un trabajo como de 
codificación natural y fácil del pensamiento y anhelo de la nación”.  Apartes del discurso de 
Rafael Núñez ante el Consejo de Delegatarios en Noviembre de 1885. 
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carta constitucional de 1886, con los actos legislativos que integran a Panamá a 
la normatividad general de la república, los que regulan las tarifas de aduanas, 
y los que segregan parte del territorio del departamento del Cauca para crear el 
departamento de Nariño88. 
 
En el año de 1904 tomó posesión Rafael Reyes, quien posteriormente y 
mediante decreto legislativo de febrero de 1905, convocó a una Asamblea 
Nacional Constituyente compuesta por tres diputados de cada departamento.  
Dicha asamblea se instaló en  marzo del mismo año, y realizó una de las 
sesenta y nueve (69) reformas que en ciento cuatro (104) años sufriría el 
estatuto de Núñez. 
 
La constitución de 1886 establecía el derecho de propiedad en los artículos 31 y 
3289, el cual fue reformado en un principio por el acto legislativo número 6 de 
1905 y por el 1° de 1936.  Ésta, otorgaba a la propiedad la categoría de 
derecho, de facultad objetiva para adquirir, poseer y retener la propiedad de las 
cosas y usarlas en provecho personal, siempre que no fuera contra la ley o 
contra los intereses de terceros.  Amparó las facultades que emanan de la 
condición de propietario, aplicando el principio general de la irretroactividad de 
la ley, según el cual las situaciones jurídicas consolidadas o situaciones 
jurídicas concretas, los derechos adquiridos, es decir, incorporados al 
patrimonio de forma definitiva bajo las modalidades de una ley y durante su 
vigencia con justo título son inmodificables por leyes posteriores, los que tienen 
efecto sólo hacia futuro.  Dicha solución, dio estabilidad y seguridad a las 
relaciones jurídicas contractuales. 
 
El constituyente de 1886 le quita la idea individualista y absolutista, “el interés 
privado deberá ceder al interés público o social”, que no se identifica con el 
Estado; cuando entren en conflicto los derechos de particulares con una 
necesidad pública reconocida declarada por la ley, la norma permite en tales 
condiciones la expropiación de los bienes indispensables para la satisfacción de 
esa necesidad. 
 

                                                
88 Ley 41 de 1894, ley 24 de 1989 y ley 1 de 1904 respectivamente. 
89 Artículo 31: “Los derechos adquiridos con justo título con arreglo a las leyes civiles por 
personas naturales o jurídicas no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores.  
Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública, resultaren en 
conflicto los derechos de particulares con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés 
privado deberá ceder al interés público.  Pero las expropiaciones que sea preciso hacer 
requieren plena indemnización con arreglo al artículo siguiente”.  Artículo 32: “En tiempo de paz 
nadie podrá ser privado de su propiedad en todo ni en parte, sino por pena, o apremio, o 
indemnización, o contribución general, con arreglo a  las leyes.  Por graves motivos de utilidad 
pública, definidos por el legislador, podrá haber lugar a enajenación forzosa, mediante 
mandamiento judicial, y se indemnizará el valor de la propiedad, antes de verificar la 
expropiación”. 
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Esto no implica el desconocimiento de la propiedad misma, porque su pérdida 
está retribuida y compensada totalmente con el pago de una indemnización que 
debe ser previa.  Tal expropiación afecta una facultad del dueño, la disposición 
libre, al forzarlo a prescindir del dominio expropiado. 
 
En 1936 se le adiciona que “la propiedad es una función social que implica 
obligaciones”.  En razón de ésta concepción, el propietario del capital, no puede 
dejarlo improductivo.  La propiedad debe producir en interés de la sociedad. 
 
a) La reforma constitucional de 1936. A lo largo de la década de los años 
veinte, la gran crisis del capitalismo mundial y la transformación del escenario 
político, la imprimieron una dinámica diferente al partido liberal colombiano.  El 
liberalismo que habría de liderar la reforma de 1936, asumió el concepto 
moderno del liberalismo social que concebía la propiedad con los límites del 
interés social y la gestión intervencionista del Estado.  Dentro de los conceptos 
fundamentales de la reforma de 1936 se encuentran: 
 

• La determinación expresa de la función social de la acción de las 
autoridades de la república, las cuales estaban instituidas no sólo para 
proteger la vida, honra y bienes de los nacionales y residentes, sino también 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y los 
particulares. 

 

• Se incorpora el concepto de función social de la propiedad y la posibilidad 
de su expropiación, no como expresión socialista o comunista del gobierno, 
sino como simple pretensión liberal. 

 

• El intervencionismo de Estado queda consagrado expresamente al igual que 
el concepto de racionalización de la gestión estatal y la intervención a favor 
del trabajador. 

 

• En el ámbito de las relaciones iglesia Estado, se suspenden las 
prerrogativas que gozaba la religión católica y se declara la libertad de 
conciencia y de credo, al igual que se proclama para la educación la libertad 
en los métodos y contenidos. 

 
En ésta reforma se pasa la propiedad de derecho a función.  Todo individuo 
tiene en la sociedad una función que cumplir, a las cuales no puede abstraerse 
porque puede ocasionar un perjuicio.  Aquí aparece un enfrentamiento entre la 
propiedad como derecho y la propiedad como función social. 
 
Ambas reconocen la propiedad privada como legítima, difieren en la calidad que 
asignan a la situación jurídica del propietario, en la condición de éste en la 
sociedad como dueño de valores económicos y en la amplitud, intención y 
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motivación, estabilidad y consecuencias del ejercicio del dominio.  Se es 
propietario y se actúa como tal en función social, la propiedad se posee como 
miembro de una comunidad, como parte integrante de ella y las ventajas que 
esa posesión da se hacen extensivas o tienen como destinatario obligado a esa 
comunidad, por conducto de la persona titular de esa función. 
 
El objetivo perseguido se desplaza del campo personal al social.  El ejercicio no 
se ajusta al interés social, es inválido, injusto e in jurídico, e implica una 
circunstancia que incide sobre la titularidad del propietario, que no acató la 
responsabilidad y las obligaciones sociales que esa condición le imponen, por lo 
cual puede ser reemplazado en esa función. 
 
La constitución autorizó dentro de éste artículo 30 la expropiación, que no 
constituye una pena; persigue únicamente, una satisfacción de motivos de 
utilidad pública; se obliga a renunciar a la propiedad por una obligación social.  
Es una actuación administrativa que requiere una indemnización equitativa para 
el propietario, a cargo del Estado; la expropiación es un acto unilateral del 
Estado que toma el dominio particular de ciertos bienes para fines sociales. 
 
b) La reforma constitucional de 1945. A diferencia de la reforma de 1936, la 
del año de 1945 tuvo un carácter más operativo y de organización 
administrativa, legislativa y jurisdiccional.  Se elevaron a carácter constitucional 
un conjunto de leyes destinadas a la organización del trabajo del congreso y se 
autorizó la organización como Distrito Especial a Bogotá.  En lo que a propiedad 
privada y expropiación se refiere, se cambió el artículo 3090 de la misma.  
 
c) La reforma constitucional de 1957. Luego de dieciséis (16) años de 
gobiernos liberales, asume la presidencia de la república Mariano Ospina 
Pérez, gobierno que se caracterizó por la violencia partidista entre liberales y 
conservadores que terminó por retrasar las posibilidades de desarrollo del país.  
Con la abstención liberal, llega al poder en 1950 Laureano Gómez como jefe del 
partido conservador y se retoma la tendencia por restablecer los principios 
constitucionales de 1886, modificados a través de sucesivas reformas.  Gómez 
convocó a una asamblea nacional constituyente que expidió el acto legislativo 
número 1 de 1953 mediante el cual se declaró vacante el cargo de presidente y 

                                                
90 “Se garantiza la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con justo título, con 
arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o jurídicas, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores.  Cuando de la aplicación de una ley expedida 
por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de 
particulares con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés privado deberá ceder al 
interés público o social.  La propiedad es una función social que implica obligaciones.  Por 
motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber 
expropiación, mediante sentencia judicial o indemnización previa.  Con todo, el legislador, por 
razones de equidad, podrá determinar los casos en que no haya lugar a indemnización, 
mediante el voto favorable de la mayoría absoluto de los miembros de una y otra cámara”. 
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se legitimó el golpe militar de Rojas Pinilla.  La convocatoria del constituyente 
primario en el plebiscito de 1957, encuentra su justificación en la perdida de 
legitimidad institucional por los sucesivos golpes de estado y la guerra no 
declarada entre los partidos.  Dentro de la reforma de 1957, se propuso al país 
la aprobación entre otros de los derechos políticos para la mujer, la destinación 
del diez por ciento (10%) del presupuesto para educación, y la paridad política 
en las corporaciones públicas hasta 1968. 
 
d) La reforma constitucional de 1968. La situación social, política y 
económica de transición en el Frente Nacional, llevó al gobierno a plantearse 
una reforma institucional que fortaleciera la posición del ejecutivo central y le 
permitiera manejar las expresiones de inconformidad social y política.  El 
proceso capitalista había transformado estructuralmente a la sociedad 
colombiana y había polarizado las relaciones sociales a partir de la marcada 
diferencia en la capacidad social de los ingresos.   
 
La situación económica de la nación mostraba un correlativo avance del sector 
productivo con la caída de los sectores urbanos recién integrados a la ciudad, 
quienes demandaban socialmente de los servicios públicos que aún no eran 
ofrecidos. 
 
Con la reforma de 1968 se revisan las competencias del ejecutivo en detrimento 
del legislativo, se consagra la efectividad del sistema de planeación, el principio 
de que no puede decretarse gasto alguno que no tenga respaldo presupuestal, 
se prescriben leyes que sólo podían ser dictadas o reformadas por el ejecutivo, 
siendo estas las relativas a la esfera económica, a la organización 
administrativa estatal, etc.  Con una fuerte concentración del poder a nivel 
nacional, se configura una estructura que pretendía equilibrar la esfera de 
actividad del centro y la región, bajo el hilo conductor de la planeación que 
terminó por asfixiar a los departamentos y los municipios. 
 
e) El acto legislativo de 1986. Veinte años después y fracasadas las 
propuestas de reforma constitucional de López y Turbay, los partidos políticos 
comenzaron a defender la idea de la elección popular de alcaldes como parte 
esencial de la reforma del Estado.  Ésta reforma hace parte de la idea 
descentralizadora promovida en el gobierno de Belisario Betancourt como una 
respuesta integral a los fenómenos de violencia guerrillera, la creciente rebelión 
popular en movimientos y paros cívicos y la incapacidad dramática de las 
entidades territoriales.  La reforma descentralista asumía en lo político, la 
elección popular de alcaldes y el referéndum local o plebiscito municipal; en lo 
fiscal el incremento sobre la participación en el impuesto a las ventas y el 
producto de los tributos locales y en lo administrativo la expedición del estatuto 



 110 

básico de la administración municipal que incluye la creación de las juntas 
administradoras locales91. 
 
1.4.2 La Constitución Política de Colombia de 1991, la Propiedad Privada y 
la Expropiación. A diferencia de otras constituciones, la Carta Política de 1991, 
no fue el producto del desenlace de una guerra civil; tampoco lo fue de la 
consolidación en la dirección de Estado de un partido político proveniente de la 
oposición, como lo fue la reforma de 1936.  Ésta tuvo lugar sin que el poder 
político hubiese sido tomado por una fuerza sublevada y sin que ninguna fuerza 
gobernante hubiera sido desplazada, como para registrar que sobre su derrota 
se edificó una nueva institución.  No obstante, su compromiso formal con el 
proyecto modernizante y moralizador de Luis Carlos Galán, de quien heredó su 
precandidatura presidencial Cesar Gaviria Trujillo, más que un cambio de 
fuerzas en el gobierno debe interpretarse como un recambio en el viejo partido 
liberal.  Cabe resaltar que el proceso constitucional de 1991 tuvo su comienzo 
en el gobierno del presidente Virgilio Barco. 
 
Con la Constitución de 1886 las clases gobernantes optaron por un régimen 
político más cercano al autoritarismo que a la democracia, el cual instituyeron 
bajo la forma del presidencialismo y el centralismo.  Con este sistema de 
gobierno se quiso en aquella época, poner fin a los continuos levantamientos de 
los Estados soberanos y someter los movimientos revolucionarios de los 
liberales radicales.  Ambos objetivos se consiguieron y con ellos cierta unidad 
nacional, pero al costo de una confrontación que se extendió hasta comienzos 
del siglo con la guerra de los mil días y de la instauración de una hegemonía 
reaccionaria que gobernó hasta 1930, año en que el partido liberal, pregonando 
la bandera del gobierno nacional, pudo regresar a la Presidencia de la 
República. 
 
No obstante la mentalidad y la actitud conciliadoras de los nuevos liberales, sus 
reformas democratizadoras y modernizantes introducidas a la Carta en 1936, 
sirvieron de pretexto para llevar al país a una nueva confrontación violenta, la 
denominada violencia liberal conservadora. 
 
El Frente Nacional, si bien es cierto, terminó con el enfrentamiento liberal – 
conservador y con las formas de barbarie que éste había engendrado, pero en 
cambio sacrificó la democracia política, al suprimir la posibilidad del 
pluripartidismo y por consiguiente, la alternativa para las colectividades de 
ejercer el gobierno o la oposición.  Al instaurar por disposición constitucional la 
alternación presidencial y la paridad en la conformación del poder público, el 
Estado fue convertido en patrimonio exclusivo de dos (2) partidos cerrando el 
surgimiento de nuevas fuerzas políticas, la controversia y la fiscalización.  Sin 

                                                
91 Acto legislativo 1 de 1986; ley 12 de 1986 y acto legislativo No. 1 de 1987; y ley 11 de 1987 
respectivamente.  
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verdaderos partidos, el país fue presa del gamonalismo político, mal que la 
nueva constitución quiso erradicar mediante el establecimiento de instituciones, 
como la elección popular de Gobernadores y la doble vuelta para la elección del 
Presidente entre otras. 
 
La Asamblea Constituyente llegó luego del fracaso de todos los caminos 
ensayados para reformar la vieja Carta de 1886.  Cuando el país percibió que la 
constituyente era el camino, como rezaba el lema oficial que presidio su 
elección, el clamor por su realización tomo un gran impulso.  El plazo para la 
reforma se había agotado.  Luego de la reforma de 1968 aprobada bajo la 
amenaza de renuncia del presidente Lleras Restrepo, el Congreso fue incapaz 
de cumplir con su función constituyente y puso de manifiesto su falta de 
idoneidad para reformar las instituciones.  Tres de los fracasos históricos que 
acumuló el Congreso junto al gobierno de turno, en su intento por reformar la 
constitución fueron: La pequeña constituyente de López, la reforma propuesta 
por Turbay Ayala y la reforma presentada por Barco. 
 
La Constitución de 1991 no posee el sello de una ideología política en 
particular; está es de estirpe democrático, fruto de un proceso consensual de 
múltiples fuerzas políticas y sociales, al cual se llegó con el propósito de darle 
una salida institucional a la grave crisis que en diversos ordenes padecía la 
Nación.  En su elaboración participaron por primera vez en la historia 
contemporánea nacional, fuerzas diferentes a los dos partidos tradicionales; 
este hecho histórico fue posible gracias a la presencia en el escenario político 
nacional de una agrupación nueva, el M – 1992, la cual debe su existencia al 
pacto de paz suscrito por el gobierno y el movimiento guerrillero 19 de abril. 
 
Con el asesinato de Galán el país tomó conciencia de la crisis que estaba 
atravesando el país, y fueron los mismos estudiantes quienes presentaron la 
propuesta de la “séptima papeleta”93.  En dicha papeleta los ciudadanos se 
pronunciarían a favor de la convocatoria de una Asamblea Nacional 

                                                
92 En 1973 se fundo el M – 19, movimiento de singulares características si se le compara con 
sus pares del país y de Latinoamérica.  Los fundadores fueron en su mayoría cuadros 
provenientes de la ANAPO que ya habían hecho transito por la izquierda comunista; no 
profesaban el marxismo ni el comunismo y tampoco se ubicaban en ninguna corriente 
internacional; simplemente se reclamaba nacionalista y democrático.  Adapto la lucha armada 
como un instrumento de lucha política.  Desde muy pronto tomo la paz como su principal 
bandera de lucha, la que pacto en 1990 para convertirse en el primer movimiento guerrillero en 
desmovilizarse y reintegrarse a la vida civil. 
93 La séptima papeleta, consistió en agregar al voto de las elecciones de marzo una papeleta 
adicional a las de Senado, Cámara, Asamblea, Concejo, Alcalde y candidato liberal a la 
presidencia.  Su reconocimiento jurídico se logro mediante la expedición del Decreto 
extraordinario 927 del 3 de mayo de 1990.  Sometido a revisión de la Corte Suprema de 
Justicia, el Decreto 927 fue declarado exequible y el 27 de mayo mas de cinco (5) millones de 
colombianos votaron por el si, doscientos treinta (230) mil lo hicieron por el no y trescientos 
sesenta (360) mil votaron en blanco. 
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Constituyente.  Se trataba de producir un hecho político de hondo significado 
democrático difícilmente soslayable. 
 
El 22 de julio de 1990 el presidente electo Cesar Gaviria, reconoce el mandato 
del pueblo y formula una propuesta para sacar adelante la Asamblea 
Constituyente.  Luego de un intenso debate público el presidente electo en su 
condición de director del Liberalismo y los jefes del Partido Conservador, del 
Movimiento de Salvación Nacional y de la Alianza Democrática M – 19 
suscribieron el primer acuerdo político sobre la Asamblea Constituyente.  En 
desarrollo del acuerdo político el 23 de agosto se expidió el Decreto 192694 que 
reglamentaba la convocatoria y funcionamiento de la Asamblea y a su vez fijaba 
el 9 de diciembre como fecha para la elección de los delegatarios.  Expedido el 
Decreto con base en las facultades del Estado de Sitio requería revisión por 
parte de la Corte Suprema; el 9 de octubre catorce magistrados se 
pronunciaron a favor de la constitucionalidad del decreto y doce en contra.  El 
país tendría una Asamblea Constituyente soberana y autónoma.  La 
composición de la Asamblea reflejó un país diferente al que tenía asiento en el 
Congreso.  Ningún partido solo o asociado con otro logró acumular la mayoría 
absoluta convirtiendo la política del consenso en el buen suceso de la tarea 
reformadora.  La Asamblea inició trabajos el 4 de febrero de 1991, con un 
acuerdo de todos los movimientos y partidos alrededor del proyecto de 
reglamento. 
 
De conformidad con lo estipulado en el preámbulo, la Constitución Política de 
Colombia tiene como fundamento el Estado Social de Derecho95, la 
organización de República unitaria, descentralizada y con autonomía en las 
entidades territoriales siendo democrática, participativa y pluralista.  Ésta 
constitución también reconoció la primacía de los derechos fundamentales y la 
diversidad étnica y cultural. 
 
También se introdujeron cambios en lo que a propiedad privada respecta; se 
consagro como derecho fundamental; el artículo 58 concibe la propiedad como 
un medio de producción que lejos de interesar exclusivamente a su titular debe 
beneficiar a la sociedad entera; se le da a la propiedad un contenido 
eminentemente social con las limitaciones impuestas por la ley. 

                                                
94 Con este decreto el Gobierno puso en marcha el proceso de preparación de la elección y 
realización de la Asamblea.  Dispuso la integración de comisiones preparatorias encargadas de 
estudiar los temas de reformas previstos, se reglamentaron las mesas de trabajo encargadas de 
recoger las iniciativas ciudadanas y se designó un coordinador ejecutivo del trabajo 
preparatorio. 
95 Según la definición de Estado Social de Derecho, la organización estatal tiene una función 
social que no esta hecha sólo para gobernar sino también para procurar el bienestar general de 
la población.  Es un Estado benefactor que trabaja para conseguir la justicia social. Tanto las 
autoridades como los particulares están sometidos a la Constitución y las leyes.  La sujeción de 
las autoridades al orden jurídico es mucho más exigente. 
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La propiedad es un derecho fundamental que así ha sido reconocido por la 
jurisprudencia, la doctrina, los tratados internacionales y las normas que la 
reglamentan; es así como la Corte Constitucional de conformidad con el artículo 
8696 de la Constitución Política y con el Decreto 2591 de 1991 a procedido a la 
revisión de acciones de tutela acerca del derecho de propiedad lo que confirma 
su condición de derecho fundamental.  Afirma la Corte: “La acción de tutela 
tiene por objeto la protección concreta e inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales, en una determinada situación jurídica, cuando 
estos son violados o se presente amenaza de su violación, sin que se pueda 
plantear en esos estrados discusión jurídica sobre el derecho mismo”97.  En la 
misma sentencia afirma la Corte: “el derecho de propiedad es la base 
fundamental del sistema jurídico, económico y social.  Siendo la propiedad un 
derecho inviolable nadie puede ser privado de ella, sino cuando la necesidad 
pública legalmente constatada lo exija claramente y con la condición de una 
indemnización justa y previa”.  Así mismo afirma la sentencia citada: “si se tiene 
en cuenta que el derecho de propiedad reconocido y garantizado por la Carta 
Política, abarca todos los derechos patrimoniales de una persona, esto es, lo 
que recaen sobre las cosas y los bienes entendidos estos como los objetos 
inmateriales susceptibles de valor y que se desarrollan en el Código Civil, no 
cabe duda de que en este sentido es un derecho fundamental”, aunque es una 
función social que implica obligaciones.  
 
La Convención Americana sobre los derecho humanos de 1969, Ley 16 de 
1972, en su artículo 21 señala, en primer término que “Toda persona tiene 
derecho al uso y goce de sus bienes”, además que “ninguna persona puede ser 
privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa por 
razones de utilidad  pública e interés social en los casos y según las 
formalidades establecidas por la ley”. 
 

                                                
96 Artículo 86 CN: Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de 
quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato 
cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la 
Corte Constitucional para su eventual revisión.  Esta acción sólo procederá cuando el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  En ningún caso podrán transcurrir más de diez 
días entre la solicitud de tutela y su resolución.  La ley establecerá los casos en los que la 
acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público 
o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el 
solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
97 Corte Constitucional, Sentencia T – 488 de agosto 11 de 1992. Magistrados Ponente, Simón 
Rodríguez Rodríguez y Jaime Sanin Greffenstein. 
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La Constitución Nacional en su artículo 9498 confirma el concepto de que la 
propiedad es un derecho fundamental a pesar de haber quedado contenido en 
el Capitulo II, Título II de ésta. 
 
Dentro de las funciones que buscó darle la Carta Política de 1991 a la 
propiedad privada está la función ecológica, es decir que la propiedad debe 
tender a la defensa de los medios naturales, a la conservación de la diversidad 
biológica y a la conservación de la calidad de vida de los habitantes; los 
propietarios pueden explotar sus terrenos siempre que con su explotación 
garanticen un medio sano y ecológicamente equilibrado de tal manera que se 
mejore su calidad de vida, en sus diversos aspectos sin que se alteren los 
ecosistemas, para que las condiciones naturales se mantengan y garanticen el 
mismo derecho a las generaciones futuras.  Las empresas y los bienes de la 
nación deben tener también una función social y ecológica. 
 
Otra función que le fue entregada al Estado por la Carta Magna de 1991, fue la 
de proteger y promover las formas asociativas y solidarias de la propiedad.  
Entre las asociativas está la propiedad comunitaria, que es aquella que por 
motivos de solidaridad fuera declarada como tal con fines de vivienda, 
cooperativismo o explotación económica socializada.  La propiedad cooperativa 
que es destinada a la producción, distribución y mercadeo de bienes y servicios, 
así como al estimulo del ahorro.  La propiedad solidaria supera la concepción 
individualista de los derechos y llena de sentido social la economía.  Abarca un 
campo social de actividad que integra la economía como son las cooperativas, 
las sociedades mutuarias y los fondos de empleados, etc. 
 
Igualmente se establece, que el Estado debe promover el acceso a la 
propiedad; con eso quiere indicar que el Estado adelanta planes de desarrollo 
que incluyen financiación e incentivos que permitan que todos los sectores de la 
población lleguen a ser propietarios.  Con respecto a la propiedad agraria se 
señala que se hará en forma progresiva, es decir, que el  Estado tendrá que ir 
creando las condiciones que permitan la redistribución de las tierras, 
establecerá programas de desarrollo rural y las condiciones necesarias con 
subsidios que garanticen la productividad y el mercadeo de los productos 
agrarios. 
 
Establece también la expropiación por vía administrativa, haciendo realidad las 
reformas agrarias y urbanas con procedimientos ágiles, que se requieren para 
su aplicación, teniendo en cuenta que los procedimientos de expropiación 
existentes anteriormente dilataban el procedimiento al someterlo a un proceso 
judicial que aunque previsto para que fuera breve, en la práctica se alargaba 

                                                
98 Artículo 94 C.P: La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y 
en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, 
siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos. 
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indebidamente en perjuicio de la entrega de los predios.  La expropiación por 
vía administrativa puede operar, sin que por ello queden desprotegidos los 
derechos de los propietarios, puesto que en todo caso es el legislador quien 
expide el mandato de expropiación y siempre le queda al particular la vía 
judicial para reclamar cualquier irregularidad en la ejecución administrativa. 
 
2. LA PROPIEDAD PRIVADA  
 
La propiedad privada está compuesta de dos supuestos básicos: plena libertad 
para producir y adquirir bienes de toda clase y libertad para comprar fuerza de 
trabajo ajena.  La propiedad privada descansa esencialmente en la libertad que 
el orden jurídico otorga a cada cual, de producir y adquirir para sí toda clase de 
bienes, administrarlos de la forma más conveniente, disponer de ellos y 
trasmitirlos por causa de muerte.  Es entonces, el dominio libre y total de la 
voluntad de una persona sobre cualquier medio o instrumento de producción, 
sobre todos los bienes que se produzcan, sobre las mismas producciones de la 
inteligencia y sobre la fuerza de trabajo de los trabajadores que se compra por 
un salario. 
 
Cada cual tiene libertad para someter al derecho de propiedad toda clase de 
bienes, sin señalar límite alguno en su cuantía.  Todas las riquezas que son el 
resultado del trabajo acumulado de generaciones anteriores o actuales, también 
pueden ser acaparadas por la propiedad particular.  Ésta libertad o dominio de 
la voluntad sobre el mundo exterior tampoco tiene límites en cuanto al origen o 
fuente de las propiedades adquiridas; sin embargo los ordenamientos jurídicos 
señalan ciertas adquisiciones como ilícitas, por consiguiente se consideran 
prohibidas.  Los propietarios gozan de plena libertad para explotar sus bienes 
en la forma que estimen más conveniente a sus intereses.  Toda propiedad 
particular engendra a favor de su titular la libertad de disposición; ésta indica 
que el propietario puede dar a las cosas de su propiedad el destino que quiera. 
 
2.1 LA PROPIEDAD PRIVADA Y SU FUNCIÓN ADMINISTRATIVA 
 
Los servicios públicos y, en general, las necesidades de interés social, exigen 
medios materiales para su organización o satisfacción.  A veces bastan los 
bienes de dominio público o los patrimoniales del Estado o corporaciones 
públicas, más en la mayoría de las ocasiones son necesarios los bienes 
privados.  Si en virtud de un concepto absoluto del derecho de propiedad, se 
negara a la administración la facultad de poner manos en estos bienes, 
quedarían profundamente resentidos los intereses de la colectividad.  El 
derecho de propiedad privada no puede llegar a tanto; este derecho sufre por 
motivos de interés social. 
 
La escala constituida por estas restricciones es muy amplia.  En ocasiones, la 
administración necesita la posesión permanente y entonces expropia, es decir, 
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impone la privación del derecho de disponer, máxima restricción que puede 
experimentar la propiedad.  Otras veces, la restricción consiste en la ocupación 
temporal de terrenos, o en prohibiciones que al propietario se imponen, o en la 
obligación de sufrir en la propiedad ciertas cargas.  Por tanto, el derecho 
administrativo únicamente se ocupa de las restricciones que sufre la propiedad 
privada por motivos de utilidad pública.  De las impuestas por interés particular 
trata el derecho civil. 
 
La medida y sentido de aquellas restricciones varían según los distintos puntos 
de partida, sean políticos o sociales.  Tradicionalmente la expropiación se 
concibió como una mal necesario, como una medida extrema.  El propietario no 
solamente debe recibir una justa indemnización, sino también sólo podrá ser 
privado de la propiedad por un motivo de indudable utilidad pública, reconocido 
y proclamado previamente por la autoridad competente con todas las 
solemnidades impuestas por la ley.  En una palabra, la legislación sobre 
expropiación forzosa se hallaba inspirada en el deseo de defender al propietario 
contra los excesos del poder del Estado. 
 
Pero en realidad, la expropiación no es sino un simple cambio de afectación de 
la cosa.  Así, en el régimen liberal la decisión de expropiar resulta de la 
comparación entre el interés privado del propietario y el interés público, en la 
que se llega a la prevalencia de éste; mientras que, con inspiraciones de otra 
índole, lo que se compara es el interés que puede presentar para la comunidad 
la continuación de la propiedad en el antiguo propietario y el que para aquella 
supone la nueva afección.  Es, pues, sólo una comparación entre dos 
conveniencias distintas y que ambas poseen estimación pública, el interés 
individual y colectivo o de grupo, y ante cuyas dos situaciones se va a 
determinar el interés social prevalente. 
 
2.2 LA EXPROPIACIÓN FRENTE AL DERECHO INDIVIDUAL DE 
PROPIEDAD PRIVADA 
 
La protección de la propiedad privada en el marco de una Constitución 
democrática como la expedida por el Constituyente de 1991, presenta diversos 
matices, por cuanto a la vez que se le reconoce como un derecho de carácter 
subjetivo, también se le asigna una función social y ecológica que debe hacer 
realizable su titular, con el fin de satisfacer tanto sus intereses como el interés 
general. En este sentido y en la medida en que la propiedad cumpla dichas 
funciones, el Estado está obligado a prodigar a su titular, las garantías 
necesarias para su protección. 
 
Sin embargo, en desarrollo y con fundamento en el principio según el cual el 
interés particular debe ceder ante el interés general (artículo 1 C.N.), en la 
intervención que corresponde ejercer al Estado en un sinnúmero de actividades 
desarrolladas por los particulares para lograr el mejoramiento de la calidad de 
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vida, (artículo 334 C.N.) y para cumplir uno de los fines esenciales a él 
impuesto, como lo es el de velar por la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, se reconoce al Estado entre otras, la facultad de suprimir en su 
favor, el dominio que sobre un bien o bienes determinados ejerza un particular.  
Extinción que, en aras de la protección del derecho a la propiedad privada y a 
los derechos subjetivos que de ella se desprenden, debe cumplir con los 
siguientes requisitos: 
 
1. La existencia de una ley en la que el legislador defina cuáles son los motivos 
de utilidad pública o de interés general que pueden dar lugar a la expropiación, 
como una forma de garantizar el principio de legalidad. 
 
2. La intervención de la jurisdicción, que a través de sus jueces y por medio de 
una sentencia judicial, debe determinar la procedencia de la expropiación en un 
caso concreto, intervención que garantiza los derechos al debido proceso y a la 
defensa del particular que verá afectado el dominio que legítima y legalmente 
viene ejerciendo. 
 
3. El pago de una indemnización previa a la expropiación que resarza los 
perjuicios que se le causen al particular con la orden de extinción de dominio en 
favor del Estado. Indemnización que, en los términos del Pacto de San José de 
Costa Rica, artículo 21.2 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, debe ser 
justa, lo que significa que el valor que se fije como indemnización debe 
comprender todos aquellos aspectos que permitan al particular no recibir lesión 
alguna en su patrimonio por la decisión de expropiación.  La justicia de la 
indemnización, en este contexto, estará garantizada, por la intervención del 
juez, quien determinará no sólo la procedencia de la expropiación sino la 
objetividad del valor fijado a modo de pago por la decisión expropiatoria. 
 
Significa lo anterior, que el instituto de la expropiación descansa sobre tres 
pilares fundamentales99: 

 
a) El principio de legalidad fundamento de todo Estado de Derecho; 
b) La efectividad del derecho de defensa y del debido proceso del particular 

que va a ser expropiado; 
c) El pago de una indemnización que no haga de la decisión de la 

administración un acto confiscatorio, expresamente prohibido en el artículo 
34 de la Constitución. 

 
No obstante lo anterior, el propio Constituyente de 1991 consagró tres 
excepciones a los principios antes mencionados, así: 
 

                                                
99 Sentencia C 059 de 2001; Magistrado Ponente: Marta Victoria Sachica. 
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1. Como excepción al pago de indemnización, se señaló que el legislador, por 
motivos de equidad, determinaría los casos en que procedería la expropiación 
sin indemnización. En razón a los efectos de tal decisión, se impuso que la 
misma habría de adoptarse por una mayoría cualificada. 
 
2. Como excepción al principio según el cual la expropiación debe ser 
decretada mediante sentencia judicial, se facultó al legislador para señalar los 
casos en que ésta procedería por vía administrativa. En este evento, la decisión 
de expropiación la adopta directamente la administración mediante un acto 
administrativo y sin intervención judicial previa. Sin embargo, quedó abierta la 
posibilidad de la intervención judicial con posterioridad al acto expropiatorio, a 
través de una acción contenciosa administrativa, en donde podría discutirse 
tanto la decisión misma de expropiación adoptada por la administración, como 
el precio fijado por ésta como indemnización. 
 
3. En todos los casos de intervención judicial, la discusión no podría versar 
sobre los motivos de utilidad pública, de interés social o de equidad definidos 
por el legislador en la ley expedida para el efecto. Ésta prohibición la consagró 
la Carta de 1991, con fundamento en múltiples decisiones jurisprudenciales de 
las distintas corporaciones judiciales del orden nacional. Prohibición que para 
muchos, excluía igualmente, la posibilidad de instaurar en contra de la ley en la 
que se definían los motivos de utilidad pública, de interés social o de equidad, la 
acción pública de constitucionalidad. 
 
Se entendió entonces, que el Constituyente, dentro de su autonomía, excluyó 
expresamente dichos actos del control judicial, excepción que se calificó de 
extraña y contradictoria con los principios democráticos que la misma Carta de 
1991 profesaba. Sobre el particular, algunos Constituyentes expresaron: 
 
"Lo que si resulta verdaderamente inquietante es la disposición del inciso final, 
que excluye de cualquier controversia judicial los criterios del legislador para 
considerar tal o cual circunstancia como "razón de equidad", o como motivo de 
"utilidad pública" o de "interés social". 
 
3. LA EXPROPIACION FORZOSA 
 
La expropiación forzosa, es un acto de derecho público, mediante el cual la 
administración o un particular subrogado en sus derechos adquiere la propiedad 
de un bien ajeno mediante la indemnización correspondiente100.  Las viejas 
doctrinas consideran la expropiación como una venta obligatoria, aunque se 

                                                
100 En primer lugar el Estado debe intentar la negociación directa y sólo si ella no es posible, se 
considera legítimo recurrir a la expropiación, por lo que se ha dicho que esta viene a ser un 
medio subsidiario. 
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determinó que no reunía los caracteres de aquella, considerándola en definitiva 
como un verdadero acto administrativo. 
 
El carácter de acto de autoridad de la expropiación resplandece en la situación 
pasiva en que el propietario expropiado se encuentra durante el procedimiento 
expropiatorio.  La adquisición por la entidad administrativa no deriva de un acto 
de transmisión de aquel.  Se tipifica la expropiación como institución de derecho 
público, puesto que otorga al Estado el poder de “secuestrar” las propiedades 
de los particulares, en mérito al interés público y en ejercicio de una acción de 
justicia distributiva, mientras que el derecho privado no faculta para actuar 
contra los derechos de los particulares, por cuanto su razón de ser es 
precisamente la protección de aquellos, de donde se deriva la regla de que un 
propietario no puede ser desposeído sin su consentimiento. 
Por contraste, en la expropiación la validez de la adquisición no se halla 
condicionada por tal consentimiento y ni siquiera por la existencia del derecho 
de propiedad en el expropiado, pues aunque luego resultase que quien figuraba 
como titular en el registro de la propiedad no era el verdadero propietario, la 
traslación quedaría consumida si el procedimiento no resultó invalido por otras 
razones.  Por ende, aparte la contradicción terminológica que implica, no cabe 
decir que la expropiación es una venta forzosa. 
 
Como en realidad el fundamento de aquella se liga al valor en uso de los 
bienes, cuando también se destaca el alcance y sentido de la colaboración de 
los particulares en la realización de actividades de interés publico, resulta que, 
en un principio, se produce la posible plena adscripción de bienes expropiados 
a patrimonios privados que sirven al interés público, mediante los casos de 
expropiaciones por interés social. 
 
Cabe decir, que la expropiación, como un medio de adquisición por la 
administración, es ya un procedimiento para la afectación de los bienes a los 
fines prevalentes de interés general.  Sin embargo, es característico que la cosa 
objeto de la decisión expropiatoria sea de propiedad privada, puesto que, 
comúnmente se rechaza la posibilidad de someter a expropiación los bienes de 
dominio público; negativa que no ha de basarse simplemente en 
consideraciones estrictamente objetivas, es decir por la dificultad de la 
valoración de prevalencia entre dos intereses públicos, sino en la presumible 
innecesidad de ejercicio del poder expropiatorio de la administración contra la 
misma administración, en cuanto éste ideal y funcionalmente constituye una 
unidad.  Habrá un simple cambio de afectación. 
 
Concebida la expropiación como un mal necesario, como una medida 
excepcionalísima de resolución de una antitesis entre el interés privado y 
público, tal excepcionalidad sólo se estimó virtual respecto de la necesidad de 
sustraer a la propiedad privada los bienes inmuebles, precisamente porque los 
muebles se pensaba que no podían concurrir a esa característica de 
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indispensabilidad para el ejercicio de una función pública en aras del interés 
general. 
 
El ensanchamiento de la teleología expropiatoria, sobre la base de su actuación 
como procedimiento ordenador de la función social de la propiedad, y el que 
haya llegado a su caracterización por el fin de adscribir el uso de las cosas al 
destino más idóneo a las conveniencias sociales, ha alterado la histórica 
formulación del instituto de la expropiación. 
 
De la expropiación se puede concluir que: 
 
a) Es un acto de la autoridad; por consiguiente, de ejecución irresistible. 
b) Es de la administración, o de un particular subrogado en sus derechos; pues 

el origen de la expropiación está en la inexcusabilidad de los intereses 
públicos. 

c) Tiene por materia bienes ajenos.  La doctrina tradicional contrajo la 
expropiación a los bienes inmuebles.  No obstante, no hay dificultad para 
ampliarla a los muebles o a bienes inmateriales. 

d) Se basa en motivos de interés públicos.  El sacrificio de un interés privado 
por otro sería abusivo. 

e) Debe mediar indemnización, pues si así no fuese, la expropiación se 
convertiría en una confiscación101. 

 
3.1 NATURALEZA JURÍDICA 
 
Los doctrinantes del derecho civil la han asimilado a una venta forzada; pero la 
asimilación es errónea, porque, según el artículo 1849 C.C., en el contrato de 
compraventa es esencial acordar el pago de un precio y, además, que dicho 
precio se haya pactado en dinero.  En Colombia se contempló el no pago del 
precio, cuando por razones de equidad, se dispusiera que no había lugar al 
pago de indemnización (artículo 58 C.N.), pero fue el Acto Legislativo 01 de 
1999, el que reformó el artículo 58 de la C.N. suprimiendo el no pago de 
indemnización en los casos de expropiación. 
 
3.2 FUNDAMENTO JURÍDICO 
 
Hoy no se presenta problema en cuanto al fundamento filosófico de la 
expropiación, el cual se encuentra en la razón misma del Estado y de los fines 
que debe cumplir; sin embargo, la literatura jurídica, y aún algunos catedráticos, 
mencionan la teoría del dominio eminente, de origen romano, según la cual el 

                                                
101 Confiscación: Adjudicación que se hace al Estado, tesoro público o fisco, de los bienes de 
propiedad privada, generalmente de algún reo.  CABANELLAS DE TORRES, Guillermo.  
Diccionario Jurídico Elemental.  Editorial Heliasta SRL.  Quinta edición.  Buenos Aires, 
Argentina. 1996. 
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Estado tiene un derecho superior sobre la tierra, que sólo hace valer en caso de 
necesidad.  Ésta teoría tenía razón de ser para la época feudal en la cual no se 
concebía la existencia de un derecho que no estuviera ligado a la tierra, pero a 
medida que evolucionó el concepto de lo que es el Estado y sus fines, la teoría 
quedó abandonada.  Debe tenerse en cuenta que la expropiación puede 
referirse no sólo a bienes inmuebles, sino también a bienes muebles, y aún a 
derechos intelectuales, como una patente de invención, por ejemplo. 
 
El derecho público moderno rechaza ésta doctrina.  No es posible hoy hablar de 
un dominio eminente.  Desaparecieron los tiempos en que se confundían los 
conceptos de propiedad y soberanía.  La propiedad privada se halla en la 
actualidad plenamente reconocida, y el derecho que sobre ella se reserva el 
Estado no es el de dominio, sino el de imperio.  La soberanía del poder es el 
verdadero fundamento jurídico de la expropiación. 
 
3.2.1 Teoría de la colisión de derechos Para ésta corriente el derecho de 
expropiar deriva de la superioridad del derecho público sobre el derecho 
privado.  El derecho de propiedad del dueño de una cosa debe ceder ante el 
derecho superior de la colectividad a la propia cosa.  No se trata en la 
expropiación de una colisión entre derechos, sino entre un derecho, el del 
particular y un interés, el de la administración. 
 
3.2.2 Teoría de la función social de la propiedad. Es la doctrina generalizada, 
la cual se basa en que el derecho de propiedad privada es un derecho 
reconocido por el derecho natural secundario, en el que su fundamento de 
naturaleza estriba en la necesidad de cooperación en que los hombres se 
hallan, a virtud de las limitaciones existenciales, y en el dictado de justicia que 
impone que esa cooperación de todos sea cumplida por cada uno en la medida 
de su aptitud o situación personal.  La propiedad se halla instituida para utilidad 
de la vida humana, no para satisfacer egoísmos particulares.  La subordinación 
de la propiedad a los fines político–económicos de la comunidad escinde el 
tratamiento de aquella en dos esferas; una jurídica, la del señorío del propietario 
sobre su cosa y otra política la de la función social; por cuanto, en su sentir ésta 
última no encaja en el concepto técnico de propiedad como derecho subjetivo.  
La propiedad es el más amplio e intenso de los derechos reales; pero no es un 
poder ilimitado.  La expropiación no implica una violación del derecho de 
propiedad privada, puesto que la propiedad en su forma jurídica, deja de existir 
desde el instante en que constituye un obstáculo a las exigencias de la 
sociedad. 
 
3.3 REQUISITOS DE LA EXPROPIACIÓN FORZOSA 
 
Los requisitos fundamentales de la expropiación forzosa pueden resumirse en 
utilidad pública, necesidad de la ocupación del inmueble e indemnización.  
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3.3.1 Utilidad pública. El concepto de utilidad pública no fue el concepto con 
que originalmente se justificó la expropiación forzosa.  Su aparición implicó un 
paso adelante en el orden de la socialización de la propiedad.  La formula 
inicialmente aceptada fue la de necesidad pública, introducida en la legislación 
francesa por la Declaración de Derechos; artículo 17 “Siendo la propiedad un 
derecho inviolable y sagrado nadie podrá ser privado de la misma, sino cuando 
la necesidad pública legalmente probada lo exija y mediante una justa y previa 
indemnización”. 
 
En el moderno Estado Social, la expropiación forzosa no es sólo una institución 
de garantía para el propietario y limitativa del derecho de propiedad privada, 
sino un instrumento eficaz en manos del Estado y de las corporaciones públicas 
para la realización de la función social de la propiedad, habida cuenta de que, 
como se ha dicho, la propia existencia de éste derecho está preordenada al 
cumplimiento de aquella función; y que en los casos en que no la cumpla, en 
que no sirva al interés social prevalente, carecería de sentido y razón de ser.  
Conclusión que, naturalmente, impone que la determinación del interés social 
prevalente se ajuste a la justicia y al orden natural entre persona y sociedad. 

 
Precisamente la obra de fomento, principalmente desarrollada por la acción 
industrial moderna del Estado, halla en el criterio de la utilidad social como 
fundamento de la expropiación, su instrumento más eficaz. 
 
3.3.2 Necesidad de la ocupación del inmueble. La administración no debe 
expropiar sino lo necesario a la finalidad expresada.  El concepto de necesidad 
no puede entenderse de un modo absoluto que solamente justifique la 
expropiación en los casos en que sin el inmueble no pudiera ejecutarse la obra.  
Se trata de una necesidad relativa; es decir, la consideración de que sin la 
ocupación del inmueble la obra a ejecutar tropezaría para su realización con un 
grave obstáculo, pero no con una imposibilidad.  Se declara la utilidad de la 
expropiación, no solamente para la superficie comprendida en el perímetro de 
las obras públicas proyectadas, sino también para todos aquellos terrenos que 
puedan asegurar a estas obras su pleno valor inmediato o futuro. 
 
3.3.3 La indemnización. El pago del justo valor de lo expropiado, más el de 
afección constituido por esa especie de estimación moral que para todo 
propietario tienen sus cosas, es el tercero de los requisitos de la expropiación, 
muy comúnmente considerado como el pago del precio del objeto expropiado.  
La expropiación, al configurarse en el derecho público moderno, se construye 
sobre la base de la existencia de una indemnización que asegure al expropiado 
la reparación del daño por el sufrido, y que, en apariencia constituye el pago de 
un precio. 
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El deber de indemnizar es una natural consecuencia de la admisión del derecho 
de propiedad privada y de la reparación del daño especial sufrido por el 
expropiado que impone el principio de igualdad ante las cargas públicas. 
 
3.4 INTERVENCIÓN DE LAS RAMAS DEL PODER PÚBLICO EN LA 
EXPROPIACIÓN 
 
Por una parte, la expropiación requiere la existencia de una ley previa que 
determine cuales son los motivos de utilidad pública o de interés social que 
pueden dar lugar a ella: educación, salud, construcción de parques de 
recreación, etc.  Así interviene la rama legislativa. 
Pero ocurre que la ley hace el señalamiento de una manera general, abstracta, 
y para que un bien determinado adquiera el carácter o calidad de expropiable 
se necesita de un acto administrativo que expresamente declare ese bien como 
de utilidad pública o interés social, haciendo posible la expropiación, si no se 
logró la negociación directa. 
 
El bien puede ser mueble o inmueble; inclusive un derecho incorporal o 
intangible, como sería una patente de invención que el Estado necesitara para 
fines de defensa.  Éste acto le corresponde dictarlo a la primera autoridad 
administrativa, según el nivel respectivo.  En el municipio, al alcalde; en el 
departamento, al gobernador; en la Nación, a los ministros o directores de 
departamentos administrativos.  De ésta manera interviene la rama ejecutiva. 
 
Aunque la resolución expedida por el ejecutivo es un acto administrativo, por 
excepción ese acto no goza de la característica de la ejecutoriedad, y, por esa 
razón, la administración tiene que presentar demanda ante el juez civil para que 
éste funcionario decrete la expropiación y ponga a la entidad pública en 
posesión del bien.  Esto, que se ha considerado como una traba en el 
procedimiento, viene a ser un rezago de los principios que inspiraron la 
revolución francesa, que consideraba la propiedad privada como sagrada e 
inviolable, y le encomendó al juez civil su tutela.  El juez civil, debe pronunciarse 
sobre los aspectos civiles de la controversia, es decir, si el demandado en 
expropiación es el verdadero dueño, y sobre la indemnización que debe 
pagarse al expropiado, la cual debe ser señalada por peritos; porque otros 
aspectos, como son los relacionados con la legalidad de la resolución que ha 
expedido la administración, corresponden a la jurisdicción contenciosa. 
 
3.5 VIABILIDAD DE LA EXPROPIACIÓN ENTRE DOS ENTIDADES DE 
DERECHO PÚBLICO 
 
La viabilidad en Colombia de la expropiación entre dos entidades de derecho 
público es negativa; en primer lugar, porque, en cuestiones de utilidad publica o 
interés social, la ley no ha establecido una jerarquización de valores, y tampoco 
para estos efectos hay una jerarquización en cuanto a las entidades mismas, 
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como si ocurre, por ejemplo en Argentina, donde se tiene establecido que una 
entidad pública puede expropiar a otra menor.  Si se aceptara la tesis positiva, 
se presentaría un verdadero círculo vicioso, de la permanente expropiación de 
unos entes públicos a otros. 
 
3.6 DERECHOS DEL PROPIETARIO DEL BIEN O FAJA EXPROPIADO, 
CUANDO ÉSTE NO ES UTILIZADO 
 
Debe tenerse en cuenta que no porque se haya decretado la expropiación y se 
haya puesto a la entidad pública en posesión del bien, ese bien adquiera la 
calidad de uso público; puede ocurrir que la entidad desista de la obra, y en ese 
caso el bien no llegue a ser de uso público o que sólo se necesite una faja, 
como sucede en las ciudades donde se expropia todo un bien para ensanchar 
una vía pública.  Entonces, qué derecho tiene el particular expropiado frente a 
ese bien o esa faja que no fue utilizada?,  el artículo 46 del decreto 1986 facultó 
a los municipios para enajenar, una vez efectuada la obra u obras respectivas, 
las propiedades que no requieran para sus propios servicios, aunque las 
hubieren adquirido por expropiación.  Se dispuso allí que la venta debería 
hacerse en un plazo no mayor de dos (2) años, contado desde la fecha de la 
entrega, por el sistema de licitación pública, en la cual “el dueño o dueños 
expropiados deben ser preferidos en igualdad de condiciones, para readquirir 
los inmuebles”. 

 
Pero la ley 9 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo 
municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones”, introdujo importantes modificaciones, al disponer en su artículo 
33 que todas las entidades públicas que no hayan adquirido inmuebles a 
cualquier título o que las adquieran en lo sucesivo, deberán aplicarlos a los 
fines para los cuales fueron adquiridos, dentro del termino máximo de cinco (5) 
años, a partir de la adquisición o de la vigencia de la ley; vencido el termino, 
procederán a enajenarlos.  El artículo 34 consagra el derecho de retrocesión, en 
el que el bien vuelve al particular y éste, a su vez, devuelve a la entidad pública 
el dinero o los bonos de deuda pública que habían sido recibidos. 
 
3.7 CLASES DE EXPROPIACIÓN 
 
3.7.1 La expropiación por vía administrativa. Como se dejó trascrito, el 
artículo 58 de la C.N. autoriza al legislador para determinar los casos en los 
cuales la expropiación puede adelantarse por la sola vía administrativa, 
sometida a posterior acción contenciosa administrativa, incluso, respecto del 
precio; es decir, para decretar la expropiación sólo intervendría dos ramas del 
poder público, legislativa y ejecutiva.  Aunque muchos temores se han 
expresado con relación a ésta norma, es de esperar que la expropiación por vía 
administrativa sólo se autorice para casos excepcionales, donde realmente se 
justifique, por estar de por medio la prestación de un servicio publicó. 
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3.7.2 La expropiación en caso de guerra. Aunque el artículo 59 de la C.N. 
habla de expropiación cuando se da la ocupación temporal de la propiedad 
inmueble para atender a las necesidades de la guerra, realmente no hay 
expropiación porque no hay cambio de propietario.  Las indemnizaciones 
respectivas se reclaman en ejercicio de la acción de reparación directa. 
 
3.7.3 La expropiación de hecho. En la práctica es muy común la llamada 
expropiación de hecho, que consiste en que para el ensanche de vías públicas, 
sin ningún procedimiento previo, se ocupan fajas de terreno de propiedad 
particular.  Entonces, aunque ese atropello a la propiedad privada es un hecho 
delictivo, que puede comprometer la responsabilidad del funcionario que ordenó 
la ocupación, produce efectos jurídicos, porque se tiene establecido por la 
doctrina y la jurisprudencia, que afectada esa faja al uso público, el particular no 
tiene acción reivindicatoria que le permita recuperarla, sustrayéndola al uso 
público; sólo tiene acción para reclamar la indemnización de perjuicios, 
concretamente la acción de reparación directa, consultando lo dispuesto en el 
artículo 86 del decreto 1 de 1984 (sustituido por el 16 del decreto 2304 de 
1989). 
 
4. EL PROCESO DE EXPROPIACION 
 
En la exposición de motivos del proyecto que luego se convertiría en la ley 105 
de 1931, anterior Código de Procedimiento Civil, se expresó acertadamente que 
conforme a principios científicos, la materia de la expropiación por causa de 
utilidad pública era cuestión exclusivamente de lo contencioso administrativo, y 
por lo tanto debía ser resuelta por las autoridades de ese órgano del poder 
público.  Posteriormente el legislador llegó a la conclusión de que ello no era 
metódico, teniendo en cuenta que la expropiación por causa de utilidad pública 
tiene dos periodos esencialmente distintos: el primero, netamente 
administrativo, para ser tratado por leyes especiales variables con las 
necesidades de la sociedad; el segundo, judicial, para ser reglamentado con 
carácter firme en el procedimiento civil.  La ley 105 de 1931 sólo reguló el 
aspecto puramente procesal civil.  Así mismo lo hizo el actual Código de 
Procedimiento Civil, vigente a partir del 1 de julio de 1971, recogiendo en parte 
lo existente en la ley que derogó. 
 
4.1 COMPETENCIA 
 
El numeral 5 del artículo 16 del Código de Procedimiento Civil, establece que el 
juez civil de circuito conoce en primera instancia de los procesos de 
expropiación, salvo los que correspondan a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo.  Sin embargo, el numeral 4 del artículo 2 del Decreto 2303 de 
1989, dispuso que la competencia agraria conocería de los procesos de 
expropiación para fines agrarios distintos de los previstos en las leyes sobre 
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reforma social agraria.  Por el factor territorial conocerá privativamente el juez 
del lugar de ubicación del bien102. 
 
4.2 DEMANDA 
 
Además de los requisitos generales exigidos para toda demanda en el artículo 
75 del C.P.C., la de expropiación deberá cumplir con los siguientes: 
 
a) Anexos: A la demanda se acompañará copia de la resolución que decreta la 

expropiación, los documentos que para el caso exija la ley especial, y si se 
trata de bienes sujetos a registro público, un certificado de propiedad en 
donde sea posible determinar los derechos reales constituidos sobre ellos. 

b) Indicación de los demandados: La demanda se dirigirá contra los titulares de 
derechos reales principales sobre los  bienes objeto de la expropiación, y si 
estos se encuentran en litigio (policivo, administrativo, civil, comercial o a 
cobro por jurisdicción coactiva) también se deberá citar como demandados a 
todas las partes de los respectivos procesos.  

 
También integrarán la parte demandada todos los tenedores de los bienes 
cuyos contratos consten por escritura pública inscrita.  Serán igualmente 
demandados los acreedores hipotecarios que aparezcan en el certificado de 
registro.  No basta con citar como demandado al propietario o propietarios del 
bien, sino también al usufructuario, o a quien tenga derecho de uso o 
habitación, y al que tenga derecho de servidumbre legalmente constituida, al 
acreedor anticrético y al que tenga censo constituido a su favor, lo mismo que al 
heredero o legatario fideicomisario, puesto que todas estas personas tienen 
derecho a ser indemnizadas como consecuencia de la expropiación.  Entre los 
documentos que deben acompañarse a la demanda, conforme a lo ordenado 
por leyes especiales se encuentra: una copia auténtica del plano de la obra que 
se trate de llevar a cabo y de la localidad, y una copia de la aprobación de la 
entidad pública respectiva103, y el certificado de la oficina respectiva, acerca del 
avalúo que se haya fijado en el catastro al inmueble al que la expropiación se 
refiere104. 
 
El actual código de procedimiento civil no ordenó que la demanda de 
expropiación se dirigiera también contra quienes tuvieran derecho de retención 
sobre el bien objeto del proceso, como si se consagraba en el anterior.  Ésta 
exclusión obedeció a que dicho derecho no se registra, por lo cual no puede 

                                                
102 Numeral 10, artículo 23 C.P.C.: “En los procesos divisorios, de deslinde y amojonamiento, de 
expropiación, de servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, de restitución de tenencia, 
de declaración de pertenencia y de bienes vacantes y mostrencos, será competente de modo 
privativo el juez del lugar donde se hallen ubicados los bienes, y si estos comprenden distintas 
jurisdicciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante”. 
103 Artículo 1 de la ley 35 de 1915. 
104 Artículo 1, ley 84 de 1920. 



 127 

saberse desde la presentación de la demanda, quienes se encuentran en ésta 
situación.  Sin embargo, los derechos de estas personas pueden demostrarse. 
 
4.3 NOTIFICACIÓN Y TRASLADO DE LA DEMANDA 
 
“De la demanda se dará traslado al demandado por tres días.  Transcurridos 
dos días sin que el auto admisorio de la demanda se hubiere podido notificar a 
los demandados, el juez los emplazará por edicto que durará fijado tres días en 
la secretaría y se publicará por una vez en un diario de amplia circulación en la 
localidad y por una radiodifusora si existiere allí; copia de aquel se fijará en la 
puerta de acceso al inmueble objeto de la expropiación o del en que se 
encuentren los muebles.  Al demandado que no habite ni trabaje en dicho 
inmueble, pero figure en el directorio telefónico de la misma ciudad, se le 
remitirá copia del edicto al lugar en él consignado, por correo certificado o con 
empleado del despacho. 
 
Cumplidas las anteriores formalidades sin que los demandados se presenten en 
los tres (3) días siguientes, se les designará un curador ad litem a quien se 
notificará el auto admisorio de la demanda”105. 
 
La norma es clara en su intención de resaltar la importancia de la notificación 
personal que debió intentarse por la parte demandante, es decir, haber 
suministrado las expensas necesarias con ese fin en la secretaria del juzgado o 
en la oficina judicial.  Si así no se hiciera, sería totalmente inoficiosa la previsión 
contenida en el artículo 452 del C.P.C. pues bastaría que la parte demandante 
dejara pasar los días señalados en aquel, sin intentar la notificación personal, 
para que el emplazamiento fuera autorizado.   
 
Pero en éste proceso donde no se admite prácticamente oposición alguna a la 
pretensión de expropiación, se debe por lo menos garantizar que los 
demandados sean notificados debida y oportunamente del auto admisorio de la 
demanda. 
 
En éste proceso no habrá lugar al emplazamiento ordenado por el artículo 318 
del C.P.C., para cuando se ignora la dirección o lugar de habitación o de trabajo 
del demandado, pues con el emplazamiento especial consagrado en dicha 
disposición, se le asegura a aquel el derecho de defensa, designando el 
curador ad litem.  
 
4.4 EXCEPCIONES 
 
Dada la índole de la expropiación, institución respaldada por razones de utilidad 
pública o de interés social, el demandado no podrá formular excepciones de 

                                                
105 Artículo 452 del C.P.C.  



 128 

mérito que dieren lugar a la discusión de su interés particular con el interés 
colectivo o general, advertencia que tiene rango constitucional.  Tampoco 
procede la formulación de excepciones previas, pues la urgencia que supone la 
expropiación es suficiente para rechazar cualquier dilación de la sentencia 
pretendida por la entidad demandante.  Sin embargo, el juez debe pronunciarse 
de oficio, en la sentencia sobre las circunstancias contempladas en los 
numerales 1, 3, 4, 5, y 7 del artículo 97106, y en el caso en que se encuentre 
establecida alguna, lo indicará y se abstendrá de resolver la expropiación.  
Aunque el artículo 453 del C.P.C. dispone que en la sentencia el juez se 
pronunciará de oficio sobre las circunstancias anteriormente mencionadas, es 
evidente que no tiene que esperar siempre al final del proceso, pues debe 
ejercer su control cuando vaya a admitir la demanda, bien será para rechazarla 
si carece de jurisdicción o de competencia, o para inadmitirla en los demás 
casos, o para disponer la citación de quienes falten para integrar el litis 
consorcio necesario. 
 
Si antes de dictar sentencia, el juez oficiosamente o a petición de parte, advierte 
que la resolución administrativa mediante la cual se decretó la expropiación se 
encuentra sub judice a causa de haber sido demandada su nulidad ante la 
jurisdicción contencioso administrativo, podrá ordenar la suspensión del 
proceso, conforme lo autoriza el numeral 2 del artículo 170 del C.P.C. y previa 
observancia de lo estipulado en el artículo 171 ibídem.  Es importante 
considerar también si en aquel proceso se produjo la suspensión provisional del 
acto acusado; cuando se presenta alguna causa de prejudicialidad lo que se 
suspende en realidad es el pronunciamiento de la sentencia. 
 
4.5 SENTENCIA 
 
Vencido el término del traslado de la demanda al demandado o demandados, el 
juez dictará sentencia, decretando o negando la expropiación, o inhibiéndose 
para resolver de fondo si fuere el caso.  El juez deberá rechazarla cuando 
encuentre que no exista ley que haya considerado de utilidad pública o de 
interés social, la obra o el plan en que se apoya la demanda.  No basta que una 
entidad de derecho público del orden nacional, departamental, municipal o 
distrital, haya dictado un decreto, resolución, ordenanza o acuerdo en los cuales 
se disponga la expropiación de bienes raíces, sino que es necesaria la 
preexistencia de una ley del Congreso de la República que considere la obra o 
plan como de utilidad pública o de interés social, que autoriza la expropiación. 
 

                                                
106 Las excepciones que trata el artículo 97 son las de falta de jurisdicción, falta de competencia, 
inexistencia, incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado, no 
haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge, curador de bienes y en 
general, de la calidad en que se cita al demandado; ineptitud de la demanda por falta de los 
requisitos formales o indebida acumulación de pretensiones; y la de no comprender la demanda 
a todos los litisconsortes necesarios.  (C.P.C. Art. 97). 
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4.6 LEGISLACIÓN QUE AUTORIZA LA EXPROPIACIÓN 
 
Dentro de las leyes colombianas que autorizan la expropiación se encuentran 
entre otras la Ley 56 de 1890107, la ley 104 de 1892 sobre vías férreas, la ley 50 
de 1894, la ley 170 de 1896, la ley 45 de 1905 que trata de la explotación y 
mejora de las minas de sal. 
 
Igualmente la ley 21 de 1917 estipula como grandes motivos de utilidad pública 
los siguientes: 
 
a) La construcción de fortificaciones de cualquier clase y en cualquier punto 

para la defensa de la Nación, o para la conservación del orden público. 
 
b) La adquisición o construcción de cuarteles, parques y en general oficinas 

militares de cualquier clase para el alojamiento del ejército, para la 
conservación de los elementos de guerra y equipo, o para la asistencia de 
posmilitares heridos o enfermos. 

 
c) La construcción de obras que tengan por objeto evitar inundaciones o 

precaver una población, caserío u obra pública de cualquiera calamidad. 
 
d) Las aperturas, ensanche, variación o mejora de toda clase de vías públicas 

de comunicación, departamentales o municipales, ya sean terrestres o 
acuáticas, comprendiéndose las calles y plazas de las poblaciones, los 
puentes o viaductos, las ferias y todas las servidumbres y obras necesarias 
para esos objetos. 

 
e) La adquisición o construcción de edificios para oficinas públicas de todas 

clases, o para el ensanche, reforma y mejora de las ya existentes. 
 
f) La construcción de acueductos o de fuentes públicas a beneficio de las 

poblaciones o caseríos, lo mismo que la adquisición de las aguas necesarias 
para el abastecimiento de dichas poblaciones o caseríos. 

 

                                                
107 Artículo 5: “Habrá derecho a la expropiación en las obras que se ejecuten por cuenta y 
riesgo de las entidades del orden político o municipal, aunque tales obras se ejecuten por 
individuos particulares o asociaciones de cualquier clase, mediante contrato especial.  Pero 
para empresas que se ejecuten por cuenta y riesgo de personas particulares o asociaciones de 
cualquier clase, bien sea por razón de privilegio o de contrato con alguna entidad política o 
municipal, no se podrá estipular derecho a expropiación sino en virtud de disposición expresa 
de la ley, de ordenanza o de acuerdo que haya sido aprobado expresamente por quien 
corresponda.  En este caso la obra se reputará nacional, departamental o municipal según sea 
autorizada por ley, ordenanza o acuerdo. 
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g) La construcción, ensanche, reforma y mejora de las escuelas, cárceles, 
cementerios, hospitales, hospicios y en general, establecimientos públicos 
de castigo, de beneficencia o de caridad. 

 
h) El establecimiento, conservación y ensanche del alumbrado eléctrico o de 

otra clase semejante, de las poblaciones, caseríos y establecimientos 
públicos, para el efecto de poner postes, cables, alambres, aisladores y 
pescantes; entre otras. 

 
La 56 de 1922, establece la utilidad pública para los establecimientos de líneas 
telefónicas, eléctricas y de tranvías.  A ésta, se adhieren las leyes 67 de 1926, 
la 74 de 1926, la 98 de 1928 que adicionan la ley 21 de 1917.  La ley 37 de 
1931 declaró la utilidad pública de la industria del petróleo en sus ramos de 
exploración, explotación, refinación, transporte y distribución. 
 
La ley 126 de 1938 hace referencia de la adquisición por la Nación, los 
Departamentos o los Municipios, de las empresas de producción, conducción y 
distribución de energía eléctrica, las de teléfonos y las de acueductos 
destinadas a prestar servicio público.  La ley 9 de 1989, la cual señalaba los 
motivos de utilidad pública o interés social de la adquisición de inmuebles 
urbanos y suburbanos, fue modificada por la ley 388 de 1997, quedando éste 
así: “Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos 
determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad pública o interés 
social la adquisición de inmuebles para destinarlos a los siguientes fines: 
 
a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los 

sectores de la salud, educación, recreación, centrales de abasto y seguridad 
ciudadana; 

b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de 
legalización de títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales diferentes a las 
contempladas en el artículo 53 de la ley 9 de 1989, la rehabilitación de 
inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados en 
sectores de alto riesgo; 

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de 
espacios públicos urbanos; 

d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y 
distribución de servicios públicos domiciliarios; 

e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de 
transporte masivo; 

f) Ejecución reproyectos de ornato, turismo y deportes; 
g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con 

excepción de las empresas industriales y comerciales del Estado y las de las 
sociedades de economía mixta, siempre y cuando su localización y la 
consideración de utilidad pública estén claramente determinados en los 
planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen; 
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h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y 
local, incluidos el paisajístico, ambiental, histórico y arquitectónico. 

i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades; 
j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y 

los recursos hídricos; 
k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los 

términos previstos en los planes de ordenamiento, de acuerdo con lo 
dispuesto en la presente ley; 

l) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a 
través de la modalidad de unidades de actuación, mediante los instrumentos 
de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación o los demás 
sistemas previstos en ésta ley; 

m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes”. 
 
4.7 CANCELACIÓN DE GRAVÁMENES, EMBARGOS E INSCRIPCIONES 
 
Si se decreta la expropiación, en la sentencia se ordenará la cancelación de los 
gravámenes, embargos e inscripciones existentes hasta entonces respecto de 
los bienes afectados y también que se hubieren registrado luego de admitida la 
demanda, pues ésta debió inscribirse según lo ordenado en el artículo 692 del 
C.P.C. 
 
4.8 NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 
 
El inciso segundo del artículo 454108 del Código de Procedimiento Civil, 
establece que la sentencia se notificará personalmente, pero si ello no fuere 
posible dentro de los tres días siguientes a su fecha, la notificación se hará por 
edicto que se fijará por un día en la secretaría del juzgado.  Los términos de 
ésta notificación difieren de la prevista por el artículo 323 del C.P.C. para las 
demás sentencias, en razón a la agilidad que debe tener el proceso. 
 
4.9 RECURSOS 
 
La sentencia que deniegue la expropiación es apelable en el efecto suspensivo; 
y la que la decrete en el devolutivo, es decir, que pese al recurso la sentencia 
podrá cumplirse y proseguirse con el trámite normal del proceso.  Pero si la 
sentencia que decretó la expropiación es revocada, quedará sin efectos la 
actuación que se hubiera surtido posteriormente, debiéndose entonces aplicar 
lo prevenido en el inciso segundo del artículo 362 del C.P.C. y en el 459 ibídem. 

                                                
108 Artículo 454 C.P.C.: “Sentencia y Notificación. Vencido el término del traslado el juez dictará 
sentencia, y si decreta la expropiación ordenará cancelar los gravámenes, embargos e 
inscripciones que recaigan sobre los bienes.  La sentencia se notificará personalmente, pero si 
ello no fuere posible dentro de los tres días siguientes a su fecha, la notificación se hará por 
edicto que se fijará por un día en la secretaría. 
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4.10 AVALÚO Y ENTREGA DE BIENES 
 
Una vez notificada la sentencia que decretó la expropiación, el juez, mediante 
auto, designará peritos que estimarán el valor de la cosa expropiada y 
separadamente la indemnización a favor de los distintos interesados.  Estando 
en firme el avalúo y hecha por el demandante la respectiva consignación, el 
artículo 456 del C.P.C. indica que se procederá así: 
 
a) Se entregarán al demandante los bienes expropiados; en el acta de la 

diligencia se insertará la parte resolutiva de la sentencia y se dejará 
testimonio de haberse consignado el monto de la consignación. 

 
b) Ejecutoriada la sentencia que decrete la expropiación, se registrará junto 

con el acta de entrega, para que sirvan de título de dominio al demandante, 
y se librarán al registrador los oficios de cancelación. 

 
c) Cuando en el acto de la diligencia se oponga un tercero que alegue 

posesión material o derecho de retención sobre la cosa expropiada, la 
entrega siempre se efectuará; pero se advertirá al opositor que puede 
presentarse al proceso dentro de los diez (10) días siguientes a la 
terminación de la diligencia, a fin de que mediante incidente se decida si le 
asiste o no el derecho alegado.  Si el incidente se resuelve a favor del 
opositor, en el auto que lo decida se ordenará a los mismos peritos que 
avalúen la indemnización que corresponde, la que se le pagará de la suma 
consignada por el demandante.  El auto que resuelva el incidente es 
apelable en el efecto diferido. 

 
Los procedimientos, parámetros y criterios para la elaboración de avalúos, 
mediante los cuales se establezca el valor comercial de bienes inmuebles 
objeto de enajenación voluntaria, enajenación forzosa, expropiación 
administrativa o judicial, fueron reglamentados por el Decreto 1420 del 24 de 
julio de 1998. 
 
4.11 ENTREGA ANTICIPADA DE INMUEBLES 
 
El artículo 457 del C.P.C. indica que la entrega de los inmuebles expropiados 
podrá hacerse antes del avalúo cuando el demandante así lo solicite, y 
consigne a órdenes del juzgado, como garantía del pago de la indemnización, 
una suma igual al avalúo catastral vigente mas un cincuenta por ciento (50%).  
La entrega anticipada así autorizada se refiere a que ella pueda efectuarse 
antes de practicarse el avalúo del bien, pero de ningún modo antes de haberse 
dictado sentencia de primera instancia.  En caso contrario, no solamente sería 
ya inútil la sentencia judicial, sino que pugnaría con lo ordenado por el artículo 
58 de la Constitución Política, conforme con el cual podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa.  Y si para la entrega 
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anticipada se exige la consignación del valor catastral, por lo menos debe 
anteceder a la sentencia. 
 
4.12 ENTREGA DE LA INDEMNIZACIÓN 
 
Registradas las copias de la sentencia que decretó la expropiación y del acta de 
entrega del bien expropiado, se entregará a los interesados el valor de la 
indemnización que les corresponda.  Pero si el bien estuviere gravado con 
hipoteca o prenda, el precio depositado por la parte demandante quedará a 
ordenes del juzgado para que sobre él puedan los acreedores hipotecarios o 
prendarios ejercer sus derechos, aunque no en el mismo proceso, sino en 
proceso separado, debiendo por lo tanto presentarse la respectiva demanda 
ejecutiva con las formalidades legales y ante el juez competente.  Obviamente, 
en éste proceso ejecutivo no podrá embargarse ni secuestrarse el bien, pues 
éste habrá sido reemplazado por el precio consignado como indemnización de 
la expropiación.  El artículo 458 del C.P.C. advierte que las obligaciones 
garantizadas con la hipoteca o la prenda se considerarán exigibles, aunque no 
sean de plazo vencido. 
 
Si el bien expropiado estuviera embargado o secuestrado, o respecto de él se 
hubiere inscrito una demanda, el precio depositado por concepto de la 
indemnización se remitirá a la autoridad que decretó tales medidas.  En el caso 
de que los bienes estuvieren sujetos a condición resolutoria, el precio de la 
indemnización se entregará al interesado a título de secuestro, que subsistirá 
hasta el día en que la condición resulte fallida, siempre que garantice su 
devolución en caso de que ella se cumpla, prestando en consecuencia, la 
caución que para tal efecto fije el juez.  Todos los autos que se dicten 
ordenando total o parcialmente la entrega del dinero consignado como 
indemnización de la expropiación son apelables en el efecto suspensivo. 
 
4.13 REVOCATORIA DE LA SENTENCIA QUE DECRETÓ LA 
EXPROPIACIÓN 
 
Si la sentencia que decretó la expropiación es revocada, el superior ordenará al 
inferior que ponga de nuevo al demandado en posesión o tenencia del bien, si 
ya se hubiere efectuado su entrega.  En ésta misma sentencia se condenará a 
la entidad demandante a pagarle al demandado los perjuicios causados, 
incluido el valor de las obras necesarias que deban ejecutarse para restituir las 
cosas el estado que tenían en el momento de la entrega a la parte demandante. 
 
4.14 EXPROPIACIÓN DE BIENES AFECTADOS POR OBRAS PÚBLICAS DE 
GENERACIÓN, DISTRIBUCIÓN, TRANSMISIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA, 
ACUEDUCTOS, RIEGO, REGULACIÓN DE RÍOS Y CAUDALES 
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En 1981 fue expedida la ley 56 por medio de la cual se dictaron normas sobre 
obras públicas de generación eléctrica, acueductos, sistemas de regadíos y 
dentro de éstas, las expropiaciones y servidumbres de los bienes afectados por 
tales obras.  El artículo 16 de ésta ley declaró la utilidad pública e interés social 
de los planes, proyectos y ejecución de obras con dicho fin.  Así mismo, el 
artículo 17 ibídem expresó que corresponde al Ejecutivo aplicar ésta 
clasificación (de utilidad pública e interés social) de manera concreta a los 
proyectos y señalar la entidad propietaria que está facultada para expedir el 
acto a que se refiere el artículo 18, el cual indica que la Nación, e igualmente 
los departamentos, municipios, establecimientos públicos, empresas 
industriales y comerciales y las sociedades de economía mixta en las que 
participa el Estado, están facultadas para declarar la expropiación de los bienes 
o derechos que sean necesarios. 
 
4.14.1 Demanda. Fuera de los requisitos exigidos por el artículo 75 y 451 del 
C.P.C., la demanda debe ir acompañada del plano del área requerida para la 
correspondiente obra pública.  Cuando no fuere posible acompañar el 
certificado de registro de la propiedad y demás derechos reales constituidos 
sobre los inmuebles que se pretenden expropiar, conforme lo manda el artículo 
451 ibídem, en la demanda se expresará dicha circunstancia, bajo juramento 
que se considerará prestado con la presentación de ésta. 
 
4.14.2 Admisión de la demanda y notificaciones. Reunidos los requisitos 
legales el juez admitirá la demanda y ordenará notificar el auto respectivo a los 
demandados cuyas direcciones deben encontrarse en la demanda.  En ésta 
misma providencia se dispondrá que se emplacen a todas las personas que 
puedan tener derecho a intervenir en el proceso, como lo indica el artículo 318 
del C.P.C.  Siempre debe hacerse el emplazamiento de todos los demandados 
indeterminados; no puede omitirse la notificación personal del auto admisorio a 
los demandados conocidos que figuren en el certificado de registro inmobiliario 
y cuyas direcciones se conozcan por la entidad demandante.  Si el demandado 
cuyo nombre y dirección se conoce, no ha podido ser notificado personalmente 
del auto admisorio de la demanda transcurridos dos días desde su fecha, 
procederá el emplazamiento especial ordenado en el inciso segundo del artículo 
452 del C.P.C.  Si no habita o trabaja en el inmueble objeto de la expropiación, 
pero figura en el directorio telefónico de la ciudad, se le remitirá copia del edicto 
al lugar en él consignado, por correo certificado o con empleado del despacho o 
de la oficina judicial encargada de las notificaciones.  Cumplidas estas 
formalidades sin que los interesados se presenten en los tres días siguientes, 
se les designará un curador ad litem a quien se notificará el auto admisorio de 
la demanda.  Las personas que comparezcan y sean admitidas como 
interesadas, tomaran el proceso en el estado en que se encuentre.  Cuando el 
certificado de la matrícula inmobiliaria no fue anexado a la demanda, según lo 
exige el artículo 22 de la ley, el juez ordenará a los interesados que 
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intervengan, con base en los datos que contenga el título invocado por estos 
para acreditar su interés, que aporten dicho documento. 
 
4.14.3 Excepciones. Se aplican las estipuladas en el artículo 453 del C.P.C. 
 
4.14.4 Sentencia y Notificación. Vencido el término del traslado a los 
demandados determinados o al curador ad litem de aquellos o de los 
indeterminados, según fuere el caso, se dictará sentencia y se notificará de la 
manera dispuesta por el artículo 454 del C.P.C. 
 
4.14.5 Recursos. A éste proceso, respecto del recurso de apelación que se 
interponga contra la sentencia de primera instancia, le es aplicable lo indicado 
por el artículo 455 del C.P.C. 
 
4.14.6 Entrega Anticipada. Dictada la sentencia de primera instancia, la 
entrega material de los bienes expropiados podrá hacerse antes del avalúo, si 
la entidad demandante consigna a órdenes del juzgado, como garantía del pago 
de la indemnización, una suma igual al avalúo catastral vigente más un 
cincuenta por ciento (50%).  Ésta entrega se decretará a más tardar dentro de 
los tres (3) días siguientes a la presentación de la respectiva solicitud, y deberá 
practicarse dentro de los diez (10) días siguientes por el mismo juez que 
hubiere decretado la expropiación.  El auto que niegue la entrega anticipada 
podrá ser recurrido en reposición o en apelación.  La apelación se concederá en 
el efecto devolutivo.  El artículo 20 de la Ley 56 de 1981 expresamente le da 
carácter de falta disciplinaria a la omisión o retardo del juez en decretar la 
entrega del inmueble. 
 
4.14.7 Avalúo. En éste proceso se siguen las pautas indicadas por el artículo 
456 del C.P.C.  Sin embargo, el juez, al hacer la designación de peritos deberá 
escoger uno de la lista de auxiliares de la justicia de que disponga la sala civil 
del tribunal superior del distrito judicial respectivo, y el otro de acuerdo con lo 
señalado por el artículo 20 del decreto 2265 de 1969, es decir, de la lista de 
expertos suministrada por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.  En caso de 
desacuerdo se designará un tercer perito para que dirima el avalúo.  El artículo 
24 de la ley advierte que una vez notificado el auto admisorio de la demanda no 
se podrán hacer mejoras distintas a las necesarias para la conservación del 
inmueble. 
 
4.14.8 Entrega de la indemnización consignada a favor de quienes no 
comparecieron. El inciso final del artículo 23 de la ley 56 de 1981 ordena que 
las indemnizaciones que correspondan a titulares de derechos reales 
principales que aparezcan inscritos en el certificado de registro y que no hayan 
comparecido al proceso, se dejarán en la cuenta de depósitos del juzgado a 
disposición de ellos. 
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4.15 EXPROPIACIÓN EN LA LEY 9 DE 1989 
 
La ley 9 de 1989 establecía la regulación para la adquisición y expropiación 
tanto del pleno derecho de dominio y sus elementos constitutivos, como de los 
demás derechos reales, de inmuebles en desarrollo de los propósitos 
enunciados en el artículo 10.  La ley 388 de 1997, introdujo unas modificaciones 
a ésta ley; el artículo 10 de la ley 9 de 1989 modificado por la ley 388 quedó así: 
“Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos 
determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad pública o interés 
social la adquisición de inmuebles para destinarlos a los siguientes fines: 
 
a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los 

sectores de la salud, educación, recreación, centrales de abasto y seguridad 
ciudadana; 

b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de 
legalización de títulos en urbanizaciones de hechos o ilegales diferentes a 
las contempladas en el artículo 53 de la ley 9 de 1989, la rehabilitación de 
inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados en 
sectores de alto riesgo; 

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de 
espacios públicos urbanos; 

d) Ejecución de proyectos reproducción, ampliación, abastecimiento y 
distribución de servicios públicos domiciliarios; 

e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de 
transporte masivo; 

f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes; 
g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con 

excepción de las empresas industriales y comerciales del Estado y las de las 
sociedades de economía mixta, siempre y cuando su localización y la 
consideración de utilidad pública estén claramente determinados en los 
planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen; 

h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y 
local, incluidos en el paisajístico, ambiental, histórico y arquitectónico; 

i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades; 
j) Constitución de zonas de reservas para la protección del medio ambiente y 

los recursos hídricos; 
k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los 

términos previstos en los planes de ordenamiento, de acuerdo con lo 
dispuesto en la presente ley; 

l) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a 
través de la modalidad de unidades de actuación, mediante los instrumentos 
de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación o los demás 
sistemas previstos en ésta ley; 

m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes”. 
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La ley 388 también hizo referencia a las entidades competentes, dejando el 
artículo 11 de la ley 9 de 1989, así: “Además de lo dispuesto en otras leyes 
vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y 
asociaciones de municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o 
decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas 
en el artículo 10 de la ley 9ª de 1989. 
 
Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado y las sociedades de economía mixta asimiladas a las anteriores, de los 
órdenes nacional, departamental y municipal, que estén expresamente 
facultadas por sus propios estatutos para desarrollar alguna de las actividades 
previstas en el artículo 10 de dicha ley, también podrán adquirir o decretar las 
expropiación de inmuebles para el desarrollo de dichas actividades”. 
 
4.15.1 Demanda. La demanda de expropiación será presentada por el 
representante legal de la entidad expropiante mediante abogado idóneo ante el 
juez civil del circuito dentro de los dos meses siguientes a la fecha en la cual 
quedare en firme la resolución que ordena la expropiación, según lo advierte el 
artículo 25 de la ley 9 de 1989. 
 
Si la demanda no se presenta en ese lapso, la resolución quedará sin efecto, de 
pleno derecho, sin necesidad de pronunciamiento judicial o administrativo 
alguno.  La entidad expropiante podrá reiniciar el trámite a partir de la 
resolución que contenga la orden de compra para que proceda la expropiación 
nuevamente; fracasada la enajenación voluntaria directa, la entidad debe dictar 
nueva resolución, decretando la expropiación para formalizar la nueva 
demanda. 
 
4.15.2 Procedimiento de enajenación voluntaria. El precio de la adquisición 
será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos 
en las lonjas o asociaciones correspondientes según lo determinado por el 
Decreto Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos 
establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el 
gobierno. 
 
El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación 
urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en 
relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación 
económica.  La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o 
en especie, en títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, derechos 
de participación en el proyecto a desarrollar o permuta. 
 
Cuando de conformidad a lo dispuesto en la ley 388 de 1997 se acepte la 
concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para el 
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pago del precio podrán venir de su participación.  La comunicación del acto por 
medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a las reglas del 
Código Contencioso Administrativo y no dará lugar a recursos en la vía 
gubernativa109. 
 
Si pasados treinta días hábiles después de la comunicación de la oferta de 
compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, 
mediante contrato de promesa de compraventa, se dará inicio obligatoriamente 
al proceso de expropiación.  Sin embargo, durante el proceso de expropiación, 
siempre y cuando no se haya dictado sentencia definitiva, será posible que el 
propietario y la administración lleguen a un acuerdo para la enajenación 
voluntaria, dando por terminado el proceso. 
 
4.15.3 Procedimiento para la expropiación. El artículo 62 de la ley 388 de 
1997, introduce modificaciones al procedimiento de expropiación previsto en la 
ley 9 de 1989 y en el Código de Procedimiento Civil, así: 
 
1. La resolución de expropiación se notificará en los términos previstos en el 
Código Contencioso Administrativo110. 
2. Contra la resolución que ordene la expropiación sólo procede el recurso de 
reposición.  Transcurridos quince (15) días sin que se hubiere resuelto el 
recurso se entenderá negado. 
 
3. La entidad demandante tendrá derecho a solicitar al juez que en el auto 
admisorio de la demanda se ordene la entrega anticipada del inmueble cuya 
expropiación se demanda, siempre y cuando se acredite haber consignado a 
órdenes del respectivo juzgado una suma equivalente al cincuenta por ciento 
(50%) del avalúo practicado para los efectos de la enajenación voluntaria. 
 

                                                
109 Los recursos contemplados en la vía gubernativa, son los de reposición, ante el mismo 
funcionario, el de apelación, ante el inmediato superior administrativo y el de queja cuando se 
rechace el de apelación, con el fin de que se aclare, modifique o revoque una decisión 
administrativa. 
110 Artículo 44 C.C.A.: “Las demás decisiones que pongan término a una actuación 
administrativa se notificarán personalmente al interesado, o a su representante o apoderado.  Si 
la actuación se inició por petición verbal, la notificación personal podrá hacerse de la misma 
manera.  Si no hay otro medio mas eficaz de informar al interesado, para hacer la notificación 
personal se le enviará por correo certificado una citación a la dirección que aquel haya anotado 
al intervenir por primera vez en al actuación, o en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito.  La constancia del envío se anexará al expediente.  El envió 
se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto.  No obstante lo 
dispuesto en este artículo, los actos de inscripción realizados por las entidades encargadas de 
llevar los registros públicos se entenderán notificados el día en que se efectúe la 
correspondiente anotación.  Al hacer la notificación personal se entregará al notificado copia 
íntegra, auténtica y gratuita de la decisión si ésta es escrita.  En la misma forma se harán las 
demás notificaciones previstas en la parte primera de este código. 
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4. Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente ley se acepte la 
concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para el 
pago de la indemnización podrá provenir de su participación. 
 
5. Contra el auto admisorio de la demanda y las demás providencias que dicte 
el juez dentro del proceso de expropiación, excepto la sentencia y el auto de 
que trata el último inciso del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, sólo 
procederá el recurso de reposición. 
 
6. La indemnización que decretare el juez comprenderá el daño emergente y el 
lucro cesante.  El daño emergente incluirá el valor del inmueble expropiado, 
para el cual el juez tendrá en cuenta el avalúo comercial elaborado de 
conformidad con lo aquí previsto. 
 
7. El proceso de expropiación terminará si el demandado se aviniere a la venta 
del inmueble por el precio fijado mediante avalúo actualizado según el índice de 
costos de la construcción de vivienda de ingresos medios que elabora el 
Departamento Nacional de Estadística y otorgare escritura pública de 
compraventa del mismo a favor del demandante. 
 
8. Las expropiaciones a las cuales se refiere la ley 160 de 1994, la ley 99 de 
1993 y normas que las adiciones o reforman continuarán rigiéndose por las 
disposiciones especiales sobre el particular. 
 
9. Los terrenos expropiados podrán ser desarrollados directamente por la 
entidad expropiante o por terceros, siempre y cuando la primera haya 
establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los 
inmuebles para el propósito que fueron adquiridos. 
 
4.15.4 Determinación del carácter administrativo de la expropiación. Según 
el artículo 66 de la ley 388 de 1997, la determinación de que la expropiación se 
hará por la vía administrativa deberá tomarse a partir de la iniciación del 
procedimiento que legalmente deba observarse por la autoridad competente 
para adelantarlo, mediante acto administrativo formal que para el efecto deberá 
producirse, el cual se notificará al titular del derecho de propiedad sobre el 
inmueble cuya adquisición se requiera y será inscrito por al entidad expropiante 
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a su ejecutoria.  Éste mismo acto constituirá la oferta de 
compra tendiente a obtener un acuerdo de enajenación voluntaria. 
Cuando se ha determinado que el procedimiento tiene el carácter de 
expropiación por vía administrativa y transcurren los treinta (30) contemplados 
para la enajenación voluntaria sin ningún resultado, la autoridad competente 
dispondrá mediante acto motiva la expropiación administrativa del bien 
inmueble correspondiente el cual contendrá lo siguiente: 
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a) La identificación precisa del bien inmueble objeto de la expropiación. 
b) El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago. 
c) La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los 

motivos de utilidad pública o de interés social que se hayan invocado y las 
condiciones de urgencia que se hayan declarado111. 

d) La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado, en la 
correspondiente oficina de registro de instrumentos públicos, para los 
efectos de que se inscriba la transferencia del derecho de dominio de su 
titular a la entidad que haya dispuesto la expropiación. 

e) La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros 
derechos reales sobre el bien expropiado, con indicación de los recursos 
que legalmente procedan en vía gubernativa. 

 
Contra ésta decisión sólo procederá el recurso de reposición, el cual deberá 
interponerse en los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo 
a partir de la notificación. 
 
4.15.5 Efectos de la decisión de expropiación por vía administrativa. Una 
vez ejecutoriada la decisión por vía administrativa, ésta producirá los siguientes 
efectos, estipulados en el artículo 70 de la ley 388 de 1997: 
 
a) El derecho de propiedad u otros derechos reales se trasladarán de las 

personas titulares de ellos a la entidad que ha dispuesto la expropiación, 
para lo cual bastará con el registro de la decisión en la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos.  El registrador exigirá que la entidad acredite que 
el propietario o los titulares de otros derechos reales sobre el inmueble, han 
retirado el valor de la indemnización y los documentos de deber 
correspondientes, o que se ha efectuado la consignación correspondiente 
conforme a lo previsto al siguiente punto; 

 
b) La entidad que ha dispuesto la expropiación pondrá a disposición inmediata 

del particular expropiado, según sea el caso, el valor total correspondiente o 
el porcentaje del precio indemnizatorio que se paga de contado y los 
documentos de deber correspondientes a los cinco contados sucesivos 
anuales del saldo.  Si el particular no retira dichos valores y los documentos 
de deber dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria, la entidad 
deberá consignarlos en la entidad financiera autorizada para el efecto a 
disposición del particular, y entregar copia de la consignación al Tribunal 
Administrativo en cuya área de jurisdicción se encuentre ubicado el 
inmueble dentro de los diez (10) días siguientes, considerándose que ha 
quedado formalmente hecho el pago. 

 

                                                
111 Los criterios para la declaratoria de urgencia se encuentran estipulados en los artículos 64 y 
65 de la ley 388 de 1997. 
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c) Efectuado el registro de la decisión, la entidad pública podrá exigir la entrega 
material del bien inmueble expropiado, sin necesidad de intervención 
judicial, para lo cual podrá acudir al auxilio de las autoridades de policía si es 
necesario. 

 
d) En caso de que los valores y documentos de deber no se pongan a 

disposición del propietario o no se consignen dentro de los términos 
señalados en el numeral 2 de éste artículo, la decisión de expropiación por 
vía administrativa no producirá efecto alguno y la entidad deberá surtir 
nuevamente el procedimiento expropiatorio. 

 
e) La entidad que haya adquirido el bien en virtud de la expropiación por vía 

administrativa, adquiere la obligación de utilizarlo para los fines de utilidad 
pública o interés social que hayan sido invocados, en un término máximo de 
tres (3) años contados a partir de la fecha de inscripción de la decisión 
correspondiente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.  Para 
éste efecto, la persona que tenía la calidad de propietario del bien 
expropiado podrá solicitar al Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se 
encuentre ubicado el inmueble, la verificación del cumplimiento de dicha 
obligación, mediante proceso abreviado que se limitará exclusivamente a la 
practica de pruebas que deberán solicitarse exclusivamente en la demanda, 
durante un término no superior a un mes, transcurrido el cual se pronunciará 
sentencia inapelable.  En caso de que se compruebe el incumplimiento de la 
obligación por parte de la entidad, la sentencia así lo declarará y ordenará 
su inscripción en la respectiva oficina de registro, a fin de que el 
demandante recupere la titularidad del bien expropiado.  En la misma 
sentencia se determinará el valor y los documentos de deber que la persona 
cuyo bien fue expropiado deberá reintegrar a la entidad pública respectiva, 
siendo necesario para los efectos del registro de la sentencia que se 
acredite mediante certificación auténtica que se ha efectuado el reintegro 
ordenado. 

 
4.15.6 Proceso Contencioso Administrativo. Contra la decisión de 
expropiación por vía administrativa, procede según el artículo 71 de la ley 388 
de 1997, la acción especial contencioso administrativa con el fin de obtener su 
nulidad y restablecer el derecho lesionado, o para controvertir el precio 
indemnizado reconocido; ésta deberá interponerse dentro de los cuatro meses 
calendario siguientes a la ejecutoria de la respectiva decisión.  El órgano 
competente será el tribunal administrativo en cuya jurisdicción se encuentre el 
inmueble expropiado, en primera instancia, sin importar la cuantía. 
 
Fuera de los requisitos ordinarios de la demanda, debe acompañarse de prueba 
de haber recibido los valores y documentos de deber puestos a disposición por 
la administración o consignados por ella en el mismo tribunal administrativo y 
deberán pedirse las pruebas que se pretendan hacer vales.  No podrá 
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solicitarse la suspensión provisional del acto que dispuso la expropiación por 
vía administrativa.  Notificada la demanda a la entidad autora de la decisión de 
expropiación por vía administrativa y concluido el término de cinco (5) días para 
la contestación de la misma, en la cual igualmente deberá indicarse las pruebas 
que se solicitan, se ordenará un periodo probatorio que no podrá ser superior a 
dos (2) meses, concluido el cual y después de dar traslado común a las partes 
para alegar por tres (3) días se pronunciará sentencia. 
 
Contra la sentencia procederá recurso de apelación ante el honorable Consejo 
de Estado, el cual decidirá de plano, salvo que discrecionalmente estime 
necesario practicar nuevas pruebas durante un lapso no superior a un mes.  La 
parte que no haya apelado podrá presentar sus alegaciones, por una sola vez, 
en cualquier momento antes de que el proceso entre al despacho para 
pronunciar sentencia.  En el proceso no podrán controvertirse los motivos de 
utilidad pública o interés social, pero si lo relativo al precio indemnizatorio. 
 
Cuando la sentencia revoque la decisión del Tribunal Administrativo y declare la 
nulidad y el consiguiente restablecimiento de derecho, dispondrá lo siguiente: 
 
a) La suspensión en forma inmediata, por parte de la respectiva entidad 

pública, de todas las acciones y operaciones en curso para utilizar el bien 
expropiado; 

 
b) La práctica, antes del cumplimiento de la sentencia, por el tribunal 

administrativo ante el cual se haya surtido la primera instancia, de una 
diligencia de inspección con intervención de peritos, a fin de determinar 
mediante auto de liquidación y ejecución de la sentencia que pronunciará la 
respectiva Sala de decisión contra el cual sólo procederá el recurso de 
reposición, si el bien ha sido o no utilizado o si lo ha sido parcialmente, y 
según el caso, el valor de la indemnización debida.  En el mismo acto se 
precisará si los valores y documentos de deber compensan la indemnización 
determinada y en que proporción, si hay lugar a reintegro de parte de ellos a 
la administración, o si ésta debe pagar una suma adicional para cubrir el 
total de la indemnización. 

 
c) La orden de registro de la sentencia de la respectiva oficina de registro de 

instrumentos públicos a fin de que la persona recupere en forma total o 
parcial la titularidad del bien expropiado, conforme a la determinación que se 
haya tomado en el auto de liquidación y ejecución de la sentencia, para el 
caso en que la administración no haya utilizado o sólo haya utilizado 
parcialmente el inmueble expropiado.  Cuando haya lugar al reintegro de 
valores o documento de deber, para efectuar el registro se deberá acreditar 
la certificación auténtica de que se efectuó el reintegro respectivo en los 
términos indicados en el auto de liquidación y ejecución de la sentencia. 
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d) La orden de pago del valor que a título de restablecimiento del derecho 
lesionado debe pagar adicionalmente la administración, sin que haya lugar a 
reintegro alguno de los valores y documentos de deber recibidos ni al 
registro de la sentencia de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos, 
cuando la administración haya utilizado completamente el bien expropiado. 

 
Si la sentencia decide, conforme a la demanda, sobre el precio indemnizatorio 
reconocido por la administración, dispondrá si hay lugar a una elevación del 
valor correspondiente o a una modificación de la forma de pago.  En éste caso, 
las determinaciones que se hagan en el auto de liquidación de la sentencia, 
tendrán en cuanta el nuevo precio indemnizatorio y la diferente modalidad de 
pago. 
 
4.16 EXPROPIACION, PROPIEDAD PRIVADA Y SERVIDUMBRES 
 
Desde los albores de la humanidad, la propiedad ha existido como una de las 
afirmaciones básicas de la persona humana.  La propiedad privada se ha 
desarrollado desde los inicios de la civilización, recorrido que se ha 
caracterizado por las diferencias de clases, la concentración de las riquezas y 
del poder en pocas manos, y en general, en el surgimiento de nuevas fuerzas 
derivadas de los sistemas económicos históricamente vistos.  Así mismo, el 
desarrollo de la figura jurídica de la expropiación, se ha concebido bajo los 
parámetros que le han sido entregados a la propiedad privada, ya fuera como 
derecho o como función social, inherente a ésta, que debe contemplarse dentro 
del Estado Social de Derecho y del cumplimiento de las funciones de éste en la 
actualidad.  Por su parte, la servidumbre ha sido igualmente importante en el 
cumplimiento de la función social de la propiedad, puesto que gracias a ella se 
ha podido dar desarrollo a las políticas sociales del Estado Social de Derecho, 
que busca aprovechar los recursos existentes, sean públicos o privados, en el 
mejoramiento de la calidad de vida de los colombianos. 
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CAPITULO IV 
DEBIDO PROCESO 

 
La historia de la humanidad ha dejado a su paso, consecuencias catastróficas  
generadas por las situaciones que el mismo hombre, en abuso del poder, ha 
impuesto a sus propios pueblos.  Las guerras y los regímenes totalitarios 
pisotearon los derechos fundamentales de las personas debido a los estados de 
barbarie que sus mismos líderes suscitaron en busca del poder.  Con base en 
estas condiciones, el mundo inició un proceso de concientización que se 
materializó inicialmente en la Revolución Francesa, la cual se convertiría 
posteriormente en el fundamento de todas las constituciones de los Estados 
democráticos.  Éste capítulo señalará en un principio, el recorrido del Debido 
Proceso a través de la historia en Colombia y en el mundo, para luego 
internarse en lo que actualmente es reconocido como derecho fundamental de 
la persona. 
 
1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL DEBIDO PROCESO 
 
El Debido Proceso es uno de los instrumentos más importantes en la defensa 
de la vida, la libertad y los bienes del ser humano.  El debido proceso como 
garantía judicial es un derecho fundamental, es decir, un derecho civil112, que es 
parte esencial de los derechos humanos. 
 
1.1 HISTORIA DEL DEBIDO PROCESO.   
 
En las épocas primitivas de la humanidad no existió el proceso; su justicia 
consistía en la auto justicia, en donde los fuertes disponían a su arbitrio de la 
vida, la libertad y los bienes de los débiles e inferiores.  Sería posteriormente en 
el Estado Feudal, cuando aparecería el indebido proceso que consistía en la 
desigualdad de la administración de justicia. 
 
Otro fenómeno interesante del indebido proceso se presentó en la inquisición 
que no fue más que el indebido proceso penal en nombre de la justicia divina 
para castigar, sin garantías, a los ofensores de la fe católica113. 
 

                                                
112 “Por derechos civiles y políticos se entiende los derechos y libertades fundamentales, de 
primera generación, reivindicados por la Declaración de los derechos del hombre y del 
ciudadano, de la revolución francesa, del 26 de Agosto de 1789”.  CAMARGO, Pedro Pablo.  
Debido Proceso. Editorial Leyer.  Segunda Edición.  Bogotá, 2002.  Pág. 17. 
113 “Las bases de la Inquisición fueron establecidas por el Concilio de Verona (1183).  Además 
de España, los tribunales de la inquisición existieron en otros países como Italia.  Obviamente 
en los tribunales eclesiásticos hubo indebido proceso, donde el reo era juzgado y condenado 
sin ninguna garantía.  El juez era el acusador y el verdugo”.  Ibidem.  Pág. 19. 
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El Debido Proceso es entonces, el resultado de la civilización de la humanidad, 
que ha sobrepasado los regímenes absolutistas y autocráticos, que tenía al ser 
humano relegado por el poder concentrado en unos pocos que manejaban la 
justicia según su concepción irrefutable.  Su aparición marca el fin de la 
barbarie que significó a lo largo de la historia de la humanidad el indebido 
proceso y la subyugación de los gobernados por los déspotas y los poderosos.  
Muchas personas fallecieron como consecuencia del indebido proceso. 
 
1.1.1 La Carta Magna.  El Debido Proceso entendido como “el conjunto de 
condiciones y requisitos de carácter jurídico y procesal que son necesarios para 
poder afectar legalmente los derechos de los gobernados”114, tiene su origen en 
la Magna Charta Libertatum, que es el Gran Fuero de las Libertades de la Gran 
Bretaña.  Ésta carta concedida por el Rey Juan, apodado “sin tierra”, de la 
dinastía Plantagenet, fue consecuencia de la presión de la mayor parte de los 
barones y prelados del Reino Inglés que habían rodeado el campamento regio. 
 
La carta establecía: “Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o 
privado de sus derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado 
o privado de su rango de cualquier otra forma, ni usaremos de la fuerza contra 
él ni enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial de 
sus pares y con arreglo a la ley del reino”. 
 
1.1.2 Petición de Derechos.  El Debido Proceso fue refrendado el 7 de junio de 
1628 por el Parlamento Inglés a Carlos I Estuardo en la Petition of Rights, la 
cual no fue una declaración de derechos, sino un conjunto de once peticiones al 
rey para que confirmase los derechos y libertades existentes en la Gran 
Bretaña. 
 
Ésta petición expresaba “Con éste motivo suplican humildemente a Vuestra 
Excelentísima Majestad que nadie esté obligado en lo sucesivo a realizar 
donación gratuita, prestar dinero ni hacer una contribución voluntaria, ni a pagar 
impuesto o tasa alguna, salvo común consentimiento otorgado por Ley del 
Parlamento; que nadie sea citado a juicio ni obligado a prestar juramento, ni 
requerido a realizar servicios, ni detenido, inquietado o molestado con motivo de 
dichas exacciones o de la negativa a pagarlas; que ningún hombre libre sea 
detenido o encarcelado de la manera antes dictada;  que Vuestra Majestad se 
digne disponer la retirada de los soldados y marineros de que se ha hecho 
mención e impedir que en lo sucesivo las gentes se vean oprimidas de ésta 
suerte; que se revoquen y anulen las comisiones de la ley marcial y que no se 
encomienden a nadie comisiones semejantes, para evitar que con éste pretexto 

                                                
114 BRICEÑO SIERRA, Humberto.  Debido Proceso Legal.  Diccionario Jurídico Mexicano.  
México D.F.  Instituto de Investigaciones Jurídicas.  Tomo III.  1983.  Pág. 21. 
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algunos súbditos vuestros sean vejados o ajusticiados, contrariamente a lo 
dispuesto en las leyes y franquicias del territorio”115. 
 
1.1.3 La Revolución Francesa.  La garantía del debido proceso se consolida 
en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de la 
Revolución Francesa, del 26 de agosto de 1789, incorporada a la Constitución 
de Francia del 3 de septiembre de 1791, que da vida al Derecho Constitucional 
de estirpe liberal o democrático, es decir, al Estado de Derecho. 
 
El debido proceso está enunciado en los siguientes artículos: 
 
“Artículo 5°: La ley no puede prohibir sino las acciones dañosas a la sociedad.  
Todo lo que no es prohibido por la ley no puede ser impedido, y nadie puede 
ser obligado a hacer lo que ella no manda”. 
 
“Artículo 6°: La ley es la expresión de la voluntad general.  Todos los 
ciudadanos tienen derecho a concurrir personalmente, o por sus 
representantes, a su formación.  Ella debe ser la misma para todos, sea que 
proteja o que castigue.  Todos los ciudadanos, siendo iguales a sus ojos, son 
igualmente admisibles a todas las dignidades, puestos y empleos, sin otra 
distinción que la de sus talentos y virtudes”. 
 
“Artículo 7: Ningún hombre puede ser acusado, detenido ni arrestado, sino en 
los casos determinados por la ley, y según las fórmulas que ella ha prescrito.  
Los que solicitan, expiden, ejecutan o hacen ejecutar órdenes arbitrarias, deben 
ser castigados; pero todo ciudadano llamado, o cogido en virtud de la ley, debe 
obedecer al instante; de no, se hace culpable por la resistencia”. 
 
“Artículo 8: La ley no debe establecer sino penas estrictas y evidentemente 
necesarias, y ninguno puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida 
y promulgada anteriormente al delito, y legalmente aplicada”. 
 
1.1.4 La Quinta Enmienda.  La quinta enmienda a la Constitución de los 
Estados Unidos de América de 1787, que hace parte de la Bill of Rights o 
Declaración de Derechos, es el primer texto constitucional en incluir al debido 
proceso.  La Carta de Filadelfia no incluyó desde un inicio los derechos y 
libertades fundamentales; fueron entonces las diez primeras enmiendas o 
reformas, adoptadas posteriormente en 1791, las que consagraron dichos 
derechos y libertades. 
 
La quinta enmienda establece: “Ninguna persona será detenida para que 
responda por un delito capital, o infame por algún otro concepto, sin un auto de 
denuncia o acusación formulado por un Gran Jurado, salvo en los casos que se 

                                                
115 CAMARGO, Op. Cit.  Pág. 20. 
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presenten en las fuerzas terrestres o navales, o en la milicia, cuando éstas 
estén en servicio efectivo en tiempo de guerra o de peligro público; tampoco 
podrá someterse a una persona dos veces, por el mismo delito, al peligro de 
perder la vida o sufrir daños corporales; tampoco podrá obligársele a testificar 
contra sí mismo en una causa penal, ni se le privará de la vida, la libertad o la 
propiedad sin el debido proceso judicial; tampoco podrá enajenarse la 
propiedad privada para darle usos públicos sin una compensación justa”.  
Desde éste momento, las Constituciones del mundo han considerado al debido 
proceso como un derecho fundamental, pilar del Estado de Derecho, idea 
concebida por John Locke, Juan Jacobo Rousseau y Montesquieu, pensadores 
de la Revolución Francesa. 
 
Las garantías del debido proceso y del juicio público justo se nutren con la 
participación del jurado, en nombre del pueblo, en la administración de justicia.  
En éste punto también se introduce la garantía del non bis in idem, se consolida 
el sistema acusatorio a cargo del Procurador General o Ministerio Público que 
reestructura la administración de justicia sobre la base de la igualdad de las 
partes en el proceso en el que participa un fiscal acusador y un defensor frente 
a un juez imparcial que dirige el juicio y un jurado que, en  nombre del pueblo, 
emite el veredicto de culpabilidad o inocencia116. 
 
1.1.5 El juicio justo de la sexta enmienda.  Como se mencionó anteriormente,  
la Constitución de Filadelfia fue complementada posteriormente por la 
Declaración de Derechos.  La sexta enmienda complementó la garantía del 
debido proceso con la del juicio público justo y equitativo117 así: “En todas las 
causas penales, el acusado disfrutará del derecho a un juicio público y expedito 
a cargo de un jurado imparcial del Estado y distrito donde el delito haya sido 
cometido; tal distrito previamente habrá sido determinado conforme a la ley y 
dicho acusado será informado de la índole y el motivo de la acusación; será 
confrontado con los testigos que se presenten en su contra; tendrá la obligación 
de obtener testimonios a su favor, y contará con asistencia jurídica para su 
defensa”. 
 
1.1.6 Declaración Universal de los Derechos Humanos.  Fue adoptada el 10 
de Diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas;  es el 
primer texto internacional sin carácter obligatorio que consagra como derecho 
humano el derecho a un juicio equitativo e imparcial, que resulta de la 
integración del debido proceso legal y el juicio público y justo.  Se encuentra en 
los artículos 10 y 11 así: 

                                                
116 Estados Unidos aún conserva la estructura judicial que desde la quinta enmienda fue 
establecida para los procesos. 
117 Conocida como FAIR TRIAL, complementó la figura del Debido Proceso, incluida ya por la 
quinta enmienda.  Fue integrada bajo el nombre de Juicio equitativo e imparcial.  CAMARGO.  
Op. Cit. Pág. 22. 
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“Artículo 10: Toda persona tiene derecho, en condiciones de igualdad, a ser 
oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para 
la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 
acusación contra ella en materia penal”. 
 
“Artículo 11: 1) Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley 
y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa.  2)  Nadie será condenado por actos u omisiones 
que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho 
nacional o internacional.  Tampoco se impondrá pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión del delito”. 
 
Ésta declaración fue el reflejo del consenso mundial, el cual coincide en que el 
debido proceso legal es un derecho fundamental en todos los sistemas legales. 
 
Como garantía, adquiere la categoría de derecho humano de carácter erga 
omnes en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas de 1966; así mismo fue incorporado al artículo 6° de la 
Convención Europea para la protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales de 1950, y el artículo 8° de la Convención Americana sobre 
derechos humanos de 1969.  En ésta última adquiere el rango de derecho 
sacrosanto o derecho intangible, que no puede ser suspendido en los estados 
de excepción. 
 
1.2 EL DEBIDO PROCESO EN EUROPA 
 
A pesar de que la quinta y sexta enmienda a la Constitución de los Estados 
Unidos de 1787, introdujeron a las demás constituciones del mundo las 
garantías del debido proceso y juicio público equitativo e imparcial, como 
derechos fundamentales, éste no fue respetado en Europa por los regímenes 
tiránicos de Hitler en Alemania y Mussolini en Italia, en donde tampoco fue 
reconocida la tradición jurídica occidental heredada de Grecia y Roma.  Es 
hasta iniciada la mitad del siglo XX, que muchos Estados vieron necesaria la 
implantación del debido proceso a sus objetivos sociopolíticos.  En Europa 
resurgió a fines del siglo XX el constitucionalismo liberal del Estado liberal social 
de derecho, fundado en el reconocimiento de los derechos humanos, tanto 
civiles y políticos, como económicos, sociales y culturales, que trajo consigo el 
desarrollo de las garantías para el ser humanos. 
 
1.2.1 La Ley Fundamental de la República Federal Alemana.  La ley 
fundamental alemana del 23 de mayo de 1949, incluyó las garantías del debido 
proceso y del juicio público equitativo e imparcial en el título consagrado a la 
jurisdicción.  Es importante enunciar que el 3 de Octubre de 1990, tras la 
reunificación pangermana, desapareció la República Democrática Alemana, 
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integrándose a la República Federal Alemana.  La RDA, consagraba en los 
procedimientos penales, los derechos de los ciudadanos que sólo podían ser 
limitados hasta donde lo permitiera la ley y fuera absolutamente necesario.   
 
1.2.2  La Carta Española.  Tras la caída de la dictadura del generalísimo 
FRANCISCO FRANCO BAHAMONDE, quien en 1936 encabezó la insurrección 
contra la República, el 31 de octubre de 1978 fue promulgada la Constitución 
Española, ratificada por referéndum popular, que convirtió a España en un 
Estado social y democrático de derecho con monarquía parlamentaria118. 
 
La Carta Española dedica su título primero a los derechos y deberes 
fundamentales, entre los cuales figura el debido proceso y el juicio justo en 
estos artículos: 
 
“Artículo 24. 1) Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva 
de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, 
sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.  2)  Así mismo todos 
tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y la 
asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a 
un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar 
los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra si 
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.  La ley 
regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no 
se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos”. 
 
“Artículo 25. 1) Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u 
omisiones que en el momento de producirse no constituyen delito, falta o 
infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.  2)  
Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas 
hacia la reeducación y la reinserción social y no podrán consistir en trabajos 
forzados.  El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma 
gozará de los derechos fundamentales de éste capítulo, a excepción de los que 
se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria.  En todo caso, tendrá derecho a un 
trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la seguridad social, 
así como el acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.  3) La 
administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o 
subsidiariamente, impliquen privación de libertad”. 
 

                                                
118 LLORENTE, Francisco Rubio.  DURANAS PELAEZ, Mariano.  Constituciones de los Estados 
de la Unión Europea.  Editorial Ariel.  Barcelona.  1997.  Pág. 153 – 194.  
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1.3   EL DEBIDO PROCESO EN AMÉRICA 
 
El Debido Proceso y el juicio equitativo e imparcial se desarrolló en América por 
influencia de la quinta y sexta enmienda de la Constitución de los Estados 
Unidos de 1787.  Ellas recibieron el nombre de garantías judiciales, a partir de 
su incorporación en el artículo 8° de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 1969 o Pacto de San José. 
 
Antes de la independencia de las naciones que fueron colonias de España y 
Portugal, no puede hablarse de derechos y libertades fundamentales, porque 
nunca fueron reconocidas durante el régimen colonial.  La Constitución de 
Cádiz de 1812, aunque reconoció importantes derechos y libertades 
fundamentales, no rigió en América.  El conquistador español, abolió 
instituciones políticas y sociales de los moradores aborígenes, legítimos dueños 
de las tierras, que se encontraban aferradas al ideal comunitario y a cambio 
impuso un sistema de gobierno central para mantener el orden, imponer a las 
poblaciones indígenas un sistema individualista, católico y feudal y para 
consolidar en nombre de la fe y del derecho divino de los reyes, un régimen de 
explotación y servidumbre al disfrute de la Corona española. 
 
Los gobiernos criollos que se instauraron en América Latina y el caribe al 
terminar la dependencia de España y Portugal, aunque instauraron la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, de la 
Revolución Francesa y las enmiendas de la Constitución Norteamericana, no 
pasaron a la práctica, siendo en su mayoría gobiernos tiranos con los mismos 
problemas de las monarquías europeas. 
 
La era de las dictaduras militares fue una constante histórica del siglo XIX en la 
región, caracterizada por caudillos, golpes de Estado, guerras civiles y 
revoluciones.  El panorama era cualquiera menos la estabilidad política.  La 
situación se extendió al siglo XX en donde las guerras mundiales fueron el 
acabose de la estabilidad política alcanzada por los Estados Democráticos, 
generando así, un caos de seguridad interna de los Estados a nivel mundial. 
 
Actualmente, la garantía universal del debido proceso se encuentra estipulada 
en la mayoría de las Constituciones latinoamericanas, avance de excelentes 
consecuencias jurídicas si se tiene en cuenta que es un instrumento procesal 
de gran importancia en la protección de los derechos y libertades 
fundamentales de primera generación. 
 
1.3.1 La Constitución Argentina.  La Constitución Nacional de Argentina 
promulgada en 1853, contiene la garantía del debido proceso en términos 
concretos.  Su artículo 18, estipula lo siguiente: “Ningún habitante de la Nación 
puede ser penado sin juicio previo fundado en la ley anterior al hecho del 
proceso, no juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces 
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designados por la ley antes del hecho de la causa.  Nadie puede ser obligado a 
declarar contra sí miso; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad 
competente.  Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los 
derechos…”.  Igualmente los artículos 43 y 86 estipulan que: “siempre que no 
exista otro medio judicial más idóneo, el amparo procede contra todo acto u 
omisión de autoridades públicas que lesiones, restrinja, altere o amenace con 
arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, la garantía del debido proceso”.  “El 
defensor del pueblo tiene legitimación procesal en defensa del debido proceso”. 
 
1.3.2 La Constitución de Brasil.  La Constitución de la República Federal del 
Brasil de 1988, incluye en su artículo 5 varias disposiciones que integran el 
debido proceso y el juicio justo.  Dentro de éstas se encuentra: 
 
a) No habrá juicio o tribunal de excepción. 
b) Es reconocida la institución del jurado, como la organización que, de 

acuerdo con la ley asegura la plenitud de defensa, el sigilo de las 
votaciones, la soberanía de los veredictos y la competencia para el 
juzgamiento de los crímenes dolos contra la vida. 

c) No hay crimen sin ley anterior que lo defina, ni pena sin previa conminación 
legal. 

d) La ley penal no es retroactiva, excepto para beneficiar al reo. 
 
1.3.3 La Constitución Chilena.  La constitución de 1980, destina el artículo 58 
al debido proceso; éste nunca fue respetado por el Gobierno del dictador 
Augusto Pinochet.  Su texto es el siguiente: “La igual protección de la ley en el 
ejercicio de sus derechos.  Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la 
forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir 
o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida.  
Tratándose de los integrantes de las fuerzas armadas y de orden y seguridad 
pública, éste derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y 
disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.  La ley 
arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no 
puedan procurárselos por si mismos.  Nadie puede ser juzgado por comisiones 
especiales, sino por el tribunal que le señale la ley y que se halle establecido 
con anterioridad por ésta.  Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción 
debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado.  Corresponderá al 
legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento.  
La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.  Ningún delito se 
castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad 
a su perpetuación, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.  Ninguna 
ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté 
expresamente descrita en ella”. 
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1.4 LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
 
Aprobada en Bogotá en 1948 durante la IX Conferencia Internacional 
Americana119, estipuló que “la consagración americana de los derechos 
esenciales del hombre unida a las garantías ofrecidas por el régimen interno de 
los Estado, establece el sistema inicial de protección que los Estados 
americanos consideran adecuado a las actuales circunstancias sociales y 
jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez más en el campo 
internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo más propicias”. 
 
El debido proceso, tal como se entendía en aquel entonces, quedó consignado 
en el artículo XXV y XXVI de la declaración: 
 
“Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes.  Nadie puede ser detenido por 
incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil.  Todo individuo que 
haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin 
demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada o, de 
lo contrario, a ser puesto en libertad.  Tiene derecho también a un tratamiento 
humano durante la privación de su libertad”. 
 
“Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es 
culpable.  Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma 
imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de 
acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, 
infamantes o inusitadas”. 
 
El artículo XVIII incluye el amparo como acción judicial de protección de los 
derechos y libertades fundamentales: 
 
“Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos.  
Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la 
justicia lo ampara contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 
alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente”. 
 
Tres años después de que fuera adoptado el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, que estableció el primer sistema 
universal de protección de los derechos humanos de primera generación, en 
1969, al término de la Conferencia Especializada Interamericana sobre 

                                                
119 La declaración fue adoptada a los pocos días del bogotazo del 9 de abril de 1948 cuando fue 
asesinado el dirigente popular JORGE ELIECER GAITAN.  Desde entonces, en Colombia fue 
puesta en práctica la represión que originó el más grande conflicto armado del país.  
CAMARGO, Pedro Pablo.  Manual de Derechos Humanos.  Bogotá, Editorial Leyes. 1995.  Pág. 
61.  
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derechos humanos, fue adoptada la Convención Americana sobre derechos 
humanos o Pacto de San José la cual entró en vigor el 18 de julio de 1978.  La 
Convención estipula el debido proceso en su artículo 8: 
 
“1.  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por le ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter. 
 
“2.  Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 
 
a) Derecho del inculpado a ser asistido gratuitamente por el traductor o 

intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal. 
b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 

preparación de su defensa; 
d) Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 

un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; 

e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por si mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 
por la ley; 

f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y 
de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos. 

g) Derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo ni a declararse 
culpable 

h) Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
 
“3.  La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 
 
“4.  El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 
 
“5.  El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia”. 
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2. EL DEBIDO PROCESO EN COLOMBIA 
 
El Debido Proceso como el fundamento central de las garantías judiciales ha 
adquirido en la Carta Magna de 1991 el status constitucional en el artículo 29 de 
la misma.  Sin embargo, la situación caótica de inseguridad, el narcotráfico, el 
terrorismo, los grupos subversivos, etc. han dado a ésta figura un enfoque 
distinto al inicial, convirtiéndose en un instrumento de represión.  De éste 
proceso es rescatable el esfuerzo de las organizaciones internacionales de 
derechos humanos, como la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, la Human Rights Watch, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos entre otras, que han procurado el respeto a los derechos humanos 
vulnerados por el Estado, en todas sus esferas. 
 
En Colombia, a diferencia de otros sistemas constitucionales, el debido proceso 
no es exclusivamente una garantía judicial, sino que también se aplica a toda la 
carrera administrativa, por mandato del artículo 29 de la Carta.  Por tanto, todo 
acto administrativo de las tres ramas del poder público están sometidas al 
debido proceso. 
 
El debido proceso se aplica a todo procedimiento judicial en materia civil, 
administrativa, laboral, agrario, de familia, disciplinario, policial, etc., teniendo en 
cuenta que según la Teoría General del Proceso, el proceso es uno solo para 
todas las ramas del derecho, aunque con procedimientos especiales para cada 
rama. 
 
2.1 EL DEBIDO PROCESO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1886 
 
Aunque la Carta Magna de 1886, hacía mención al debido proceso, también 
incluía un sin número de limitaciones como se puede observar en su articulado: 
 
“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se 
impute, ante el tribunal competente, y observando la plenitud de las formas 
propias de cada juicio.  En materia criminal, la ley permisiva o favorable, aun 
cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable”120. 
 
“La anterior disposición no obsta para que puedan castigar, sin juicio previo, en 
los casos y dentro de los precisos términos que señala la ley: 
 
1° Los funcionarios que ejercen autoridad o jurisdicción, los cuales podrán 
penar con multas o arrestos a cualquiera que los injurie o les falte al respeto en 
el acto en que estén desempeñando las funciones de su cargo; 

                                                
120 Artículo 26 de la Constitución Política de Colombia de 1886. 
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2° Los jefes militares, los cuales podrán imponer penas in continenti, para 
contener una insubordinación o motín militar, o para mantener el orden 
hallándose en frente del enemigo;  
 
3° Los capitanes de buque, que tienen, no estando en puerto, la misma facultad 
para reprimir delitos cometidos a bordo”121. 
 
Así mismo, el artículo 61, estableció bajo el crónico Estado de Sitio, la justicia 
penal militar contra los civiles, que a partir de la década de 1980 fue 
reemplazada por la justicia de excepción, denominada de orden público y 
posteriormente regional o secreta y ahora especializada. 
 
El Presidente Julio Cesar Turbay Ayala, el 6 de septiembre de 1978 mediante el 
Decreto Legislativo No. 1923, “por el cual se dictaron normas para la protección 
de la vida, honra y bienes de las personas y se garantiza la seguridad de los 
asociados” conocido como el Estatuto de Seguridad, terminó por abolir el 
debido proceso en Colombia. 
 
Durante la vigencia de la Carta Política de 1886 no hubo realmente debido 
proceso, es decir, no se concibió una administración de justicia imparcial, pronta 
y eficaz.  Éste se redujo a un aparato represivo al servicio de las castas 
políticas en el poder y la plutocracia.  Imperó la dictadura del Estado de Sitio del 
artículo 121 de la Carta. 
 
2.2 EL DEBIDO PROCESO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991 
 
El debido proceso “se trata de uno de los derechos o garantías fundamentales 
consagrados en la Carta, por su importancia política como instrumento 
garantista de las libertades y derechos primordiales del ser humano, ante el 
ejercicio del jus puniendi por parte del Estado”122. 
 
Éste constituye el conjunto de límites constitucionales y legales, para que el 
Estado pueda, en circunstancias excepcionales, afectar a través de su poder 
sancionador, la libertad y los bienes de las personas123, por cuanto la vida es 
sagrada y en Colombia la pena de muerte esté prohibida por la Constitución 
Política124. 
 

                                                
121 Artículo 27 de la Constitución Política de Colombia de 1886. 
122 IBAÑEZ, Gustavo.  Para frasear al ex magistrado Edgar Saavedra Rojas.  Constitución, 
derechos humanos y proceso penal.  Ediciones Jurídicas.  Tomo I. Bogotá.  1995.  Pág. 39. 
123 El artículo 58 de la C.P. garantiza la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con 
arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores.  Sin embargo, la ley 333 de 1996 contempla la extinción de dominio sobre los 
bienes adquiridos en forma ilícita. 
124 Art. 11: “El derecho a la vida es inviolable.  No habrá pena de muerte”. 
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El artículo 29 de la Carta Magna de 1991 estipula: 
 
“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas.  Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de 
la plenitud de las formas propias de cada juicio.  En materia penal, la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.  Toda persona se presume inocente mientras no se le 
haya declarado judicialmente culpable.  Quien sea sindicado tiene derecho a la 
defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 
investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por 
el mismo hecho.  Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación 
del debido proceso”. 
 
2.2.1 Obstáculos del Debido Proceso en la Carta Política de 1991.  Aunque 
en la Constitución Política de Colombia de 1991 se introdujo el debido proceso 
bajo el status de derecho fundamental, ésta misma retrocedió con el 
establecimiento de un sistema acusatorio dotado de facultades jurisdiccionales 
absolutas, contrariando la concepción del debido proceso. 
 
a) El sistema acusatorio: La creación de la Fiscalía General de la Nación, con 
poderes jurisdiccionales omnímodos anula el debido proceso.  A ésta institución 
han sido transmitidas funciones inherentes al juez como la detención de los 
acusados, la interceptación de las comunicaciones, el allanamiento de los 
domicilios, la dirección del proceso, la práctica de pruebas, entre otras.  El 
sistema acusatorio implantado en Colombia, es una versión transformada de los 
sistemas acusatorios de otros países del mundo, en el que sólo hay dos partes, 
la defensa y el fiscal acusador, en el proceso o juicio, bajo la dirección del juez.  
En Colombia, hace parte del proceso fuera de éstas dos, el ministerio fiscal, el 
ministerio público y la parte civil, y además se hace una separación de las 
etapas del proceso, en previa investigación, investigación y juicio, a cargo cada 
una de diferentes autoridades. 
 
b) La justicia de excepción: En Colombia existe el Estado de excepción que 
divide a la administración de justicia en dos, una ordinaria con relativas 
garantías y otra de excepción donde no hay debido proceso. 
 
La justicia de excepción nació con la Ley 61 de 1888 mejor conocida como la 
“ley de los caballos”, mediante la cual se facultó al presidente para prevenir y 
reprimir administrativamente los delitos y culpas contra el Estado que afectaran 
el orden público, pudiendo imponer, según el caso, las penas de confinamiento, 
expulsión del territorio, prisión o perdida de derechos políticos por el tiempo que 
fuera necesario. 
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También se facultó al presidente para prevenir y reprimir con iguales penas las 
conspiraciones contra el orden público y los atentados contra la propiedad 
pública y privada que envolvieran a su juicio, una amenaza de perturbación del 
orden o infundieran terror entre los ciudadanos. 
 
La Constituyente de 1991 en vez de haber abolido la justicia de excepción, 
dispuso su continuación en el Art. 8 transitorio de la Carta Política de 1991: 
 
”Los decretos expedidos en ejercicio de las facultades de Estado de Sitio hasta 
la fecha de promulgación del presente acto constituyente, continuaran rigiendo 
por un plazo máximo de noventa (90) días, durante los cuales en el gobierno 
nacional podrán convertirlos en legislación permanente, mediante decreto, si la 
comisión especial125 no los imprueba”. 
 
Fue así como normas altamente represivas dictadas al amparo del artículo 121 
de la Constitución del 1886 fueron convertidas en legislación permanente bajo 
la Constitución Política de 1991. 
 
c) La Justicia Especializada: Bajo el gobierno de Andrés Pastrana, se 
impulsó, en asocio con el Fiscal General de la Nación, la continuación de la 
justicia de excepción bajo el nombre de justicia especializada.  La Corte 
Constitucional insiste que la justicia especializada es parte de la justicia 
ordinaria; pero esto contradice a la Ley 504 de 1999 que consagra un trato 
discriminatorio en materia de garantías procesales contra los acusados de los 
delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, en 
punto a su libertad y términos. 
 
2.3  LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
 
La presunción de inocencia como derecho fundamental es proclamada, por 
primera vez en el mundo, por el artículo 9 de la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano del 26 de agosto de 1789 y que fue incorporada a la 
primera Constitución Francesa de 1791.  Antes de la Revolución Francesa, la 
presunción de inocencia no tenía el carácter de derecho fundamental, aunque 
en algunas sociedades europeas comenzaba a aplicarse el principio de “se 
presume lo bueno mientras no se pruebe lo contrario”.  Sin embargo en la 
antigüedad se aplicaba el principio de “todo hombre se presume culpable hasta 
que haya sido declarado inocente”.  Posteriormente sería la quinta enmienda a 

                                                
125 La Comisión Especial Legislativa integrada por treinta y seis (36) miembros, fue creada en 
virtud del artículo sexto (6) transitorio de la Constitución, y se reunió del quince de julio al cuatro 
de octubre de 1991y el dieciocho de noviembre de 1991 y el dieciséis de marzo de 1992.  La 
Comisión fue dotada de facultades para improbar por la mayoría de sus miembros, en todo o en 
su parte, los proyectos de decretos que prepare el gobierno nacional en ejercicio de las 
facultades extraordinarias concedidas al Presidente de la Republica por el artículo anterior (el 
quinto) y en otras disposiciones del presente acto Constituyente. 
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la Constitución de los Estados Unidos, la que la consagraría.  Después vino su 
consagración definitiva como norma de derecho internacional de carácter 
imperativo al encontrarse dentro de pactos internacionales de derechos 
humanos entre ellos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas de 1966, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
de 1969 y la Convención Europea para la Protección de los Derechos Humanos 
y Libertades Fundamentales de 1950. 
 
De la presunción de inocencia como derecho constitucional fundamental se 
derivan cuatro consecuencias jurídicas: 
 
a) Carga de la Prueba por parte el Estado:  Como consecuencia de la 
presunción de inocencia, los acusados no están obligados a probar que son 
inocentes, sino que es la parte acusadora en el caso colombiano la Fiscalía 
General de la Nación, a quien incumbe la carga probatoria de los elementos 
constitutivos del delito y de la culpabilidad del imputado.  La carga de la prueba 
en el proceso penal, ya sean delitos o contravenciones, corresponde al Estado 
a través de la acusación ante los jueces teniendo en cuenta el sistema 
acusatorio.  La presunción de inocencia es uno de los derechos más 
importantes con que cuenta cada individuo; para desvirtuarla es necesario 
demostrar la culpabilidad de la persona con apoyo en pruebas fehacientes 
debidamente controvertidas, dentro de un esquema que asegure la plenitud de 
las garantías procesales sobre la imparcialidad del juzgador y la intrínseca 
observancia de las reglas predeterminadas en la ley para la indagación y 
esclarecimiento de los hechos, la valoración de las pruebas y la definición de 
responsabilidades y sanciones.  Constituye un elemento integrante del Estado 
de Derecho. 
 
b) Prohibición de la Confesión: La confesión por la coacción se prohibió 
desde la independencia teniendo en cuenta los horrores a que fueron sometidos 
las personas implicadas.  La Constitución del 91 consagra la prohibición de la 
confesión mediante la coacción en causas criminales y contravencionales: 
“Nadie podrá ser obligado a declarar contra si mismo o contra su cónyuge, 
compañero permanente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil”.  El artículo 337 del Código de 
Procedimiento Penal prohíbe juramentar al imputado, pero el artículo 280 
permite la confesión voluntaria del imputado siempre y cuando sea hecha ante 
funcionario judicial, esté la persona asistida por defensor, haya sido informada 
del derecho a no declarar contra si misma y que lo haga en forma conciente y 
libre. 
 
c) In Dubio Pro Reo:  Ésta locución latina según la cual toda duda debe 
resolverse a favor del reo, es una regla del derecho penal que obliga al juez a 
absolver al acusado en caso de que exista duda.  El sistema penal colombiano 
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lo consagra como garantía de la presunción de inocencia del inculpado, basado 
más en el derecho probatorio y en la interpretación de la ley.   
 
d) La Libertad del Acusado como Regla y no como Excepción: El acusado 
puesto en libertad, bien por falta de meritos o bajo caución debe permanecer en 
libertad hasta la sentencia condenatoria, incluso durante el trámite de la 
apelación contra dicha sentencia.  La detención preventiva del acusado es la 
excepción y no la regla. 
 
2.4 EL DERECHO DE DEFENSA 
 
El derecho de defensa del reo que pregona su inocencia es una conquista del 
siglo XVIII pues, el reo confesaba espontáneamente para evitar males mayores, 
o era obligado a confesar mediante tormentos para justificar la sentencia del 
juez126.  Éste derecho es esgrimido por los ingleses en la Declaración de 
Independencia del 4 de julio de 1776; después de la sexta enmienda de la 
Constitución de los Estados Unidos se introdujo por primera vez como 
constitucional y fundamental el derecho a la defensa.  La Constitución de 1991 
incluye por primera vez el derecho de todo acusado a su defensa; ésta incluye 
la doble modalidad: defensa material, si él se defiende por si mismo sin la 
intervención de letrado, o defensa técnica, si ésta se lleva a cabo por un 
abogado libremente designado por el imputado o bien por defensor de oficio 
designado por el Estado.  El derecho de defensa es un derecho constitucional 
fundamental, de aplicación inmediata y se aplica en todos los campos de la 
actividad humana y en todas las esferas del derecho, sin limitación alguna. 
 
El derecho fundamental del inculpado se traduce en el derecho de presentar 
pruebas sin limitación alguna, que considere necesarias para su defensa.  
Cuando las pruebas son recaudadas con violación del debido proceso público, 
ósea obtenida por encima o con desconocimiento de las garantías procésales a 
que tiene derecho todo acusado, será considerada nula.   
 
Dentro del derecho de defensa también se puede considerar el derecho de todo 
inculpado a impugnar la sentencia condenatoria.  La doble instancia hace parte 
de la garantía e imparcialidad de los procesos; sin embargo Colombia 
contempla en el artículo 31 de la Carta Magna, la figura de non reformatio in 
pejus, aplicable al derecho penal en la que el superior no puede agravar la pena 
impuesta en el juicio. 
 
2.5 LA GARANTÍA DEL JUEZ NATURAL INDEPENDIENTE E IMPARCIAL 
 
El Juez natural nace a partir de la separación tripartita del poder que 
Montesquieu enuncia en su libro Espíritu de las Leyes.  La Constitución de los 

                                                
126 CAMARGO, Ob. Cit. Pág. 153. 
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Estados Unidos adoptó el principio de separación de poderes, estableciendo un 
poder judicial diferente al ejecutivo y al legislativo.  Posteriormente la 
Constitución de Francia del 3 de septiembre de 1791 dispuso que ningún 
ciudadano sería sustraído de los jueces asignados por la ley para ser sometido 
a juicio a un tribunal, o a otros organismos con atribuciones distintas de las 
determinadas por la ley.  La Constitución de Cádiz de 1812 ordenó que ningún 
español podía ser juzgado en causas civiles y criminales por ninguna comisión, 
sino por el tribunal competente determinado con anterioridad por la ley.  Estos 
preceptos fueron incorporados en las primeras constituciones de los Estados 
que se independizaron de España y Portugal.  Colombia, recogió tal principio en 
el artículo 26 de la Constitución de 1886, así: “Nadie podrá ser juzgado sino 
conforme a las leyes preexistentes al acto que se impute, ante tribunal 
competente, y observando la plenitud de las formas propias de cada juicio”. 
 
Dentro del concepto del Juez natural independiente e imparcial se encuentra 
ubicada la figura de la competencia, concebida como la idoneidad o atribución 
conferida a un órgano judicial para conocer o llevar a cabo determinados actos 
judiciales, con exclusión de los órganos ejecutivo y legislativo, que no 
administran justicia y de los particulares que son sujetos de la justicia. 
 
Otro carácter importante en la garantía del Juez natural es la independencia e 
imparcialidad del juez o tribunal, que debe reflejarse en la toma de sus 
decisiones con el fin de no incurrir en prevaricato, abuso de autoridad, nulidad 
de actos y proceso disciplinario.  “La independencia de los jueces no tiene el 
significado de privilegio ni de abierta exoneración de responsabilidad.  Esa 
independencia, lejos de ser una invitación a la arbitrariedad, es el medio que 
resguarda su autonomía e imparcialidad para poder proferir sentencias justas y 
conforme a derecho”127. 
 
2.6 EL JUICIO PÚBLICO 
 
La referencia que hace el artículo 29 de la Constitución Política Colombiana a 
un debido proceso público sin dilaciones injustificadas, busca la integridad del 
juicio en sus dos etapas.  El juicio, entendido como el examen de juez, 
mediante la valoración probatoria de la responsabilidad civil del demandado o 
de la culpabilidad penal del acusado, es público salvo excepciones muy 
especiales.  La defensa en juicio es inseparable del derecho de audiencia. 
 
2.7 PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
El principio de legalidad expresa que la conducta de las personas en sociedad 
debe ajustarse a lo que prescriban las normas jurídicas.  Obliga al Estado y sus 
órganos a respetar el conjunto de leyes establecido, y en caso de 

                                                
127 Sentencia C – 486 de 1993.  Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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quebrantamiento verificar y justificar la aplicación de la ley para quien la ha 
infringido.  Como se expresó anteriormente el artículo 29 de la Carta Magna 
establece como garantía del debido proceso que “Nadie podrá ser juzgado sino 
conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa”.  Denominado principio 
de taxatividad penal, las conductas punibles deben estar inscritas 
inequívocamente y las sanciones a impugnar deben estar también previamente 
determinadas.  Éste principio está complementado por el de tipicidad 
consagrado en el artículo 10 del Código Penal. 
 
Cuando el artículo 29 de la Carta Política consagra la expresión “y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”, se refiere a las 
normas sustantivas y adjetivas en el momento de la comisión de los hechos que 
la ley preexistente reputa como delictivos. 
 
2.8 IRRETROACTIVIDAD Y FAVORABILIDAD DE LA LEY 
 
El artículo 29 de la Constitución de1991 refrenda dos derechos fundamentales: 
el primero que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
imposibilitando así la aplicación de penas ex  post  facto; y el segundo la 
permisibilidad de la ley aún cuando ésta sea posterior, aplicando de preferencia 
a la restrictiva o desfavorable; éste es el llamado principio de favorabilidad. 
 
En materia civil, la Constitución del 91 hace referencia a la irretroactividad 
cuando en su artículo 58, consagra que “se garantizan la propiedad privada y 
los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no 
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores”.  Éste principio 
es el marco general que permite a las personas naturales y jurídicas conocer de 
antemano las consecuencias de sus actos u omisiones.  Por tanto es arbitrario 
que los derechos y obligaciones establecidos al amparo de normas jurídicas 
anteriores sean desconocidos por disposiciones legales posteriores. 
 
2.9 NON BIS INIDEM Y COSA JUZGADA 
 
Non bis inidem es una expresión latina que significa “no dos veces sobre lo 
mismo”; ésta ha sido empleada para impedir que una pretensión resuelta 
mediante una decisión judicial contra la cual no cabe recurso alguno sea 
presentada nuevamente ante otro juez.  La cosa juzgada hace referencia a la 
inmutabilidad del mandato que nace de la sentencia.  En el Código Penal se 
encuentra la garantía del non bis inidem como la prohibición de doble 
incriminación128.  Así mismo prevé la cosa juzgada cuando una situación 
jurídica ha sido definida por sentencia ejecutoriada o providencia que tenga la 

                                                
128 “A nadie se le podrá imputar más de una vez la misma conducta punible, cualquiera sea la 
denominación que se le de o haya dado, salvo lo establecido en los instrumentos 
internacionales”. 
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misma fuerza vinculante, y no puede ser sometida a una nueva actuación, 
aunque se le de una denominación jurídica distinta.   
 
La cosa juzgada cuya finalidad es la seguridad jurídica, ha sido objeto de 
debate acerca de si es o no un principio absoluto o relativo o por el contrario 
puede ser corregido si se demuestra alguna irregularidad sustancial o procesal.  
En el proceso civil la sentencia ejecutoriada tiene fuerza de cosa juzgada 
siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la 
misma causa que el anterior y que entre ambos procesos haya identidad 
jurídica de partes.  Sin embargo la cosa juzgada no se opone al recurso 
extraordinario de revisión el cual procede en los términos del artículo 379 del 
Código de Procedimiento Civil. 
 
3. LA PROTECCION DEL DEBIDO PROCESO EN LOS PROCESOS DE 
SERVIDUMBRE Y EXPROPIACION 
 
A la propiedad privada se le reconoce el carácter de derecho subjetivo, del cual 
se deriva la función social y ecológica a cargo de su titular, encaminada a 
satisfacer intereses de orden individual y general, y como contraprestación a 
ésta, el Estado se encuentra obligado a garantizar su protección.   
 
Sin embargo el Estado, quien tiene a su cargo la facultad de suprimir en su 
favor, el dominio que ejerce un particular, debe tener en cuenta en sus 
actuaciones el principio de legalidad, garantizador de los derechos individuales 
y generales de los directamente afectados por sus actuaciones.   
 
La intervención de la jurisdicción a través de sus jueces y por medio de una 
sentencia judicial, es el instrumento mas idóneo para garantizar la defensa del 
particular que se puede ver perjudicado en sus intereses individuales ya sea en 
el proceso de servidumbre o en el de expropiación, según sea la naturaleza y el 
objetivo o fin que tenga el Estado sobre sus bienes.   
 
Si bien es cierto, la intervención jurisdiccional es la última instancia en éste 
largo proceso que conlleva la imposición de la servidumbre y la expropiación, 
los cuales cuentan con procedimientos preparatorios con el fin de llevar a cabo 
la imposición de éstas figuras sin recurrir a los estrados judiciales.  Es 
precisamente en ésta instancia, en donde se encuentra contrariada la voluntad 
de quien va a recibir el gravamen, cuando se presenta la oportunidad de 
controvertir las decisiones de la administración que busca imponer. 
 
En el sistema procesal colombiano, está contemplado el derecho de acción que 
se ejerce concretamente mediante la formulación de la demanda que constituye 
el instrumento que el Estado pone en manos del asociado para ejercer 
derechos.  Así mismo, está contemplado el derecho de defensa, en donde, 
luego de el demandante haber presentado al juez unas pretensiones para que 
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las haga valer respecto de otro sujeto de derecho, el demandado a su vez, debe 
hacer una manifestación general sobre el contenido de la demanda presentada 
en su contra, pronunciamiento esencial para la estructuración de la relación 
jurídico procesal, conveniente igualmente para delimitar desde un primer 
momento las posiciones de las partes y facilitar la actividad probatoria y el 
ejercicio de los deberes de dirección del proceso que tiene el juez.  Por está 
razón, la legislación colombiana atribuye a la no contestación de la demanda, el 
carácter de indicio grave en contra del demandado, salvo que le sea atribuido 
otro efecto, el cual por lo general es el de dar por aceptados los hechos y 
pretensiones y permitir sentencia de plano como sucede en los procesos de 
restitución de bien inmueble arrendado.   
 
La contestación de la demanda no es obligatoria para el demandado, pero 
constituye un valioso instrumento que la ley le otorga para el adecuado ejercicio 
de su derecho de defensa, pudiendo encausarla mediante los escritos de 
contestación y la presentación de excepciones.  Al no contestar, el demandado 
se pone en una situación de inferioridad desde el punto de vista del ejercicio de 
su derecho de defensa. 
 
En el caso específico de la expropiación, la Carta Política de 1991, hacía 
referencia en su artículo 58 del carácter no controvertible de los motivos de 
utilidad pública o interés social.  Según éste artículo, solo eran discutibles los 
factores que no se relacionaran con ellos, pero gracias al acto legislativo No. 1 
de 1999, ésta determinación contrariante de cualquier Estado Social de 
Derecho, fue derogada para así garantizar el principio de legalidad y el debido 
proceso casi extinguidos por ésta normatividad, y que desconocía en todo 
momento los derechos y facultades depositados en los propietarios de los 
bienes en Colombia.   
 
3.1 RECURSOS 
 
El título XXIV del Código de Procedimiento Civil, contempla el recurso de 
apelación, con el fin de controvertir el proceso de expropiación e igualmente el 
de servidumbre.  
 
El recurso de apelación tiene por objeto que el superior de quien imparte la 
decisión, estudie la cuestión decidida en la providencia de primer grado y la 
revoque o reforme.  Éste recurso lo puede imponer la parte a quien le haya sido 
desfavorable la providencia.   
 
El artículo 455 del C.P.C. aunque sólo hace referencia a la expropiación, 
también es aplicable a la servidumbre, puesto que el artículo 111 del Decreto 
222 de 1983 establece que desde que el objetivo de estas servidumbres sea la 
prestación de un servicio público, deben ceñirse a ésta disposición.   La 
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sentencia que deniegue la expropiación o la servidumbre es apelable en el 
efecto suspensivo y la que la decreta en el devolutivo. 
 
En general, y como se ha especificado anteriormente, la parte demandada 
dentro de un proceso de expropiación o de imposición de servidumbre, cuenta 
con las garantías procesales contemplados dentro del proceso, claro está, 
luego de haber realizado un recorrido de negociación y acuerdos voluntarios, 
que al haber fracasado, obligan a la administración o al particular encargado, a 
interponer la demanda correspondiente con tal de poder dar cumplimiento a su 
objetivo, en éste caso, la prestación de los servicios públicos.  
 
4. LA DIGNIDAD HUMANA 
 
La dignidad humana y el debido proceso son indisolubles.  Éste término ha 
recorrido diferentes estadios hasta llegar al concepto actual de dignidad 
humana, asociado en principio con la filosofía Kantiana, baluarte de diferentes 
escuelas filosóficas. 
 
La dignidad humana se halla íntimamente vinculada con la teoría de los 
derechos humanos, pues estos encuentran justificación a raíz del valor 
intrínseco que se atribuye a todo ser humano, de la dignidad inherente a cada 
uno de estos, independientemente de las diferencias de sexo, raza, 
nacionalidad, religión, etc. 
 
Precisamente en la declaración de la Organización de las Naciones Unidas se 
destaca la fe en la dignidad y el valor de la persona humana, como el 
fundamento moral de los derechos subjetivos, lo cual no acaecería sino 
estuviese vigente la idea moderna de una dignidad igual, que reconoce a todo 
ser humano sin distingo de naturaleza alguna.  Es así como en la mayoría de 
constituciones, en rigor, hacen alusión a la dignidad humana como un principio 
rector o un valor supremo. 
 
4.1 La Dignidad Humana de Kant 
 
Para elaborar cualquier teoría que desee aproximarse a la construcción de un 
ensayo sobre el reconocimiento del concepto de dignidad humana como valor 
intrínseco del hombre, resulta imprescindible retomar la postura filosófica de 
Kant. 
 
Parafraseando a éste autor, la Dignidad de la especie humana se basa en el 
hecho de que el hombre ha sido creado como un ser perfecto, como la máxima 
culminación de las especies, y de tener el privilegio de ser fin en sí mismo 
considerado, dotado de ese valor intrínseco que lo hace diferente en manera 
cualitativa; es lo que constituye el principio necesario y evidente para demostrar 
esa verdad indiscutible de superioridad como especie; por eso, por su fin último, 
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es que se siente autorizado a servirse de otras especies para su propia 
existencia y desarrollo129.  Por tal virtud originaria es que el hombre tiene la 
facultad de moldear la naturaleza para obtener los medios al alcance, con el fin 
de obtener sus logros para una vida de relación social y cultural más armónica y 
estable, en comunidad. 
 
Según Kant, es la superioridad ontológica la que exige el deber de respetar a 
cada hombre; en consecuencia se da el trato diferencial frente a las otras 
especies de la naturaleza, a las que si se puede utilizar y manipular, mientras 
que, por otro lado, se impone el deber de respetar al hombre como fin en sí; es 
por ésta dignidad que no puede disminuírsele a la pequeñez de cosa, con el 
antojo de utilizarlo para algunos fines.  Es un deber recíproco; cada uno tiene el 
derecho y el correlativo deber de dar y recibir respeto, es decir, de considerarse 
y considerar al otro como su valor intrínseco lo exige, como fin en si mismo, por 
encima de lo externo, lo material, y reconocer y respetar ingredientes inherentes 
a cada uno, como son la integridad, la autonomía, la mayoría de edad, la 
libertad y su concepto de felicidad, como uno de los fines esenciales.   
 
Por el mismo respeto que debe imprimírsele a la dignidad humana, se 
desprende el respeto a los derechos.  Es en la autonomía moral donde 
descansa el valor supremo de la vida.  Ésta debe respetarse no sólo por ser 
obra máxima de la creación, sino, porque a través de ella el hombre desarrolla 
su sentido ético y cultural, trascendiendo lo material a estadios superiores, en 
pro de su libertad y autonomía moral.  Pero si bien se admite que la vida es la 
condición material para que el hombre pueda perfeccionar su personalidad y 
alcanzar la inmortalidad, hay situaciones en las que la vida misma debe ceder 
cuando está en juego la autonomía y la libertad humana; la vida humana no 
constituye un valor absoluto.     
 
El respeto por la dignidad humana implica el respeto por el ejercicio de los 
derechos que permitan participar activamente en la vida política del país, no 
sólo eligiendo sino participando de manera activa en el proceso de producción 
de las leyes, que en últimas regularan la conducta del individuo y la de los 
demás.  Sólo una ley fruto del consenso general puede considerarse legítima, y 
por lo mismo obligatoria para todos.  Una ley que desconozca ésta participación 
no es obligante, dado que carece de las características intrínsecas que la 
legitima; en todo caso, ninguna ley externa puede estar en contraposición con la 
ley moral, y, en ultima instancia, es a ésta a la cual el hombre está supeditado, 
es ésta ley la que se conoce a través de la razón, que desde ésta óptica se 
considera práctica, ya que es reguladora de la conducta. 
 

                                                
129 KANT, Emmanuel, Critica de la Razón Pura. México, Porrúa. 1996. Estudio Introductivo y 
análisis de la obra. Francisco Larroyo.  Versión al Español de Manuel García Morente y Manuel 
Fernández Núñez. 
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El ejercicio de los derechos políticos y sociales presupone la libertad de 
pensamiento y expresión de la persona; sólo así puede asumirse una actitud 
crítica frente al contexto general que le rodea, esto es, político, cultural, 
religioso, etc.  Así, el hombre ejercita libremente su pensamiento y determina su 
voluntad, teniendo como eje la ley moral. 
 
La fundamentación de la dignidad se encuentra en la legislación universal que 
pregona Kant, la cual está dentro de cada individuo y a la que se accede a 
través de la razón.  Es por los dictados de ésta legislación absoluta, obligatoria, 
por lo que cada hombre merece un trato digno, reconociéndose en el su valor 
esencial por el sólo hecho de ser humano.  Ésta legislación universal no es otra 
que la ley moral, la cual existe en cada ser independiente de factores externos; 
como lo afirma Kant, ella es “un hecho de la raza pura”, que se torna en 
práctica, por cuanto regula la conducta humana, imponiéndole actuar conforme 
a sus dictados.  Precisamente, uno de estos imperativos es el respeto por la 
dignidad humana.  
 
Tal como lo afirma Kant en su obra la Fundamentación de la metafísica de las 
costumbres, “la autonomía es el fundamento de la dignidad y de toda naturaleza 
racional”130.  El respeto de la dignidad deviene así en esa capacidad que tiene 
el individuo de elegir su propia vida, de labrarse su propio destino, acatando esa 
legislación universal la que accede por los dictados de la razón pura.  Es esa 
capacidad de moralidad, y no la moralidad misma, la que le sirve de 
fundamento a la dignidad humana.  De ahí que todos los hombres, aún los que 
se alejan de esa legislación universal, merezcan un trato digno acorde con su 
dignidad, ya que en cualquier momento pueden acceder a esa legislación y 
obrar conforme a ella, que es la que los hace morales. 
 
4.1.1 Desarrollo del Debido Proceso en la Postura Kantiana.  A lo largo de 
sus obras, especialmente el la critica de la razón práctica, Kant expone de una 
manera vehemente su concepto de legislación universal, para sostener que el 
debido proceso no apunta exclusivamente al proceso de aplicación de la ley, 
sino que tiene que ver con su producción misma, ya que las normas que dan 
fundamento al sistema deben ser susceptibles de generalización, y por lo 
mismo la estructura de ésta legislación universal, con el convencimiento de que 
sólo en la razón, o lo que es igual, en la racionalidad, puede y debe estar la 
justicia. 
 
La concepción del debido proceso en Colombia, ha sido por así decirlo, 
desviada de su objetivo inicial, que era el de preservar y velar por la dignidad 
humana.  Las diversas circunstancias que el país ha atravesado desde su 
independencia, podrían parecer justificación de la indebida aplicación de éste 

                                                
130 KANT, Emmanuel.  Fundamentación de la Metafísica de las Costumbres.  Traducción de 
José Mardomingo, Barcelona, Ariel, 1996. 
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importante principio, en las actuaciones de las autoridades; la concentración de 
poder en manos de unos pocos y la búsqueda de sus intereses han 
distorsionado aún más el cumplimiento de las garantías que reúne el debido 
proceso.  Es necesario rescatar las virtudes reconocidas a nivel internacional de 
éste principio, traerlo a la realidad nacional actual, con el fin de no seguir 
agrediendo los derechos fundamentales individuales en caso de mayorías que 
han quedado a la deriva en lo que al respeto de sus derechos se refiere. 
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CONCLUSIONES 
 
El Estado Social de Derecho tiene como finalidad la protección de los derechos 
del individuo y para llevarla a cabo debe prestar los diferentes servicios para la 
satisfacción de sus necesidades básicas.  El mejoramiento de la calidad de vida 
es una finalidad esencial del Estado Social de Derecho.  El desarrollo de los 
servicios públicos es vital en el crecimiento del país, y es un instrumento 
garantizador de los derechos fundamentales de la vida de los colombianos. 
 
El Gas es un combustible que ha mejorado notoriamente la calidad de vida de 
los colombianos, así como los diferentes sectores industriales que han visto en 
él, las ventajas que otros no les ofrecían como sus bajos costos, el 
mejoramiento y la conservación del medio ambiente.  El consumo del gas ha 
sido importante en la esfera ambiental, puesto que ha disminuido la 
deforestación y la contaminación producida por otras fuentes de energía.  En el 
aspecto social y económico ha sido notoria la reducción de los gastos en los 
sectores domiciliario, industrial, petroquímico y termoeléctrico, así como el 
cambio de costumbres en la forma de vida que han hecho a un lado el uso de 
combustibles de alto riesgo de accidentalidad. 
 
El Interés general prima sin excepción sobre el particular y, aunque se crean 
vulnerados algunos derechos, estos son resarcidos por parte del Estado, para 
así respetar tanto los derechos individuales como los generales y poder cumplir 
las finalidades de éste sin quebrantar el equilibrio social, económico y jurídico.  
Al individuo se le reconocen los derechos y se le indemniza, lo que representa 
una compensación por los derechos vulnerados a favor de la utilidad pública y 
el interés social. 
 
Las figuras de la servidumbre y la expropiación son necesarias para llevar a 
cabo la función social del Estado de dar a todos sus habitantes un nivel de vida 
acorde a sus necesidades, por medio de la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios.  Dentro de la normatividad colombiana se ha establecido la 
protección de las garantías individuales y generales de los individuos; las 
figuras de la servidumbre y la expropiación, acorde al marco legal existente, 
contempla el resarcimiento de los daños causados en pro del interés general. 
 
Tanto la servidumbre como la expropiación cuentan con un procedimiento 
previo, en el que se busca llegar a un acuerdo de forma voluntaria con el fin de 
no recurrir a los estrados judiciales.  En esta etapa de negociación directa, las 
partes interesadas de común acuerdo pactan el resarcimiento de sus derechos 
e intereses individuales vulnerados por el gravamen o por la limitación a la 
propiedad que se busca por medio de actos jurídicos y con el pago de dineros 
correspondiente a la indemnización. 
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Al fracasar estas negociaciones directas, es cuando aparece la necesidad de 
acudir a la rama judicial para que ésta sea quien imponga los gravámenes e 
igualmente estime el valor que debe entregarse por concepto de indemnización 
al afectado.  Este pago garantiza la protección de los derechos e interese 
individuales, pero es importante resaltar que dentro de estos procesos, las 
personas afectas cuentan con los medios de defensa necesarios con el fin de 
controvertir las decisiones tomadas por la administración.  Estos procesos, ya 
sea el de imposición de servidumbre o el de expropiación deben obedecer al 
principio de legalidad y deben contar con las garantías que contiene el debido 
proceso, materializándose en el derecho de contradicción o de defensa. 
 
Teniendo en cuenta el estudio realizado en ésta investigación, puede 
determinarse que aunque se crean vulnerados en algún momento los derechos 
individuales de los particulares, estos se encuentran cobijados por normas de 
rango constitucional, desarrolladas por medio de leyes y decretos que buscan la 
protección de dichos intereses, obedeciendo a la necesidad de desarrollo del 
país.  Igualmente es necesario recalcar que los particulares tienen a su alcance 
los medios idóneos para controvertir las decisiones tomadas por la 
administración.  Sin embargo, lo que si puede representar un problema en la 
aplicación de éstas dos figuras jurídicas, es la falta de organización de la 
normatividad que las regula.  Con el fin de evitar los vacíos normativos, debería 
implementarse un manual que unificara la información existente y fuera aplicado 
a todos los casos en general, ya sea o no para la prestación de los servicios 
públicos, pero que igualmente tengan relación con la utilidad pública y la función 
social, metas imperativas del Estado Social de Derecho. 
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ANEXO A  
RED NACIONAL DE GASODUCTOS 

 
A través de la Red Nacional de Gasoductos, se busca suministrar gas natural a 
los principales centros de consumo industrial y residencial.  Se estima que para 
el año 2.010, más de cuatro millones y medio de familias se estarán 
beneficiando con el uso del Gas Natural.  El plan de masificación del gas natural 
busca, además, reducir el consumo de leña y la tala de árboles.  Otro factor 
benéfico, es sustituir el uso de la energía eléctrica, la cual es más costosa que 
el gas. 
 
Ésta red está conformada por un sistema de tres (3) gasoductos principales a 
los cuales se conectan ramales regionales.  Estos últimos transportan el gas 
hasta los municipios.  Así, el gas es llevado a las residencias e industrias a 
través de redes domiciliarias de distribución.  Ecogás, a través de su propia red 
o la que contrate con el sector privado, maneja el sistema central de gasoductos 
y los subsistemas de distribución hasta los municipios.  Las redes municipales 
de distribución son contratadas por el Ministerio de Minas y Energía, mediante 
licitación para áreas exclusivas de servicio, o por los municipios directamente. 
 
Los gasoductos troncales y regionales (ramales) de la red de Ecogás, tienen 
una extensión total de 3.233 Km.  En ésta cifra no se consideran las redes 
domiciliarias para la distribución en los municipios.  La capacidad actual de 
transporte del sistema es de 150 mpc/d, en el tramo Ballena - Barrancabermeja 
y de 200 mpc/d a partir de Barrancabermeja, pero la cantidad que se transporta 
depende de la demanda efectiva. 
 
Parte de la red fue construida utilizando oleoductos ya existentes que 
transportaban petróleo crudo, los que mediante un proceso de conversión, 
fueron habilitados para el transporte de gas.  Otra parte fue construida 
directamente por ECOPETROL, y tanto la una como la otra fueron escindidas a 
Ecogás. Adicionalmente, tres (3) de los gasoductos principales y sus ramales 
fueron construidos y financiados por la industria privada bajo el sistema BOMT 
(Build Operate Maintain and Transfer). 
 
EL BOMT es un mecanismo ampliamente utilizado para el desarrollo de 
proyectos de infraestructura mediante el cual el sector privado construye, es 
propietario, opera y mantiene un activo durante un plazo determinado al final del 
cual transfiere el bien a una entidad estatal.  El sistema requiere la intervención 
de varios organismos públicos, compañías privadas, inversionistas y bancos.  
Los préstamos normalmente son negociados por el contratista, quien es 
responsable de su pago oportuno.  El contratista - propietario opera el bien 
durante un plazo largo, entre 10 y 20 años, y recibe un pago periódico del 
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usuario que incluye una tarifa por la utilización del servicio, el precio de venta 
del producto obtenido, y un canon de arrendamiento.  Adicionalmente, el pago 
debe ser suficiente para cubrir costos financieros y de operación, y amortizar el 
capital invertido. 
 
Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Ballena – Barrancabermeja 
 
Fue el primero desarrollado dentro del Plan de Masificación del Gas Natural 
aprobado en marzo de 1993 por el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social CONPES, siendo la empresa estatal ECOPETROL la encargada de su 
organización y puesta en marcha. 
 
ECOPETROL, el día 12 de Mayo de 1994, suscribió con la firma Centragas - 
Transportadora de Gas de la Región Central de ENRON & Cía, S.C.A.-, el 
contrato para la prestación del servicio de transporte de Gas Natural por 
Gasoducto entre Ballena (Departamento de La Guajira) y Barrancabermeja 
(Departamento de Santander), que luego cedió a Ecogás, bajo la modalidad 
BOMT, a través del cual Centragás financió la totalidad del proyecto, lo 
construyó y posteriormente lo operó, mantienendolo por un tiempo de 15 años, 
al cabo del cual, Ecogás tendrá la opción de comprarlo o dejarlo definitivamente 
como una propiedad de Centragas.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En la etapa previa a la construcción del proyecto y de acuerdo con las 
condiciones del contrato, Centragas obtuvo los recursos financieros requeridos 
para la construcción del Gasoducto, mediante la emisión de bonos en el 
mercado internacional por valor de MUS$ 171.0. Adicionalmente en ésta misma 
etapa fue necesario desarrollar, de acuerdo con las exigencias del Ministerio del 
Medio Ambiente, el Plan de Gestión Social para definir las zonas de influencia 
del proyecto, su caracterización y la puesta en práctica de medidas tanto de 
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compensación como de mitigación, en aquellas poblaciones cercanas al 
Gasoducto y en especial con las comunidades indígenas Wayuú, del sector de 
la Guajira. 
 
El Ministerio del Medio Ambiente expidió el 25 de julio de 1994, la Licencia 
Ambiental # 204, autorizando la construcción del Gasoducto.  Atendidas todas 
las recomendaciones del Ministerio del Medio Ambiente y con los recursos 
económicos preparados, el Acta de Iniciación de dicho contrato se firmó el 14 
de diciembre de 1994, dando inicio a la construcción el 21 de enero de 1995, 
con una terminación de ésta fase el 24 de febrero de 1996.  Centragas 
subcontrató la construcción con la firma Techint y la interventoría de la misma, 
con la firma Promigas. 
 
El gasoducto Ballena - Barrancabermeja cuenta con una planta Deshidratadora 
de Gas en Ballena (km 0 +000), indispensable para mantener el gas dentro de 
las condiciones de humedad exigidas para su transporte y una Estación 
Terminal en Barrancabermeja (km 578,8 + 000), sistema de telecomunicaciones 
a lo largo del trazado, estaciones de lanzamiento y recepción de raspadores y 
válvulas de corte o seccionamiento, entre otras.  Los 578,8 km de construcción 
de la línea principal se realizaron en tubería de 18 pulgadas de diámetro, con un 
espesor de 0.344" y calidad API 5LX-60; los 199 km de ramales de conducción 
de gas hasta las 31 poblaciones beneficiarias del proyecto en su etapa inicial, 
fueron construidos en tubería de 2" a 4" de diámetro, calidad API 5L Gr. B. 
 
La capacidad nominal de transporte del gasoducto Ballena - Barrancabermeja 
es del orden de 108 mpc/d, a condiciones de presión de 1,200 psig en la 
Estación Ballena y 300 psig en Barrancabermeja, utilizando sólo la presión de 
los campos de producción de Chuchupa (costa - afuera).  A partir de diciembre 
de 1997, mediante la instalación de la Estación Compresora de Casacará 
(Departamento del Cesar), se incrementó la capacidad de transporte del 
Gasoducto Ballena - Barrancabermeja, a 150 mpc/d. 
 
Éste beneficia directamente a 31 poblaciones de los Departamentos de La 
Guajira, Cesar, Magdalena y Santander. Su interconexión con los otros 
gasoductos troncales facilita el transporte de éste gas hasta Cali y Bogotá.  
Durante el primer semestre de 1998 su operación fue vital para enfrentar con 
éxito los efectos del fenómeno de El Niño. Entre enero y julio se transportó un 
promedio de 82,2 mpc/d. 
 
En cuanto a las características del gas extraído del campo de Chuchupa 
(Departamento de La Guajira), se puede resaltar que es gas con un poder 
calorífico (GHv) de 1.003 BTU/pie cúbico y gravedad específica de 0.5647, con 
14 ppm de mercaptanos. 
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Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Mariquita – Cali 
 
La construcción y operación de éste gasoducto fue adjudicada a la firma 
Transgas de Occidente S.A. por el sistema BOMT, contrato que fue cedido a 
Ecogás a partir del 1º de enero de 1998.  Antes de la construcción del 
Gasoducto, ECOPETROL desarrolló un estudio de impacto ambiental, que 
consistió en realizar un análisis detallado del medio ambiente, conociendo los 
cultivos, la fauna, las fuentes de agua y los aspectos sociales y económicos de 
las poblaciones por las que pasaría el Gasoducto.  Éste estudio permitió 
desarrollar el Plan de Manejo Ambiental, aprobado por el Ministerio del Medio 
Ambiente, y así poder adelantar el proyecto. 
 
Su construcción se inició el 19 de enero de 1996, terminándose la misma, el 24 
de agosto de 1997. La línea troncal consiste de 340 Km. de tubería de 20 
pulgadas y sus ramales tienen una longitud de 424 Km. en tuberías que van de 
2 a 8 pulgadas de diámetro. La fase operativa, que se inició el 25 de agosto de 
1997, es de veinte (20) años, con transferencia a Ecogás, en agosto de 2017. 
Se estima que cubrirá las necesidades de más de 2.556.000 colombianos en el 
occidente del país. Actualmente cuenta con facilidades para atender el 
suministro de 48 municipios de los departamentos del Valle del Cauca, Quindío, 
Caldas, Risaralda, Tolima y las térmicas Termovalle y Termoemcali. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Durante el primer semestre de 1998 se transportó un promedio de 11,1 mpc/d, 
registrándose un incremento apreciable en el consumo de gas doméstico. 
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Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Centro Oriente 
 
Propiedad de Ecogás, es el principal activo de la Empresa. Está conformado 
por un primer sector desde Barrancabermeja hasta Neiva y un segundo sector 
desde Vasconia hasta Cogua, en cercanías de Zipaquirá. El primer sector 
suministra Gas Natural a 18 municipios de los departamentos de Caldas, 
Cundinamarca y Tolima; a través del Centro Operacional de Sebastopol al 
Gasoducto Sebastopol-Medellín; a las plantas de generación eléctrica de 
Termocentro, Termodorada, Termomeriléctrica, Termosierra, y en Mariquita al 
Gasoducto de Occidente. El segundo sector alimenta a 18 municipios de los 
departamentos de Cundinamarca, Santander y Boyacá y a la capital del país. 
 
Cuenta con una Estación de Compresión en el Centro Operacional de 
Barrancabermeja (COGB), con lo cual la capacidad de transporte de éste 
gasoducto es de 200 mpc/d. La extensión total del gasoducto es de 759 
kilómetos, en sus dos troncales principales: Barrancabermeja - Neiva (553 
kilómetros) y Vasconia - Cogua - Bogotá (208 kilómetros) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Cusiana - Apiay – Bogotá 
 
Propiedad de Ecogás. Inició operaciones en junio de 1995 y satisface las 
necesidades de gas natural de las ciudades de Villavicencio y Santa Fé de 
Bogotá, la Termoeléctrica de Ocoa y varias poblaciones de los departamentos 
de Casanare, Meta y Cundinamarca. 
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Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Morichal – Yopal 
 
Atiende el suministro de Gas Natural domiciliario del municipio de Yopal, en el 
Departamento del Casanare, con gas del Campo Morichal. Tiene una longitud 
de 14 Km y su tubería un diámetro de 4 pulgadas. Su capacidad total de 
transporte es de 4 mpc/d 
 
Su construcción se inició en enero de 1994 y finalizó en Abril de 1994, entró en 
operación en el mes de noviembre del mismo año. Actualmente, éste gasoducto 
es operado por la firma MPL Ltda.  
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Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Montañuelo – Gualanday 
 
Propiedad de Ecogás. Éste gasoducto conecta al campo Montañuelo con la 
Termoeléctrica de Gualanday en el departamento del Tolima y con el Centro 
Operacional de Gualanday del Gasoducto Centro-Oriente Suministra gas al 
municipio de San Luis. Tiene una longitud de 32 Km. en tubería de 6 pulgadas y 
4 Km. en tubería de 4 pulgadas. Posee una capacidad total de transporte de 9 
mpc/d. 
 
Su construcción se inició en febrero de 1995, finalizando en diciembre del 
mismo año. Entró en operación en el 24 de mayo de 1996. Actualmente, éste 
gasoducto es operado por la firma Ranpetrol 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto Güepaje - Corozal 
 
Es un gasoducto que conecta el campo de Güepajé, situado en la Costa 
Atlántica, con el sistema de transporte propiedad de Promigas S.A. consiste de 
una línea de 45 kilómetros en 8 pulgadas. 
 
Durante el período enero - abril de 1998 transportó un promedio de 43,9 mpc/d, 
que luego de reducirse la demanda del sector térmico, bajó a 24,6 durante los 
ocho últimos meses del año, para situarse al final en 30,9 mpc/d. 
 
Red Nacional de Gasoductos / Gasoducto El Porvenir - La Belleza 
 
Antiguo oleoducto Central de los Llanos convertido a gasoducto entre 1999 y 
mediados del año 2000. Éste gasoducto conecta los municipios de El Porvenir y 
La Belleza en una línea de 190 Kms con tubería de 20 pulgadas. La capacidad 
del tubo llega a 100 mpc/d. 
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Actualmente recibe gas del campo de Ballena y en un futuro se espera que 
reciba el gas proveniente del campo de Cusiana, convirtiéndose en el principal 
centro de suminsitro de gas de la capital del país y de los ramales de Boyacá y 
Santander. Es propiedad de Ecogás y operado por Inversiones Isaser.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Red Nacional de Gasoductos / Estaciones Compresoras 
 
La función de una estación compresora de gas es, elevar la presión del fluido 
en la línea, con el fin de suministrar la energía necesaria para su transporte. 
Para la estación se cuenta con una línea de succión donde el flujo inicia su 
recorrido, pasando luego por unos medidores de flujo computarizados que son 
los encargados de medir y almacenar minuto a minuto toda la información 
referente a la corriente de entrada, datos de presión, temperatura, volumen y 
caudal. 
 
El gas continúa su recorrido hacia los compresores, pasando antes por los 
"scrubbers", que se encargan de extraer el posible contenido de líquido. 
Finalmente, el gas a una mayor presión, sale por la línea de descarga de las 
compresoras, pasando por los medidores de flujo de ésta línea. 
 
Toda estación cuenta, también, con un suministro de potencia para la puesta en  
marcha de los compresores, un motor por cada compresor, un ventilador para el 
sistema de enfriamiento, un sistema de válvulas que regulan el paso de gas 
tanto para el funcionamiento de los compresores como para el sostenimiento de 
la presión de trabajo deseada, un pequeño compresor para el accionamiento de 
dichas válvulas, filtros que se encargan de extraer las impurezas que pueda 
contener el gas para cumplir con los requerimientos del mercado y toda la 
instrumentación necesaria para el control del proceso de compresión.  Además, 
dentro de la estación se cuentan con tanques de almacenamiento para los 
lubricantes y refrigerantes que son utilizados en los motores, y para los 
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condensados drenados en la operación, esto último, con el propósito de 
proteger y conservar el entorno natural. Es importante señalar que en cada 
estación de compresión de gas natural, se cuenta con el plan de manejo 
ambiental dando cumplimiento a las disposiciones legales nacionales sobre la 
materia. 
 
Estación Compresora de Casacará 
 
Ubicada al sur del departamento del Cesar, en inmediaciones del corregimiento 
de Casacará en el municipio Agustín Codazzi, está instalada en el kilómetro 
238+385 del Gasoducto Ballena - Barrancabermeja.  Inició operaciones a partir 
del 12 de diciembre de 1997. Cuenta con una capacidad de compresión de 200 
mpc/d. 
 
Estación Compresora de Barrancabermeja 
 
Se encuentra ubicada en el Centro Operacional de Gas de Barrancabermeja 
(COGB), en inmediaciones del Campo Galán, cerca de las instalaciones de 
Petrosantander y Centragas, vecinas al Complejo Industrial de 
Barrancabermeja.  Inició operaciones a partir del 1 de diciembre del mismo año 
y cuenta actualmente con una capacidad de compresión de 200 mpc/d. 
 
Estación Compresora de Hato Nuevo 
 
Está ubicada en inmediaciones de la trampa de raspadores del kilómetro 79 del 
gasoducto Ballena-Barrancabermeja, en el municipio de Hatonuevo, 
departamento de la Guajira. Ésta estación de compresión de gas natural entró 
en funcionamiento en el mes de mayo de 1999 y su capacidad de compresión 
es de 200 mpc/d 
 
Estación Compresora de Norean 
 
Se encuentra localizada, en el municipio de Gamarra, en le sector conocido 
como Mahoma. Ésta estación está ubicada en cercanías de la trampa de 
raspadores localizada en el kilómetro 412 del gasoducto Ballena-
Barrancabermeja. la Estación entró en funcionamiento en marzo de 1999. 
 
Estación Compresora de Vasconia 
 
La última estación de compresión de gas natural, para dar cumplimiento al 
proyecto de aumentar la capacidad de transporte del sistema central de 
gasoductos hasta 200 MPCD, es la estación de Vasconia. Ésta estación se 
construirá en inmediaciones de la trampa de raspadores del kilómetro 172 del 
gasoducto Barrancabermeja- Mariquita, perteneciente a la vereda de Morro Alto 
en el corregimiento de Vasconia, Municipio de Puerto Boyacá, departamento de 
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Boyacá. La estación entrará en funcionamiento en el mes de septiembre de 
1999 y contará con una capacidad de compresión de 200 mpc/d  
 
Red Nacional de Gasoductos / Mapa Esquemático de Gasoductos 
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ANEXO B 
PROCESO DE NEGOCIACION DE TIERRAS 
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